PAGE  
168

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 354ª
Sesión 40ª, en martes 8 de agosto de 2006
Ordinaria

(De 16:19 a 20:40)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, PRESIDENTE,
JORGE PIZARRO SOTO Y RICARDO NÚÑEZ MUÑOZ, PRESIDENTES ACCIDENTALES
SECRETARIOS, LOS SEÑORES CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
Acuerdos de Comités……………………………………………..

Solicitud de levantamiento de reserva de ley Nº 13.196………………..

V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional,  que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a admisión al empleo de menores de edad y a cumplimiento de obligación escolar (3235-13) (se rechaza y pasa a Comisión Mixta)…………………………………………………………………….

Observación del Ejecutivo, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación (1993-11) (se declara inadmisible)…………………….

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica; el Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral, y el Acuerdo de Cooperación Ambiental, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, suscritos con  Brunei Darussalam, Nueva Zelandía y Singapur (4047-10) (se aprueba en general y particular)…..

VI. TIEMPO DE VOTACIONES:

Salvaguardias para importación de leche y otros productos lácteos. Proyecto de acuerdo (S 887-12) (se aprueba)…………………………………………..

Financiamiento para planes maestros de aguas lluvias. Proyecto de acuerdo (S 886-12) (se retira el proyecto)…………………………………………..

Reglamento sobre evacuación de aguas de embalses ante temporales o catástrofes. Proyecto de acuerdo (S 885-12) (se retira el proyecto)………

VII. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………………………..

Situación del Medio Oriente……………………………………………

A n e x o s

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de reforma constitucional, en trámite de Comisión Mixta, que establece obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de educación parvularia (3682-07 y 1737-07)……………………………

2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea Instituto Nacional de Derechos Humanos (3878-17)…………………………………

3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (4091-07)……….

4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial (4180-03)……………………..

5.- Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto que aprueba el Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres entre Chile y Perú (4085-10)………………….

6.- Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que aprueba el Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres entre Chile y Perú (4085-10)………………….

7.- Informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (3627-03)…..

8.- Informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica y servicios de certificación (3797-19)……

9.- Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto que extiende derecho de madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna (1758-13)…………………………………

10.- Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.518, a fin de permitir que las municipalidades puedan actuar como organismo técnicos de capacitación (OTEC) (4185-06)…

11.- Moción de los señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que hace inaplicable la atenuante de irreprochable conducta anterior a delitos sexuales contra menores de edad y establece pena accesoria en caso que indica (4396-07)…………………………………………..

12.- Moción de la señora Alvear y los señores Espina, Gómez, Horvath y Larraín, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a fin de establecer casos de fusión y tramitación conjunta de iniciativas legales (4397-07)……………………………

13.- Moción de los señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre nulidad del despido por no pago de gratificaciones (4403-13)……………………………………………………

14.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores en el que se solicita que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para importación de leche y otros productos lácteos (S 887-12)……………………………

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Relaciones Exteriores, don Alejandro Foxley Rioseco; del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y de Salud, doña María Soledad Barría Iroume.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 37ª, ordinaria, en 1 de agosto; 38ª, especial, y 39ª, ordinaria, ambas en 2 de agosto, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dos primeros hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las siguientes fechas del mes en curso con el propósito que en cada caso se señala:


El día 6 de agosto, en visita oficial a la ciudad de Bogotá, Colombia.



El día 8 de agosto, en visita de Estado a Quito, Ecuador, para arribar a Chile en esta misma fecha.



Agrega que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de la enmienda introducida al proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia (boletines Nos 3.682-07 y 1.737-07) (Véase en los Anexos documento 1), y a la vez comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo informa que ha dado aprobación al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 3.878-17) (Véase en los Anexos documento 2).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero comunica que ha aprobado el proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.091-07) (Véase en los Anexos documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el cuarto informa que ha prestado su aprobación al proyecto  que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial (boletín Nº 4.180-03). (Véase en los Anexos documento 4).


--Pasa a la Comisión de Economía.



Con el quinto, comunica que ha accedido a la solicitud de archivo formulada por el Senado respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica los cuerpos legales que indica, con el objeto de eliminar el trámite de la insinuación para las donaciones entre vivos (boletín Nº 1.739-07);



2) El que modifica el Código de Procedimiento Penal, en materia de libertad provisional, concediendo facultades especiales a los jueces del crimen, al momento de otorgar este beneficio, para su cumplimiento (boletín Nº 3.080-07);



3) El que restablece la facultad del Servicio Nacional de Menores para hacerse parte en los procesos por pedofilia (boletín Nº 3.271-18), y



4) El que modifica el artículo 60 de la ley Nº 18.045 y el Título V del Código Penal (boletín Nº 3.292-07).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero pone en conocimiento de esta Corporación copia autorizada de la resolución que ha dictado en el requerimiento presentado por quince señores Senadores, quienes solicitan se declare la inconstitucionalidad del artículo 183 ter, nuevo, contenido en el proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (boletín Nº 2.943-13).



--Se toma conocimiento y queda a disposición de los  señores Senadores.



Con el segundo remite copia informativa de la sentencia recaída en el control de constitucionalidad del proyecto que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (boletín Nº 3.626-07).



--Se toma conocimiento.



Con el tercero envía copia autorizada de la sentencia dictada en los autos Rol Nº 480-2006, relativos al requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que se indica.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes informa que han sido acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado, con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se agreguen a los previamente remitidos en consulta por la Sala.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, acerca del precio por el combustible que pagan los vehículos chilenos en Argentina.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a los registros de zarpe y arribo de  naves.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del ex Senador señor Páez, acerca de la reparación del daño previsional de trabajadores del PEM y del POJH.



De la señora Ministra de Planificación y Cooperación, con el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, en cuanto al Convenio FOSIS-Gobernación Provincial de Malleco.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual da respuesta a oficios enviados en nombre de los Senadores señores Frei y Navarro, respectivamente, acerca de los deudores habitacionales y de los terrenos para viviendas sociales.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto a la reforma del sistema previsional.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre los registros de zarpe y arribo de naves.



De la señora Subsecretaria de Marina, por el cual contesta un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Horvath y Prokurica, acerca de la pesca de investigación de algas.



Del señor Secretario General del Congreso de Diputados de España, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, relativo a la detención de dos chilenos en Barcelona.



Del señor Director General subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido al ingreso ilegal de mercancías a Bolivia.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el cual da contestación a un oficio enviado en nombre del Senador señor Letelier, en cuanto al proyecto industrial de La Estrella.



De la señora Presidenta de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre proyectos del INIA en la Novena Región.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor García, respecto de la planta de tratamiento primario para Villarrica.



De la señora Intendenta de la Octava Región, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Pérez Varela, acerca de la instalación de un grupo de formación policial en Chillán.



Del señor Alcalde de Concón, por medio del cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, relativo al monitoreo ambiental de la desembocadura del río Aconcagua.



Del señor Alcalde de Quilpué, mediante el cual da contestación a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Romero, sobre la Biblioteca pública de la ciudad.



Del señor Alcalde de Temuco, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor García, en cuanto a la polución de Temuco.



Del señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Décima Región, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la protección de un humedal en Ancud.



Del señor Director de Chiledeportes de la Quinta Región, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, relativo al uso del Complejo Alejo Barrios.



Dos del señor Director suplente del Servicio de Salud Araucanía Sur, por medio de los cuales da contestación a igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor García, en cuanto a diversas materias del área de la salud.



De la señora Directora del Hospital Exequiel González Cortés, Región Metropolitana, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Girardi, acerca de un brote de adenovirus intrahospitalario.



Del señor Gerente General de la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, sobre pago de indemnizaciones.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres”, entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y del Perú, suscrito en Lima el 10 de diciembre de 2004 (boletín Nº 4.085-10) (Véanse en los Anexos documentos 5 y 6).


Dos de la Comisión de Economía, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3.627-03) (Véase en los Anexos documento 7), y



2) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799, sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de ésta (boletín Nº 3.797-19) (Véase en los Anexos documento 8).



Dos de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaídos en las siguientes materias:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna (boletín Nº 1.758-13) (Véase en los Anexos documento 9), y



2) Proyecto que modifica la ley Nº 19.518 a fin de permitir que las municipalidades actúen como organismos técnicos de capacitación (OTEC), con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 4.185-06) (Véase en los Anexos documento 10).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que hace inaplicable la atenuante de irreprochable conducta anterior a los delitos sexuales contra menores de edad y establece pena accesoria en el caso que indica (boletín Nº 4.396-07) (Véase en los Anexos documento 11).


De los Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Horvath y Larraín, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a fin de establecer los casos de fusión y tramitación conjunta de iniciativas legales (boletín Nº 4.397-07) (Véase en los Anexos documento 12).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Escalona, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre nulidad del despido por no pago de gratificaciones (boletín Nº 4.403-13) (Véase en los Anexos documento 13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Allamand, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag  y Vásquez, con el que se solicita que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para la importación de leche y productos lácteos (boletín Nº S 887-12) (Véase en los Anexos documento 14).


--Queda para el Tiempo de Votaciones.

Comunicación



Del Senador señor Núñez, mediante la cual solicita, con respecto al proyecto de ley que sanciona al que funda o transforme metales sin justificar su procedencia y adquisición (boletín Nº 4.380-07), que se reemplace su trámite y se envíe, no a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sino a la de Minería y Energía. 


--Se accede.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los  acuerdos de Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En sesión de hoy, los Comités resolvieron unánimemente lo siguiente:



1.- Fijar un nuevo plazo, hasta las 18 de hoy, para formular indicaciones al proyecto sobre fomento de las fuentes de energías renovables y no contaminantes, las cuales deberán presentarse en la secretaría de la Comisión.



2.- Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto en tabla que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar.



3.- Despachar en la sesión ordinaria de mañana el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre Chile y la República Popular China, para lo cual se aceptará que la Comisión de Hacienda rinda su informe oralmente si no alcanza a elaborarlo por escrito.



4.- Tratar en el Tiempo de Votaciones de esta sesión el proyecto de acuerdo con que se solicita que la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas inicie una investigación tendiente a establecer salvaguardias para la importación de leche y productos lácteos, del que se dio cuenta en esta sesión.



5.- Facultar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para que funcione paralelamente con la Sala durante la sesión del miércoles 16 del mes en curso.



Asimismo, los Comités se abocaron al estudio de una solicitud del Senador señor Cantero relativa al carácter secreto de determinadas leyes.



Se estimó, con la abstención del Honorable señor García, que esas leyes, sobre todo la que mencionó Su Señoría, contienen en sí mismas la obligación de reserva.



Se indicó que, según la Carta Fundamental, se entiende que las normas secretas que a la fecha de entrada en vigencia de la última reforma constitucional fueron aprobadas con quórum calificado o de ley orgánica constitucional cumplen con este requisito.



En consecuencia, se consideró que la ley secreta a que aludió el Honorable señor Cantero sigue teniendo este carácter y que la única forma en que se puede levantar la reserva es mediante otra ley.



Asimismo, se precisó que el Reglamento de la Corporación, al señalar que se pueden hacer públicos determinados textos después de diez años, se refiere a “actas y documentos” del Senado y, obviamente, no a leyes.

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE RESERVA DE LEY Nº 13.196

El señor CANTERO.- Señor Presidente, tomo conocimiento del acuerdo relativo a mi petición concerniente a la ley Nº 13.196.



Sin embargo, quiero señalar que la referencia al artículo 77 del Reglamento del Senado no fue un planteamiento de mi parte, sino una respuesta de la propia Secretaría de la Corporación cuando fue requerida la vista de dicha ley.



Con todo, asumiendo el planteamiento de los Comités, sólo pido formalmente que se envíe un oficio en mi nombre a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto de que levante el carácter secreto de la ley Nº 13.196, para lo cual se requiere que, si lo tiene a bien, mande un proyecto en tal sentido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, para complementar la información dada por el señor Secretario, debo puntualizar que en los Comités entendimos que, si la Secretaría de la Corporación tiene en su poder ejemplares de leyes secretas, no existe violación de la reserva en caso de permitirse a un señor Senador el conocimiento de su contenido en la misma forma que el artículo 77 del Reglamento establece para otros documentos.



Consideramos que eso sería lo máximo a que podría llegar el depositario de una de esas normativas.



No obstante lo anterior, la manera adecuada de proceder -tal como lo expresó el Honorable señor Cantero- es pedir la derogación del cuerpo legal respectivo, que sólo es factible en virtud de la dictación de otro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado por el Senador señor Cantero.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Deseo formular una petición concreta con relación al proyecto que figura en el Nº 3 del Orden del Día, sobre el people meter, iniciado en moción del Senador señor Orpis, quien se encuentra fuera del país y solicitó no discutirlo ahora.



En la reunión de Comités, sin embargo, algunos de ellos expusieron que anteriormente se pidió que el asunto volviera a la Comisión de Constitución a objeto de que se informase si es materia de ley o no. Entonces, para no seguir insistiendo sobre el particular, solicito recabar la autorización de la Sala a tal efecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeciones, la iniciativa se enviará, por lo tanto, a dicha Comisión.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA


ADMISIÓN DE MENORES AL EMPLEO: ADECUACIÓN DE CÓDIGO


DEL TRABAJO A OBLIGATORIEDAD DE ENSEÑANZA MEDIA
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3235-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz De Giorgio).


En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de mayo de 2003.


En tercer trámite, sesión 29ª, en 5 de julio de 2006.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 50ª, en 10 de mayo de 2005.


Trabajo (tercer trámite), sesión 39ª, en 2 de agosto de 2006.


Discusión:



Sesión 1ª, en 7 de junio de 2005 (se aprueba en general y particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que la iniciativa tuvo su origen en una moción presentada por el entonces Senador señor Ruiz.



La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó dos modificaciones al proyecto despachado por esta Corporación, que tienen por objeto circunscribir el cumplimiento de la obligación escolar sólo a aquellos menores que celebren contratos de trabajo entre los 15 y 16 años de edad. En cambio, el texto que aprobó el Senado hacía referencia a los menores de entre 15 y 18 años de edad.



La Sala, en sesión de 5 de julio recién pasado, envió tales enmiendas -pese a tratarse de un tercer trámite- a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para que emitiera el respectivo informe. 



Dicho órgano técnico las rechazó por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto) y propone a la Sala que adopte igual resolución.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeciones, se darán por rechazadas las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.



--Así se acuerda, y se designa a los miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social para integrar la Comisión Mixta que deberá formarse.

INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA EN SER HUMANO, SU GENOMA, Y PROHIBICIÓN DE CLONACIÓN HUMANA. VETO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En seguida, prosigue el debate acerca de la observación, en primer trámite constitucional, formulada por Su Excelencia el Vicepresidente de la República al proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana. El asunto ha sido informado por la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (1993-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ruiz-Esquide y de los ex Senadores señores Díaz, Hamilton, Páez y Zaldívar, don Andrés).


En primer trámite, sesión 32ª, en 12 de marzo de 1997.


En tercer trámite, sesión 37ª, en 16 de marzo de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 6ª, en 15 de junio de 2005.


Observaciones del Ejecutivo, en primer trámite, sesión 48ª, en 13 de diciembre de 2005.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 10ª, en 12 de julio de 2000.


Salud (segundo), sesión 26ª, en 6 de marzo de 2001.


Salud (tercer trámite), sesión 47ª, en 20 de abril de 2005.


Mixta, sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005.


Salud (veto), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión general:



Sesiones 13ª, en 1 de agosto de 2000 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 2 de agosto de 2000 (se aprueba en general).


Discusión particular: 



Sesión 27ª, en 13 de marzo de 2001 (se aprueba en particular).


Discusión en tercer trámite:



Sesiones 50ª, en 10 de mayo de 2005 (queda pendiente su discusión); 2ª, en 8 de junio de 2005 (pasa a Comisión Mixta).


Discusión en Comisión Mixta:



Sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005 (se aprueba su informe).

Discusión de observaciones:



Sesión 39ª, en 2 de agosto de 2006 (queda pendiente su discusión).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quedan seis señores Senadores inscritos para intervenir.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, quiero destacar en esta ocasión que la discusión en la Sala ha mezclado las cuestiones de forma: si la observación del Ejecutivo tiene relación con las ideas matrices del proyecto, y de fondo: la protección de la vida desde su inicio y cuáles son los debidos mecanismos para su resguardo.



Como lo que está encima de la mesa es la decisión del señor Presidente del Senado, solo me referiré a la pertinencia formal de la observación del Ejecutivo, porque ésta se hace cargo de tres aspectos a mi parecer fundamentales para justificar que yo la apruebe y rechace la declaración de inadmisibilidad.



En primer lugar, el artículo 1º despachado por la Cámara de Diputados busca proteger la vida. Con franqueza, no comprendo cómo sería posible entender que las técnicas médicas de última generación que ayudan a la reproducción y fertilidad son atentatorias contra ella.



Precisamente para no dejar espacio a interpretaciones, el veto proporciona una claridad manifiesta respecto de que los procedimientos y técnicas de reproducción asistida no caerán bajo las disposiciones de la ley en proyecto.



En segundo término, existe un problema de técnica legislativa que se soluciona si se aprueba la observación.



El texto propuesto dice que la normativa protege la vida de los seres humanos “desde el momento de la concepción”. Por lo tanto, gracias al veto, el proyecto sería mucho más claro en expresar que esta disposición no afectará los mecanismos anticonceptivos, porque se entiende que media un momento anterior a la concepción en el que no se penalizará, perseguirá o castigará a quienes los empleen, receten, vendan o recomienden.



De no aprobarse la norma propuesta por el Ejecutivo, quedará en el artículo 1º un vacío legal extraordinariamente ambiguo y peligroso.



A modo de ejemplo, cabe tener presente que, sin la observación, el texto no es categórico en sancionar la eliminación de embriones desde laboratorios o bancos de incubación, lugares donde precisamente el día de mañana alguien podría alegar que se ha cometido un flagrante atentado, porque allí existiría vida concebida.



Sólo quiero recordar que, a partir del desarrollo de las técnicas de fertilización asistida, en el mundo se han ido generando múltiples embriones, llamados “sobrantes”, que en muchas partes se han debido destruir.



Para citar un caso, en Inglaterra se originó un fuerte debate sobre el particular. Y dicha medida requirió la actuación y el pronunciamiento de los más altos tribunales.



Por último, y a propósito de la intervención de la semana pasada en que la Honorable señora Matthei manifestó su convicción de que hoy ningún juez podría declarar ilegal el sistema intrauterino de la denominada “T” o la reproducción asistida, sólo deseo mencionar la situación que en junio de 2004 conmocionó al Sistema Público de Salud cuando, contra todo pronóstico, la jueza subrogante del 20º Juzgado Civil de Santiago, señora Sylvia Papa, declaró nula la autorización emanada del Instituto de Salud Pública respecto de la comercialización y distribución del Postinor 2 en consultorios por considerarlo un anticonceptivo con componentes abortivos.



Sin embargo, sabemos que en el barrio alto de Santiago el levonorgestrel, compuesto del anterior, se compra indiscriminadamente bajo la misma denominación -o con otro nombre- y posee los mismos efectos anticonceptivos que en esa oportunidad llevaron a la justicia a declararlo ilegal para los más pobres, si bien resulta permitido para aquellos con capacidad económica para adquirirlo.



Por fortuna, dicha sentencia fue revocada por la Excelentísima Corte Suprema.


No existe discriminación ni desigualdad más brutal que la fomentada  o amparada por el propio Estado.



Si no aprobamos la observación y no despachamos el texto como el Ejecutivo lo ha presentado, sencillamente el día de mañana alguien podría alegar contra las técnicas de reproducción asistida por atentar contra la vida. Y la justicia podría dictar un fallo que obligara a las personas con recursos a salir del país para acceder en el extranjero a programas de fertilización y reproducción asistidas, y se condenaría en Chile a quienes carecieran de dinero para ello.



En definitiva, mi aprobación a la observación del Gobierno se fundamenta en la más firme convicción de que el texto propuesto a esta Sala, sin aquélla, dejaría un espacio de acción muy amplio para terceros intereses que sí carecen de relación con las ideas matrices de la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tal como lo expresé en el debate realizado sobre el proyecto en la sesión pasada, la verdad es que el único punto donde todos podemos concordar estriba en que la observación no sólo no resuelve el problema de fondo que pretende solucionar, sino que, además, a uno lo deja impactado ver, de su sola lectura, que finalmente significa desproteger la vida en los casos que menciona.



Si algo compartimos todos los que integramos esta Corporación, es que la investigación científica biomédica y sus aplicaciones no pueden permitir la clonación de un ser humano. Y si vamos a consagrar un requisito para que eso no ocurra, lo lógico es establecer que en ningún caso será posible. Para ello se hace necesario fijar un momento en que se puede generar tal efecto, que todos queremos evitar.



Creo que el proyecto nos ha permitido, por primera vez -en especial con relación a quienes sostienen posiciones ideológicas extremas en el sentido de que la persona es libre de decidir acerca de su cuerpo lo que juzgue adecuado-, coincidir en que la clonación humana tiene un límite. 



Porque no sé cómo aquellos que defienden, por ejemplo, la tesis del aborto o la libertad de la mujer para hacer con su cuerpo lo que estime conveniente responderían a alguien que expresara su deseo de clonarse. ¿Por qué se le quitaría esa posibilidad?



La verdad es que se trata de un tema bien discutible.



Por ejemplo, los nietos podrían querer clonar al abuelo. Entonces, con el mismo derecho, no sé qué explicación se daría.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡O a Fidel...!

El señor NÚÑEZ.- ¡Pinochet todavía no se enferma...!

El señor LONGUEIRA.- ¡Claro! ¡Algunos quisieran clonar a ciertos personajes que están enfermos en estos últimos días...!



Pero el punto fundamental radica en que todos acogemos la idea de que existe un límite.



Y ese límite radica en que no estamos dispuestos a aceptar que en la investigación biomédica en el país sea posible clonar un ser humano.



Por eso, considero fundamental fijar un momento. No se trata de definir en la iniciativa cuándo nace la vida, pero sí es preciso establecer que mientras antes exista la concepción humana, cualquiera que sea la definición de cada uno de los presentes sobre ese momento, debemos impedir una acción como la que nos ocupa.



En consecuencia, comparto lo determinado por la Cámara, sobre la base de que la ciencia puede llegar -si no está en condiciones de hacerlo hoy- a clonar un ser humano por la vía de obtener las células desde el instante de la concepción.



Entonces, ¿permitiremos que la investigación biomédica o sus aplicaciones clínicas clonen un ser humano a partir del primer mes?, ¿o de la primera semana? ¿Desde cuándo regirá la prohibición?



Por eso, como se entendió que se pretendía definir el momento en que nace la vida, el de la concepción de un ser humano, finalmente se llegó a la presentación de un veto que no tiene nada que ver con el proyecto.



Creo que el inciso primero del artículo 1º de ningún modo se puede interpretar como un impedimento para la práctica, extendida en nuestro país desde hace décadas, de mecanismos de anticoncepción, como tampoco para la reproducción asistida, que data de menos años. Ello no es investigación. La iniciativa es muy clara y dicha norma se refiere exclusivamente a cómo se respetarán la vida de los seres humanos y su diversidad e identidad genética en la investigación científica.



Entonces, me parece fundamental -repito- que exista un plazo, una fecha, un momento, que debe ser lo antes posible. Porque, si no se considera el instante de la concepción, lo que va a ocurrir es que habrá clonación de seres humanos antes.



Se trata de un texto que prohíbe la clonación de personas. Por lo tanto, si ése es el espíritu, resulta absurdo no establecer un momento.



No se está definiendo aquí cuándo nace la vida.



En la sesión pasada ya se dio cátedra sobre las estrellas -provenimos todos de la misma, según un experto señor Senador- que dieron origen a nuestra existencia.



Por mi parte, pienso que la iniciativa es mucho más simple que definir cuándo nace la vida: sólo se pretende regular el caso de la investigación científica y biomédica.



En consecuencia, comparto el criterio de la Mesa en el sentido de que el veto está fuera de las ideas matrices del proyecto.



Pero quiero apuntar al fondo en cuanto a que, a propósito de una normativa que regula la investigación científica biomédica y de que queremos evitar la clonación del ser humano, es necesario fijar precisamente un momento, reitero, que debe ser lo antes posible.



No es admisible que sea tan tarde como dijo alguien: "Concibo al mes o mes y medio un ser humano, cuando tiene una masa neurocelular". Les aseguro a sus Señorías que la ciencia estará en condiciones mucho antes de clonar un ser humano. Y eso es lo que debemos prohibir.



Entonces, si somos capaces de mirar el proyecto desde una perspectiva no tan trascendental como la de pretender definir el momento en que nace la vida humana, sino desde otra muy simple y bastante más práctica, que es evitar la clonación, concordaremos en que para ese objetivo se debe fijar el momento lo antes posible.



Cualesquiera que sean las concepciones del instante en que se considera que existe un ser humano, después de la fecundación, el momento debe ser anterior a la posibilidad de sacar la célula y hacer la clonación.



Por lo tanto, quiero plantear una visión distinta, porque me da la impresión de que la discusión del veto nos ha llevado a perder de vista la idea de legislar.



Comparto el punto de vista de algunos señores Senadores en cuanto a que el proyecto, con la frase agregada en la Cámara de Diputados, según la cual no podrá haber clonación de seres humanos desde el instante de la concepción, de ninguna forma puede ser interpretado en el sentido de que apunta a definir el momento a partir del cual sería factible extraer células para clonar seres humanos. Por ello, ese instante tiene que ser el más próximo a aquel en que es posible generar una nueva vida.



Señor Presidente, comparto la posición de la Mesa y rechazo el veto, pues en el fondo trata de legislar sobre una materia que en ningún minuto tuvieron en vista ni la Cámara ni el Senado. Creo que él se motivó -como se ha dicho en reiteradas ocasiones- en la frase que la otra rama del Parlamento agregó al inciso primero: “desde el momento de la concepción". Pero, en mi opinión, la ley debe establecer el instante -respecto de él todos tenemos que estar de acuerdo- a partir del cual no es posible clonar seres humanos. Eso no puede quedar en la indefinición, porque finalmente  un investigador, un particular, un instituto, aprovechando el vacío de la ley, podría hacerlo en un momento en que la ley lo permite al no haber fijado el tiempo específico o el estado de la fecundación en que no es factible clonar.



Por lo tanto, pienso que la Cámara de Diputados hizo lo correcto. Y creo que todos deberíamos estar de acuerdo en que resulta indispensable determinar el momento exacto desde el cual las investigaciones -que es la materia objeto de la presente normativa- no podrían tener como propósito clonar seres humanos, porque estamos contestes en que eso constituye un atentado contra la vida.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que a estas alturas ya se han entregado prácticamente todos los argumentos y elementos de juicio que yo quería manifestar, en particular los que adujo el Honorable señor Novoa en su intervención de la semana recién pasada, cuando se discutió este proyecto, tanto para señalar que compartimos la declaración de inadmisibilidad efectuada por la Mesa cuanto para sostener que el veto tiene cierto sentido tramposo. En efecto, la forma en que se plantea -como sustitutivo, cuando en realidad es aditivo- genera una situación que dificulta un análisis correcto desde el punto de vista de la técnica legislativa. Y me parece que esas trampas no son razonables ni necesarias. Si los votos están, están; y si no están, no están. Pero no considero adecuado ni conveniente buscar resquicios para lograrlos.



En cuanto al tema central, el debate sobre la concepción, creo que estamos ahogándonos en un vaso de agua, por cuanto el proyecto, en su artículo 1º, no agrega nada nuevo a lo que ya existe en nuestro ordenamiento constitucional y legal. Al señalar "Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción", ¿qué cosa distinta está indicando, cuando la Carta establece, por ejemplo, que se "protege la vida del que está por nacer"? Éste tiene vida. ¿Y desde cuándo la protege? Desde que empieza. Y nuestra legislación estatuye que la vida comienza con la concepción.



Ahora, ¿cuándo se produce el momento de la concepción? Eso no lo definen ni la Constitución ni la ley. Y mal podrían hacerlo, por tratarse de una cuestión eminentemente científica. En consecuencia, sería negativo ir más allá de eso.



No creo que el problema esté ahí.



Las veces que la legislación aborda el tema no son muchas. Pero lo hace. Por ejemplo, el Código Civil habla del momento de la concepción nada más y nada menos que para determinar quién es el padre de la criatura. También lo menciona en materia de derechos sucesorios. Si el padre del que está por nacer fallece mientras aún éste se encuentra en el vientre materno, tiene un derecho potencial a la herencia, que se consolida una vez que es dado a luz. Ese derecho a la herencia tiene que ver, de nuevo, con la determinación de la paternidad, que se fija a partir del momento de la concepción. Eso se halla en el espíritu de la legislación.



Hay una alusión en el Código Penal a propósito del delito de aborto, que se comete cuando el embarazo es interrumpido desde el instante de la concepción en adelante.



No son principios que estén en discusión. Y, aunque el artículo 1º del proyecto no se hubiera referido a la concepción, ellos no se verían afectados.



El inconveniente se presenta con el inciso segundo, que, al agregar la locución "Sin embargo", introduce un elemento negativo en cuanto a que en los casos que señala (la anticoncepción y la reproducción asistida) se podrían alterar los procedimientos de respeto a la vida. La forma en que se encuentra redactado el precepto produce un inconveniente a mi juicio insalvable.



Por lo tanto, creo que el inciso segundo, por razones tanto de fondo como de forma, carece de sentido. En mi opinión, el artículo 1º está bien con su redacción actual, y hay que interpretarlo en su justa dimensión, sin ir más allá.



No obstante -y ésta es la otra reflexión que quería hacer-, a raíz de que aquí se quiso cautelar de alguna manera las técnicas y procedimientos de reproducción asistida en seres humanos, se ha hablado de la conveniencia de legislar al respecto.



Quiero recordar que, como miembro de la Comisión correspondiente, hace algún tiempo me correspondió trabajar uno o dos años en un proyecto muy completo destinado a regular la materia, que presentó el entonces Senador Sebastián Piñera. Oímos a médicos y científicos expertos en el área. En mi caso, como estaba muy interesado en el asunto, me reuní con varios de los que se dedican fuertemente al estudio de la cuestión. Fui a la Clínica Las Condes; estuve con especialistas de la Universidad Católica. En realidad, traté de entender y meterme bien en el tema. Y quiero decirles que llegó un minuto en que nos fue imposible seguir avanzando, porque hay cuestiones que la ley no puede regular.



Llamo la atención acerca de lo que acabo de decir, pues no me parece conveniente que en materias como ésta, vinculadas a consideraciones científicas, establezcamos la rigidez de la ley. La ciencia es, por definición, esencialmente refutable, como diría Popper; por tanto, siempre está sujeta a cambio. Eso es lo que hace científico a un principio: que sea refutable. Si no lo es, no tiene tal carácter. Es un dogma, un principio de otra índole;  filosófica, por ejemplo. Pero, insisto, lo que hace que la ciencia sea tal es su variabilidad, su cambio.



En consecuencia, en la arena de lo científico, regular por ley me parece extraordinariamente peligroso, delicado e inconveniente. Si lo hiciéramos, pondríamos una camisa de fuerza a quienes están trabajando en este ámbito. 



Alguien me podrá decir: "Pero eso es muy arriesgado, porque entonces se podría hacer cualquier cosa". No, pues ahí rigen los principios generales de la legislación relativos a la vida –a ellos hemos hecho referencia-, contenidos en la Constitución y las leyes. Y está también la cautela de bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, como la vida y la integridad física y síquica de las personas. ¿Para qué crear un tipo penal nuevo cuando los principios fundamentales ya están ahí? 



Por consiguiente, los resguardos que debe tomar un médico o un científico cuando incursionan en este campo se hallan consagrados en el marco general de la legislación, que preserva los bienes jurídicos que nos interesa amparar. 



¿Qué cosa nueva vamos a proteger si regulamos la reproducción asistida? ¿La vida del que está por nacer? Ya lo está. ¿La integridad física o síquica de las personas (la de la madre, por ejemplo)? También. 



Entonces, es erróneo ese camino. ¿Y cuál es el que debemos seguir, a mi juicio? El de fortalecer los comités o consejos -o como se llamen- de ética al interior de los hospitales. Porque es factible que en un minuto dado un médico se encuentre en la frontera entre lo que se puede y lo que no se puede hacer. ¿Cómo lo determina, cómo lo resuelve? No va a recurrir a la ley. 



Tampoco podemos entregar la solución del problema a la judicatura -las leyes,  como sabemos, no las aplican los legisladores, sino los jueces-, la que, al final, terminará acudiendo a expertos y peritos, que son los propios médicos y científicos, generando, entonces, juicios a posteriori. 



Mucho más sensato y conveniente para el trabajo médico y científico, es dejar esto a la decisión de los propios equipos médicos bajo la tuición de los comités de ética. Que sean ellos los que definan en cada caso hasta dónde llegar. Me parece que eso es más aterrizado; pertenece más a la vida cotidiana; está en el lenguaje de ellos. Inclusive, se puede regular que dichos comités  los integren médicos y otros profesionales nombrados por ellos mismos y que no sean de un determinado hospital, para asegurar así una visión imparcial y procedimientos positivos. Ir más allá de eso, a mi juicio, va a ser algo completa y totalmente engorroso que irá en contra de lo que se desea cuidar. Esas rigideces, en realidad, no corresponden ni convienen.



Reitero la experiencia que tuvimos en la Comisión, en donde también participó el Senador señor Ruiz-Esquide. Al final no logramos ponernos de acuerdo en asuntos conceptuales, abstractos. Como no avanzábamos, preferimos postergar la discusión, porque no bastaba con que una mayoría resolviera una cuestión que, en definitiva, se hallaba vinculada a definiciones científicas.



Por eso, este debate puede servir para establecer como criterio el que no es conveniente legislar sobre cuestiones que, por estar en el ámbito de lo típicamente científico y por las características de innovación y cambio de éste, quedarían mal encasilladas, con grave riesgo de cometer errores o de impedir resolver los problemas. Si se actúa con buen criterio dentro del marco de la legislación -que tiene muy claros los bienes jurídicos que deben protegerse: la vida, la integridad de las personas-, no se necesitaría más que eso.



Y, para la definición precisa y exacta de otros asuntos, dejemos que la ciencia vaya asesorando a la ciencia. Que actúen los comités éticos de científicos al interior de las unidades hospitalarias o de los centros clínicos o de investigación, que es donde se da este debate con bastante más sentido común que lo que nosotros pensamos.



Decidir algo distinto, generará más conflictos que los que se quiere evitar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, al leer el informe de la Comisión de Salud, llama la atención que sobre un proyecto de ley -que es muy bueno-, prácticamente en su fase final, el Ejecutivo haya sentido la necesidad de presentar un veto ajeno a su propósito, demorando su despacho sin motivo.



En efecto, la observación a la iniciativa que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma y prohíbe su clonación es -digámoslo con toda claridad- totalmente inadmisible, como lo declaró el señor Presidente del Senado. Y lo es, porque no guarda relación alguna con las ideas matrices de ella. No tiene nada que ver con investigación científica en el ser humano, ni con el genoma, ni menos con el problema de la clonación. Por consiguiente, no se justificaba.



Además -aunque algunos pudieran tener otra opinión-, si uno lo aprecia desde el punto de vista de lo establecido en la Carta Fundamental, el veto, de manera clara, incurre en inconstitucionalidad.



Como muy bien sostuvo el Senador señor Coloma en la sesión anterior, hay aquí un problema de fondo, que yo deseo recalcar: se atenta nada menos que contra una disposición básica de aquélla, la del artículo 19, Nº 1º, inciso segundo, sobre protección de la vida del que está por nacer.



Por otro lado, el veto del Gobierno es del todo innecesario, porque según la historia del proyecto de ley, ninguno de los miembros de la Comisión de Salud consideró que se atentaba contra la reproducción asistida, ni menos contra los métodos o mecanismos anticonceptivos. En consecuencia, ¿por qué se propuso? Francamente, no diviso razón para tal propuesta.



Más aún, me atrevería a calificar la observación de poco prudente, porque la discusión habida, por la misma forma en que se ha desarrollado, no contribuye a que podamos ponernos de acuerdo, con seriedad, en cuestiones de fondo. Porque en el Senado, en el país y en la sociedad chilena tenemos diferencias sobre la concepción de la vida. Y es así, porque sustentamos posiciones y poseemos culturas distintas. Pero en nuestras apreciaciones debemos respetarnos mutuamente y no hacer o buscar caricaturas de la posición de uno o de otro.



Para mucho de nosotros, el inicio de la vida o el proceso mismo de la concepción -no sólo desde el punto de vista religioso o ideológico, sino también científico-, queda configurado cuando la célula materna es fecundada por la paterna y surge una nueva. A nuestro juicio, desde ese momento debemos respetarla. Y es preciso entender el respeto a la vida en toda su dimensión si queremos estar a la altura de lo que para nosotros son el humanismo y el ser humano.



En esa concepción, por cierto, hay diferencias. Existen otras posiciones sobre el asunto, que se plantean con cierta liberalidad y en forma diferente, que toleran o permiten acciones que quienes pensamos que la vida humana es sagrada no vamos a entender nunca.



Por consiguiente, deseo afirmar que el proyecto, por la forma como los Diputados lo despacharon, va en la misma dirección que el respeto a la vida establecido en el artículo 19, Nº 1º, inciso segundo, de la Constitución, y lo complementa, porque adelanta el tiempo a partir del cual se debe respetar la vida: desde el momento de la concepción.



Sería realmente pretencioso que los Senadores -que no tenemos por qué estar al nivel de la ciencia- declarásemos cuándo es ese momento. Pero nos cabe todo el derecho de afirmar que, desde el instante en que se produce la concepción, estamos por respetar la vida. ¿Por qué? Porque nace un nuevo individuo, que tiene gran complejidad, y todo el derecho a ser plenamente respetado. Ello, en consonancia con nuestro concepto acerca del ser humano.



Por cierto, esto lo podemos fundar además desde una perspectiva moral y religiosa. Y no veo por qué ésta pueda ser considerada como una posición fundamentalista. Porque si algo tenemos en cuanto al respeto a la vida, es coherencia. La tuvimos ayer cuando hubo que defender los derechos humanos; cuando hubo que sostener -lo que en estas bancas aceptamos- que había que respetar la vida y la integridad de las personas; porque la vida humana implica, por su naturaleza, respeto absoluto. Y no vemos por qué, coherentes con ese planteamiento, el hecho de afirmar hoy que la vida del que está por nacer -sobre todo la de una persona absolutamente indefensa, que se halla en total desarrollo para adquirir la plenitud de sus derechos- tiene que ser respetada, constituya una posición fundamentalista.



No hay coherencia en esa crítica.



Por ello, estoy plenamente de acuerdo con la declaración de inadmisibilidad planteada por el señor Presidente; pero también quiero dejar bien en claro que para nosotros el respeto a la vida humana parte desde el comienzo, desde la concepción. Y ésa es una norma, un concepto, que a nuestro juicio ennoblece a una sociedad en vez de desmerecerla.



Por eso, votaré en contra del veto del Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, durante el último tiempo el país ha sido testigo de cómo temas relacionados con la vida se han puesto en el tapete público y han generado, a mi juicio, una discusión de tipo ético y valórico. Esto se debe, entre otras importantes razones, a los vertiginosos avances tecnológicos de la medicina, que nos confrontan a situaciones nunca antes vistas, especialmente en los límites (inicio y fin) de nuestra existencia humana.



Es así como del debate en torno a la píldora del día después pasamos al de la muerte digna y a la propuesta de legalizar la eutanasia. A lo largo de esta discusión, la posición de la Democracia Cristiana ha sido firme y a la vez dialogante, inspirándose en los principios de respeto por el derecho a la vida y, al mismo tiempo, de respeto por la dignidad de las personas.



El proyecto que ahora nos ocupa, que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma; que crea la Comisión Nacional de Bioética y prohíbe la clonación humana, impulsado en esta Corporación por el Senador señor Ruiz-Esquide y los ex Senadores señores Díaz, Hamilton, Páez y Zaldívar (don Andrés), constituye un paso hacia una ley realmente significativa y necesaria para el país. Por ende, el mayor interés es el que seamos capaces de despacharlo a la brevedad.



Sin perjuicio de lo anterior, me sumo a la posición sustentada por el señor Presidente del Senado, en el sentido de rechazar el veto formulado por el Ejecutivo, dado que, a nuestro entender, es completamente inadmisible, ya que no guarda relación alguna con las ideas matrices de esta iniciativa legal.



Sin embargo, el veto tiene un mérito: el haber hecho evidente la necesidad de regular legalmente y debatir en forma pública lo relativo a la fertilización asistida.



Cabe tener en cuenta que, en Chile, mil parejas al año se someten a la técnica de fertilización asistida, y que 4 mil 600 personas deben su existencia a la aplicación de dicho sistema.



Se han realizado 13 mil 700 procedimientos de fertilización asistida desde 1990, y como resultado de ellos se produjeron 4 mil 200 embarazos y 3 mil 250 partos. Se estima que alrededor de 15 por ciento de las parejas de entre 18 y 44 años son infértiles. Adicionalmente, se realizan todos los años 250 intentos o ciclos de fertilización asistida en el sistema público.



Por ello, me parece muy importante la iniciativa presentada por el Senador señor Ruiz-Esquide, en la línea de la defensa de la vida y de la dignidad humana, que regula la reproducción asistida, que espero que podamos discutir en esta Sala a la brevedad posible.



Para terminar, deseo señalar que, a nuestro juicio, la regulación sobre las técnicas de fertilización asistida debieran también incluir el derecho de la pareja infértil a ser apoyada, no sólo médicamente, sino también social y sicológicamente. La frustración de la paternidad y de la maternidad es un dolor que nos conmueve y por lo que solidarizamos profundamente con quienes la sufren.



Por último, quiero expresar que los principios que hemos señalado (el derecho a la vida, sin excepción alguna) están en juego con el veto. De manera que, junto con concordar con la Mesa en torno a su inadmisibilidad, creo que, en el fondo, no se compadece con el respeto al derecho de la vida humana. Por ende -insisto-, me sumo a la decisión del Presidente del Senado de declararlo inadmisible. Sería muy importante también consensuar a la brevedad en el Congreso una fórmula que permitiera regular la fertilización asistida, sí con pleno respeto por la vida humana.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, éste es un tema que ha sido tratado de manera profunda y serena por parte del Senado.



Constituye una materia respecto de la cual, probablemente, tenemos miradas distintas.  Sin embargo, se ha planteado como una cuestión que vale la pena analizar desde todas las perspectivas y en que es menester definirse frente a los derechos esenciales del ser humano.



Desde luego, quiero señalar que comparto la argumentación dada por el Presidente del Senado para declarar inadmisible el veto del Ejecutivo, la cual se ajusta plenamente a lo que voy a señalar al respecto.



La letra y el espíritu de esta iniciativa es proteger la vida de todos los seres humanos, sin excepción, con relación a todas las aplicaciones clínicas de la ciencia y tecnología médica.



Con el veto, junto al derecho a la vida, se ponen en juego dos garantías fundamentales para la convivencia en un Estado de Derecho constitucional, siendo que nuestro Tribunal Constitucional ya ha validado el reconocimiento de la personalidad jurídica, en el sentido de que todo ser humano es persona, y la igualdad ante la ley.



Si la afirmación “todo ser humano es persona” se coloca en entredicho, se abre una suerte de Caja de Pandora de lo que podríamos denominar el “gobierno del poder”, puesto que habría que indicar cuáles son los atributos que permitirían a algunos seres humanos acceder a la protección del Estado y excluir de ella a otros.



El reconocimiento de la personalidad jurídica, en el sentido de que todo ser humano es persona, está explicitado en el artículo 16 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.”.



Asimismo, la Convención Americana de Derechos Humanos señala que “Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.” (artículo 1º, Nº 2).



Implícitamente está señalado en el artículo 1º de la Constitución, que indica que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. La historia fidedigna de la reforma de este inciso, la ley Nº 19.611, da cuenta de que se incluye al concebido no nacido. La doctrina constitucional chilena mayoritariamente indica que el concebido es persona constitucional.



Este núcleo radical de juridicidad no admite diferenciación alguna: o todos los seres humanos somos personas, o el derecho es la ley del más fuerte.



Hoy en día nadie discute seriamente que el ciclo biológico de la especie zoológica homo sapiens moderno -o sea, nosotros- comienza en la fecundación o concepción.



La discusión artificiosa es si tal ser humano es o no persona. Pero esa sola discusión es ya fascista (o totalitaria, o excluyente, si el término a alguno le pueda parecer inadecuado), en el sentido de presuponer que hay seres humanos que no son merecedores de integrar la comunidad jurídica y política, o, en buena técnica, ser titulares de derechos fundamentales. Es lo que los alemanes denominaban “Gründrechts”.



Al excluir del proyecto de ley las técnicas de reproducción asistida, se efectúa una discriminación arbitraria que contradice su finalidad fundamental y el mandato constitucional que, en su artículo 19, número 1º, expresa que -comillas- “La ley protege la vida del que está por nacer”. Es más, en el Pacto de San José de Costa Rica, en la Convención Interamericana de Derechos Humanos -del cual somos firmantes-, se estipula con claridad en su artículo 4 que -comillas- “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente”.



Se ha afirmado que la vida comenzaría con la implantación del embrión, siete o catorce días después de la fecundación, aduciendo que hasta esta etapa sólo hay un grupo de células totalmente indiferenciadas que no constituirían un nuevo organismo o ser humano. Si fuera así, usarlas para investigación o eliminarlas no sería, entonces, una trasgresión al derecho a la vida. 



Por lo demás, la creencia de que el embrión antes de implantarse no es más que un grupo de células indiferenciadas, científicamente se ha venido a tierra, puesto que se ha demostrado que desde la fecundación se empieza a gestar el eje del cuerpo y que las primeras células ya tienen una determinada orientación en la formación del embrión. 



Al proteger la vida desde su inicio no se está haciendo otra cosa que reconocer el derecho a la vida de los seres humanos en sus primeros días de desarrollo, especificando mejor el precepto constitucional que protege la vida del que está por nacer.



Con el veto, en la práctica, el respeto a la vida de un embrión estaría supeditado a la finalidad para la cual se ha generado. Habría en este sentido dos categorías de embriones: los que se hallan protegidos por la ley y los que no lo estarían por haber sido generados dentro de un proceso de reproducción asistida. Sin embargo, es necesario precisar que las técnicas de reproducción asistida no son materia de esta normativa. Por su variedad y complejidad, ameritan de una ley especial, tal como se ha hecho en los países donde ellas se practican.



La anticoncepción tampoco es materia de esta iniciativa, ya que los mecanismos de anticoncepción son, por definición, aquellos que impiden que se produzca la concepción. Si no hay concepción, no hay un nuevo ser humano a quien proteger. Por lo tanto, la indicación se encuentra fuera de las ideas que contiene este proyecto de ley.



Cómo impedir que el espermatozoide se una con el óvulo es un tema científico y clínico distinto del que plantea esta iniciativa, que tiene por finalidad primaria la protección de la vida y la integridad de todos los seres humanos.



A modo de argumento, a pesar de considerar que eso no es materia de esta ley en proyecto, las técnicas de reproducción asistida se pueden realizar sin atentar contra la vida. Es así como las legislaciones italianas y alemanas han aprobado estas técnicas salvaguardando la vida del ser humano en su etapa embrionaria. 



Las técnicas de fertilización asistida no son incompatibles con el derecho a la vida ni con la dignidad humana, sino que, por el contrario, constituyen un instrumento que la ciencia y la técnica han concedido al ser humano para favorecerla, ya que la infertilidad debe ser vista como un estado genuino de enfermedad, por lo que debe ser atendida dentro de ese contexto.



Obviamente, un tratamiento de fecundación, sea cual fuere su naturaleza, si es diferente al proceso natural, debe ser normado para proteger la vida en ese contexto y campo específico. Pero eso debe ser materia de otra discusión, con la profundidad debida y con los elementos y variables que le atañen. La fecundación in vitro, en particular, merecería un debate especial, con independencia de este proyecto de ley, pues incluye otros aspectos que, desde los puntos de vista ético y legal, son relevantes, como los requisitos para acceder a ella, el consentimiento informado, el arriendo de úteros, etcétera. 



En el estado actual de la técnica, todas las modalidades de la fecundación in vitro implican un riesgo inminente -y no consentido por el principal involucrado, cual es la persona en cuestión- de muerte.



El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Por lo tanto, en estricto rigor, no requiere una ley para concederle dicho derecho; es suyo por el simple hecho de su humanidad. Los óvulos fecundados, se haya producido la fecundación en forma espontánea o in vitro, son personas humanas y tienen de por sí el derecho inherente a la vida. Aplicar la ley con el veto en cuestión implica una discriminación a seres humanos, considerándose a unos (fecundados naturalmente) merecedores de tal derecho, y a otros (fecundados ya sea in vitro o con la ayuda de la fertilización asistida) no merecedores de aquél.



Se ha sostenido desde los puntos de vista religioso, jurídico, ético, e incluso biológico, que la vida comienza a partir de la concepción, de la unión de un gameto masculino con uno femenino, momento en que es individualizable una nueva vida desde la perspectiva genética. En cuanto ha sido concebida, una persona es una persona, y estamos ante un ser vivo con derecho a ser protegido por el ordenamiento jurídico.



El proyecto de ley por sí solo no pretende regular o pronunciarse sobre la fecundación in vitro; no es su finalidad. El único efecto de esta normativa es subrayar el respeto a la vida que merecen todos los seres humanos. La fecundación in vitro -como se sabe- se puede realizar sin destruir embriones humanos, por lo que la ley no la afectaría directamente. La congelación y eliminación de embriones sobrantes no son esenciales a esa técnica.



El debate ético que plantea la ley del genoma no es, entonces, la fecundación in vitro, sino la posición que se tenga ante el respeto a la vida de todo ser humano desde su inicio en la concepción. Si alguien no está de acuerdo, debería presentar su posición con claridad y exponer sus argumentos sin mezclarlos con otros temas que no son objeto de este proyecto de ley.



Señor Presidente, éste, y no otro, es el debate que la ciudadanía merece y requiere. Y siento que el Senado ha estado a la altura para hacer un análisis desde todas las perspectivas sobre una materia que ha sido objeto de un veto del Ejecutivo y que usted, acertadamente, ha declarado inadmisible.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no quiero entrar en el tema de fondo porque creo que fue debatido exhaustivamente cuando tratamos este proyecto de ley. Pero, a la luz de que han salido algunas consideraciones, deseo hacer una afirmación que a mí me parece muy importante, cual es que, desde el momento en que se produce la concepción, hay quienes afirmamos que se está en presencia de una vida humana, no por razones de carácter religioso, ni filosófico, sino de tipo científico.



A partir del instante en que se produce la concepción, dos elementos distintos dan origen a un ser, y éste, desde el momento de la concepción, por su carga genética, es totalmente único e irreproducible. Por consiguiente, tiene absoluta y plena identidad como ser. Al mismo tiempo, debido a esa misma carga genética, posee todos los elementos para que, sin que medie ninguna acción de un tercero que lo impida, pueda desarrollar todas sus potencialidades -¡todas sus potencialidades!- a fin de irse perfeccionando como ser humano hasta su muerte.



En consecuencia, por razones de carácter científico, considero que desde el momento de la concepción se está en presencia de una vida humana.



Sin embargo, estimo importante aprovechar mi tiempo para analizar el veto y su inadmisibilidad desde una perspectiva jurídica. 



Creo que él, en la forma como se ha formulado y en su redacción, ha generado precisamente la confusión que hemos observado en el debate. Y, más aún, me parece que es contraindicado para quienes lo fundaron y para aquellos que lo respaldan. Pongo un ejemplo: si la Cámara de Diputados no hubiese introducido el artículo 1º en el proyecto, obviamente no se habría presentado ningún veto. Esto significa que los que lo formularon o sus defensores desean que la fertilización asistida se mantenga bajo las mismas normas jurídicas de hoy. Porque, de no haber habido artículo 1º, no existiría veto, y, por lo tanto, la situación se mantendría tal como ocurre en la actualidad.



Cuando el Presidente del Senado declara la inadmisibilidad del veto, por ser contrario a las ideas matrices de la iniciativa, lo que está haciendo es precisamente señalar que ella no tiene por objeto introducir entre sus normas ninguna regulación con respecto a la fertilización asistida. Y, además, ha reafirmado lo que dice el artículo 1º, que establece que, conforme a esta ley en proyecto, se protege la vida desde el momento de la concepción en relación con la investigación científica y sus aplicaciones clínicas vinculadas con materias que regula la normativa, que son, básicamente, el patrimonio genético y la clonación. Nada se dice sobre la fertilización asistida.



Por eso el Presidente ha declarado inadmisible el veto: por ser contrario a las ideas matrices del proyecto. ¿Qué significa ello? Que en materia de fertilización asistida no hay ningún cambio respecto de lo que establecen las normas actuales, que es precisamente lo que buscan y quieren aquellos que presentaron el veto y quienes lo han defendido.


Por lo tanto, la observación del Ejecutivo es equivocada, pues no se afecta en nada lo relativo a la fertilización asistida.



Más aún, el veto está tan mal formulado y tan mal redactado que, de aprobarse, exigiría de inmediato la presentación de un recurso de inconstitucionalidad o de recursos de inaplicabilidad posteriores, porque lo que no permiten, en este caso, el ordenamiento constitucional, ni la legislación internacional, ni los tratados internacionales es que una norma legal disponga que el procedimiento de fertilización asistida es contrario al derecho a la vida.



Entonces -reitero-, la aprobación del veto exigiría de inmediato una presentación ante el Tribunal Constitucional o múltiples recursos de inaplicabilidad, pues la ley no puede posibilitar que algo haga excepción al derecho a la vida.



Por consiguiente -y el Senador señor Novoa lo explicó muy bien en la sesión pasada-, la observación del Gobierno confunde, resulta contradictoria precisamente con lo que buscan o quieren defender quienes han estado a favor de ella en este debate. Y me parece que, al mismo tiempo de declararla inadmisible por su forma y por su fondo, es necesario señalar que la declaración pertinente fortalece la interpretación en el sentido de que el marco de la ley en proyecto tiene un objetivo específico, el cual no dice relación alguna a la fertilización asistida.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la razón de este veto radica en el temor del Ejecutivo a que, a partir de lo establecido en el artículo 1º del proyecto, en Chile pueda repetirse lo acontecido en Costa Rica -donde un grupo de personas sostuvo ante la Corte Suprema que la fertilización asistida era contraria al Pacto de San José- y un conjunto de ciudadanos logre que una corte, basada en una interpretación extensiva del referido precepto, prohíba la reproducción asistida de seres humanos o la utilización de mecanismos de anticoncepción.



Sin embargo, no obstante que la Corte Suprema de aquel país declaró contraria al citado Pacto la fertilización asistida, con posterioridad quienes se oponían a lo resuelto por dicho Tribunal recurrieron ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que declaró admisible el reclamo.


Por lo tanto, para este órgano internacional el problema ya está resuelto, y sus disposiciones priman por sobre lo que pueda resolver un tribunal nacional, de acuerdo con el artículo 5º de la Constitución Política.



Además, el artículo 19, Nº 1º, de nuestra Carta establece que “La ley protege la vida del que está por nacer.”. Esta disposición, de carácter constitucional, no difiere de la declaración de principios y de espíritu que hace el artículo 1º del proyecto.



En consecuencia, por más que se agreguen aclaraciones al mencionado precepto, siempre va a primar la interpretación de una corte acerca del artículo 19, Nº 1º, del Texto Fundamental, que tiene una jerarquía superior a la que podría llegar a establecer la iniciativa que nos ocupa.



De acuerdo con la historia fidedigna de la ley en proyecto, es claro que su intención siempre fue abordar específicamente tres materias: la investigación en seres humanos, lo relativo al genoma humano y lo concerniente a la clonación, y no otras, como la fertilización asistida o los métodos de anticoncepción. De hecho, en el articulado posterior se establecen regulaciones, e incluso, figuras penales que dicen relación exclusivamente a esos tres temas.



Señor Presidente, todas esas consideraciones me hacen estimar que no nos encontramos en este caso discutiendo una cuestión valórica -estando a favor o en contra de la observación formulada por el Ejecutivo-, sino la admisibilidad de un veto que no es pertinente, puesto que, por todas las razones ya dadas, no halla justificación alguna y sólo viene a distorsionar una iniciativa ya acotada y que no dice relación a las materias por él abordadas.



Por lo tanto -insisto-, basado en que lo que hoy se discute no es un tema valórico sino un veto inconexo con el proyecto original y que desvirtúa jurídicamente el contenido de éste, me manifiesto en contra de la posición del Ejecutivo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Me han pedido la palabra por un par de minutos los Senadores señores Gazmuri y Longueira. 



Con las intervenciones de Sus Señorías concluiremos el debate.

El señor OMINAMI.- También solicito un par de minutos.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, el debate se ha centrado en distintos aspectos.



Uno, el formal, en cuanto al veto y sus efectos en los procesos de fertilización asistida y de contraconcepción.


La verdad es que, en tal sentido, me hacen peso los argumentos dados por el Senador señor Chadwick. Y la discusión habida aquí ha sido en general bastante rica, en cuanto a que estamos todos contestes en que este proyecto de ley apunta básicamente a evitar la clonación de seres humanos y no está referido a los procesos de fertilización asistida o de contracepción. Porque, básicamente, el temor que nos producía el texto de la iniciativa tal cual había sido despachado era que pudiese haber alguna interpretación judicial que fuera más allá de lo que él señala. 



En esa línea, si tuviéramos acuerdo en la Sala, creo que sería innecesario votar la admisibilidad del veto. En consecuencia, deberíamos despachar el proyecto, pues los elementos que a nosotros por lo menos nos preocupan quedan muy bien resueltos con lo que ha sido el curso global del debate, lo cual se consignará claramente en la historia de la ley.



Sobre los temas de fondo, es evidente que hemos iniciado o seguido una discusión que es central.



Al respecto, sólo quiero hacer una observación. 



Yo, al menos, no me he sentido considerado -pese a todas las reclamaciones que se hacen sobre el respeto a nuestra diversidad- cuando en las intervenciones de algunos de mis Honorables colegas -y algunos a quienes aprecio mucho- se ha tratado de plantear las diferencias que hemos tenido, y que seguramente vamos a seguir teniendo, como discrepancias entre quienes defienden con coherencia la vida humana en cualquier circunstancia y aquellos que no lo hacen. Debería suponerse, entonces, que aquí habríamos Senadores que no defendemos con coherencia la vida humana en unas u otras circunstancias.


Creo que ésa no es la cuestión. El debate que sí se ha planteado aquí a propósito de la indicación del Diputado señor Rossi, quien agregó -a mi juicio, innecesariamente- la expresión “desde el momento de la concepción”, discurre en torno, no a la defensa de la vida humana, sino al momento en que empieza a existir un ser humano o una persona humana, que es lo mismo. 



Señor Presidente, estoy de acuerdo con muchos de los que dicen que éste es un problema que debe ser resulto por la ciencia. Y yo creo lo mismo. Pero no se puede sostener que el único argumento científico sea el expuesto aquí por los Senadores señores Chadwick y Romero en el sentido de que existe un ser humano desde el momento mismo de la fecundación. Ése es uno. Pero hay otros argumentos,…
El señor CHADWICK.- Hay otros.
El señor GAZMURI.-…que en el terreno de la ciencia son tan legítimos como aquél.



Porque el Senador señor Chadwick hace una argumentación muy de fondo. Dice: “Hay un individuo, único”. Cierto. En metafísica, eso es un individuo. La cuestión, en ciencia, radica en si ese individuo constituye o no un ser humano. Y el debate a este respecto es por completo pertinente.



En consecuencia, quienes decimos -y aquí me refiero a lo que afirmó el Senador señor Romero- que no es evidente que hay un ser humano desde la fecundación no estamos atentando contra la vida; ni estableciendo dos categorías de seres humanos como se ha sostenido en la discusión: unos protegidos y otros desprotegidos, sino observando el debate científico y esperando que se resuelva, siempre -y lo dijo bien el Senador señor Larraín- en forma provisoria. A Newton, por ejemplo, lo siguió Einstein; y no podría haberse elevado al rango de “verdad científica” la teoría de Newton sobre las leyes que rigen el Universo.



He escuchado -y me han sorprendido muy favorablemente- el conjunto de opiniones vertidas aquí por Senadores de distintas orientaciones filosóficas o ideológicas en el sentido de que la interrogante sobre cuándo existe un ser humano debe ser dilucidada por la ciencia. Me parece que se trata de una afirmación del más grande valor, si llega a constituir cierto consenso en Chile, porque eso nos va a permitir enfrentar muchos de los complejos aspectos de la bioética con una perspectiva distinta a la de pensar que las cuestiones científicas que hacen al origen de la vida humana están ya resueltas. Y todo lo que yo quiero afirmar es que esas cuestiones se encuentran hoy día, con el desarrollo impresionante habido en el ámbito biológico, en pleno debate desde el punto de vista científico.



Si partimos de la base de que el principio en comento nos interpreta a todos y, por tanto, no hay una definición metafísica a priori sobre el inicio de la vida de un ser humano dotado de plenos derechos -no hablo del potencial de la vida-, yo por lo menos voy a estar completamente de acuerdo. Pero -reitero- tal discusión no se puede resolver ni en la ley ni afirmando una de las distintas hipótesis científicas existentes al respecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el debate ha sido muy interesante. Y quiero puntualizar que el veto es inadmisible, pero no sólo por las razones que dio usted y por las que adujeron los Senadores señores Chadwick y Novoa. Está tan mal redactado, que yo sugeriría al Ejecutivo que lo retirara, porque permite precisamente la clonación de seres humanos. Si se aprobara, podrían clonarse todos los seres humanos nacidos de la reproducción asistida, porque eso quedaría excluido de la ley en proyecto.



Por lo tanto, la observación del Gobierno es inconstitucional, pues atenta contra la vida. En efecto, el inciso segundo que mediante ella se plantea permite la clonación. ¿De qué seres? De los que nazcan de la reproducción asistida.



Es evidente que hay una diferencia con respecto a los mecanismos de anticoncepción, que nada tienen que ver con esta iniciativa, porque precisamente no existe concepción.



Pero el veto -insisto- destruye este proyecto.



Entonces, creo que los argumentos para declarar su inadmisibilidad sobran, pero no sólo desde el ángulo constitucional, sino también desde el punto de vista del fondo, de los efectos que provocaría su aprobación.



Yo no sé quién puede ser partidario de aprobar un veto que trata de evitar algo que ignoro a quién se le ocurrió con la indicación incorporada en la Cámara sobre la base de que se estaba afectando la reproducción asistida de los seres humanos o los mecanismos de anticoncepción. Así como está redactado, si no se declarara su inadmisibilidad y fuera aprobado, sería factible clonar seres humanos en Chile, siempre y cuando hubieran sido fruto de la reproducción asistida. Y, tal como se ha dicho en esta Sala, al año se registran en nuestro país alrededor de mil nacimientos gracias a ese avance de la ciencia.



También quiero ir al punto que se acaba de mencionar: cuándo establecer el momento de la concepción.



Cuando no existe definición, también eso es una definición. Porque, en el fondo, hay quienes quieren que ella no exista.



Algunos creemos en un momento. Puede ser la fecundación, la anidación, en fin; hay variadas posiciones. Y al decir “Dejémoslo a la ciencia”, siempre vamos a tener científicos que opinarán de las más diversas maneras.



Vuelvo a insistir en que el punto no está en ponernos de acuerdo en cuál es el momento de la concepción. Lo que hacemos con este proyecto es regular la investigación científica biomédica a fin de prohibir la clonación humana. Por eso, al menos tenemos que fijar el primer momento en que todos concordemos en que puede haber un ser humano. Porque estamos restringiendo una libertad, prohibiendo una investigación que crea un ser humano idéntico a otro fruto del uso de la información genética. Y algunos creen que ello ocurre en el instante de la fecundación; otros, en el de la anidación; otros, al mes y medio, cuando existe una masa neurogenética básica; otros, al tercer mes.



En todo caso, lo único que queda claro es que, de aprobarse el veto, de todas maneras se podrá clonar seres humanos en el país.



Lo que pretende este proyecto de ley es muy simple: en líneas gruesas, lo más importante es evitar la clonación. 



Por lo tanto, cuando se busca y se establece un momento, quienes fundamentamos determinada posición no estamos sosteniendo que ella debe ser aceptada por todos, sino simplemente planteando que ese instante ha de ser fijado para impedir la clonación humana.



En consecuencia, después de toda la discusión, del estudio que se ha hecho, el veto presidencial no resiste análisis ni desde la perspectiva constitucional ni menos desde el punto de vista de fondo. Porque en el fondo apunta precisamente en el sentido contrario de lo que ha querido el Congreso Nacional, que es evitar la clonación de seres humanos. Y de aprobarse la observación se estaría permitiendo que ello ocurriera, a pesar de haberse establecido en forma clara que clonar seres humanos constituye un atentado contra la vida humana.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami, y en seguida se cerrará el debate.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, también deseo valorar la profundidad de la discusión y, muy particularmente, el consenso que se ha manifestado en cuanto a que este proyecto no debiera poner en cuestión el uso de los dispositivos contraceptivos y los procedimientos de fertilización asistida.



Creo que en ese sentido apuntan asimismo los argumentos de la declaración de inadmisibilidad planteada por el Presidente del Senado.



Yo espero, además, que el desarrollo de este debate evite que un juez o un tribunal barra de un plumazo lo planteado aquí. A mi juicio, la voluntad manifestada en esta Sala es absolutamente unánime en cuanto a que ni los procedimientos de contracepción ni los de fertilización asistida tendrían que estar en cuestión producto de la promulgación de la ley en proyecto.



Me parece que la discusión también puso en evidencia las imperfecciones y los problemas que plantea el veto.



No quiero volver al debate de fondo -espero que en algún momento podamos retomarlo-, sino simplemente decir lo siguiente.



Se trata, en efecto, de un veto aditivo. Pero, desde mi punto de vista, debió haberse propuesto un veto sustitutivo respecto de los alcances del artículo 1º.



Aquí tenemos una discusión, que es legítima. Sin embargo, es muy importante que quede planteada.



De la forma como se va a promulgar el artículo 1º de la ley en proyecto se puede perfectamente entender que los seres humanos comienzan a ser tales desde el momento en que se produce la concepción, lo cual se halla asimilado en aquél más bien al concepto de la fecundación de un óvulo por un espermatozoide. Eso es lo que se plantea en el referido precepto.



En este ámbito, señor Presidente, se abre una discusión muy amplia.



Soy de las personas -no creo que sea el único y no sé si constituiré mayoría en el mundo- que piensan que un ser humano no es lo mismo que un embrión; que al momento de la fecundación de un óvulo por un espermio no se ha creado una persona humana. 



A mi entender, un ser humano es una persona. Pero no considero que un embrión lo sea. Entre otras cosas, porque la Naturaleza no opera por una vía tan autodestructiva. Todos sabemos que un porcentaje significativo de los embriones se autodestruye por razones rigurosamente genéticas. Y no creo que la Naturaleza esté permanentemente destruyendo seres humanos.



Es una discusión que deberemos hacer en algún momento. Y yo me quedo con lo aquí planteado en el sentido de que nadie busca imponer a otras personas su particular concepción acerca de cuándo se inicia la vida.



En todo caso -y para terminar-, me parece procedente la declaración de inadmisibilidad del veto, porque, en realidad, no resuelve ningún problema. Desde este punto de vista, yo también la apoyo. Y hago votos para que tengamos rápidamente en trámite un proyecto que permita regular la fertilización asistida.



Señor Presidente, seguí con mucha atención la argumentación del Senador señor Larraín. Es cierto que una iniciativa de este tipo implica riesgos. Pero hoy ya estamos enfrentando algunos bastante complejos. Y quiero plantear mi posición frente a la ofensiva que se ha desarrollado respecto de las formas como en la actualidad se practican los procedimientos de reproducción humana asistida. 



Entiendo que doce Diputados presentaron a las autoridades un requerimiento que cuestiona lo que se está haciendo en tal ámbito. Y ello me parece muy delicado, pues de alguna manera se pone en tela de juicio a los más de 4 mil niños que ya nacieron en virtud de dichos procedimientos y se genera una tremenda angustia en las parejas que hoy siguen esa clase de tratamiento. 



Cuando se pide que la autoridad intervenga para fiscalizar las clínicas donde se realiza fertilización asistida, no cabe la menor duda de que ello plantea una grave amenaza para aquellas personas, dado que a sus problemas de infertilidad se agrega el efecto de iniciativas como ésta.



Entonces, señor Presidente, es muy importante generar las condiciones que nos permitan sacar adelante un acuerdo que dote al país de un marco básico para que las prácticas de fertilización asistida -a mi juicio, extraordinariamente relevantes- puedan desarrollarse con tranquilidad y normalidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El último orador inscrito es el Honorable señor Ruiz-Esquide. Luego de sus palabras cerraré el debate.



Tiene la palabra, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Seré brevísimo.



Señor Presidente, en primer término, deseo manifestar mi agrado por el hecho de que el proyecto quedará en condiciones de ser promulgado como ley de la República después de esta discusión.



La iniciativa se inició en moción de algunos Senadores, pero creo que ahora nos pertenece a todos gracias a los aportes que se han ido haciendo. Desde esa perspectiva, me parece un feliz día, porque se avanza en las ideas planteadas.



En segundo lugar, considerando que se ha presentado un proyecto sobre fertilización asistida, que algunos señores Senadores pedirán desarchivar otro anterior y que se anuncia un tercero, ojalá acordemos tratarlos con la mayor rapidez posible, porque permitirán resolver algunos de los temas pendientes. Y es de esperar que todos trabajemos en esa misma línea. La Comisión de Salud así lo va a hacer.



En tercer término, de este debate recojo dos cosas. 



Una, la manera de hablar y de reflexionar sobre el tema amerita la máxima apertura de conciencia, la mayor apertura de inteligencia para ver que la razón puede estar en muchas partes y no en una sola.



Y dos, el origen de la vida es algo que, en mi opinión, no es posible resolver en algún momento, ni en éste ni en otro Senado, y no sé si en 500 años más. Pero sí es factible que nos pongamos de acuerdo en la nomenclatura, para hablar un mismo idioma. Porque, en el lenguaje corriente de los científicos de hoy, la concepción no es lo mismo que la fertilización.



He dicho.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Finalizó el debate, señor Senador. No quedan oradores inscritos.

El señor COLOMA.- Entonces, podemos fundar el voto.

El señor PROKURICA.- ¡Si no hay votación!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No corresponde votar.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero plantear un asunto reglamentario.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no voy a entrar al tema de fondo. Sólo quiero recoger lo que expresó el Honorable señor Ruiz-Esquide en el sentido de que existe un proyecto, iniciado en moción (boletín Nº 1.026-07), que regula los principios jurídicos y éticos de las técnicas de reproducción humana asistida. Fue acogido por las Comisiones de Constitución y de Salud y aprobado en general por el Senado. Pasó a segundo informe, pero se archivó en abril de 2002.



En consecuencia, pido a la Sala que autorice el desarchivo de esa iniciativa y que ella se tramite, primero, a la Comisión de Salud, y posteriormente, a la de Constitución. En aquella oportunidad, para el segundo informe, ambas sesionaron unidas. Pero ahora es conveniente que se remita antes a la de Salud, con el propósito de que lo tenga a la vista al legislar sobre la materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.
El señor GIRARDI.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, percibo que hay consenso en que la observación del Ejecutivo no resuelve el problema ni para unos ni para otros, porque éste no se halla en el inciso segundo que pretendía agregar la observación, sino en el inciso primero.



Soy de la opinión de que en algunos años más será preciso readecuar la legislación en proyecto para permitir procedimientos que tienen que ver con la biomedicina del futuro. Hoy la solución radica en cómo proteger la fertilización humana asistida. El Honorable señor Ruiz-Esquide presentó un proyecto sobre la materia y existe otro del entonces Senador señor Piñera. Debemos analizarlos, con el objeto de preservar tales sistemas y garantizar que no se cuestionarán métodos de anticoncepción como los dispositivos intrauterinos. 



Ya un grupo de Parlamentarios cuestionó la criopreservación, que es fundamental en los procesos de reproducción humana asistida. 



Por lo tanto, ésta no es una discusión menor, y se requiere una ley que ampare el derecho de las personas con problemas de fertilidad a tener hijos vía esos procedimientos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a cerrar el debate.

El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede usar de ella, Su Señoría, sólo por un par de minutos.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, lo que pasa es que a propósito de las intervenciones realizadas se generan otras. Y algunos Senadores han hablado varias veces.



Simplemente, quiero aclarar un punto. 



Aquí se afirma que habría una serie de consensos. Pero yo no estoy tan seguro de ello. Por lo tanto, no quiero dejar en la historia de la ley la sensación -según lo planteado por los Senadores señores Ominami y Girardi- de que en esta Sala se produjo un gran acuerdo respecto de cosas en que no lo hay.



Lo que sí existe es la declaración de inadmisibilidad del veto por parte del Presidente de esta Alta Cámara, que no ha sido objetada. Si no, se sometería a votación. 



Entiendo, por tanto, que la normativa -de gran relevancia- que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana quedará en condiciones de ser promulgada como ley y de entrar en plena vigencia. 



El consenso que tenemos es en el sentido de que dicha declaración de inadmisibilidad no es objetable. O sea, es necesario proteger la vida de los seres humanos desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.



También hay consenso acerca de los puntos que paso a indicar:



-En que la libertad para llevar a cabo investigación científica o biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales de las personas.



-En que se prohíbe toda práctica eugenésica.



-En que se prohíbe toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.



-En que se prohíbe la clonación de seres humanos.



-En que el cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines de diagnóstico terapéutico o de investigación científica, etcétera. 



-Y, por último, en que se declara inadmisible el veto del Presidente de la República que pretendía establecer una excepción en el artículo 1º, que dice: “Sin embargo, sus disposiciones no se aplicarán respecto de los procedimientos y técnicas cuyo único propósito sea lograr la reproducción asistida de los seres humanos, ni respecto de los mecanismos de anticoncepción.”. 



Lo anterior constituye lo medular de lo que aquí estamos acordando. De lo contrario, terminaremos abriendo otro debate. Porque, como estas cosas después tienen su historia, no quiero que ningún jurista, ni de un lado ni de otro -y hay muchos en el otro lado-, elabore cálculos y teorías respecto de lo que se quiso decir.



El proyecto cuyo alcance he delimitado fue largamente trabajado y es muy importante desde los puntos de vista ético y moral. Porque las sociedades funcionan con principios éticos y morales, pues no da lo mismo lo que ocurra con quienes las conforman. Ellos no son sólo tejido. No estamos hablando de personas sin ninguna existencia más allá de la que a uno le gustaría que tuvieran como seres humanos. Por eso me ha parecido indispensable precisar los consensos y los disensos a su respecto. 



Como nadie ha pedido que se revise la inadmisibilidad del veto declarada por el Presidente del Senado, se entiende que ello queda a firme y, por tanto, que cualquier reclamación que alguien pudiera formular se verá en las instancias legales, si corresponde, o en las que la justicia determine.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El acuerdo es declarar inadmisible el veto y hacer presente la necesidad de legislar sobre el tema de la fertilización humana asistida.

La señora BARRÍA (Ministra de Salud).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora BARRÍA (Ministra de Salud).- Señor Presidente, frente a las dudas que en algún momento se suscitaron en cuanto a que la iniciativa pudiera afectar la fertilización asistida y la anticoncepción, que fue la causa del veto del Ejecutivo, y después del debate habido en la sesión anterior y en ésta, en que ha quedado claramente establecido que el ámbito del proyecto es exclusivamente la investigación científica y de ninguna manera la determinación de cuál es el comienzo de la vida, creo que queda meridianamente claro que esto en nada puede afectar la anticoncepción ni la fertilización asistida. 



Por ello, el Ejecutivo agradece esta discusión.



Pienso que este proyecto regula elementos muy relevantes, como la prohibición de la clonación y la creación de la Comisión Nacional de Ética Científica, los que permitirán seguir avanzando en lo que el país necesita.



Quiero también recoger la solicitud de legislar respecto de la fertilización asistida. Sabemos de los diferentes proyectos presentados y estamos abiertos, por cierto, a apoyar una regulación en la cual podamos ir construyendo los consensos para dar seguridad a las parejas que desean optar por esta solución.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Gracias, señora Ministra.



Concluido el debate, queda terminada la tramitación del proyecto.

ACUERDOS EN MATERIAS ECONÓMICA, LABORAL Y AMBIENTAL CON BRUNEI DARUSSALAM, NUEVA ZELANDA Y SINGAPUR

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda, y con urgencia calificada de “simple”.
4047-10
--Los antecedentes sobre el proyecto (4047-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.


Agricultura, sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.


Hacienda, sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los principales objetivos de los instrumentos internacionales señalados son establecer una zona de libre comercio entre los Estados firmantes; aumentar las exportaciones hacia terceros mercados mediante operaciones conjuntas, e incorporar elementos en materia de estándares ambientales y laborales.



Este proyecto de acuerdo fue analizado por las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda, las que de manera sucesiva le dieron su aprobación tanto en general cuanto en particular. La Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus integrantes, y las otras, por la unanimidad de sus miembros presentes. El texto de la iniciativa, por supuesto, es el mismo que fuera despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe destacar que los órganos técnicos informantes dejan testimonio de que el proyecto de acuerdo requiere para ser aprobado 4/7 de los señores Senadores en ejercicio, esto es, 21 votos afirmativos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general y particular, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo en análisis, que cumple su segundo trámite constitucional, tuvo su origen en mensaje del Ejecutivo.



La estrategia chilena de inserción internacional, basada en una economía abierta y competitiva, sin duda ha sido exitosa y ha permitido obtener altas tasas de crecimiento económico. Esta política es compartida por los principales actores del país, y durante los últimos años ha tenido como objetivo posicionar a Chile dentro del escenario económico mundial.



Para ello -indica el mensaje-, se han maximizado las oportunidades que presenta la economía global, dotando a nuestro país de una red de acuerdos comerciales que aseguran y mejoran el acceso de los productos y servicios chilenos a los mercados internacionales, y resguardan, al mismo tiempo, nuestros intereses a través de adecuados instrumentos de defensa comercial. De esta manera, el aprovechamiento de las oportunidades derivadas de la inserción internacional ha permitido diversificar las exportaciones y contar con reglas claras y permanentes para el comercio de bienes y servicios.



Actualmente, cerca de 80 por ciento del comercio exterior de Chile está regido por los acuerdos comerciales que ha suscrito. La inserción internacional de nuestro país se ha desarrollado a partir de la apertura unilateral, de una activa participación en los foros y acuerdos multilaterales y de la negociación de acuerdos comerciales bilaterales y regionales. 



La apertura unilateral se ha concretado a través de la disminución de aranceles para los productos importados. En efecto, en los últimos años, Chile ha aplicado dos reducciones importantes de aranceles: una, a comienzos de los años 90, de 15 a 11 por ciento, y la otra, entre 1999 y 2003, donde la disminución fue progresiva, desde 11 a 6 por ciento.



La segunda forma de inserción internacional ha sido a través de la suscripción de acuerdos comerciales bilaterales y regionales. Hoy se encuentran vigentes 13 instrumentos de esta naturaleza: un Acuerdo de Asociación (Unión Europea); 6 Tratados de Libre Comercio (Estados Unidos, Área Europea de Libre Comercio, Corea, México, Canadá y Centroamérica), y 6 Acuerdos de Complementación Económica en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) (MERCOSUR, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia y Venezuela).



El objetivo central del Acuerdo de Asociación en comento, junto con liberalizar las relaciones económicas y comerciales, también debería contribuir a que los cuatro países firmantes mejoren sus capacidades para competir en los mercados internacionales y particularmente en la región Asia Pacífico.



De esta forma, el presente instrumento, junto con crear una zona de libre comercio conforme a las normas de la OMC, establece compromisos en materias económicas, financieras, tecnológicas y de cooperación. Asimismo, deja abierta la posibilidad para la incorporación de nuevos miembros a esta alianza estratégica.



Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam son cuatro economías que comparten una visión común en su estrategia de integración al mundo. Se trata, además, de sistemas abiertos y con una destacada evaluación internacional de sus desempeños económicos e institucionales. Es por ello que este Acuerdo de Asociación Económica Estratégica se constituirá en un gran estímulo para la construcción de un puente de comercio e inversiones entre el sur de América Latina y el Asia Pacífico.



Es necesario señalar que los aspectos comerciales no son los más significativos en la relación de estas cuatro economías, por lo que sería un error enfocar la discusión de los beneficios del Convenio únicamente en los temas arancelarios o de intercambio comercial.



En consecuencia, no tiene sentido cifrar las ventajas de este Acuerdo sólo en un aumento de las exportaciones a esos mercados, ni tampoco corresponde esperar bruscos incrementos de importaciones provenientes de los mismos.



La relevancia más significativa de este instrumento radicará en su contribución a aumentar las exportaciones hacia terceros mercados, a través de operaciones conjuntas en inversión, tecnología y distribución entre las cuatro economías.



Tal como lo hacen las grandes empresas transnacionales, que, además de competir, establecen alianzas estratégicas, también deben hacerlo los países, particularmente los que, por su escala reducida, están imposibilitados de influir en las grandes tendencias de la economía mundial. En efecto, la competitividad también depende de la capacidad de establecer alianzas con economías que comparten visiones y objetivos similares en el comercio mundial; es decir, se trata de cooperar para competir mejor. 



Esta cooperación estratégica deberá reflejarse no sólo en materia de distribución y comercialización en terceros mercados, sino también en proyectos conjuntos de investigación y desarrollo, ciencia y tecnología, innovación, cultura, educación y aspectos de propiedad intelectual, por mencionar algunos.



Asimismo, esta asociación incorpora elementos en materia de estándares ambientales y laborales por medio de instrumentos internacionales independientes, negociados de manera conjunta, los que se presentan al conocimiento de Sus Señorías en este proyecto de acuerdo para su aprobación. Ellos son el Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral y el Acuerdo de Cooperación Ambiental, los cuales tienen como objetivo central reafirmar el carácter amplio e integral de la alianza entre los países suscriptores.



A modo de información, el mensaje señala que en 2004 Chile registró con los países socios del Acuerdo un intercambio comercial que alcanzó a 135 millones de dólares, con una balanza comercial superavitaria cercana a 29 millones de dólares.



Este instrumento de asociación se desarrolló sobre la base de una muy positiva y transparente colaboración público-privada, concordándose entre ambos sectores los aspectos claves.



Se indicó a la Comisión que, en el ámbito del acceso a mercados -y, concretamente, del comercio de bienes-, el Convenio cubre la totalidad de los productos y contempla un plazo máximo de desgravación de 10 años, siendo la única excepción los productos lácteos exportados a Chile.



Nuestro país obtuvo de Singapur arancel cero para todos sus productos a partir del día uno. A su vez, Nueva Zelanda concedió arancel cero de inmediato para casi 80 por ciento de nuestros productos, desgravándose progresivamente el resto en un período de 10 años. En la práctica, la mayoría de nuestras exportaciones a esta última nación tendrán un arancel cero desde el día uno.



Por su parte, Chile otorgó un trato similar a los tres países: 75 por ciento de los productos obtendrá acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando 11 por ciento en desgravación a 3 años, 11 por ciento a 6 años y 3 por ciento en categorías de 10 y 12 años.



Específicamente, en el caso del sector lácteo chileno, que ha manifestado gran sensibilidad respecto de las importaciones neozelandesas, se negoció un período de 12 años de desgravación, manteniéndose los aranceles actuales durante los primeros seis años e iniciándose la desgravación arancelaria sólo a partir del sexto año, a razón de uno por ciento anual, para llegar a arancel cero el año 12. Al mismo tiempo, se introdujo una salvaguardia especial para estos productos, la que se activará automáticamente por incremento del volumen de las importaciones.



Cabe destacar, finalmente, que respecto del proyecto la Comisión recibió la opinión favorable de la Federación Nacional de Productores de Leche (FEDELECHE), la Cámara Nacional de Comercio, la Asociación de Exportadores de Manufacturas y Servicios de Chile (ASEXMA) y la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC).



Puesto en votación, tal como lo señaló el señor Secretario, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Procederé a abrir la votación, por tratarse de un asunto de quórum orgánico constitucional.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el Honorable señor Ominami me hace presente que desea rendir el informe de la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No existe inconveniente.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, el que nos ocupa es un tratado de libre comercio amplio, que incluye la mayor parte de los capítulos que se insertan en este tipo de acuerdos: comercio de bienes, normas de origen, procedimientos aduaneros, defensa comercial, barreras técnicas, medidas sanitarias y fitosanitarias, políticas de competencia, compras de Gobierno, entrada temporal de personas, propiedad intelectual, comercio en servicios, solución de controversias y cooperación. Además, contiene algunos anexos respecto de cooperación en aspectos ambientales y laborales.



Durante la negociación, el único punto relativamente sensible fue el referente al sector lácteo, como ya se indicó, porque la industria chilena experimentaba cierta inquietud en torno de una apertura demasiado rápida respecto de Nueva Zelanda.



Es importante destacar que hoy en día, del total de importaciones de lácteos por parte de Chile, menos de 4 por ciento proviene de Nueva Zelanda. En la última década, de importadores netos de tales productos pasamos a ser exportadores, con más de 120 millones de dólares.



Para terminar, señor Presidente, respecto del financiamiento del proyecto quiero señalar que el impacto financiero se estimó en términos estáticos -como tradicionalmente se hace en estas evaluaciones-, es decir, sin considerar cambios en las distintas variables de la economía, como producto interno bruto, importaciones, tipo de cambio, inflación externa, inflación interna. Tampoco se ha considerado el efecto de la posibilidad de algunas desviaciones de comercio.



En términos generales, puede afirmarse que un Tratado de estas características impacta negativamente en los ingresos fiscales por la pérdida de recaudación de los aranceles y su correspondiente impuesto al valor agregado, básicamente por las importaciones provenientes de Nueva Zelanda y Singapur. Ellas no se registran en relación con Brunei Darussalam.



En todo caso, la pérdida fiscal es bastante acotada. Asociada a la aplicación del acuerdo para Nueva Zelanda y Singapur, asciende, en la etapa inicial, a 3,3 millones de dólares, y se estima que para el final del período de desgravación podría llegar a 3,7 millones de dólares.



Eso es lo que puedo informar en cuanto a la discusión del asunto en la Comisión de Hacienda.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, los señores Senadores informantes, tanto de la Comisión de Relaciones Exteriores como de la de Hacienda, han precisado todas las ventajas y beneficios que conlleva el Acuerdo Estratégico Transpacífico. Sin embargo, quiero resaltar algunos aspectos muy particulares que presenta.



En primer lugar, es un convenio plulilateral que tiene la gran ventaja de involucrar a Asia, al Pacífico y a Latinoamérica. Indudablemente, esto, esbozado a través de cuatro economías emergentes, como las de Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam, permite establecer un “puente” comercial y de inversiones -por decirlo de alguna manera- entre América Latina y el Asia Pacífico.



Otro hecho digno de destacar es que permite que otras economías integradas en el APEC también se sumen, lo que indudablemente da una mayor presencia en este proceso de integración y globalización.



Asimismo, es relevante rescatar que al establecerse el Tratado entre estas cuatro naciones igualmente se contrajeron compromisos muy positivos cuando se trata de efectuar un comercio internacional transparente y limpio, como es el hecho de eliminar los subsidios a las exportaciones de los productos agrícolas entre los socios y, a la vez, promover en el concierto internacional la supresión de tales medidas en todos los ámbitos multilaterales.



Aquí se ha expresado, de manera muy clara y precisa, que este instrumento internacional es tremendamente beneficioso para nuestras relaciones comerciales. Y lo más relevante que se puede señalar es que respecto de uno de los rubros más sensibles, que de alguna manera podría afectar a la economía agrícola del país, como son los productos lácteos, se determinan mecanismos de salvaguardias especiales que garantizan que las importaciones, principalmente desde Nueva Zelanda, no dañen de manera particular a todo el sector.



Creo que, como dato, es bueno considerar que durante 2005 Nueva Zelanda participó sólo con 4,5 por ciento de las importaciones chilenas de lácteos. Los problemas más serios o graves en esa área corresponden a productos provenientes del MERCOSUR, tanto de Argentina como de Uruguay.



Lo expongo porque es bueno tenerlo presente, dado que muchas veces se manifestó cierta preocupación, en especial por parte de los productores de lácteos, en cuanto a que las adquisiciones procedentes de Nueva Zelanda podían causar un impacto muy negativo en nuestra economía, particularmente en el sur.



Pero debemos decir con claridad que, si existe hoy una amenaza, proviene en especial de las naciones integrantes del MERCOSUR. De hecho, debería someterse a la Sala un proyecto de acuerdo relacionado con las salvaguardias para los productos lácteos.



En definitiva, señor Presidente, creo que éste es un muy buen acuerdo comercial, que no sólo permitirá profundizar el proceso de integración y globalización que está viviendo nuestra economía, sino que -no me cabe la menor duda- también causará un impacto muy positivo en nuestro desarrollo económico.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, el acuerdo comercial entre Chile, Singapur, Nueza Zelanda y Brunei Darussalam implica, en el fondo, que cuatro economías comparten visiones comunes y aplican una estrategia parecida, si no similar, de integración al mundo. Constituyen sistemas abiertos objeto de una evaluación muy destacada en todas las latitudes.



En mi opinión, éste es el verdadero camino que debiéramos seguir en nuestras orientaciones diplomáticas respecto a con quiénes debemos asociarnos.



Cuando se abrió el debate acerca de las relaciones de Chile, señalé que debíamos mirar necesariamente hacia el Pacífico. Desde esa perspectiva, me alegro de que hoy la Cancillería esté apostando a establecer nexos más firmes, claros y, sobre todo, coincidentes con las economías de Perú, Ecuador, Colombia y México. Porque, en definitiva, debemos asociarnos con países que comparten nuestras posiciones y principios. No podemos sostener la filosofía hipócrita de suscribir pactos que no nos representan. De algún modo, hemos de desmarcarnos de los instrumentos proteccionistas, que sólo nos han acarreado efectos negativos.



Siento que la verdadera orientación es la de buscar las grandes coincidencias valóricas en el plano democrático y político, pero, por supuesto, también en el económico y social, en el del desarrollo. La idea es que mantengamos miradas parecidas, que impliquen posiciones que de alguna manera se traduzcan en “hacer camino al andar” para todos, y no que seamos “tironeados”, políticamente, en tratados que no nos interpretan. Ésa es la senda que debemos seguir y no la de formar parte, ni siquiera como asociados, de pactos proteccionistas.



Hoy se abre un camino importante e interesante con el Acuerdo en análisis, que, sin duda, es significativo, porque se trata de cuatro economías con un desarrollo destacado. Y la relevancia deriva no sólo de haberlo suscrito, sino también de dar una señal coherente con lo que mencioné antes en el sentido de una apertura. Ello puede extenderse incluso a la propia Comunidad Andina de Naciones, si bien tal vez no como miembros permanentes, porque es preciso ser muy prudentes y cuidadosos. El criterio debe ser el de buscar orientaciones.



Tampoco cabe ser antagónicos de nadie. El objetivo no debe apuntar a la creación de ejes en ese sentido, sino simplemente a coincidir.



Sobre la base de tal política, voto a favor del proyecto de acuerdo que se nos propone.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Como Presidente de la Comisión de Agricultura, informo que el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica suscrito entre Chile, Singapur, Nueva Zelanda y Brunei Darussalam fue aprobado unánimemente.



Quisiera referirme a algunos aspectos propios del área de competencia de ese órgano técnico que no son menores, en cuanto a los impactos y efectos de los tratados internacionales y los acuerdos de libre comercio en materia agrícola.



Desde luego, un punto que habitualmente no se analiza y que presenta una enorme importancia dice relación a la cooperación entre países involucrada en esos últimos instrumentos. Sin lugar a dudas, la posibilidad de que Chile disponga de vínculos de cooperación con naciones como Nueva Zelanda constituye un avance extraordinariamente relevante respecto de la incorporación de innovación científica y tecnológica para nuestra producción agrícola.



Nueva Zelanda ha experimentado progresos gigantescos en ese ámbito, y si Chile logra aprovechar bien las ventajas que otorga un tratado de esta naturaleza, no tengo la menor duda de que se profundizará su competitividad en un área tan sensible como la agrícola, producto precisamente de las distorsiones que habitualmente se generan en los mercados respectivos.



En seguida mencionaré algunos aspectos puntuales del acuerdo estratégico.



¿Qué ocurre con la desgravación arancelaria de Brunei en relación con Chile? Dicho país concedió la desgravación de 69 por ciento de nuestros productos en forma inmediata, de manera que podrán ingresar sin ningún tipo de arancel. En tres años quedó 3 por ciento de ellos; en siete años, 18 por ciento, y en diez años, 10 por ciento.



Por su parte, Singapur otorgó a Chile acceso libre de aranceles inmediato para todos sus productos.



En el caso de Nueva Zelanda, me centraré especialmente en su relación con nuestro país, que podrá exportar en forma inmediata a dicha nación productos forestales, mariscos, frutas y verduras, vinos, preservantes y jaleas, y petróleo; en tres años, joyería, cerámica y cosméticos; en cinco, productos del aluminio y línea blanca; y en diez, textiles, ropa, calzado y alfombras.



Sin embargo, lo relevante es que, de los productos de Chile con potencial exportador al resto del mundo pero que no vende a Nueva Zelanda, obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles los siguientes: carnes de cerdo, carnes de ave, erizos congelados y preparados, miel, avena mondada, aceite de pescado, moluscos preparados, jugos de manzana, harina de pescado, desodorantes, maderas aserradas, puertas de madera y artículos de grifería. Por lo tanto, se abre un horizonte exportador sin aranceles en el caso de productos respecto a los cuales el país tiene un enorme potencial de desarrollo.



Ahora bien, ¿qué hace Chile a la inversa?, ¿qué ocurre con los productos que importa? Acepta la importación inmediata de carbón; semillas; conservantes para la madera; productos forestales; productos químicos; vacunas de uso veterinario; la mayor parte de frutas y verduras, de productos de la carne, de maquinaria y de maquinaria eléctrica, y algunos productos lácteos, a los que me referiré especialmente.



Se fijan tres años para los productos cárnicos restantes y la leche líquida; seis años para la mayor parte de los textiles, ropa y calzado, frutas y verduras restantes, y maquinaria y maquinaria eléctrica restantes; diez años para textiles y ropa y calzado restantes; y doce años para los productos lácteos restantes.



¿Qué sucede con los productos de mayor sensibilidad para el mercado chileno?



El Convenio contempla dos reglas. En primer lugar, respecto del trigo, harina de trigo y azúcar, se respetan las bandas de precios, cuestión muy importante, porque ya hemos visto que ello no es así en relación con el MERCOSUR. Por lo tanto, Chile tiene asegurado, respecto de la importación de esos productos, el mismo proceso de desgravación de otros convenios, lo que concluye en diez años. En consecuencia, esa producción no quedará desprotegida frente a la incorporación de la proveniente de otros países, habitualmente subsidiada.



En el caso argentino, Sus Señorías saben perfectamente que el subsidio tributario al trigo implica que a Chile ingresa harina en condiciones de competencia absolutamente desleal.



En seguida, ¿qué sucede con la leche? Aquí existe una novedad respecto de los convenios suscritos en el pasado, porque se determina una salvaguardia especial, distinta de la general para los productos lácteos.



Recordemos que esta última se aplica cuando una importación puede causar un grave deterioro a la producción interna. Y Chile, sin que nadie pueda explicarlo todavía, por regla general renunció a ocho años de salvaguardia -cuatro más cuatro-, y estableció un año más un año. Es el único país en el mundo que limitó el derecho a defenderse de las variaciones de un mercado global.



Lo anterior nos llevó a un grupo de Senadores a presentar una moción para restablecer la salvaguardia de cuatro años más cuatro, como la tienen todos los países y como lo permite la Organización Mundial del Comercio.



En esta materia, el Acuerdo contiene dos novedades. La primera de ellas es que se establece una salvaguardia especial -repito-, en cuanto entre el primer año y el sexto se mantiene el arancel general de 6 por ciento para el ingreso de productos lácteos y posteriormente se va generando una desgravación gradual. El año séptimo es de 5 por ciento; el octavo, de 4 por ciento, y así sucesivamente, hasta llegar a cero el año duodécimo.



¿Cuál es la novedad? Se fijó un promedio de toneladas de importación. En el caso de Nueva Zelanda, si ingresa a nuestro país la producción láctea en la cantidad permitida, la desgravación se aplica. Pero si la importación resulta mayor, el superávit es gravado con el arancel de 6 por ciento.



Me explico.



Durante el séptimo año, Nueva Zelanda puede traer a nuestro territorio 247 toneladas de productos lácteos. Por cada tonelada adicional que ingrese, deberá pagar 6 por ciento. Esto es lo que se llama “salvaguardia de cuota o de contingencia”. Chile no la tiene, porque siempre se ha pensado exclusivamente en la de sobretasa arancelaria. Sin embargo, la mayoría de las naciones del mundo tiene la de cuotas.



La finalidad del mecanismo es permitir al mercado nacional adecuarse a los cambios que sufre una actividad comercial de esta naturaleza.



Entonces, en primer término, establecemos una salvaguardia especial para productos lácteos, con un plazo de 12 años y una regulación clara. Se señala que el excedente de las cuotas de importación permitidas deberá pagar el 6 por ciento del arancel general.



Quedó claro -así lo manifestaron el Ministro de Agricultura y los representantes del de Relaciones Exteriores- que el hecho de tener esa salvaguardia especial no significa que nuestro país renuncie a la de carácter general. Porque podría interpretarse con posterioridad que el hacer uso de la salvaguardia especial le significaría a Chile renunciar el día de mañana a la de carácter general por el ingreso de una producción excesiva. De manera que, si resultara más conveniente a los intereses nacionales, perfectamente bien se podría establecer en forma sustitutiva a esa salvaguardia especial la de carácter general.



Es un aspecto central para conservar nuestro derecho a protegernos de la competencia desleal. Y ni siquiera eso, porque la salvaguardia no siempre apunta a esta última. Podría ocurrir que un aumento de las importaciones requiriera la adecuación del mercado interno.



El segundo punto relevante se vincula con el hecho de que estamos ante un convenio de adhesión.



Las preguntas que surgen son las siguientes: ¿Qué ocurre si otros países deciden adherir al P 4 (Pacific Four)? Si así lo resuelven, ¿qué haremos nosotros? ¿Significa acaso que cualquier nación adherida al convenio por medio de Nueva Zelanda o Brunei podría obtener perfectamente de nuestro país las mismas ventajas sin que el Parlamento lo conociera?



Expresamente, el Acuerdo señala que eso no ocurrirá, porque, si cualquier Estado tiene abierta la puerta para ingresar, las condiciones en que lo haga no son las negociadas en forma individual con cada uno de los países. Debe negociar con las que le corresponden a Chile.



O sea, las ventajas que el país ha dado a Nueva Zelanda o las otorgadas en la negociación con Brunei o Singapur no son asimilables. Por lo tanto, lo trascendente es que, si bien se trata de un convenio de adhesión, las condiciones en que un país se incorpora deben negociarse con Chile.



Y en esto, señor Presidente, hay otro aspecto importante: deben pasar por el Congreso Nacional. De eso quedó constancia en actas.



Lo digo porque se va a producir un debate si el Gobierno publica que Chile dio a Argentina las mismas ventajas que a Estados Unidos respecto de la desgravación en producción sensible. Y eso puede ser dado a conocer sin que haya pasado por el Parlamento. Y yo sostengo que es inconstitucional, porque nuestro país no puede variar el Tratado del MERCOSUR sino en virtud de una ley. Y los beneficios que tiene Estados Unidos no pueden ser asimilables simplemente por un acuerdo de los Gobiernos de Chile y Argentina, sin considerar la distinta realidad de ambas naciones. 



Ahí radica el problema. Porque el Gobierno no ha publicado en el Diario Oficial el decreto que asimila las condiciones de nuestro país con Estados Unidos, en virtud del respectivo Tratado de Libre Comercio, a las relaciones del MERCOSUR con Argentina, lo cual significa un grave problema en cuanto a la realidad de las dos naciones.



Por otro lado, señor Presidente, la Comisión consultó además -materia de particular relevancia- a las organizaciones gremiales de productos lácteos -como la FEDELECHE- y de productos agrícolas del sur -como el CAS-, y todas ellas coincidieron en que el Tratado en estudio apunta en la dirección correcta. 



En virtud de todas esas consideraciones, la Comisión de Agricultura aprobó el Acuerdo en forma unánime y solicita a la Sala hacer lo propio. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor ESPINA.- A favor. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haber llegado la hora de término del Orden del Día, la votación continuará con fundamento del voto. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este Acuerdo, por su naturaleza, no despierta grandes inquietudes como ocurrió con otros tratados de libre comercio por sus efectos negativos en ciertos sectores productivos del país. 



Ya se citó el caso del MERCOSUR, respecto del cual, cuando se discutió, dijimos que tendría gran impacto negativo en el sector agrícola. Diez años después, hemos podido constatar que éste no sólo se generó en dicha actividad, sino que, en general, afectó el intercambio productivo entre Chile y los países pertenecientes a esa unión comercial: Argentina, Brasil, Uruguay, Paraguay y Venezuela, este último incorporado recientemente. 



En el caso que nos ocupa la situación es distinta, porque Chile no tiene con los países miembros de este Acuerdo gran intercambio comercial y se encuentran debidamente ponderadas las áreas donde se puede pensar que existe cierto nerviosismo, fundamentalmente la relativa a las importaciones de lácteos provenientes de Nueva Zelanda, en que podría surgir un efecto negativo en los productos chilenos elaborados en ese rubro. 



Como este Tratado ha resuelto el asunto, en mi concepto, soluciona en debida forma las inquietudes planteadas. Y, en tal virtud, los propios productores lácteos del país, representados a través de sus organizaciones -han participado tanto en la Comisión de Agricultura como en la de Relaciones Exteriores-, han dejado constancia de su aprobación al Acuerdo, porque el sector se encuentra resguardado por los mecanismos en él establecidos: seis años en que no hay posibilidades de desgravación y seis años los siguientes, donde la desgravación es gradual. 



Por lo tanto, lo que puede derivar de este Convenio tiene que verse más bien con su valor estratégico. No son economías muy significativas, pero sí muy importantes desde el punto de vista de las posibilidades de intercambio tecnológico y de servicios; de plataformas para el desarrollo de nuevos negocios, particularmente en el caso de Singapur, cuya posición estratégica en el ámbito portuario asiático puede ser también una manera muy eficaz de entrar en esa zona. 



De otro lado, considero que vale la pena destacar la inquietud por la forma de incorporación de los nuevos socios, de acuerdo a lo que acaba de informar el Presidente de la Comisión de Agricultura. Porque el hecho de tratarse de un contrato de adhesión deja abierta la posibilidad de ingreso de otros países, lo cual nos despierta cierta intranquilidad respecto del efecto que ello podría tener. Esperamos que se hayan tomado las debidas cautelas para no generar conflictos innecesarios. 



Señor Presidente, por las consideraciones expuestas, y teniendo en cuenta que los efectos del Tratado pueden ser más bien positivos y están debidamente acotados en los ámbitos donde podrían considerarse negativos, voto a favor del proyecto de acuerdo. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, desde que nuestro país optó por incorporar su economía a un proceso de mayor apertura; desde que ha profundizado la mirada hacia el Pacífico, y que continuará haciéndolo con otros acuerdos de libre comercio que esperamos votar en el presente mes, como es el caso del que suscribiremos con China, y habiendo tenido la experiencia del Acuerdo de Libre Comercio con Corea del Sur, el proyecto que hoy nos ocupa debe ser visto como una parte integral de una estrategia orientada a mirar cada vez más hacia nuestro Océano y dejar de fijarse como meta, en forma tan permanente u obsesiva, sólo el norte. Más aún cuando en los países ribereños, particularmente, hay experiencias tremendamente útiles de las cuales debemos aprender.



En ese contexto -porque escuché con gran detención la intervención del Presidente de la Comisión de Agricultura de la Corporación, el Senador señor Espina-, espero que tengamos la capacidad de incorporar logros como los de Nueva Zelanda, respecto de estrategias públicas privadas para el proceso de comercialización de los productos naturales renovables, en especial los agrícolas.



Cuando uno ve un proceso de integración basado en acuerdos de libre comercio con países como Nueva Zelanda y Australia, concluye que esas son, sin duda, experiencias muy novedosas, de las cuales debemos aprender, más allá de los tratados comerciales, a fin de garantizar una estrategia más adecuada para economías medianas o pequeñas y asegurar de mejor forma el éxito de los procesos de comercialización de productos agrícolas.



Indico esto, señor Presidente, porque si hubiésemos incorporado una institucionalidad de comercialización como los “boards” de Nueva Zelanda, en varios subsectores de nuestra economía –como la agricultura-, tendríamos probablemente mayor estabilidad en los precios y una estrategia de inserción internacional más eficaz.



Soy tremendamente partidario de la iniciativa, así como de todos los TLC que podamos firmar, sobre todo con naciones del Pacífico, donde sin duda se hallan los principales flujos de intercambio comercial del presente siglo, en los cuales aparece un espacio en el que nuestro país no tiene más que ganar.



Voto que sí.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, sólo deseo hacer una precisión histórica.



Muy a menudo en el país se oye decir, a propósito de los tratados de libre comercio, que por primera vez estamos conquistando el Pacífico. Y yo creo que se olvida una parte muy importante de nuestra historia económica.



Chile vendió durante el siglo XIX no solamente cobre, plata y oro, sino que por mucho tiempo, exportó trigo a Australia y Nueva Zelanda. Es más, muchas de las variedades de esa gramínea que se encuentran en esta última nación provienen de Chile.



Además, la chilena circuló durante la mencionada centuria como una moneda dura en el área del Pacífico, incluyendo países tan importantes como los nombrados. Por cierto, Australia en aquel momento era solamente una suerte de cárcel modelo de Gran Bretaña en ultramar.



Por lo tanto, parece muy importante recordar que tenemos una historia hacia el Pacífico; que lo hecho por la Armada de Chile, en buena manera, es tratar de acentuar aún más nuestra presencia en tal Océano.



En consecuencia, resulta fundamental que, juntamente con la decisión de la Armada -por cierto, bien tomada desde el punto de vista estratégico-, complementemos ahora nuestra acción con tratados de libre comercio. Ya lo hicimos con Corea del Sur. Luego seguramente discutiremos el suscrito con China y, con posterioridad, los acordados con los cuatro países que en este momento forman parte de la zona del Pacífico, por cierto de manera muy relevante desde el punto de vista económico. Nos falta avanzar sustantivamente con países como Australia y, más adelante, celebrar un convenio muy sustantivo con Japón.



En ese momento, Chile habrá hecho un gran esfuerzo por formar parte medular de un área fundamental para el desarrollo económico del mundo, como es la del Pacífico.



Y, por cierto, estimo relevante también que se valoren en esta perspectiva los acuerdos de libre comercio que estamos a punto de firmar con Ecuador, con Perú y, seguramente, más adelante con Colombia, los cuales formarán parte de una estrategia trascendental para demostrar cómo los países de América del Sur somos capaces de enfrentar los desafíos del Pacífico.



Por esas razones, voto a favor del proyecto de acuerdo, no sólo por las bondades del tratado en sí, sino porque Chile está recuperando su vocación por el Pacífico que ya inició en el siglo XIX.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo adherir con gran satisfacción a la aprobación de un nuevo e importante convenio, como el Acuerdo P4, que representa una continuidad a la coherencia que la política exterior de Chile ha tenido en torno del regionalismo abierto y, al mismo tiempo, refleja la importancia de la participación de Chile en el Foro de Cooperación Económica de Asia Pacífico (APEC), por cuanto en dicha instancia se generaron los diálogos tendientes a concretar este importante Tratado.



Por último, quiero aprovechar la ocasión de felicitar -pues sé lo que significa el proceso de negociación- al titular del Ministerio de Relaciones Exteriores; al señor Canciller subrogante, que hoy día nos acompaña; al equipo de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de esa Secretaría de Estado, y a todos sus colaboradores, porque el país probablemente desconoce el esfuerzo de horas y semanas de extensas jornadas que deben destinarse para alcanzar estos acuerdos que significan abrir tantas posibilidad para nuestra nación.



En consecuencia, voto a favor.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Agricultura, deseo destacar dos aspectos que hacen al proyecto en debate relativamente distinto de otros que hemos analizado y que se suman a la gran cantidad de acuerdos comerciales y de otra índole que nuestro país ha suscrito.



Valoro el hecho de que hayamos sido capaces de producir un consenso importante en esta materia, porque en la Cámara de Diputados éste fue uno de los proyectos de acuerdo más discutidos, que obtuvo una votación muy dividida.



Cuando iniciamos su debate en la Comisión de Relaciones Exteriores, lo que más nos sorprendió, a diferencia de lo ocurrido con otros convenios, fue que éste ha sido extraordinariamente difícil de lograr. En efecto, tuvo una votación muy estrecha y dividida básicamente a raíz de una situación geográfica. Es curioso. Si uno examina la votación registrada en la Cámara Baja, se da cuenta de que los Parlamentarios que representan zonas ubicadas entre la Séptima y Undécima Regiones, de distintos sectores políticos, tanto de Gobierno como de Oposición, rechazaron el proyecto.



Pregunté al señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante la causa de aquello y él me contestó, con razón, que quizás había faltado socializar la naturaleza de la  iniciativa, aspecto que se iba a intentar en el Senado y que, a mi juicio, se está logrando plenamente.



Tal como en otras materias hemos tenido divergencias, en este caso es importante destacar que en esta Corporación fuimos capaces de llegar a acuerdo respecto de un tratado comercial muy sensible. Y digo “sensible”, porque sin duda que tiene un efecto enorme en el mundo agrícola.



Generalmente cuando se presentan otros acuerdos que afectan intereses desde la perspectiva agrícola, quizás bajo el influjo o el trauma de lo que significó el MERCOSUR, lo cierto es que se agitan las mentes, se prenden las alarmas y se producen votaciones que muchas veces son especialmente divididas.



Quiero agregar que aquí hubo una buena explicación respecto de una cláusula novedosa que se incorpora en este Convenio  -la han mencionado otros señores Parlamentarios-, la que, a mi juicio, debe convertirse en el eje respecto de futuros acuerdos y que se refiere a materias complejas, como son las salvaguardias automáticas.



El gran problema de este tipo de acuerdos, más allá de los plazos de desgravación, estriba en qué ocurre cuando las importaciones de una nación suben enormemente, no dentro de lo que puede llamarse una lógica de mercado, propia de las ofertas y las demandas, sino, claramente, por el alza de unas importaciones que deja al margen una actividad productiva del país con el que se fija el Acuerdo.



Por eso, señor Presidente, respecto de Nueva Zelanda, los productos lácteos se desgravarán en 12 años, con un período de gracia sin reducción arancelaria de 6 años, durante los cuales las importaciones provenientes de esa nación pagarán el arancel de 6 por ciento, pero, si determinadas importaciones aumentan por sobre ciertos márgenes, se activará automáticamente la vuelta a la salvaguardia especial del 6 por ciento. Se trata de un mecanismo no sólo novedoso, sino también útil para despejar fantasmas y andar caminos que de otra manera se verían minados. Y creo que ésa es la gracia del presente tratado.



Otro punto es qué vamos a hacer con los que se planteen en el futuro. Esperamos que el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, que tiene un nombre bastante rimbombante, haga efectiva y adecuada su denominación con la suscripción de futuros instrumentos bajo el mismo marco, materia en la que habrá que proceder caso a caso. Aquí no se da la situación que se presentó con Corea, donde la gran duda que había era qué pasaba si ésta se unificaba, en el sentido de saber cuáles eran los beneficios que se mantenían respecto de un país que cambiaba de tamaño. Algo similar ocurrió con la Unión Europea cuando sus miembros subieron de 15 a 25. En este caso, quedó claro que los convenios serán país por país, para lo cual habrá que abrir diversos espacios de negociación.



Junto con anunciar mi voto favorable, señor Presidente, quiero destacar la solución novedosa que se buscó frente a un problema que parecía especialmente árido. Si uno mira los recortes de prensa previos, verá que este Acuerdo se vislumbraba como el más difícil de aprobar. Atendida la votación registrada en la Cámara de Diputados, en el Senado se esperaba un trámite bastante farragoso y una votación muy estrecha. Sin embargo, ha ocurrido algo distinto, que obedece, en mi opinión, a la explicación de la cláusula de salvaguardia automática que, dentro de las lógicas de mercado, permitirá que los lecheros y el mundo agrícola en general vean este Acuerdo como una oportunidad y no como una fatalidad.



Voto que sí.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, aparte de destacar la unanimidad lograda tanto en la Sala como en la Comisión de Relaciones Exteriores, deseo hacer presentes dos puntos.



Uno es que tengo la impresión de que deberemos aprovechar el presente tratado básicamente en las áreas de tecnología, innovación y servicios. Creo que va a tener más impacto allí que en la dimensión comercial.



En segundo lugar, el hecho de que el Acuerdo sea un instrumento abierto significa que en nuestra política de América del Sur hacia el Asia Pacífico eventualmente podremos incorporar, o transformar en factores de incorporación, a otros países de la cuenca, como nuestros vecinos Perú, Ecuador, Colombia, en fin. 



Asimismo, a los lazos históricos mencionados por el Senador señor Núñez, hay que agregar que el General Freire, uno de los dos capitanes generales que ha tenido el país, estuvo exiliado en Sidney. O sea, los lazos son muy antiguos. Y esto de que esté Brunei, por lo menos para quienes cuando fuimos adolescentes nos encendió la imaginación Sandokán, que estaba enamorado de la hija del gobernador de ese lugar, le da también un elemento...

El señor NARANJO.- ¡Una aureola especial...!

El señor GAZMURI.- ..., una aureola especial, digamos, al tratado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (34 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Relaciones Exteriores.

El señor VAN KLAVEREN (Ministro de Relaciones Exteriores subrogante).- Muchas gracias, señor Presidente.



Sólo quiero agradecer, en representación del Gobierno y de la Cancillería, el consenso registrado en esta Alta Corporación, que, en mi opinión, responde a las metas que nos habíamos planteado en la negociación del convenio.



En lo medular, se trata de seguir estructurando una red de acuerdos comerciales, sobre todo con el área del Asia Pacífico. Y, en segundo lugar, se busca una vinculación más estrecha con la zona emergente más importante de la economía mundial.



Como se ha dicho aquí, estamos frente a un acuerdo de última generación, que contiene un programa de liberalización, de desgravación, bastante ambicioso, pero que, además, contempla mecanismos especiales para evitar efectos nocivos en determinados sectores, como el lácteo, que había manifestado su preocupación al comienzo de las negociaciones.



Otro aspecto ya mencionado es el establecimiento de resguardos muy importantes. Respecto del sector lácteo, se contempla un programa de desgravación especial. En segundo lugar, se disponen cláusulas especiales de salvaguardia que no reemplazan aquellas de carácter general. 



Además, debo destacar que efectivamente, hasta este momento, no se registra una participación significativa de ninguna de las economías involucradas en el Acuerdo en nuestras importaciones de productos lácteos. Como se indicó, Nueva Zelanda representa menos del 5 por ciento de nuestras importaciones en ese rubro. En consecuencia, no puede ser visto como una amenaza para un sector que es sensible.



Del mismo modo, quiero resaltar que el instrumento consagra un mecanismo de adhesión que, tal como se dijo, no es de carácter automático. Cada país que desee ingresar al convenio deberá negociar con todos los países miembros. 



En todo caso, estamos frente a un tratado muy significativo en nuestra política, no sólo de acercamiento hacia el Asia Pacífico, sino también de vinculación entre esa zona y América Latina, lo cual se está observando en estos mismos momentos, toda vez que Perú ha planteado su interés en el P-4. Igualmente, se vislumbra la posibilidad de que países tanto latinoamericanos como del otro lado del Pacífico adhieran al Acuerdo, el cual, como ya se señaló aquí, tiene su origen en la Cumbre del APEC realizada el año 2002, cuando se acordó desarrollar este nuevo instrumento.



Asimismo, deseo destacar que, aparte de la liberalización, el tratado es muy significativo en materia de innovación y de desarrollo. Abre la posibilidad de alianzas de productores y de países, lo cual posee gran interés, sobre todo considerando la complementariedad que existe entre la economía chilena y, por ejemplo, la de Singapur, y, por otra parte, teniendo en cuenta también la afinidad que hay entre nuestra economía y la economía neozelandesa, que, como se ha indicado acá, presenta características de sumo interés para nuestra propia agricultura.



Agradezco nuevamente el apoyo unánime que se ha producido, y celebro que Chile también cumpla con su compromiso de ratificar este Acuerdo.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SALVAGUARDIAS PARA IMPORTACIÓN DE LECHE Y OTROS PRODUCTOS LÁCTEOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo, formulado por diversos señores Senadores, que tiene por objeto la adopción de una serie de medidas relacionadas con la importación de leche y otros productos lácteos. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo(S 887-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 40ª, en 8 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Allamand, Escalona, Espina, Frei, García, Kuschel, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se adopten una serie de medidas, entre otras, iniciar una investigación por la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios en Mercaderías Importadas, tendientes a establecer salvaguardias para la importación de leche y otros productos lácteos, incluida una salvaguardia definitiva por el período de un año.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba. 

FINANCIAMIENTO PARA PLANES MAESTROS DE 

AGUAS LLUVIA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo formulado por diversos señores Senadores para solicitar al Ejecutivo el financiamiento  de planes maestros de aguas lluvia.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 886-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores cuyo objetivo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que en el proyecto la Ley de Presupuestos para 2007 se contemplen recursos extraordinarios para llevar a efecto con antelación los planes maestros de aguas lluvia, especialmente en aquellas Regiones donde cada año las precipitaciones causan graves inundaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si la Sala me lo permite, fundamentaré mi voto en contra -enérgicamente en contra- al proyecto de acuerdo desde la Testera.



En estos días en que hemos discutido largamente respecto del puente sobre el Canal de Chacao, y vamos a seguir haciéndolo, se ha presentado un proyecto de acuerdo que pide al Gobierno disponer los recursos necesarios para llevar a cabo las obras relativas a aguas lluvia del país, cuyo costo es del orden de los mil 500 a mil 600 millones de dólares. Ésa es la magnitud de lo que se solicita.



Esta materia fue debatida en el Congreso Nacional en 1997 a raíz del proyecto ley sobre servicios sanitarios, en el que no se aceptó incluir los sistemas de aguas lluvia. La aplicación de dicha normativa, en lo que concierne al agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas, significó una inversión –por todos sabida- superior a 2 mil millones de dólares. Y, hoy día, en Chile más del 80 por ciento de las aguas servidas se encuentran bajo tratamiento. Ello nos ha colocado entre los países más desarrollados del mundo en esta área, incluso por sobre la mayoría de las naciones europeas. Esa inversión -repito- sobrepasó los 2 mil millones de dólares.



Si hubiéramos procedido de la misma forma en cuanto al tratamiento de las aguas lluvia, hoy día tendríamos resuelto el problema en todo el país. Y ni siquiera se necesita ley, porque los planes maestros de aguas lluvia de todas las ciudades con más de 50 mil habitantes fueron desarrollados a partir de una indicación que formulamos al proyecto respectivo en 1998. Han pasado 8 años y ahora, nuevamente, se pide al Estado que ponga mil 500 millones de dólares para resolver lo relativo a aguas lluvia.



Creo que aquí hay una falta de coherencia absoluta. Y eso se repite en muchos otros proyectos. Actualmente hay una carpeta de proyectos en concesiones del orden de 3 mil 500 millones de dólares que tienen que ver con hospitales, cárceles, aguas lluvia, etcétera.



Por lo tanto, éste es un sector en el cual existe interés en invertir. Las empresas sanitarias se hallan presentes en todo Chile y perfectamente podrían hacerlo. En el caso de Santiago, en particular, hay un proyecto para afrontar los 29 puntos críticos de la ciudad, los que se resolverían con 400 millones de dólares.



En consecuencia, como digo siempre, aquí estamos frente al perro del hortelano: no comemos ni dejamos comer. Y al final, ¿qué estamos solicitando con el proyecto de acuerdo? A través de este simple acto, en el papelito que vemos aquí, se piden mil 500 millones de dólares; o sea, el equivalente a casi dos puentes sobre el Canal de Chacao. Entonces, ¿dónde se halla la coherencia en esta materia?



Yo me opongo rotundamente al proyecto de acuerdo.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto fue retirado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme.



--Queda retirado el proyecto de acuerdo.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego a Su Señoría ser breve.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, acerca del proyecto de acuerdo que acaba de retirarse -respeto mucho su derecho a ser enérgico, hasta violento-, algunos tenemos otros puntos de vista. Y me parece inadecuado no permitirme hablar cuando pedí la palabra para fundamentar el voto.



Lo que encierra el sistema de concesiones propuesto para las aguas lluvia es que uno debe pagar porque llueve. Es ahí donde se halla la dificultad, en el concepto de cómo se quieren ejecutar los planes en esta materia.



Por lo tanto, me gustaría dar mi opinión al respecto. Por eso, pido la palabra para fundamentar el voto.

El señor VÁSQUEZ.- Pero si retiramos el proyecto de acuerdo.

El señor LETELIER.- Es cierto. Pero el señor Presidente tuvo la oportunidad de expresar su posición, la cual respeto, pero genera un sesgo…

El señor PIZARRO.- No corresponde en esta parte de la sesión hacer uso de la palabra.

REGLAMENTO SOBRE EVACUACIÓN DE AGUAS DE EMBALSES ANTE TEMPORALES O CATÁSTROFES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo relativo a la evacuación de aguas de los embalses o represas de empresas hidroeléctricas. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 885-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 36ª, en 19 de julio de 2006.


Queda para la sesión siguiente en que se trate el tema de los desbordes del río Biobío.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo del proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Naranjo, Navarro, Ominami y Letelier, es solicitar a la señora Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustible, en orden a elaborar un reglamento sobre el procedimiento que deban seguir las empresas hidroeléctricas para evacuar las aguas de sus embalses o represas en caso de temporal o catástrofe
El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Señor Presidente, en la sesión especial en que analizamos los daños provocados por los desbordes del río Biobío durante los temporales y las responsabilidades que cabrían al respecto, hubo consenso en el sentido de que el Gobierno debía estudiar y enviar una iniciativa sobre el particular, que es distinta del proyecto de acuerdo que se nos presenta hoy día. Y, con todo respeto, pienso que aprobar una materia como ésta, es rebajar lo que el Senado acordó hace poco más de 48 horas.



Por eso, preferiría que sus autores lo retiraran.

El señor PIZARRO.- ¿Quiénes son los autores?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Honorables colegas muy distinguidos.



Repito: preferiría que se retirara, porque si se vota, lo haré en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Me parece pertinente la posición del Senador señor Ruiz-Esquide, porque ése fue el acuerdo adoptado en la discusión habida en la sesión de la semana pasada.



En cuanto al problema sobre aguas lluvia, propongo al Honorable señor Letelier que celebremos una sesión especial o dediquemos una hora de Incidentes para debatir acerca  del tema, porque es una materia que requiere una larga discusión y no se resuelve en dos minutos.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, ¿y qué pasa con el tercer proyecto de acuerdo? ¿Se da por aprobado?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No, Su Señoría.



El Honorable señor Ruiz-Esquide pidió retirarlo, porque…

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, está bien que el Senador señor Ruiz-Esquide solicite retirar el proyecto, pero pienso que hay que consultar a quienes lo presentaron si están de acuerdo con ello.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pero si nadie dijo nada.

El señor OMINAMI.- Pero me parece que el señor Senador hizo una petición.



Francamente, no considero correcto el procedimiento.



Lo que se está planteando en el proyecto de acuerdo es muy razonable. Hoy día, cuando se producen inundaciones o grandes lluvias, los niveles de agua de los embalses se elevan considerablemente, lo cual lleva a las centrales hidroeléctricas a evacuarlos sin preguntarle a nadie. En consecuencia, lo que se propone es que exista un reglamento que permita proteger a las poblaciones de esas evacuaciones que unilateralmente resuelven las centrales eléctricas.



Me parece que es un tema muy pertinente y no veo por qué el proyecto de acuerdo deba retirarse.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por el siguiente motivo, Su Señoría. En la sesión especial antes mencionada -en la que participaron muy pocos señores Senadores- estuvieron presentes los señores Subsecretario de Obras Públicas, Director Nacional de Aguas y Director de Obras Hidráulicas, y discutimos largamente el tema. Al final, se solicitó al señor Subsecretario que el Ejecutivo envíe al Parlamento un proyecto de ley sobre esta materia. No se trata de establecer un reglamento.



Por eso, el Senador señor Ruiz-Esquide tiene razón en su planteamiento, en el sentido de que nos estamos autorrebajando en la exigencia adoptada en dicha sesión, en que se pidió que tal materia quedara normada a través de una ley. Y ahora solicitamos llevarla a nivel de reglamento. Ése es el punto.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, aquí hay también un problema reglamentario.



Su Señoría consultó a la Sala y nadie contestó.

La señora MATTHEI.- Quien calla, otorga.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde pasar a la hora de Incidentes

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y Alcalde y Concejales de Curacautín, solicitándoles INSTALACIÓN DE LUMINARIAS EN CAMINO RURAL DE SANTA EMA, COMUNA DE CURACAUTÍN (Novena Región); al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole su patrocinio para APLICACIÓN DE DERECHOS COMPENSATORIOS A HARINA IMPORTADA DESDE ARGENTINA, y respecto de proyecto de ley sobre  ESTABLECIMIENTO DE sistema de salvaguardias GLOBALES  PARA diversas actividades económicas, en especial, la agrícola; a los señores Director de Salud de La Araucanía Norte y Alcalde y Concejales de Curacautín, solicitándoles MEJORAMIENTO DE INFRAESTRUCTURA DE POSTA DE SALUD DE SANTA ANA, COMUNA DE CURACAUTÍN (Novena Región); y a los señores Alcalde y Concejales de Curacautín, Gerente General de MOVISTAR, Gerente General de SMARTCOM y Gerente General de ENTEL PCS, planteándoles la necesidad de INSTALACIÓN DE ANTENA PARA CELULARES EN SANTA ANA Y SANTA EMA, COMUNA DE CURACAUTÍN (Novena Región).


De señor FREI (don Eduardo):



Al señor Subsecretario del Interior, pidiéndole financiar proyecto “reposICIÓN DE CUBIERTAS DE VIVIENDAS DE JUNTA DE VECINOS Nº 5 SAN PABLO”. Al señor Subsecretario de Redes del Ministerio de Salud, sobre RENOVACIÓN DE AMBULANCIAS EN CONSULTORIO GENERAL BELARMINA PAREDES, COMUNA DE FUTRONO. A los señores Director Nacional de la Secretaría Interministerial de Planificación SECTRA y Director Nacional de Vialidad, pidiéndoles CONSTRUCCIÓN DE PUENTE SOBRE RÍO CHOROY-TRAIGUÉN EN SAN JUAN DE LA COSTA. Y a los señores Directores de JUNAEB, JUNJI e Integra, planteándoles la necesidad de contar con una legislación sobre MEJORAMIENTO DE CONDICIONES LABORALES PARA SINDICATO ÚNICO DE MANIPULADORAS DE ALIMENTOS DE VALDIVIA (todos de la Décima Región)


De señor HORVATH:



A los señores Ministros de Justicia y de Obras Públicas, pidiéndoles estudiar SITUACIÓN DE EMPRESAS CONSTRUCTORAS NACIONALES CONTRATADAS POR CONSORCIO FRANCÉS PARA EJECUCIÓN DE DIVERSOS EDIFICIOS (Décima Región). A la señora Directora Ejecutiva de CONAMA y a los señores Director de CONAMA de la Quinta Región y Presidente de la COREMA de la Quinta Región, solicitándoles información sobre ACTIVIDADES DESARROLLADAS POR EMPRESA SUDAFRICANA ANGLO AMERICAN, EN SECTOR COLLAHUE-LOS CALEOS, COMUNA DE NOGALES. 


Del señor ROMERO:



Al señor Director del SERVIU de la Quinta Región, pidiéndole antecedentes tocantes a ESTADO DE TERRENO DE CALLE LARGA PARA CONSTRUCCIÓN MEDIANTE PROGRAMA FONDO SOLIDARIO DE VIVIENDAS. 
)-----------------(

SITUACIÓN DEL MEDIO ORIENTE
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por acuerdo unánimes de los Comités, la hora de Incidentes de esta sesión se destinará a analizar la situación del Medio Oriente.



En esta ocasión nos acompañan diversas autoridades                    -especialmente el señor Embajador de Israel-, a quienes saludamos.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, Honorables colegas, es inútil hacer un discurso que tome posiciones a favor de la paz y pretender con ello dejar nuestras conciencias tranquilas.



Nuestro deber es ir más allá de la retórica para influir de manera más eficaz en la solución de la guerra entre Israel y la milicia chiita de Hezbolá, que hoy nos asombra por su beligerancia, por la gran cantidad de víctimas civiles, por la destrucción de ciudades, por la incapacidad de diálogo entre las partes en conflicto y por la pasividad de la comunidad internacional para enfrentar y aportar desde el inicio a la solución del conflicto.



En éste, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas ha resultado ser ineficaz, por la neutralización de las posiciones que se dan en su seno, lo que impide el propósito que le otorga sentido a su creación, es decir, mantener la paz mundial.



También el conflicto demuestra, una vez más, que el Derecho Internacional se deja de lado con la tolerancia de las grandes potencias guiadas por sus intereses estratégicos y no por los principios en que aquél se sustenta, entre ellos la paz mundial y la solución pacífica de las controversias.



Imagino, Honorables colegas, el sentimiento de profundo desamparo frente a la posibilidad real de la muerte que deben de experimentar los habitantes del sur del Líbano, la inmensa mayoría de ellos totalmente ajenos al conflicto, ante la ofensiva del ejército de Israel. Imagino el temor de la población israelí provocado por los cohetes que sobre sus ciudades lanza indiscriminadamente la milicia de Hezbolá. Imagino, también, las probabilidades de extensión del conflicto del Medio Oriente si no se pone fin a las acciones militares entre ambos adversarios, lo que tendría como consecuencia, no sólo incrementar las muertes y la destrucción, sino además crear una tensa situación mundial; entre otras razones, porque en el conflicto podrían involucrarse al menos Siria e Irán, con lo cual sería factible ir más allá de la región si, para neutralizar los efectos de tal intervención, se implicaran activamente naciones como Estados Unidos, Rusia, China y otras.



Considero positivas las iniciativas adoptadas por los Gobiernos de Estados Unidos y Francia para exigir el cese el fuego en la zona en conflicto, y particularmente la última postura francesa en el sentido de exigir el retiro de soldados israelíes del suelo libanés.



Es positiva, igualmente, la decisión de los 22 países de la Liga Árabe de apoyar el cese del fuego y presionar internacionalmente para que ello ocurra.



Asimismo, es valiosa la disposición del Gobierno libanés -ya aceptada por la guerrilla de Hezbolá- de enviar 15 mil soldados al sur del país con el objeto de asumir el control de la zona, iniciativa que, para ser eficaz, requiere la salida de las tropas israelíes y el compromiso firme de Hezbolá de detener las acciones militares.



No obstante, de fracasar esas iniciativas, Israel ha anunciado que sus tropas tienen órdenes de iniciar una guerra en todo el territorio libanés, lo que agravaría la situación, por las advertencias que ya han hecho naciones como Siria e Irán, además de las nefastas consecuencias que podría haber y a las que ya he aludido.



Sabemos, Honorables colegas, que el nuevo conflicto del Medio Oriente tiene antiguos antecedentes, vinculados con hechos que no han sido resueltos en forma adecuada. Desde nuestra perspectiva, se precisa una solución integral: aceptación de la existencia de un Estado palestino; fronteras seguras para el Estado de Israel, cuya existencia consideramos legítima; compromiso de los organismos internacionales y de la comunidad mundial para asegurar el mantenimiento de la paz en la zona; aporte internacional para la reconstrucción de las áreas dañadas; incremento de la ayuda humanitaria, y, como cuestión fundamental, tolerancia entre culturas, como paso principalísimo para asegurar la paz, tolerancia que debe ser continuada por un diálogo intercultural que consolide el respeto mutuo y el enriquecimiento conjunto.



La continuidad del conflicto no sólo significará más muertes, más destrucción y riesgos de una conflagración aún mayor, sino que además provocará una profundización de los odios recíprocos, un fortalecimiento del antisemitismo y de los integrismos islámicos, y una prolongación de los rencores mutuos, todo lo cual es necesario evitar. De lo contrario, una solución al conflicto árabe-israelí continuará siendo postergada y la reaparición de brotes de violencia seguirá dándose.



Por ello, como paso siguiente a la mera discursividad en que podemos caer, son fundamentales una toma de posición del Senado a favor de la paz en el Medio Oriente y la aprobación de un proyecto de acuerdo que inste al Ejecutivo a disponer que nuestro representante en las Naciones Unidas asuma un rol más protagónico en pro de acciones que aporten a una pronta solución de las acciones bélicas y al establecimiento de la paz en la región.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, con el Senador señor Navarro y otros colegas, hace sólo algunas semanas presentamos un proyecto de acuerdo que condenaba las acciones que provocaran terror en la población civil palestina o israelí; rechazaba la detención de 24 parlamentarios y 8 ministros palestinos; solicitaba a nuestro Gobierno condenar las consecuencias directas sufridas por la población civil palestina durante el asedio a la Franja de Gaza y participar en las iniciativas políticas multilaterales que permitieran una salida pacífica al conflicto; demandaba la inmediata libertad del cabo israelí Gilab Shalit; manifestaba la adhesión de este Senado al principio de que el Derecho Internacional y la Organización de las Naciones Unidas son los únicos medios válidos para la solución de conflictos a escala internacional; y solicitaba a la Cancillería transmitir a los Embajadores de Palestina e Israel en Chile nuestra preocupación por la situación que se vivía en ese minuto en la Franja de Gaza.



En el referido proyecto de acuerdo se reflejaba la sincera preocupación de esta Sala ante las acciones realizadas por el Gobierno de Israel, el cual declaraba que ellas no cesarían hasta dar con el paradero del soldado secuestrado.



Sin embargo -para ser claros-, la ofensiva militar israelí contra la Franja de Gaza del 27 de junio había comenzado a gestarse el 9 de ese mes, cuando las fuerzas de Israel bombardearon las playas y asesinaron a 11 civiles palestinos, incluidos 7 miembros de una misma familia.



En definitiva, esta nueva incursión en los territorios ocupados dejó como saldo, aparte la detención de unos 60 altos funcionarios del Gobierno palestino, incluyendo a los ministros y diputados elegidos por votación popular, la destrucción de un generador que abastecía de electricidad a más de 600 mil personas, lo que también provocó el corte del suministro de agua potable.



Además, el bombardeo y la destrucción de varios puentes de la Franja de Gaza, con la excusa de evitar el escape de los secuestradores de un soldado israelí, dejaron incomunicadas a miles de personas.



Estos hechos alcanzan un importante nivel de repercusión en nuestro país, toda vez que es en estas tierras donde un significativo número de inmigrantes palestinos e israelíes han encontrado acogida, oportunidades, esperanzas y solidaridad, lo que nos ha convertido en la nación del mundo en que se encuentran las colonias más numerosas de ambos pueblos. Aquí es donde sus hijos y nietos chilenos han contribuido y contribuyen al progreso de Chile.



Por ello, el Ministerio de Relaciones Exteriores, con fecha 29 de junio, emite una declaración pública donde expresa la preocupación del Gobierno “por la espiral de violencia que se viene sucediendo” y hace un llamado a las parte involucradas a “asegurar la vida y la libertad de la población”.



Esa declaración de la Cancillería lamentaba “la muerte de civiles inocentes” y manifestaba “su extrema preocupación por las acciones de represalia que se han desencadenado en los territorios ocupados, así como por la detención de autoridades palestinas”.



Finalizaba ese pronunciamiento del Ejecutivo reiterando su posición frente al conflicto del Medio Oriente, la cual encuentra su fundamento esencial “en el apego irrestricto a las normas y principios del Derecho Internacional, particularmente aquellos relativos a la solución pacífica de las controversias; a la condena del uso o amenaza del uso de la fuerza; y al cabal cumplimiento de las resoluciones de Naciones Unidas y de sus órganos dependientes”.



Israel dijo entonces que al rescatar al soldado se retiraría de la Franja de Gaza y que sus acciones serían una “intervención quirúrgica” que buscaría “minimizar” el daño a las personas.



Lamentablemente, ni una ni otra cosa sucedieron. El soldado israelí sigue desaparecido y el ejército de Israel continúa su ofensiva contra la Franja de Gaza.

Líbano



Además, desde el 12 de julio pasado, el conflicto, de manera aparentemente sorpresiva, se trasladó hasta el Líbano a raíz de un ataque de Hezbolá a la zona norte de Israel, que terminó con 8 soldados de este país, también bajo el argumento del secuestro de dos efectivos israelíes por parte de milicianos del referido grupo.



Desde esa fecha, tras 28 días de ataques, 958 libaneses, la mayoría civiles, han muerto y 3 mil 370 han resultado heridos, en tanto que se han visto obligadas a abandonar sus casas 915 mil personas -un cuarto de la población del Líbano-, de las cuales unas 200 mil han dejado el país.



En Israel, durante el mismo período, han muerto 95 personas, 38 de ellas producto del lanzamiento de cohetes desde el Líbano por parte de las milicias de Hezbolá.



Entre los seres humanos muertos en el Líbano hay 27 militares de este país, 48 guerrilleros de Hezbolá y 7 miembros de Amal, otro movimiento chiita.



El recuento incluye a los 4 observadores militares de la ONU asesinados en un ataque a la base de la misión de cascos azules en el sur libanés, y también, a un empleado de Naciones Unidas y su esposa.



Sin embargo, lo que más ha golpeado la conciencia de la Humanidad es que entre los muertos hay, al menos, 300 niños menores de 12 años.

Derecho Internacional



Por eso, no llamó la atención que antes de ayer el coordinador humanitario de la ONU en el Líbano, David Shearer, advirtiera que los ataques israelíes contra la infraestructura civil libanesa y contra convoyes de asistencia humanitaria violan el Derecho Internacional, a la vez que hizo un llamado a poner fin a los ataques israelíes y al cese de las acciones que impiden distribuir ayuda a los miles de desplazados por el conflicto.



El coordinador también condenó los ataques de las milicias de Hezbolá contra blancos civiles en Israel, por lo que urgió a ambas partes a cumplir con sus obligaciones bajo el derecho humanitario internacional.

Avanzar al cese del fuego y a la paz



En el contexto de la búsqueda de soluciones políticas internacionales a este conflicto, Francia y Estados Unidos acordaron un borrador de resolución que presentaron el sábado recién pasado al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Ese documento insta a ambas partes (Israel y Hezbolá) a poner fin a la violencia, prevé la liberación sin condiciones de los soldados israelíes secuestrados y plantea una solución para los prisioneros libaneses en Israel.



Además, dicho borrador de resolución estima la fijación de las fronteras internacionales del Líbano y crea una zona en la que sólo el ejército de esta nación y una tropa internacional pueden llevar armas.



De hecho, en principio, pareciera ser que Hezbolá acepta el despliegue de unos 15 mil soldados en el sur del Líbano, aunque para extender toda su autoridad en el país requerirá una retirada simultánea de las tropas de Israel.

Consejo de Europa rechaza arresto de
Presidente del Parlamento palestino



Sin embargo, mientras la tensión está concentrada en el Líbano, las acciones militares en los territorios palestinos ocupados han continuado. Un símbolo de ello es la detención del Presidente del Consejo Legislativo Palestino, Aziz Dueik, cuya libertad inmediata ha sido reclamada por el Presidente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, René Van der Linden.

Resoluciones de la ONU no cumplidas



Israel alega y defiende su derecho a existir. Eso es absolutamente legítimo, al igual como lo es el derecho a existir del Estado de Palestina, su pueblo y sus instituciones.



Creo no haber escuchado a nadie que esté poniendo en duda el derecho a la autodeterminación de esos pueblos, cuestión que por lo demás ya ha sido zanjada, al menos formalmente, en decenas de resoluciones de la ONU, algunas de las cuales -hay que decirlo- no han sido cumplidas desde hace años, pese a que muchas se reiteran casi anualmente en el seno de dicho organismo internacional, que hoy, frente a los graves y dramáticos hechos de que somos testigos impotentes, aparece debilitado y poco resolutivo, en especial por la capacidad de veto que tienen algunos países en su seno.



Israel ha desatendido 46 recomendaciones de la Asamblea General y de otros organismos de las Naciones Unidas.



Por eso, cuando ahora exige, para detener su ofensiva sobre el Líbano, que este país cumpla con la resolución 1.559 del Consejo de Seguridad de la ONU, de mayo del año 2000 -ella conmina al desarme de Hezbolá, a la retirada de la guerrilla chiita de la zona meridional del Líbano limítrofe con Israel y al despliegue en su lugar de unidades regulares del ejército libanés-, vienen a la memoria algunas de las resoluciones más importantes no cumplidas por Israel:



-La 242, del 22 de noviembre de 1967, que condena como inadmisible la adquisición de territorio mediante la guerra y señala la necesidad de trabajar por una paz justa y duradera en la que cada Estado de la zona pueda vivir con seguridad. El texto exige a Tel Aviv “la retirada de las Fuerzas Armadas de Israel de los territorios ocupados en el conflicto reciente”, en referencia a la guerra árabe-israelí de ese año. Salvo la retirada de las colonias de Gaza, en agosto de 2005, Israel aún no ha vuelto a las fronteras existentes antes de ese conflicto.



-La Asamblea General de la ONU pedía a dicho país, en la resolución 2.443, del 19 de diciembre de 1968, que desistiera “de destruir casas de la población civil árabe en las áreas ocupadas”, política que continúa hasta estos días.



-El 22 de marzo de 1979, la resolución 446 volvía a hacer hincapié sobre los asentamientos: “La política y las actuaciones de Israel de establecimiento de asentamientos en los territorios palestinos y árabes ocupados desde 1967 no tienen validez legal y constituyen un serio obstáculo para la consecución de una paz justa, global y duradera en Oriente Medio”. Israel evacuó a 8 mil colonos de Gaza el verano pasado, pero mantiene a más de 400 mil en Cisjordania y Jerusalén Este.



-El Consejo de Seguridad insistiría después en ello con la resolución 471, de 1980, preocupado porque “Israel, potencia ocupante, no ha facilitado la protección adecuada a la población civil en los territorios ocupados”.



-El 7 de octubre de 2000, el Consejo de Seguridad aprobó la resolución 1.322, que “condena los actos de violencia, particularmente el recurso al uso excesivo de la fuerza contra los palestinos” (acababa de estallar la segunda Intifada).



Asimismo, desde 1948, la ONU ha adoptado varias resoluciones a favor del regreso de los palestinos expulsados forzosamente de sus casas. La resolución 194 de la Asamblea General era clara: se debía permitir “a los refugiados que lo deseen regresar a sus hogares lo más pronto posible”.



-En 1974, el mismo órgano reiteraba la idea en la resolución 3.236, que reafirmaba “el derecho inalienable de los palestinos a regresar a sus hogares y recuperar sus bienes”. Los refugiados palestinos, una diáspora que alcanza a los 4 millones, aún no han vuelto a sus casas desde que fueron expulsados, en sucesivas oleadas, en los años 1948 y 1967.



-La resolución 425, de marzo de 1978, exigía la inmediata e incondicional retirada israelí del Líbano, país que invadió poco antes. En 1982 volvió a hacerlo y bombardeó a esa nación. El 24 de septiembre de ese año, la Asamblea General condenó la masacre de civiles palestinos en Beirut. Pero el ejército mantuvo ocupado el sur del país de los cedros hasta mayo de 2000, fecha en que finalmente se retiró.



-En diciembre de 1992, Israel deportó al Líbano a 415 árabes-israelíes. La resolución 799, de 18 de diciembre de 1992, se manifestaba sobre el retorno de los expulsados y señalaba la violación sistemática de la Convención de Ginebra, así como el incumplimiento de un rosario de resoluciones.

El muro de Cisjordania



El llamado “muro de seguridad” discurre en parte por el interior de los territorios ocupados de Cisjordania. Se trata de un sistema de vallas y alambradas que en algunos tramos se yergue como una muralla de hormigón de hasta siete metros de altura, con control militar. Para cuando finalice su construcción, Israel tiene previsto que se prolongue a lo largo de setecientos kilómetros. Su trazado no sigue la línea verde (la frontera de 1967) y separa ciudades y aldeas, aislando poblaciones y afectando económicamente a cuatrocientos mil palestinos.



El 9 de julio del año 2004, la Corte Internacional de Justicia de La Haya -su Estatuto forma parte integral de la Carta de Naciones Unidas- dictaminó que las secciones de la barrera de separación que se adentran en Cisjordania eran ilegales y debían ser desmanteladas inmediatamente. Israel, aduciendo razones de seguridad, continuó construyendo el muro.



En otras ocasiones ha sido el veto de Estados Unidos, aliado de Israel y miembro permanente del Consejo de Seguridad, el que ha evitado que una resolución de condena salga adelante.



Washington ha utilizado su poder de veto a favor de Israel en cuarenta ocasiones a lo largo de la historia de la ONU.



El veto estadounidense más cuestionado tuvo lugar el 28 de marzo del año 2001, cuando impidió el envío de una fuerza de observadores a los territorios palestinos. El más reciente sucedió el pasado 13 de julio, cuando evitó que el Consejo de Seguridad adoptase una resolución condenatoria de los ataques israelíes en la Franja de Gaza. Por esta misma razón, otros países han sufrido guerras preventivas.

La Convención de Ginebra



Por eso, más allá de algunos matices sobre las causas de lo que ocurre no sólo hoy sino desde hace mucho tiempo en el Medio Oriente, y principalmente en Palestina, lo que importa es que se respeten el Derecho Internacional y las instituciones que la Humanidad ha creado justo después de las guerras mundiales que sacudieron al mundo para evitar que se repitan, con el objetivo de resolver de manera pacífica las controversias y diferencias.



Los chilenos, y especialmente los palestinos e israelíes que viven en nuestra tierra, quieren que nuestro país aporte a la causa de la paz.



Por eso insistimos -y lo seguiremos haciendo- en que sea la ONU la que medie en esta situación, con la única condición de que los países involucrados directamente, y también sus aliados, tengan la efectiva voluntad política de avanzar a una solución donde todos tengan los mismos legítimos derechos y no se mida con una vara distinta para cada caso, según quién sea el involucrado o afectado.



Deseamos que cese el fuego. Pero mientras ello no ocurra y continúen las hostilidades, queremos que al menos se respete el Protocolo Adicional N° 1 a la Convención de Ginebra, que define claramente el principio de proporcionalidad en un conflicto armado cuando señala que “se considerarán ataques indiscriminados cuando sea de prever que causarán incidentalmente muertos y heridos entre la población civil, o daños a bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista”.



Como claramente lo indica el Protocolo, la contravención de lo estipulado en el texto es considerada “crimen de guerra”.



En este contexto, quisiera citar parte del reportaje de Alain Gresh -se publicó en la última edición de Le Monde Diplomatique-, titulado “Carta blanca a los incendiarios”, donde señala: “Hamas nació en 1987 en Gaza, al cabo de veinte años de ocupación israelí, a caballo de la primera Intifada; Hezbollah surgió de la lucha contra la ocupación, luego de la invasión israelí al país del cedro, en 1982. ¿Qué nueva organización nacerá de los escombros actuales del Líbano?”.

¿Antisemitismo?



Para finalizar, quisiera hacer mías unas palabras del escritor uruguayo Eduardo Galeano, quien dice que, cuando se denuncia o critica que más de un tercio de las víctimas de los ataques al Líbano son niños menores de 12 años, surge de inmediato la acusación de antisemitismo. Y añade: “¿Hasta cuándo seguiremos siendo antisemitas los críticos de los crímenes del terrorismo de Estado? ¿Son antisemitas los judíos horrorizados por lo que se hace en su nombre? ¿Son antisemitas los árabes, tan semitas como los judíos? ¿Acaso no hay voces árabes que defienden la patria palestina y repudian el manicomio fundamentalista?”.



Aún queda mucho por hacer para lograr la paz que la mayoría de los palestinos, libaneses e israelíes anhelan, dentro y fuera de sus fronteras. En esta tarea les cabe una responsabilidad principal a la Organización de las Naciones Unidas y a su Consejo de Seguridad. En esta labor Chile puede aportar. Por eso, junto con la manifestación de preocupación, debe dar señales de liderazgo e iniciativa. Los chilenos y los palestinos, israelíes y libaneses que viven en este país así también lo esperan.



He dicho.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Pizarro asuma como Presidente accidental, porque debo inaugurar un seminario en la Biblioteca.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pizarro, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, después de escuchar las intervenciones de los Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, sólo me voy a remitir en mi discurso a una verdadera expresión de intenciones y a lo que creo constituye un fervoroso llamado que nos une a cada uno de nosotros y a todo el mundo.



El conflicto en Medio Oriente exige una solución urgente, porque la vida está siendo diezmada por la guerra. La muerte, la desolación y la devastación están transformando los territorios del Líbano e Israel en campos de batalla y destrucción.



Por ello, la solución a este conflicto debe activar los más intensos y resueltos esfuerzos internacionales para restablecer la normalidad en la zona.



Sin embargo, también hay que estar conscientes de que el asunto de fondo es de alta complejidad y fuerte sensibilidad.



Es complejo, porque buena parte de la conflictiva relación que se observa en los países de la región se debe a la crítica opinión que generó la aparición, en el concierto regional, del Estado de Israel tras la Segunda Guerra Mundial, situación que agudizó la tensa relación que ya existía entre judíos y árabes.



Problemas en la delimitación de las fronteras, territorios, recursos y posiciones estratégicas son parte de un cuadro que sintetiza un escenario de alta volatilidad, donde para Israel su misión es asegurar la existencia como nación y la seguridad de su pueblo a toda costa, y para los países árabes, defender sus legítimas aspiraciones a reivindicar intereses históricos en la zona.



El actual conflicto entre Israel y el Líbano también es sensible, porque, sin entrar a calificar las motivaciones que esgrimen los actores en la guerra, lo cierto es que no se ha tenido la voluntad, la fuerza y la decisión de las partes para poner un alto inmediato al fuego.



Un número indeterminado de civiles, en especial niños, mujeres y ancianos, ha perdido la vida en estas semanas.



Sin embargo, con la misma energía con que repudiamos estos hechos, esperamos que la comunidad y los países de la región tomen conciencia de que no se puede permitir ningún otro tipo de expresión de reivindicación que las toleradas en la manifestación pacífica de una convivencia civilizada. Cualquier otra forma de acción -especialmente la vía armada- que trate de ampararse en Estados sólidos y constituidos debe ser combatida por el propio poder soberano de los respectivos países.



En síntesis, nosotros, como radicales y como humanistas, esperamos una pronta solución y medidas concretas, animadas por un espíritu de real y sereno entendimiento.



Porque tenemos cifradas esperanzas, creemos irrestrictamente en el respeto de las normas que guían a la comunidad internacional. Estamos convencidos de que el retiro de las tropas de Israel desde territorio libanés es una condición tan necesaria como el control y aseguramiento efectivo al que debe comprometerse el Líbano, evitando que en su territorio se amparen, sin su consentimiento, grupos armados que atenten contra terceros países, cualesquiera que éstos sean.



Esperamos, también, que la Organización de las Naciones Unidas realice una acción más efectiva. La diplomacia internacional sólo cumple su misión cuando ayuda y asegura la vida de las personas. Una diplomacia carente de resultados es una acción sin sentido. El multilateralismo, la promoción de la paz y la protección de los derechos humanos deben ser defendidos por las Naciones Unidas en este conflicto como el único camino para un entendimiento eficaz. Y la ONU debe, en este escenario, hacer cumplir los principios más fundamentales que dan vida al Derecho Internacional que ella misma sustenta.



Creemos que la comunidad internacional, incluido nuestro país, tiene que asumir la responsabilidad ética y moral que le compete. Un mundo globalizado exige derechos y responsabilidades globales.



En síntesis, señor Presidente, porque la vida es un bien preciado y en el siglo XXI no podemos tolerar ninguna acción que lo ponga en riesgo o atente contra él, confiamos en que las esperanzas de un cese al fuego comiencen a acrecentarse y en que el entendimiento, junto a un diálogo constructivo entre las partes, edifique las bases para fortalecer hoy una alicaída paz en el Medio Oriente.



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en este caso no tenemos la fuerza jurídica que supone ser parte del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas como para proponer o imponer un alto al fuego que nos nace del alma. 
Tampoco tenemos la fuerza física disuasoria para, por la vía de los hechos, intentar poner paños fríos a una situación que parte la conciencia de los ciudadanos de todo el mundo. Pero sí creo que tenemos la fuerza moral, que no nace de los códigos ni de los cañones, sino de lo profundo del ser humano, para tratar de ayudar, desde nuestra posición, a dar luces que permitan avanzar en un proceso de paz en el Medio Oriente.



Esa fuerza moral, desde mi perspectiva, tiene una doble expresión.



Primero, nace de nuestra condición humana, como parte de este mundo interconectado donde las imágenes televisivas nos llegan simultáneamente y donde el corazón se nos enternece con la misma simultaneidad. 



Además, al ser parte de un país privilegiado, hemos visto cómo personas provenientes de Israel, del Líbano, de Palestina, han hecho de Chile su mundo. Son muchos los casos, las experiencias, las historias de personas que con distinta progenie, con distinta naturaleza, han sido capaces de formar familias en nuestro suelo, con nuestra cultura. Y ésas son las familias que hacen nacer la fuerza moral para poder plantear puntos de vista sobre este tema.



Quizá algunos -y lo vi en el debate de la Cámara de Diputados- hablen de la utilidad o inutilidad de dar ideas, recomendaciones, o rogar desde Chile respecto de lo que pasa tan lejos. Pero creo que la fuerza moral no puede tener límites, porque dejaría de ser moral.



En esa lógica, hay cosas que nosotros, como Parlamento, podemos impulsar.



Primero, cabe representar la preocupación de la Corporación en cuanto a cualquier acción que produzca terror en la población. Y en eso tenemos que estar de acuerdo. Ya se trate de muertes de civiles provocadas por las acciones del grupo Hezbolá o por las operaciones militares de Israel o por el secuestro de soldados de uno u otro bando, lo cierto es que no podemos aceptar ningún acto que genere terror en la población, ni tampoco buscar justificar, según de quien venga, la legitimidad o ilegitimidad de lo que ocurra.



La fuerza moral nos hace alzar la voz para expresar nuestra preocupación, y la de los ciudadanos del mundo, respecto de las acciones que hoy provocan terror en la población.



Esa misma fuerza nos lleva a la necesidad imperiosa de hacer un llamado para que se dé cumplimiento a la resolución 1.559, de 2004, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, la cual pide que todas las fuerzas extranjeras se retiren del Líbano; exhorta al desmantelamiento de las milicias que operan en ese territorio, y apoya el requerimiento esencial de que el gobierno libanés tome el control soberano de la nación.



En esto tampoco podemos hacer diferencias según las aficiones, los gustos o la historia de unos respecto de otros. Las resoluciones de Naciones Unidas se tienen que cumplir, sí o sí. Porque se hace un mal servicio a una buena causa cuando se señala lo uno omitiendo lo otro. En este caso conviene decir: "Sí, retiro las tropas; pero también sí al control soberano por parte del gobierno libanés de su territorio, sin aceptar terroristas de por medio".



De otro lado, la fuerza moral nos hace exigir un imperativo de esa naturaleza para que los grupos armados terminen pronto con esta confrontación.



Cuando mueren niños, cuando mueren soldados, cuando mueren mujeres, cuando muere la historia, no es posible buscar razones en un bando o en otro. Lo que tiene que nacer de esa fuerza moral es el entendimiento de que el fin es el que nos hace determinar los medios, porque los medios deben estar adecuados al fin.



En esa lógica, me parece más imperioso que nunca instar a los organismos internacionales para que soliciten a los involucrados en el conflicto el inmediato cese al fuego y que se establezca el compromiso por parte de todos los Estados, directa o indirectamente implicados, para desarmar a todos los grupos terroristas, en especial a aquellos que con sus acciones desencadenan esta lucha.



Yo creo que es hora de recordar cuál es el sentido del Derecho Internacional; cuál es el sentido de sus organismos; cuál es el sentido de Naciones Unidas; cuál es el sentido de tener un único medio válido para la solución pacífica de conflictos de esta envergadura.



Señor Presidente, esa fuerza moral es la que nosotros tenemos que invocar en este momento. Nada sería más perjudicial que instalar el conflicto en nuestro territorio, y nada más importante, a partir de la unidad que hemos visto en nuestra historia, que transmitir la fuerza moral a los territorios que hoy se hallan en pugna.



Yo siento que nuestro país, en este sentido, puede hacer más. Puede, con su fuerza y moral, intentar que Naciones Unidas adopte una acción más decisiva y velar para que los principios de la lógica y del derecho finalmente prevalezcan.



Hemos visto imágenes que a todos nos han partido el alma. Contribuyamos con nuestra historia a que esa alma se vuelva a unir. Para eso tenemos una misión fundamental, que no pasa por tratar de alinear un bando con otro, sino por ser capaces de imponer la cordura, la lógica y el amor entre ciudadanos.



En verdad, hay algo que hacer. 



No son palabras vagas ni vanas. 



Tenemos la fuerza que nos da la historia y esa historia debemos ponerla al servicio de la paz.



He dicho.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Pido el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Núñez, con el objeto de hacer uso de la palabra desde mi escaño.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Núñez, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, todos hemos sido testigos de las conmovedoras escenas que se recogen desde el Medio Oriente. 



Sin duda, los bombardeos en Beirut nos traen los peores recuerdos de la época en que el Líbano se sacudía por la guerra civil y han afectado dramáticamente a población civil inocente. Los ataques a ese país, sin discriminación de lugares ni de víctimas, son francamente inaceptables.



Uno de los ejes centrales de la política exterior de Chile es su compromiso con la paz, lo que se expresa en actos concretos. Por eso hemos estado participando en Haití. Por eso hemos contribuido, en la medida de nuestras posibilidades, con diversas naciones o zonas en situación de conflicto. Por eso, en su momento, nos opusimos en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas a la invasión a Iraq. Por eso siempre hemos sido partidarios de las soluciones pacíficas en el Medio Oriente.



Tal compromiso es el que nuevamente debe motivar a nuestro Gobierno a exhortar a las Naciones Unidas que cumpla su papel y muestre que en verdad constituye el organismo que nos hemos dado para preservar la paz en el mundo.



¡Basta ya de tanta espera! Es fundamental que la ONU envíe ¡ya! una Fuerza de Paz a Medio Oriente con el fin de detener esa tragedia, que día a día se incrementa y de la cual somos testigos a través de los medios de comunicación.



Es preciso recordar que la crisis que afecta hoy al Líbano, Israel y Palestina encuentra su raíz histórica en la partición de esta última. Por la resolución Nº 181, de 1947, la ONU decretó tal medida y dividió su territorio en dos Estados: el de Israel y el Estado Árabe de Palestina.



El Estado palestino aún no se ha creado de acuerdo al Derecho Internacional. Así, su pueblo ha visto negado el derecho a la autodeterminación consagrado en la Carta constitutiva de las Naciones Unidas. Los territorios que le asignó la resolución citada se encuentran ocupados por el Ejército de Israel, situación en que también se hallan otras localidades árabes desde la guerra de 1967.



Ésa es la causa central y originaria del conflicto árabe-israelí y de la permanente inestabilidad que afecta a la región.



Una vez más, Chile debe ser enérgico al reiterar la necesidad de solucionar la crisis por la vía diplomática y negociada y rechazar categóricamente la opción militar. La ONU debe retomar su rol fundamental, cual es mantener la paz y seguridad en la región.



Señor Presidente, soy partidario de que el Senado pida al Gobierno que exprese un apoyo claro y decidido al llamado del Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan, quien ha instado a las partes a la moderación, a un inmediato alto al fuego de todos los actores involucrados y a poner término a las hostilidades.



De la misma manera, debemos respaldar la propuesta de ese alto funcionario en el sentido de enviar una Fuerza Multinacional de Estabilización al sur del Líbano y velar por el cumplimiento de la resolución Nº 1.559, del Consejo de Seguridad, que pide el desarme de todas las milicias nacionales y extranjeras y la extensión del control y despliegue del ejército de ese país en todo su territorio.



Sin perjuicio de lo anterior, Chile debe condenar de manera inequívoca los actos terroristas, vengan de donde vengan, tal como ha sido su postura permanente como nación y como lo señalan nuestros compromisos internacionales.



En igual forma, llamamos a terminar con los secuestros y desapariciones forzadas de representantes políticos, militares o de cualquier orden, que sólo ahondan la crisis.



Corresponde que una vez más nuestro país declare su apego a la plena vigencia de las normas del Derecho Internacional, como asimismo de la Carta constitutiva de las Naciones Unidas, cuyo Artículo 51 regula el uso legítimo de la fuerza.



El derecho de autodefensa debe ser ejercido con proporcionalidad, requisito que a ojos vistas no se ha cumplido en la presente crisis, habida consideración del bombardeo indiscriminado de ciudades y la muerte de población civil inocente, con grave infracción a las Convenciones de Ginebra y al derecho internacional humanitario.



Debemos recordar las bases jurídicas y políticas de solución del conflicto árabe-israelí, como es el cambio de tierra por paz a través de la implementación de diversas resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU que llaman a Israel a retirarse de los territorios árabes ocupados en la guerra de 1967 y establecen el derecho de ese Estado a existir bajo fronteras seguras y reconocidas internacionalmente.



No nos cabe duda alguna de que la comunidad mundial aspira al establecimiento del Estado de Palestina al lado del Estado de Israel, en una coexistencia en paz y armonía junto a los demás países de la región.



Así como no se puede poner en duda la legitimidad de la existencia del Estado de Israel, tampoco es factible dudar de la necesidad de los palestinos de contar con un territorio.



Nosotros estamos por que se retome el estancado proceso de paz regional en Medio Oriente con el objeto de dar cumplimiento a la Hoja de Ruta, bajo el patrocinio del cuarteto compuesto por Estados Unidos, Rusia, la Unión Europea y las Naciones Unidas, y se inste a las partes al diálogo a fin de obtener una paz justa y negociada.



Esperamos que el Senado y, por cierto, el Gobierno se pronuncien en esa dirección.



A nuestro juicio, Chile, en atención al respeto y credibilidad de que goza en las instancias internacionales, puede y debe asumir un rol activo y transformarse en un impulsor del proceso de paz, y formular a la comunidad internacional un llamado, en particular al sistema de las Naciones Unidas, a involucrarse más en dicho proceso y facilitar las negociaciones entre las partes.



En ese marco, el Ejecutivo ha de analizar la posibilidad de ofrecer instancias de mediación a las partes en forma directa, ya sea a través del envío de una delegación ad hoc o en una acción coordinada a nivel regional por intermedio del Grupo de Río, sin perjuicio de formular también tal planteamiento al Secretario General de la ONU.



En nuestra opinión, junto con lo anterior, el actual conflicto reafirma la importancia de que los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad estén comprometidos en políticas de paz y convivencia internacional concordantes con la posición histórica que hemos mantenido como política exterior.



Insistimos en que el clamor mundial por la paz, por el cese de la muerte y la destrucción, debe tener una respuesta de las Naciones Unidas, de modo que realmente sea el organismo que tantas veces hemos dicho que necesitamos en este mundo globalizado.



He dicho.

El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Ruego a Su Señoría que retome la responsabilidad de dirigir la sesión que le dejó el señor Presidente titular.



--Reasume como Presidente accidental el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Agradezco al Senador señor Núñez el haberme reemplazado.



Hubo una pequeña alteración en el orden de oradores. El Honorable señor Coloma hizo uso de la palabra en el lugar del Senador señor Sabag, a quien le corresponde intervenir ahora.



Se hallan inscritos, además, los Honorables señores Núñez, Cantero y Girardi.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en los últimos 26 días el mundo se ha visto sorprendido y horrorizado ante la violencia irracional e inhumana desencadenada por Israel en contra del Líbano, como asimismo en los territorios de la franja de Gaza y Cisjordania, pertenecientes al Estado palestino.



En efecto, las Fuerzas Armadas israelíes han agredido nuevamente al pueblo libanés desde el 12 de julio recién pasado, en represalia -según ellas- por la captura, ese mismo día, de dos de sus soldados por el grupo miliciano Hezbolá.



Ese ataque deliberado, alevoso y a todas luces desproporcionado ha tendido a la destrucción sistemática de la infraestructura civil del Líbano mediante el bombardeo del aeropuerto de Beirut, de esa capital, de los puertos Sidón, Tiro y Trípoli, y de muchos otros pueblos y ciudades, así como de las centrales eléctrica y telefónica, puentes y carreteras, todo lo cual ha producido, hasta la fecha, un daño enorme por más de 5 mil millones de dólares, que afectará gravemente, no sólo a la actual generación de ese país, sino también a las próximas.



El proceder israelí constituye, sin lugar a dudas, un atentado sin justificación alguna contra los derechos humanos de los pueblos libanés y palestino. Tampoco pueden justificarse hechos lamentables y aislados como el ataque del grupo Hezbolá a una patrulla israelí y la consiguiente captura de dos soldados, ni la de otro efectivo en la franja de Gaza por la resistencia palestina.



Del mismo modo, no cabe atribuir responsabilidad en esa situación al Gobierno libanés, que no participó ni estaba al tanto de ello.



Pero lo que resulta aún más grave de tales hechos de fuerza ha sido la trágica muerte de más de mil civiles hasta la fecha y los varios miles de personas heridas, las que sufrieron la destrucción total de sus hogares y pertenencias. Además, son cientos de miles los que debieron desplazarse, o están tratando de hacerlo, hacia lugares más seguros.



El 31 de julio recién pasado, los medios informaron que al menos 56 civiles libaneses, entre ellos 34 niños, murieron en la madrugada del día anterior como consecuencia de un ataque aéreo israelí al pueblo de Qana, al sur del Líbano.



Honorables colegas, fue realmente espantoso ver en diarios y noticieros los cadáveres de aquellos niños, semienterrados en las ruinas de un edificio bombardeado en la referida localidad o en los brazos de sus familiares, que sólo pudieron rescatar sus restos.



Sin embargo, esta actitud agresiva de Israel no es nueva. Ya en 1982 invadió el Líbano con el pretexto de aniquilar las bases de la Organización para la Liberación de Palestina. Invocando la misma razón, los israelíes sólo retiraron parcialmente sus tropas en 1985, pero mantuvieron una zona de seguridad hasta el año 2000, cuando la abandonaron en forma definitiva.



Hoy, la historia se repite y el pretexto es controlar a Hezbolá, con lo cual es el Líbano el que paga los platos rotos, con una secuela de muerte y destrucción. 



El ataque al pueblo de Qana ha traído la condenación de gran parte del mundo. En efecto, los gobiernos de la Unión Europea, la Liga Árabe, los países de América Latina y muchas naciones de África lamentaron las matanzas de civiles, consideraron injustificables esas acciones y exigieron un pronto cese de las hostilidades a las partes en conflicto.



Por su parte, a fines de julio pasado, el Papa Benedicto XVI realizó un urgente llamado a la paz en la región, solicitando, en nombre de Dios, que los responsables de esta espiral de violencia abandonaran las armas de inmediato.



Pero eso no es todo. El miércoles 2 de agosto, el Sumo Pontífice formuló un nuevo llamado a la paz en el Medio Oriente, afirmando que su corazón estaba colmado de dolor por el sacrificio de gente inocente, agregando: “Nuestros ojos están llenos con las imágenes escalofriantes de cuerpos destrozados de tanta gente, especialmente niños”.



Y añadió que “Nada puede justificar el derramamiento de sangre inocente, sin importar de donde venga”.



Además, quiero recordar las palabras de su antecesor, Juan Pablo II, quien, al referirse al Líbano, expresó que “Es más que un país: es un mensaje de libertad y ejemplo de pluralismo, tanto para Oriente como para Occidente”.



A su vez, el Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan, instó al Consejo de Seguridad de ese organismo a condenar el ataque y pedir el inmediato cese de los actos de guerra.



Mas ello no ocurrió, debido a la oposición de Estados Unidos, aunque el Consejo emitió una declaración en la que deplora enérgicamente la pérdida de vidas inocentes en el bombardeo israelí a Qana y pide el fin de la violencia en la región.



Asimismo, sus miembros expresaron su extrema conmoción y aflicción por el bombardeo que causó la muerte de decenas de civiles, niños en su mayoría, e hirió a muchos otros.



Lamentablemente, Estados Unidos no ha sido partidario de un inmediato alto al fuego, sino que se ha limitado a instar al Gobierno del Primer Ministro israelí a que “tenga más cuidado” en sus acciones guerreras.



Todos sabemos que Israel comete todos estos abusos porque siempre cuenta con el respaldo y pleno apoyo del país del Norte, el cual, en el fondo, es también responsable de estas matanzas y atrocidades.



En los últimos días, el Consejo de Seguridad de la ONU ha convocado a una nueva reunión, para discutir un proyecto de resolución presentado por Francia y Estados Unidos tendiente a pedir un cese completo e inmediato de la violencia, la creación de una zona de seguridad al sur del Líbano y el despliegue de una fuerza internacional que cuente con la aceptación de las partes en conflicto.



Estimados señores Senadores, ha llegado el momento de exigir a las Naciones Unidas el cumplimiento de su rol de mediadora y promotora de la paz y el respeto entre los pueblos. No debe permitirse que ningún país ataque impunemente a otro, a mansalva, con alevosía y sin la más mínima proporción en el uso de la fuerza, lo que ha causado una enorme destrucción de la infraestructura y una profunda herida en la sociedad libanesa, como asimismo en los territorios palestinos.



Deseo dejar expresa constancia de que el Estado de Israel, durante el primer semestre de este año, llevó a cabo 2.042 ataques contra la población civil palestina; secuestró a 2.998 personas; estableció 2.522 nuevos puestos de control, que prácticamente impiden el desplazamiento de los civiles palestinos; decretó 81 toques de queda, y 52 hogares fueron demolidos.



Junto con lo anterior, ha ordenado levantar en territorios palestinos un muro de 680 kilómetros, de los cuales 274 kilómetros se hallan construidos, lo que nos recuerda el tristemente célebre muro de Berlín, cuya caída constituyó un acontecimiento histórico. No creo equivocarme al señalar que después de la destrucción de este último muchos dijeron que nunca más se volvería a construir otro de tales características.



Israel cree que su seguridad se encuentra en arrasar a sus vecinos Palestina y el Líbano. Por eso hoy lo está haciendo con este último.



La solución del problema no pasa por la destrucción física de los enemigos o el aniquilamiento de territorios y habitantes, como se está viendo en la actualidad. ¿No era eso lo que pretendieron Hitler y los nazis con el exterminio judío, que todos nosotros repudiamos en su oportunidad? ¡Y ahora parece que nada aprendieron!



Es menester buscar una solución razonable y dialogar para permitir la seguridad de todos: palestinos, israelíes y libaneses. 



De ahí la utilidad, señor Presidente, de aprobar con urgencia el Tribunal Penal Internacional. Las leyes y regulaciones siempre son necesarias para defender los derechos de las personas y los pueblos ante los abusos y atropellos de los más poderosos. Por tal motivo, muchos no quieren una regulación, porque limita los derechos de los más grandes.



Al ex Presidente de Serbia señor Milosevic lo sometió a juicio el Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia por los crímenes que cometió durante su mandato. Creo que las autoridades israelíes serían acreedoras a ser juzgadas en forma equivalente. He ahí la razón por la que Estados Unidos y sus más estrechos aliados hacen lobby y no aceptan la aprobación de esa clase de entidades por las naciones que creen dominar.



Estamos absolutamente convencidos de que la escalada de violencia en el Medio Oriente debe ser detenida de inmediato. Estimamos que la Organización de las Naciones Unidas ha sido débil en ponerle atajo.



Al mismo tiempo, pensamos que nuestro Gobierno debe hacer ante los organismos internacionales todo lo posible para obtener un inmediato cese al fuego e iniciar conversaciones a fin de que en el mediano plazo se resuelva el problema de fondo, cual es la existencia de la nación palestina, y se aúnen todos los esfuerzos, lo que traerá la paz a la región.



Solicito dirigir oficio, en mi nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, para que se pida la intervención urgente del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con el objeto de poner término al conflicto y enviar una fuerza multinacional al sur del Líbano, previo retiro de todas las fuerzas enfrentadas, además de prestarse toda la ayuda humanitaria que se pueda.



Asimismo, pido remitir copia de mi intervención a los Gobiernos libanés y palestino, por intermedio de sus embajadores, y expresarles todo mi apoyo y solidaridad en los momentos tan difíciles que están viviendo.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Sabag, conforme al Reglamento.
)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Si no existen inconvenientes, se autorizará a la Comisión de Agricultura para sesionar simultáneamente con la Sala.



--Así se acuerda.

)-----------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Restan tres señores Senadores inscritos para intervenir.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, seré muy breve, extraordinariamente breve.



No me anima, ni mucho menos, hacer un discurso que me permita llevar tranquilidad no sólo a mi conciencia, sino también a la de muchos chilenos que han buscado siempre la paz en la convivencia interna de nuestro país, en el mundo y en el continente. Porque estamos absolutamente convencidos de que ésta enaltece al ser humano. Porque estamos convencidos de que la convivencia entre personas diversas es la única posibilidad de que los hombres y la civilización moderna progresen. Porque estamos convencidos de que la paz y la convivencia pacífica constituyen el único camino que nos permite ser cada vez más seres humanos.



El problema, señor Presidente, estriba en que en el Medio Oriente hay diversas guerras. No sólo existe una guerra entre Israel y el Líbano -y en particular las milicias de Hezbolá-; no hay sólo una guerra de agresión de Israel hacia la Franja de Gaza; hoy existe además una guerra civil en Irak y está prácticamente declarada la guerra  civil en Afganistán. Es altamente probable, por lo tanto, que el Medio Oriente se incendie en una conflagración cuyas consecuencias son incalculables.



Estamos hablando del espacio del planeta donde hay más reservas de hidrocaburos. Estamos hablando del lugar donde se desenvuelven las más diversas tendencias políticas e ideológicas fundamentalistas que conoce la humanidad. Estamos hablando de pueblos que tienen cinco mil y más años de historia y que hoy están siendo destrozados pedazo a pedazo, ladrillo por ladrillo, en una lucha que al parecer no tiene término.



Ante todo esto, uno tiene derecho a preguntarse en un país donde hemos conquistado la paz, felizmente:¿Cómo es posible que una conflagración de esta naturaleza, tan sangrienta, que está envolviendo al Medio Oriente en su conjunto, se lleve a cabo prácticamente ante la conciencia civilizada de toda la humanidad y que ésta no reaccione?



¿Cómo es posible que el Derecho Internacional, que fue un factor civilizatorio después de la Segunda Guerra Mundial, donde se registraron hechos que nos dejaron a todos conmovidos por los seis millones de judíos inmolados en los campos de concentración nazis sea inoperante?



¿Cómo es posible que no se escuche la voz del Papa, quien tiene tanto prestigio moral en el mundo entero? 



¿Cómo es posible, señor Presidente, que las Naciones Unidas esté impotente, al igual como lo estuvo la Liga de las Naciones en la década del 30, que no hizo absolutamente nada por impedir la Segunda Guerra Mundial?



¿Cómo es posible que no se escuche la voz de Kofi Annan, que prácticamente hoy ha sido negada por las grandes potencias, particularmente por los Estados Unidos y Francia? Como todos sabemos, se trata de un hombre proveniente de naciones africanas que vivieron una conflagración brutal producto de su lucha por descolonizarse. ¡Nadie escucha a Kofi Annan en su llamado casi solitario para que se detenga la masacre en el Líbano y cese la agresión de que está siendo objeto esa nación por parte de Israel!



¿Qué están haciendo los países europeos que fueron los que colonizaron el Medio Oriente algún tiempo atrás? Hasta hace poco, muchos pueblos de esa zona eran prácticamente colonias de países europeos como Francia, Inglaterra e incluso Alemania. Hoy éstos miran para arriba. No tienen la capacidad ni la fuerza moral para imponerse en lugares donde ellos saben perfectamente que son los principales causantes de una división artificial que se hizo del Medio Oriente después de la Primera Guerra Mundial.



Son esos países, que se supone tienen la principal fuerza civilizadora del mundo, los que generaron en el Medio Oriente la situación que se está viviendo ahora, después de prácticamente cien años. Son ellos los que inventaron, como producto del proceso de descolonización, naciones como Jordania y el propio Líbano. Irak, como todos sabemos, es producto de la incapacidad de las grandes potencias europeas para dar cuenta de una situación histórica que ellas provocaron como resultado de los afanes colonialistas que las animaron durante tanto tiempo y que nuestro propio país también vivió durante más de cinco siglos luego de la colonización española.



¿Cómo es posible que Estados Unidos, que indiscutiblemente es la primera potencia económica y militar del mundo, no esté haciendo absolutamente nada por impedir eso?



He formulado esas preguntas porque tengo una respuesta. No es mía, sino de doña Condoleezza Rice, quien el 21 de julio recién pasado, al ser interrogada por la prensa del Departamento de Estado Norteamericano sobre las iniciativas que esperaba impulsar para restablecer la paz en el Líbano, respondió lo siguiente:



"No veo el interés en recurrir a la diplomacia si es para volver al statu quo anterior entre Israel y el Líbano. Pienso que sería un error. Lo que estamos viendo es, de cierta manera, el comienzo de las contracciones del nacimiento de un nuevo Medio Oriente y tenemos que estar seguros de que todo lo que hagamos vaya en el sentido del nuevo Medio Oriente, no hacia el regreso al anterior.".



Ésa es la respuesta, señor Presidente. Estados Unidos ha tomado la decisión producto del influjo que tiene en los más altos sectores conservadores del país la teoría de Leo Strauss, según la cual el orden solamente proviene después del caos.



Estados Unidos es causante indirecto -como lo dijo un señor Senador-, de lo que está sucediendo en el Medio Oriente. No tiene ningún interés en que exista paz en ese sector del planeta, porque, según esa teoría de los conservadores, de los guerrilleros, de los halcones del Departamento de Estado y del Departamento de Defensa norteamericano, "la paz sólo proviene después del caos".



Nuestro pequeño país ama la paz y ha cobijado a palestinos y a judíos, quienes durante casi un siglo han convivido en nuestro territorio de manera creativa. Por cierto, todos valoramos el gran aporte que han hecho a la cultura nacional. Pero Israel, como otras naciones en el pasado, ha sido objeto de una maniobra histórica de consecuencias incalculables. Frente a esto los chilenos y los latinoamericanos en su conjunto debemos reaccionar y decir a Estados Unidos que no puede seguir adelante con la tesis tan brutalmente diabólica de pretender que después de la guerra se va a reconstruir un Israel más grande; se va a aniquilar a los pueblos que estuvieron divididos -fundamentalmente los árabes-; se va a pacificar a Siria, lo que es absolutamente imposible, por su enorme armamentismo; se va a resolver la crisis de Irak, que es una verdadera guerra civil; se va a detener a los talibanes de Afganistán, y la paz sobrevendrá en el Medio Oriente.



La ignorancia de los halcones norteamericanos está llevando al mundo a una guerra que puede tener -como he dicho ya en varias oportunidades- resultados impredecibles.



Estoy convencido de que Israel -pueblo que conozco- no está consciente de lo que está sucediendo. Ellos han sido víctimas, al igual que los miles de libaneses que ya han muerto víctimas de esa política. ¡Más de 100 israelíes han perecido por los ataques con cohetes katiuscha enviados desde territorio libanés!



Por consiguiente, lo importante es que analicemos lo que está significando esta guerra, que no es un conflicto cualquiera. Ella puede traer consecuencias que nosotros no imaginamos, particularmente -vuelvo a insistir- porque entre medio sigue vigente un grave problema: Estados Unidos siente que no tiene asegurado el abastecimiento energético para los próximos años. En ese sentido, va a hacer todo lo posible para tener fuerzas armadas, sean nacionales o de otro tipo, en cualquier lugar del mundo, a los efectos de asegurar el abastecimiento energético que necesita para su desarrollo.



Señor Presidente, he querido intervenir porque como chileno, como socialista, como hombre que ha tratado de buscar la paz en su país, me duele que una persona tan importante para la humanidad como doña Condoleezza Rice haya sido tan clara y sincera en señalar que lo que ella busca en nombre de los Estados Unidos es un nuevo Medio Oriente.



¿Cuál es ése nuevo Medio Oriente? ¿Aquel donde Israel se establezca como la nación eje, dominante absoluto de todo ese sector de la humanidad? ¡No, señor! ¡Eso nunca va a ser posible! ¡Eso es no conocer la realidad histórica que ha conmovido a ese sector del mundo! ¡Es una  atrocidad! ¡Es un suicidio según todos los que conocemos bien la historia de esos pueblos, incluido el de Israel!



Por eso, señor Presidente, creo que algún día deberíamos analizar este punto de manera más profunda y generar las condiciones con otros pueblos latinoamericanos, para no seguir, con nuestro silencio, siendo comparsa en una guerra que hoy puede ser -y con seguridad también mañana- el inicio del fin de la convivencia civilizada de todos los pueblos de la Humanidad.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Quedan pocos minutos para el término de la sesión, y están inscritos los Senadores señores Cantero y Girardi.



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, quiero hacer uso de la palabra en este asunto tan controvertido y doloroso, desde mi perspectiva de miembro del Grupo Binacional Chileno-Israelí.



En primer lugar, condenamos el uso de la violencia causante de muerte y dolor en ambos bandos. Hacemos un llamado fervoroso a la paz y a la fraternidad entre los pueblos, a exaltar el valor de la tolerancia por las ideas ajenas y a calificar como inaceptable el móvil de violencia fundado en odiosidades de raza, credo, color, etcétera. 



El valor de la diversidad caracteriza al mundo que emerge, y lo enriquece y potencia.



Ante los dolorosos hechos del conflicto bélico entre el Estado de Israel y la milicia libanesa Hezbolá, es necesario recordar que en la zona se encuentra una fuerza de las Naciones Unidas, instalada allí luego del retiro de las tropas de Israel desde el Líbano, conforme a la Resolución Nº 425, de 1978. A la fecha, ella se concentra en la tarea pendiente -pareciera bastante irrealizable- de establecer la paz y la seguridad internacional, en cumplimiento de la Resolución Nº 1.655, del Consejo de Seguridad, de 31 de enero del 2006, que prorrogó el mandato de aquélla por un período.



La situación de esa fuerza de las Naciones Unidas en el área de operaciones ha sido tensa e inestable, aunque en términos generales ha mantenido la calma. Sin embargo, ello cambió completamente el 12 de julio, cuando estallaron las hostilidades en curso y la zona se vio inmersa en el conflicto más grave que ha sufrido en varias décadas.



La crisis comenzó hacia las 9 horas, cuando Hezbolá lanzó desde el territorio libanés varios cohetes que cruzaron la franja de repliegue, la llamada “Línea Azul”, contra posiciones de la defensa israelí, cerca de la costa, en las inmediaciones de la ciudad de Zarit. Al mismo tiempo, combatientes de Hezbolá traspasaron esa línea, penetraron en Israel y atacaron una patrulla, resultando tres soldados heridos, dos muertos y un desaparecido.



El ataque tiene como antecedente que guerrilleros de Hamas lanzaron cerca  de 500 cohetes Kassam a la ciudad israelí de Sderot y a poblados aledaños.



En consecuencia, la secuela de dolor, drama e inhumanidad se da en ambos lados, y debe golpear la conciencia de todos nosotros.



Los ataques con cohetes de Hezbolá han alcanzado a comunidades al norte de Israel, dentro de su territorio y 35 kilómetros fuera de la “Línea Azul”. Han causado la muerte de civiles y daños a edificios.



La fuerza de ataque establece que Israel ha recibido en promedio 160 misiles diariamente, lo cual ha paralizado el norte del país y generado el éxodo de un millón de desplazados hacia el centro de Israel, con serios efectos sobre la economía, el turismo, la infraestructura y numerosos daños derivados del conflicto.



Cuando se expone que la reacción de Israel aparece desproporcionada frente a estos hechos, me pregunto cómo puede reaccionar un país democrático si, teniendo un Estado de Derecho y un ejército regular, se ve enfrentado a una guerrilla que bombardea sus territorios, se infiltra en sus espacios, agrede a sus defensores y -como si fuera poco- usa escudos humanos para posicionar las instalaciones desde donde se lanzan los misiles al territorio de Israel.



Es una respuesta compleja, porque, además, uno toma conciencia de que en el Líbano hasta ahora, desgraciadamente, no hay autoridad capaz de controlar los desbordes de violencia e irracionalidad que se han conocido. Y las fuerzas de Hezbolá mantienen una presencia permanente de hostilidad que, por cierto, atenta contra cualquier camino conducente a la paz.



Deseo rescatar algo que la autoridad israelí manifestó oficialmente en algún comunicado, en cuanto a que como pueblo que durante su historia ha sufrido mucho dolor entiende las consecuencias humanitarias que se crean en el conflicto, y está dispuesta a una solución política y diplomática, siempre y cuando se asegure el desarme de Hezbolá.



Me parece que todos deberíamos ser solidarios en esa línea. Respecto del doloroso hecho de Kafr Kanna -lugar que Israel atacó con artillería, matando a civiles-, el propio embajador de Israel declaró su pesar y el Gobierno explicó que, si hubiera sabido que en el edificio había civiles, jamás habría lanzado los proyectiles. Yo no puedo sino creer en esa disposición de ánimo e intención.



Son demasiados los hechos de dolor. 
El Senador señor Núñez hablaba de los millones de muertos en los campos de concentración nazi. Por cierto, los lamentamos, pero quiero recordar que también hubo 80 millones de muertos en los campos manchados de rojo ideológicamente y por la sangre de inocentes que murieron por la presión de la ideología, del odio de raza o de pensamiento.



En consecuencia, no podemos sino solicitar al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que lleve a cabo su propósito, y a la ONU, que incremente la fuerza requerida para el objetivo mencionado -es decir, establecer la paz y el orden en la zona- y para señalar como irrenunciable el desarme de la milicia libanesa. De tal manera que el llamado del Secretario General de la ONU, Kofi Annan, se pueda cumplir efectivamente, para instaurar una relación de paz y de fraternidad en esos pueblos.



Con todo, no puedo sino enfatizar, como miembro del Grupo  Binacional Chileno-Israelí, que condenamos el uso de la violencia, nos conmueve el dolor y la muerte que se observa en este campo, y hacemos un fervoroso llamado a la paz, a la fraternidad, a la tolerancia y al valor de la diversidad que debe orientar una relación fraternal entre los pueblos.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.-  Señor Presidente, nos preocupa la situación dramática que viven seres humanos -civiles e incluso militares- en el Medio Oriente. Nos vamos a acercar cada vez más a una sociedad sin fronteras. Lo que se vive en esa zona no es un problema puntual. Quizás, lamentablemente, estamos ante el inicio de una nueva guerra mundial no convencional. Hemos visto, a consecuencia de los hechos ocurridos, llevarse a cabo atentados terroristas en distintos lugares del mundo, los cuales han afectado a determinadas comunidades en Argentina; o a las Torres Gemelas, en Estados Unidos. 



Hoy día no son necesarias las declaraciones de guerra. Básicamente, se trata de acciones que tienen que ver con lo planteado por Honorable señor Núñez. Si vamos a vivir en un mundo donde la democracia es insuficiente para promover valores, rescatar principios y establecer el bien común planetario, vamos a quedar, finalmente, a merced de los integrismos militares y económicos. 



Ciertamente existen integrismos militares y económicos que desean usar su hegemonía en beneficio de sus propios intereses, los cuales, posiblemente, dicen relación al ámbito del petróleo o de la energía. 



Pero también se dan en el planeta otro tipo de integrismos: los religiosos y los raciales, que son tan nefastos y peligrosos como los económicos y militares. En nombre de esos integrismos religiosos y raciales hemos visto desmantelar sociedades como la de la antigua Yugoslavia; y también realizar limpiezas étnicas, donde se asesinan mujeres, niños, recién nacidos. 



En definitiva, esos integrismos religiosos y raciales son tan brutales como los otros. 



Y yo me pregunto: ¿qué haremos nosotros al respecto? No estamos libres de situaciones como las recién descritas. Porque en nombre de las verdades profesadas por esos integrismos, Chile también puede ser víctima de esta guerra mundial no convencional. Algún seguidor de esas tendencias podría provocar un atentado en nuestro país. 



Nosotros somos parte de un planeta global, cuyos equilibrios son frágiles. Y lo que debemos hacer, señor Presidente -en esto comparto su opinión-, es reforzar el multilateralismo, reforzar la acción de Naciones Unidas, que aunque se trata de una organización débil, representa suficientemente el bien común planetario. 



A mi juicio, resulta fundamental que en Naciones Unidas haya voluntad de detener esas confrontaciones brutales y constituya una fuerza de paz. 



Por cierto, yo adhiero a la causa de un Estado para el pueblo palestino. Pero con la misma fuerza, también solidarizo con un Estado para el pueblo judío. Y creo que ambos tienen derecho a fronteras seguras.


Quiero solidarizar doblemente con el Líbano, porque se trata de una víctima doble: hoy es rehén, por una parte, de una guerra irracional: de Hezbolá y sus grupos que atentan contra Israel, y por otra, sufre la reacción muchas veces desmedida y también brutal de este último país.



Esta situación no tiene comienzo, y no sabemos en que momento terminará si no actuamos de manera decidida. Estimo que ante tales hechos a nuestra nación le cabe la responsabilidad de ponerse de pie. No podemos practicar un silencio cómplice, porque nos hallamos frente a un proceso que evoluciona y que finalmente va a llegar también a nuestras fronteras.



A mi juicio, lo que debemos hacer es emprender toda clase de acciones, pero con más fuerza. Chile es un país pequeño, pero escuchado en la comunidad internacional.



Por eso, deseo reiterar la necesidad de que hagamos un llamado o un planteamiento concreto a la Organización de Naciones Unidas para que ésta se comprometa con la paz, y lo haga en forma decidida.



Solidarizo con los niños y las víctimas civiles tanto de Palestina como del Líbano. También hay niños y víctimas civiles que sufren las consecuencias de los cohetes y misiles de Hezbolá. Todos importan; no son más relevantes los unos que los otros. Lamentablemente son víctimas de integrismos que acosan, que están diezmando la sociedad del siglo XXI.



Contra esos integrismos debemos luchar, ya sean de carácter económico, energético o militares, que no escuchan, que son sordos. Y con la misma fuerza, debemos hacerlo contra los integrismos religiosos y raciales que buscan el exterminio de los pueblos.



Quiero reafirmar la necesidad de que Chile tenga una postura activa. Es más: si es necesario que nuestro país participe en una fuerza multinacional, como ha ocurrido en Haití, creo que debe hacerlo. Este conflicto es nuestro conflicto. No seamos ingenuos: hoy día las guerras convencionales son distintas y estamos en el inicio de una tercera guerra mundial, que es consecuencia de la anterior, pero que tendrá forma y expresiones muy distintas.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Antes de finalizar, agradezco la presencia de las autoridades que nos acompañan en tribunas.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:40.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE ESTABLECE OBLIGATORIEDAD Y GRATUIDAD DEL SEGUNDO NIVEL DE TRANSICIÓN DE EDUCACIÓN PARVULARIA

(3682-07 y 1737-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 2 de agosto de 2006, tomó conocimiento que ese H. Senado desechó las enmiendas propuestas por esta Corporación, al proyecto de reforma constitucional que modifica el numeral 10 del artículo 19 de la Carta Fundamental, que establece la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición en la educación parvularia, boletines N°s 3682-07 y 1737-07, refundidos.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta:


- don Pedro Araya Guerrero


- don Juan Bustos Ramírez


- don Guillermo Ceroni Fuentes


- don Cristian Monckeberg Bruner


- don Felipe Ward Edwards


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 27.663, de 1 de agosto de 2006

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

(3878-17)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

ÁMBITO Y FUNCIONES


Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en adelante también “el Instituto”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Su domicilio será la ciudad de Santiago.


Artículo 2º.- El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos.


Artículo 3°.- El Instituto tendrá competencia, en los términos y en la forma que se señalen en esta ley o en sus estatutos, para dedicarse a la promoción y protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes así como los emanados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Humanitario Internacional.

Artículo 4°.- Le corresponderá especialmente al Instituto:


1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional, al Presidente de la Corte Suprema, a las Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere el artículo 8°, letra e) de esta ley, sobre sus actividades, la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad;


2.- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos públicos que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones, prácticas o actuaciones que infrinjan o sean contrarias a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país. Para el ejercicio de esta función, podrá solicitar al organismo o servicio de que se trate un informe sobre las situaciones, prácticas o actuaciones de violación que puedan constituir un incumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos; 


3.- Hacer presente todo acto que importe discriminación fundado en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social;


4.- Proponer a los poderes públicos las medidas que estime deban adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos;


5.- Promover que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos y principios internacionales de derechos humanos y que su aplicación sea efectiva;


6.- Promover la aprobación, suscripción y ratificación de declaraciones, tratados y convenciones internacionales de derechos humanos que sean sometidos a discusión o aprobados por órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales;


7.- Deducir querella y ejercer las demás acciones legales respecto de hechos que sean constitutivos de crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. La misma obligación recaerá sobre crímenes y simples delitos que deban ser investigados y sancionados según los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes;


8.- Promover acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas que, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no hubieren sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la ley N° 19.123, y que fueron reconocidos como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.

En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a este propósito; asimismo deberá hacerse parte o coadyuvar en los procesos criminales relacionados con los casos mencionados en el párrafo anterior de este número; también podrá solicitar información acerca del funcionamiento de los mecanismos reparatorios e impulsar, coordinar y difundir acciones de orden cultural y simbólico destinados a complementar el respeto a los derechos humanos y a reivindicar a las víctimas y a preservar su memoria histórica;


9.- Custodiar y guardar en depósito los antecedentes reunidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior, y por la Comisión de Prisión Política y Tortura creada por el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, del año 2003;


10.- Solicitar, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos o privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o la violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación;


11.- Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Instituto;


12.- Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos humanos; 


13.- Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Públicas, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros;


14.- Prestar su asesoría, en materias de su competencia, a organismos públicos y privados que lo soliciten; asimismo, desarrollar la cooperación, asesoría técnica e interlocución con corporaciones, fundaciones y demás organizaciones privadas, nacionales y extranjeras, cuyos objetivos se relacionen con las funciones del Instituto, y celebrar con ellas convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;


15.- Mantener, debidamente actualizado, el registro de instituciones a que se refiere el artículo 8°, letra e) de esta ley, y


16.- Las demás funciones que la ley le otorgue.


Artículo 5º.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Instituto podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de Estado. Podrá asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


De igual modo, podrá comisionar a uno o más consejeros, al Director o a su personal para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad.


Artículo 6º.- Las actuaciones del Instituto y sus recomendaciones serán públicas. Sin perjuicio de lo anterior y de lo señalado en el artículo 15 de la ley Nº19.992, el Consejo a que hace referencia el artículo 8º, podrá determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o documentos deben ser reservados, estando obligados en este caso los consejeros y funcionarios a guardar sigilo.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará respecto de los nombres de los agentes del Estado que participaron en los hechos delictivos, cuando un juez o fiscal recabe dicho antecedente en el marco de una investigación judicial. 


Artículo 7°.- El Instituto no podrá pronunciarse acerca de casos determinados cuya resolución se encuentre pendiente ante los tribunales de justicia. 


Tampoco podrá pronunciarse sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere caber a personas individuales ni sobre el derecho que pueda asistirle a determinada persona a recibir alguna reparación. 


Con todo, el Instituto podrá emitir su opinión respecto de doctrinas contenidas en resoluciones judiciales firmes o ejecutoriadas que en su opinión impliquen una violación a los derechos humanos de acuerdo a la legislación nacional o internacional sobre la materia.

TÍTUTO II
DE LA ORGANIZACIÓN


Artículo 8°.- La Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:


a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas regiones del país;


b) Un consejero designado por el Senado;


c) Un consejero designado por la Cámara de Diputados; 


d) Un consejero designado por los Decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas;


e) Dos consejeros designados en la forma que establezcan los estatutos, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.


Los consejeros señalados en las letras b) y c) deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.


El Consejo elegirá, por mayoría absoluta de sus integrantes, un Director, que lo será también del Instituto.


Los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y serán nombrados por un período de 6 años. 


No podrán ser consejeros los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


Serán causales de cesación en el cargo la renuncia aceptada por el Consejo, la inhabilidad o incompatibilidad sobrevinientes que se establezcan en los estatutos y la remoción, solicitada por alguno de los Consejeros, y acordada por las dos terceras partes del Consejo.


Producida una vacante, el reemplazo será proveído por el mismo órgano al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir. 


Los consejeros, exceptuado el Director, que será remunerado en la forma que determine el Consejo, tendrán derecho a percibir una dieta por su asistencia a sesiones de Consejo o comisión, cuyo monto será fijado anualmente por el Consejo, en la forma que establezcan los estatutos. La dieta no podrá superar el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, de Consejo o comisión, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales. 


El Consejo adoptará sus decisiones por acuerdo de la mayoría de los consejeros en ejercicio, salvo las señaladas en los números 1 y 2 del artículo 4° y en el inciso final del artículo 7°, que requerirán de los dos tercios de los consejeros en ejercicio.


Artículo 9º.- Corresponderá al Consejo:


1) Dictar los Estatutos de la Corporación y sus modificaciones;


2) Presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional, al Presidente de la Corte Suprema, a las Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere el artículo 8 letra e) de esta ley, el informe anual establecido en el artículo 4°, N° 1;


3) Emitir pronunciamiento acerca de las consultas que el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los Tribunales de Justicia le hagan, en el marco de sus competencias; 


4) Emitir su pronunciamiento en relación con las materias indicadas en la presente ley;


5) Aprobar, a proposición del Director, los planes y programas de acción del Instituto para el cumplimiento de su cometido;


6) Solicitar de los ministerios, servicios y organismos de la administración del Estado la información y antecedentes que sean necesarios para el conocimiento sobre una cuestión que pertenezca especialmente a su competencia; 


7) Comisionar a uno o más consejeros o al Director para recibir, fuera de su lugar de asiento, informaciones relativas a su competencia;


8) Pronunciarse acerca del informe de gestión presupuestaria que anualmente deberá presentar el Director, y

9) Dictar todas las normas internas para su funcionamiento, incluidas las relativas a su organización interna, y resolver todo asunto que sea necesario para el adecuado desarrollo de la labor del Instituto.

Artículo 10.- Corresponderá al Director: 


1) Dirigir administrativamente el Instituto;


2) Presidir las sesiones del Consejo; 


3) Representar judicial y extrajudicialmente al Instituto, así como ejercer su representación internacional; 


4) Dictar las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo; 


5) Elaborar una propuesta del Informe Anual establecido en el artículo 4, N° 1 y de los demás informes a que se refiere esta ley y presentarlos a la aprobación del Consejo;


6) Realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende, y


7) Las demás que le señale la ley.


Artículo 11.- Para el desarrollo de sus tareas, el Consejo podrá establecer comisiones internas de trabajo, que se encargarán de tareas o materias específicas que sean propias del Instituto.


Cada comisión será presidida por un miembro del Consejo y se podrá invitar a participar de ellas a personas destacadas y de probada experiencia en la materia de que se trate. Los miembros del Consejo podrán participar en todas las comisiones que se formen, sin limitación alguna.


Los acuerdos de las comisiones referidas tendrán el carácter de recomendación para el Consejo o el Director.


Artículo 12.- Un Consejo Consultivo Nacional, en el que estarán representados los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, prestará su asesoría al Consejo en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran, para su adecuada resolución, del pronunciamiento de la sociedad civil. 


Un reglamento interno, aprobado por los dos tercios del Consejo, establecerá su integración y determinará los casos y la forma en que se prestará dicha asesoría.

TÍTULO III
DE LA GESTIÓN


Artículo 13.- Las personas que presten servicios en el Instituto se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación laboral común.


Artículo 14.- Los actos que celebre o ejecute el Instituto también se regirán por las normas del derecho privado.


Artículo 15.- El Instituto deberá rendir cuenta anual del uso y destino de los fondos que les sean asignados o transferidos por ley y de los aportes a que se refiere el N° 4 del artículo 16. La rendición de cuenta deberá efectuarse mediante un estado de ingresos y gastos que se presentará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos, dentro del primer trimestre del año siguiente. Copia de la misma deberá remitirse dentro de igual plazo a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web del Instituto.

TÍTULO IV

DEL PATRIMONIO


Artículo 16.- El patrimonio del Instituto estará formado por: 


1.- Los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación pudiere contemplar;


2.- Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


3.- Las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la ley Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte, y


4.- Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Las donaciones en su favor no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1.401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecidas en la ley N° 16.271.


Artículo 17.- Créase el Premio Nacional de los Derechos Humanos, con el propósito de cultivar una memoria histórica sana de la Nación chilena, a través de resaltar y valorar cada dos años una persona de nacionalidad chilena, hombre o mujer, que se haya distinguido en tal esfuerzo.


El monto del premio será el señalado en el artículo 17 de la ley N° 19.169 y le serán aplicables, en lo que resulte pertinente, los artículos 1°, incisos segundo y tercero, y 19 a 22 de la referida ley. 


El jurado será el Consejo que señala el artículo 8º de esta ley.

NORMAS TRANSITORIAS


Artículo 1º.- La primera designación de consejeros se hará a los sesenta días de la publicación de esta ley. 


El Consejo se entenderá legalmente constituido una vez que tenga su primera sesión válida.


Artículo 2º.- Para la primera designación de los consejeros nombrados por las instituciones vinculadas a la defensa y protección de los derechos humanos, el registro a que se refiere la letra e) del artículo 8º, lo llevará el Ministerio del Interior. 


Las instituciones correspondientes podrán inscribirse en ese registro desde el quinto día siguiente a la publicación de esta ley, y hasta el décimo día anterior a la oportunidad a que se refiere el artículo 1° transitorio.


La inscripción será gratuita, y no tendrá más formalidades que el constar por escrito la solicitud.


Sesenta días después de la publicación de esta ley, las instituciones inscritas en el registro pertinente se reunirán y procederán a la designación de sus representantes en el Consejo. Para estos efectos, los participantes deberán adoptar un mecanismo de selección que asegure la igualdad de oportunidades de las distintas instituciones.


En la reunión a que se refiere el inciso anterior sólo podrá participar un representante por cada institución. Cada elector tendrá derecho a un voto. Actuará como ministro de fe un funcionario del Ministerio del Interior designado por el Ministro.


El Ministerio del Interior deberá comunicar al Presidente de la República, al Senado, la Cámara de Diputados, y a los Decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, las designaciones que las instituciones hicieren.


Realizados todos estos procedimientos y constituido el Consejo, el Ministerio del Interior traspasará el registro pertinente al Instituto.


Artículo 3°.- El Consejo podrá excepcionalmente calificar casos de desaparición forzada de personas y ejecutados políticos en que aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio y que no hubieren sido calificadas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación. Asimismo, podrá calificar casos de tortura o prisión política que no se hubiesen presentado a la Comisión sobre Prisión Política y Tortura.


Esta facultad se ejercerá en aquellas situaciones irrefutablemente comprobadas, con el voto favorable de las tres quintas partes del Consejo y dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 4°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9º, Nº 1, de esta ley, facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, y por decreto expedido a través del Ministerio del Interior, suscrito, además, por los ministros de Hacienda y Justicia, apruebe los estatutos que el Consejo le proponga.


Artículo 5º.- En el año 2006, para realizar lo señalado en el artículo 16, N°1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE DIVISIÓN Y ESPECIALIZACIÓN DE LA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO

(4091-07)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Créase la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, con asiento en la comuna del mismo nombre, pasando la Corte de Apelaciones de Santiago a denominarse Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal tendrá jurisdicción sobre la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil tendrá jurisdicción sobre la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago, con exclusión de las comunas de Lo Espejo, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana y Pedro Aguirre Cerda.



Artículo 2°.- Fíjase la siguiente planta de personal para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal:


a) Dieciséis cargos de Ministro.


b) Cuatro cargos de Fiscal Judicial.


c) Un cargo de Secretario.


d) Diez cargos de Relator.


e) Un cargo de Jefe de Unidad de Causas.


f) Dos cargos de profesional de apoyo de la Unidad de Causas.


g) Dos cargos de Oficial 1°.


h) Cuatro cargos de Oficial 2°.


i) Ocho cargos de Oficial 3°.


j) Veinte cargos de Oficial 4°.


k) Once cargos de Oficial de Sala.


l) Un cargo de Oficial Asistente.



Artículo 3°.- Fíjase la siguiente planta de personal para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil:



a) Veinticinco cargos de Ministro.


b) Dos cargos de Fiscal Judicial.


c) Dos cargos de Secretario.


d) Diecisiete cargos de Relator.


e) Un cargo de Jefe de Unidad de Causas.


f) Dos cargos de profesional de apoyo de la Unidad de Causas.


g) Tres cargos de Oficial 1°.


h) Diez cargos de Oficial 2°.


i) Once cargos de Oficial 3°.


j) Treinta y un cargos de Oficial 4°.


k) Dieciséis cargos de Oficial de Sala.


l) Un cargo de Oficial Asistente.


m) Un cargo de Auxiliar de Aseo.



Artículo 4°.- Suprímense los cargos de Defensores Públicos de Santiago y Valparaíso y los cargos de Oficial de Defensores Públicos de Santiago, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5° transitorio.



Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:



1) Intercálase, en el inciso primero del artículo 51, la frase “en lo Civil” entre las expresiones “Santiago” y “conocerá”.



2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 54, la palabra “diecisiete” por “dieciocho” y agrégase, a continuación de la palabra “Santiago”, las siguientes expresiones “con dos Cortes, una en lo Civil y una en lo Penal”.



3) Modifícase el artículo 55 en el siguiente sentido:



a) Reemplázase en la letra g) la frase: “El de la Corte de Santiago” por “El de la Corte de Santiago en lo Civil”.



b) Intercálase la siguiente letra h), pasando la actual h) a ser i) y así sucesivamente:



“h) El de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, comprenderá la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago;”.



4) Modifícase el artículo 56 del siguiente modo:



a) En el numeral 3°, intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y”, las expresiones “Santiago en lo Penal”, antecedidas de una coma.



b) En el numeral 5°, sustitúyese la frase “tendrá treinta y un miembros” por la siguiente “ en lo Civil tendrá veinticinco miembros”.



5) Modifícase el artículo 58 en el siguiente sentido:



a) Sustitúyense las frases “La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá seis fiscales judiciales; la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá” por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal y la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrán”.



b) Intercálase entre las palabras “La Serena” y “Rancagua” los términos “Santiago en lo Civil, “.



6) Modifícase el artículo 59 en la siguiente forma:



a) Intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y” las palabras “Santiago en lo Penal”, precedidas de una coma.



b) Sustitúyense los términos “tendrá veintidós” por la frase “en lo Civil tendrá diecisiete”.



7) Sustitúyense en el artículo 60 las frases “tendrá dos secretarios. La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá tres secretarios” por la siguiente: “y la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil tendrán dos secretarios”.



8) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:



a) Intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y” las palabras “Santiago en lo Penal” precedidas de una coma.



b) Reemplázase la expresión “nueve” por los términos “lo Civil en ocho”.



9) Agréganse en el artículo 63 los siguientes incisos:



“La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá, en única instancia, de los recursos señalados en los literales a) y c) del numeral 1°, respecto de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia; en primera instancia, de los procesos por amovilidad que se entablen en contra de los referidos tribunales y de los recursos de protección; y, en segunda instancia, de las causas y actos consignados en el literal a) del numeral 3°, de las consultas a que se refiere el numeral 4° y de los demás asuntos que otras leyes le encomienden a las Cortes de Apelaciones y que no sean de naturaleza penal, dentro de su territorio jurisdiccional.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal conocerá, en única instancia, de los recursos señalados en el literal c) del numeral 1°, respecto de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia, y de los consignados en el literal b) y de las materias a que se refieren los literales d) y e) del mismo numeral; en primera instancia, de los recursos de amparo, de las materias establecidas en los literales a) y d) del numeral 2°, y de los procesos por amovilidad que se entablen en contra de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia; y, en segunda instancia, de las apelaciones a que alude el literal b) del numeral 3° y de los demás asuntos que otras leyes le encomienden a las Cortes de Apelaciones, siempre que se encuentren dentro de su competencia penal.”.



10) Sustitúyese en el artículo 64 la frase “La Corte de Santiago conocerá”, por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá”.



11) Introdúcese el siguiente artículo 65, nuevo:



“Artículo 65.- Las facultades administrativas y disciplinarias que corresponden a las Cortes de Apelaciones serán ejercidas por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal respecto de los jueces y empleados de los tribunales con competencia en lo penal de su territorio jurisdiccional y de los auxiliares que se desempeñen en ellos y en dicha Corte. La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil lo hará respecto de los demás órganos jurisdiccionales y auxiliares de dicho territorio.”.



12) Sustitúyese en el inciso final del artículo 66 la frase: “La Corte de Apelaciones de Santiago conocerá” por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá”.



13) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 102 la frase “de la Corte de Apelaciones de Santiago”, por la siguiente: “de las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



14) Intercálase en el inciso primero del artículo 167, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Penal”.



15) Intercálase en el inciso tercero del artículo 179, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 204:



a) Agrégase en el inciso primero, luego de la palabra “Apelaciones”, el término “respectiva”.



b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



17) Sustitúyese en el inciso final del artículo 215 la frase “de la Corte de Santiago”, por la siguiente: “de las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 216:



a) Elimínase en su inciso segundo la frase “la de Santiago con la de San Miguel”.



b) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, pasando el actual sexto a ser octavo:



“La Corte de Apelaciones de San Miguel será subrogada por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal o en lo Civil, según la naturaleza de la materia que deba ser conocida en virtud de la subrogación.



Las Cortes de Santiago serán subrogadas por la Corte de Apelaciones de San Miguel.”.



19) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 218, la frase “de la Corte”, por la siguiente “de las Cortes”.



20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 219:


a) Reemplázanse en el inciso primero las frases: “quince para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, San Miguel y Concepción”, por las siguientes: “nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, San Miguel, Concepción y Santiago en lo Civil; seis para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal”.



b) Sustitúyense en el inciso cuarto las frases: “Santiago, de setenta y cinco nombres; para Valparaíso, San Miguel y Concepción, de cuarenta y cinco nombres”, por las siguientes: “Valparaíso, San Miguel, Concepción y Santiago en lo Civil de cuarenta y cinco nombres; para Santiago en lo Penal de treinta nombres”.



21) Sustitúyese el artículo 261 por el siguiente:



“Artículo 261.- Las funciones judiciales son incompatibles:



a) Con toda otra remunerada con fondos fiscales o municipales, y



b) Con las docentes, sean o no remuneradas, y cualquiera sea el origen de éstas. Sin embargo, estas funciones podrán ejercerse hasta un límite máximo de nueve horas semanales.”.



22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269:



a) En el párrafo del inciso primero relativo a la Tercera Serie, reemplázase la conjunción “y” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “criminal”, precedidas de una coma, las siguientes expresiones: “Jefes de Unidad de Causas de Corte y profesionales de apoyo de dicha Unidad”.



b) En el párrafo del inciso sexto relativo a la Segunda Categoría de la Tercera Serie, sustitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “provincia” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “Apelaciones”, lo siguiente: “y Jefe de Unidad de Causas de Corte”.



c) En el párrafo del inciso sexto relativo a la Tercera Categoría de la Tercera Serie, sustitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “provincia” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “Apelaciones”, lo siguiente: “y profesional de apoyo de Unidad de Causas de Corte”.



23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 314:



a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



b) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de las expresiones “de Apelaciones”, la frase “en lo Civil”.



24) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 315 por el siguiente:



“En las Cortes de Apelaciones de Santiago permanecerán en funciones durante el feriado de vacaciones dos salas, de acuerdo con el turno que al efecto determine la respectiva Corte. Dichas salas, reunidas y con un quórum mínimo de cinco miembros tendrán las facultades y atribuciones que se indican en el inciso precedente.”.



25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 347:



a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “días” y el artículo “la” los términos “en cada trimestre”.



b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “bimestre” por la siguiente “semestre”.



26) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 365 la expresión “habrán” por el término “habrá”.



27) Sustitúyese en el inciso final del artículo 392 la frase “la Corte de Apelaciones de Santiago” por la siguiente: “las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



28) Agréganse en el inciso primero del artículo 449 las expresiones “en lo Civil” a continuación de los términos “Apelaciones de Santiago”.



29) Agréganse al final del inciso primero del artículo 459, pasando el punto aparte a ser seguido, los siguientes párrafos:



“En Santiago, la propuesta de los fiscales judiciales, relatores, secretarios, procuradores del número y bibliotecarios se realizará por cada Corte, según corresponda. Con respecto a los restantes auxiliares de la administración de justicia, tal propuesta se realizará por la Corte de Apelaciones en lo Civil.”.



30) Suprímese en el inciso primero del artículo 492, la frase “que no sean de Santiago y Valparaíso”.



31) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 535, la frase “todo el territorio” por las expresiones “el ámbito de competencias”.



32) Agrégase al final del inciso segundo del artículo 564, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente:



“En Santiago dicha facultad corresponderá a los ministros de la Corte de Apelaciones en lo Civil.”.



33) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 580, la frase “o el secretario en lo criminal de la de Santiago”, por las expresiones “o, en su caso, el Secretario de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal”.



34) Intercálase en el inciso tercero del artículo 582, entre los vocablos “Apelaciones” y “para”, la palabra “correspondiente”.



35) Agrégase en el artículo 586 el siguiente inciso final:



“En Santiago, los documentos a que se refiere el numeral 4°, serán enviados a la Corte en lo Civil o en lo Penal, según corresponda.”.



36) Agrégase en el artículo 588 el siguiente inciso final:



“En Santiago, la fijación en lugar visible de las estadísticas y su envío al Colegio de Abogados, será efectuado por los secretarios de la Corte en lo Civil o en lo Penal, según corresponda.”.



Artículo 6°.- Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo 29 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:



“Sin embargo, en el caso de la Región Metropolitana, la terna será elaborada por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, con participación de cuatro ministros de la Corte de Apelaciones de San Miguel, nominados por su pleno.”.



Artículo 7°.- Créase, en cada una de las dos Cortes a que  se refiere esta ley, una Unidad de Causas, que estará conformada por un Jefe de Unidad grado 8° y dos profesionales de apoyo grado 9° del Escalafón Superior del Poder Judicial.



Esta Unidad dependerá del Presidente de la Corte respectiva, y tendrá como función asesorarlo en la administración y fijación de las causas en tabla; en el manejo de las fechas y salas para la vista de las causas; en la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas de la Corte, y en las estadísticas básicas de la misma.



Artículo 8°.- La presente ley comenzará a regir nueve meses después de su publicación.



Las causas que en conformidad a esta ley sean de competencia de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil y que se encuentren a dicha fecha radicadas en la Corte de Apelaciones de Santiago, pasarán a ser conocidas por aquélla.



Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley será financiado con los recursos que se contemplen en el presupuesto del Poder Judicial.



DISPOSICIONES TRANSITORIAS.



Artículo 1°.- Los actuales integrantes de la Corte de Apelaciones de Santiago tendrán un plazo de treinta días corridos, desde la publicación de esta ley, para expresar su interés en integrar una u otra Corte.



Si el número de interesados para integrar cada una de las Cortes excede el número de cargos establecidos para ellas, preferirán los ministros más antiguos. Los restantes ministros, y aquellos que no hayan expresado preferencia en el plazo indicado, deberán integrar la Corte cuyos cargos no hayan sido llenados. Las vacantes de ministros que se produzcan en ambas Cortes se proveerán según las reglas generales.



De la misma forma se determinará a los fiscales judiciales, relatores y procuradores del número que pasarán a conformar cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago. Sin embargo, el secretario que actualmente ejerza funciones en la Secretaría Criminal de la Corte de Apelaciones de Santiago, pasará de pleno derecho a ocupar el cargo de Secretario de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal.



Artículo 2°.- Lo dispuesto en el artículo precedente también será aplicable a los funcionarios de planta del Escalafón de Empleados del Poder Judicial que actualmente se desempeñan en la Corte de Apelaciones de Santiago y a su bibliotecario, quienes deberán manifestar su interés en integrar la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal o en lo Civil, ocupando en ellas un cargo de igual categoría y grado con independencia de su denominación.



Los cargos que quedaren vacantes serán provistos con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, en calidad de titulares o contratas, conforme a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema mediante auto acordado.



En ningún caso la aplicación  de este artículo podrá significar una disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que los empleados poseyeren al momento de efectuarse su asignación de funciones. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.



Artículo 3°.- Durante los lapsos que se indican a continuación para cada caso, el funcionamiento extraordinario de las Cortes de Apelaciones de Santiago en lo Civil y en lo Penal, se ceñirá a las reglas siguientes.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, durante los tres primeros años de funcionamiento, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, funcionará con tres salas extraordinarias. A su vez, la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal funcionará durante el primer año con una sala extraordinaria.



Para efectos de contar con el número necesario de Ministros en cada Corte, créanse nueve cargos de Ministro en la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, por un período de tres años, y tres cargos de Ministro en la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, por un período de un año. Los referidos cargos se proveerán de conformidad a las reglas generales.



Los Ministros señalados en el inciso anterior serán nombrados en calidad de suplentes. Sin embargo, a efectos de la integración de salas, se entenderá que actúan como titulares.



Transcurrido el plazo a que se refieren los incisos precedentes, quienes se encontraren sirviendo los cargos de Ministro volverán a ocupar aquellos cargos que ejercían con anterioridad al referido nombramiento.



Los funcionarios que fueren designados como suplentes de aquellos señalados en el inciso tercero, lo serán hasta por un período de uno o tres años, respectivamente.



Artículo 4°.- Para los efectos del funcionamiento de las salas extraordinarias a que se refiere el artículo 3° transitorio, se dispondrá de la dotación transitoria de funcionarios que a continuación se señala para cada Corte:



1. Para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal:



a) Dos relatores.



b) Un Oficial 1°.



c) Un Oficial 2°.



d) Dos Oficiales 3°.



e) Cuatro Oficiales 4°.



f) Tres Oficiales de Sala.



2. Para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil:



a) Seis relatores.



b) Un Oficial 1°.



c) Un Oficial 2°.



d) Seis Oficiales 3°.



e) Doce Oficiales 4°.



f) Diez Oficiales de Sala.



Lo dispuesto en el artículo precedente será aplicable a los cargos pertenecientes al Escalafón Primario. Los cargos del Escalafón de Empleados se proveerán en calidad de contratas.



Artículo 5°.- Los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley se desempeñaren en los cargos de Defensor Público de Santiago o de Valparaíso, o como oficial de Defensores Públicos de Santiago, continuarán desempeñándose en un cargo en extinción de igual grado y remuneración, adscrito a la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil o de Valparaíso, según corresponda. Para este solo efecto, créanse, en las referidas Cortes de Apelaciones, los cargos adscritos necesarios para que dichos funcionarios accedan a un empleo de igual grado y remuneración. Esos cargos constituirán dotación adicional y se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el funcionario correspondiente.



Una vez suprimidos los cargos de Defensor Público de Santiago y de Valparaíso, se procederá al nombramiento de quienes asumirán sus funciones de conformidad con las reglas generales.



Artículo 6°.- Para las causas en que se continúe aplicando el Código de Procedimiento Penal, la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal conocerá, en segunda instancia, de las causas criminales de que hayan conocido en primera los jueces de letras o un Ministro de Corte de Apelaciones, con competencia penal, de su territorio jurisdiccional, y, en única instancia, de los recursos de casación en la forma que se interpongan en contra de las sentencias dictadas por los tribunales indicados precedentemente, y de las consultas de las sentencias dictadas por esos mismos tribunales.”.
*****


Hago presente a V.E. que artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, con excepción de los números 22, 26, 27, 28 y 30; 6°, 7° y 8°, permanentes y 1°, 3°, 4° y 6° transitorios, fueron aprobados en general y en particular con el voto afirmativo de 102 Diputados presentes, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.039, DE PROPIEDAD INDUSTRIAL

(4180-03)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, en los términos siguientes:


1.- Agrégase el siguiente inciso final en su artículo 5º:


“En los procedimientos que exista controversia, en los cuales el Departamento de Propiedad Industrial actúe como tribunal de primera instancia, se deberá comparecer patrocinado por abogado habilitado, conforme a lo dispuesto por la ley N° 18.120.”.


2.- Intercálase el siguiente artículo 10 bis, nuevo, a continuación de su artículo 10:


“Artículo 10 bis.- En caso de recibirse la causa a prueba, la documentación que se acompañe deberá ser presentada en idioma español, o debidamente traducida si el Departamento así lo exigiere.


Citadas las partes para oír sentencia, no se admitirán escritos ni pruebas de ningún género, excepto aquellas referentes a las cesiones de solicitud, avenimientos, desistimiento o limitación de la petición.”.


3.- Reemplázase su artículo 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- Todas las notificaciones que digan relación con el procedimiento de otorgamiento de un derecho de propiedad industrial, oposiciones, nulidad y, en general, cualquier materia que se siga ante el Departamento, se efectuarán por el estado diario que este último deberá confeccionar. Dicho estado diario podrá constar de uno o más listados. Se entenderá notificada cualquier resolución que aparezca en dichos listados.

La notificación de oposición a la solicitud de registro se efectuará por carta certificada expedida al domicilio indicado por el solicitante en el expediente. En estos casos, la notificación se entenderá efectuada tres días después que la carta sea depositada en el correo y consistirá en el envío de copia íntegra de la oposición y su proveído. Cuando, además de la oposición, se hubieren dictado observaciones de fondo a la solicitud de registro, dicha resolución será notificada igualmente por carta certificada, conjuntamente con la notificación de oposición.

La notificación de la demanda de nulidad de un registro se efectuará en los términos señalados en los artículos 40 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, para lo cual los solicitantes extranjeros deberán fijar un domicilio en Chile. La demanda de nulidad de un registro concedido a una persona sin domicilio ni residencia en Chile se notificará al apoderado o representante a que se refiere el artículo 2º de esta ley.

Todas las providencias y resoluciones que se dicten en los procesos contenciosos seguidos ante el Jefe del Departamento serán suscritas por éste y el Secretario Abogado del Departamento.

Las notificaciones que realice el Tribunal de Propiedad Industrial se efectuarán por el estado diario, que deberá confeccionarlo el Secretario del mismo.

La fecha y forma en que se practicó la notificación, deberá constar en el expediente.”.


4.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, a su artículo 17 bis B:

“Con todo, no será necesario comparecer ante el Tribunal de Propiedad Industrial a proseguir el recurso de apelación.”.


5.- Intercálase el siguiente párrafo nuevo, a continuación del artículo 18 bis F:

“Párrafo 5º

Del procedimiento de nulidad de registro”


6.- Intercálase, a continuación del epígrafe del Párrafo 5º, los siguientes artículos 18 bis G al 18 bis O, nuevos:

“Artículo 18 bis G.- Cualquier persona interesada podrá solicitar la nulidad de un registro de derecho de propiedad industrial.


La demanda de nulidad deberá contener, al menos, los siguientes antecedentes.

a) Nombre, domicilio y profesión del demandante.

b) Nombre, domicilio y profesión del demandado.


c) Número y fecha del registro cuya nulidad se solicita, e individualización del derecho respectivo.

d) Razones de hecho y de derecho en las que se fundamenta la demanda.

Artículo 18 bis H.- En el caso de patentes de invención y modelos de utilidad, la nulidad podrá ser solicitada respecto de todo el registro o de una o más de sus reivindicaciones.

Artículo 18 bis I.- De la demanda se dará traslado al titular del derecho de propiedad industrial o a su representante por sesenta días si se trata de patente de invención, modelo de utilidad, dibujos o diseños industriales, esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados e indicaciones geográficas y denominaciones de origen. Para el caso de marcas comerciales, dicho traslado será de treinta días.

Artículo 18 bis J.- Con la contestación de la demanda de nulidad de una patente de invención, modelo de utilidad, dibujo o diseño industrial, esquema de trazado o topografía de circuito integrado, indicación geográfica o denominación de origen, o en rebeldía del demandado, se ordenará un informe de uno o más peritos respecto a los fundamentos de hecho contenidos en la demanda y su contestación. El perito será designado de común acuerdo por las partes en un comparendo o bien por el Jefe del Departamento si no hubiere acuerdo o el comparendo no se celebra por cualquier causa.

Con todo, la parte que se sienta agraviada por el informe evacuado por el perito, podrá pedir un segundo informe, caso en el cual se procederá en la forma prescrita en este mismo artículo.

El Jefe del Departamento podrá en cualquier momento escuchar al o los peritos que emitieron el informe al momento de solicitarse el registro, como antecedente para mejor resolver.

Artículo 18 bis K.- Designado un perito por el Jefe del Departamento, las partes podrán tacharlo, dentro de los cinco días siguientes a la resolución que lo designa, exclusivamente por una o más de las siguientes causales:

a) Por haber emitido públicamente una opinión sobre la materia.

b) Por relación de parentesco, amistad o enemistad manifiesta   con una de las partes.

c) Por falta de idoneidad o competencia respecto de la materia sometida a su consideración.

d) Por haber prestado servicios profesionales, dependientes o independientes, a alguna de las partes, en los últimos cinco  años o por haber tenido una relación económica o de negocios con alguna de ellas, durante el mismo lapso de tiempo.


Del escrito que tache a un perito se dará traslado a la otra parte por veinte días y con su respuesta o en su rebeldía, el Jefe del Departamento resolverá la cuestión sin más trámite.

El informe pericial será puesto en conocimiento de las partes, quienes deberán formular sus observaciones dentro de un plazo de sesenta días.

Si hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el Jefe del Departamento abrirá un término de prueba de cuarenta y cinco días, prorrogables por única vez por otros cuarenta y cinco días, en casos debidamente calificados.

Con lo expuesto por las partes y el informe pericial, el Jefe del Departamento se pronunciará sobre la nulidad solicitada.

Artículo 18 bis L.- En el caso de marcas comerciales, una vez transcurrido el plazo de traslado de la demanda y si existieren hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el Jefe del Departamento abrirá un término de prueba de treinta días, prorrogables por otros treinta días en casos debidamente calificados por el mismo Jefe.

Artículo 18 bis M.- Son aplicables al procedimiento de nulidad las reglas contenidas en los artículos 10 bis, 12 y 16 de esta ley.


Artículo 18 bis N.- El registro que fuere declarado nulo se tendrá como sin valor desde su fecha de vigencia.

La sentencia que acoja la nulidad del registro, en todo o parte, se anotará al margen de la respectiva inscripción.

Artículo 18 bis O.- El procedimiento contemplado en este párrafo se aplicará a los demás procesos de competencia del Jefe del Departamento, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 17 de esta ley.”.

7.- Agrégase en el primer inciso de su artículo 19 la palabra “sonidos,” a continuación de la frase, “combinaciones de colores”.


8.- Intercálase el siguiente artículo 19, bis, nuevo, entre sus actuales artículos 19 y 19 bis A.

“Artículo 19 bis.- En el caso que se solicite el registro de una marca a favor de dos o más titulares, éstos, actuando de consuno, podrán requerir que se registre también un reglamento de uso y control de la misma, que será obligatorio para los titulares e inoponible para terceros. En este caso, los comuneros podrán renunciar al derecho a pedir la partición de la comunidad por un período determinado o indefinidamente.

El Departamento podrá objetar el registro del reglamento, en caso que contenga disposiciones ilegales o que induzcan a error o confusión al público consumidor.


El reglamento de uso y control deberá presentarse junto a la solicitud de marca y se resolverá conjuntamente. El Departamento podrá hacer observaciones, hasta antes de dictar la resolución definitiva, las que deberán ser corregidas en un plazo máximo de sesenta días.

El incumplimiento por parte de alguno de los comuneros de las normas previstas en el reglamento de uso y control, dará acción a cualquiera de los demás comuneros para solicitar el cumplimiento forzoso y/o la indemnización de perjuicios conforme a las normas del Título X de esta ley.

Con igual procedimiento y efectos podrá registrarse una marca para ser usada colectivamente, con la finalidad de garantizar la naturaleza o cualidad de determinados productos o servicios. En este caso, la marca no podrá ser cedida a terceras personas.”.

9.- Reemplázase la letra j) de su artículo 20, por la siguiente:

“j) Las que puedan inducir a error o confusión en el público consumidor, respecto de la procedencia o atributos del producto que pretende distinguir en Chile una Indicación Geográfica o Denominación de Origen.”.

10.- Intercálase, en el Título III, antes de su artículo 31, el siguiente epígrafe: “Párrafo I. De las Invenciones en general”.

11.- Reemplázase su artículo 42, por el siguiente:

“Artículo 42.- No serán consideradas para efectos de determinar la novedad de la invención ni el nivel inventivo, las divulgaciones efectuadas dentro de los doce meses anteriores a la presentación de la solicitud, si la divulgación pública:

a) fue hecha, autorizada o deriva del solicitante de la patente, o

b) ha sido hecha con motivo o deriva de abusos y prácticas desleales de las que hubiese sido objeto el solicitante o su causante.”.


12.- Incorporáse en el primer inciso de su artículo 49 la palabra “comercial”, a continuación de la palabra “explotación”; y agrégase el siguiente inciso final:

“La patente de invención no confiere el derecho de impedir que terceros importen, exporten, fabriquen o produzcan la materia protegida por una patente con el objeto de obtener el registro o autorización sanitaria de un producto farmacéutico. Lo anterior no faculta para que dichos productos sean comercializados sin autorización del titular de la patente.”.


13.- Agréganse, a continuación de su artículo 53, los artículos 53 Bis 1 a 53 Bis 5, nuevos, precedidos del siguiente epígrafe: “Párrafo II. De la Protección Suplementaria”.

“Artículo 53 Bis 1.- Dentro de los seis meses de otorgada una patente, el titular tendrá derecho a requerir un término de Protección Suplementaria, siempre que hubiese existido demora administrativa injustificada en el otorgamiento de la patente y el plazo en el otorgamiento hubiese sido superior a cinco años, contado desde la fecha de presentación de la solicitud o de tres años contados desde el requerimiento de examen, cualquiera de ellos que sea posterior. La protección suplementaria se extenderá sólo por el período acreditado como demora administrativa injustificada.

Artículo 53 Bis 2.- Dentro de los seis meses de otorgado un registro sanitario de un producto farmacéutico protegido por una patente, el titular tendrá derecho a requerir un término de Protección Suplementaria para aquella parte de la patente que contiene el producto farmacéutico, siempre que haya existido demora injustificada en el otorgamiento del señalado registro. Podrán requerir esta protección suplementaria, aquellos titulares cuya autorización o registro sanitario haya sido otorgado después de un año contado desde la fecha de presentación de la solicitud. La protección suplementaria se extenderá sólo por el período acreditado como demora injustificada por parte del órgano administrativo encargado de resolver dicho registro.

Artículo 53 Bis 3.- No constituyen demoras injustificadas, aquellas que afecten a las solicitudes de patentes o las de registro sanitario atribuibles a:

a) La oposición o cualquier recurso o acción de orden judicial; 

b) La espera de informes o diligencias de organismos o agencias nacionales e internacionales requeridos para el trámite de registro de la patente, y

c) Acciones u omisiones del solicitante.


Artículo 53 Bis 4.- La solicitud de Protección Suplementaria, será presentada ante el Tribunal de Propiedad Industrial, quien resolverá sobre la existencia de demoras injustificadas y la extensión de éstas en única instancia, de conformidad al procedimiento establecido para el recurso de apelación. La resolución que así lo declare, tendrá como único efecto la ampliación del plazo de protección y no dará origen a responsabilidad de ninguna especie.

Previo a la vista de la causa, el Tribunal ordenará se oficie al organismo respectivo, a fin de que emita su opinión dentro del plazo de sesenta días.


Artículo 53 Bis 5.- El término de protección suplementaria deberá ser anotado al margen del registro respectivo, previo pago de una tasa de 1 UTM por cada año o fracción de año de protección adicional. El pago sólo se podrá efectuar dentro de los seis meses que preceden al vencimiento del plazo original de vigencia de la patente, sin el cual, no se tendrá la protección establecida en este título.”.

14- Reemplázase la letra e) de su artículo 91, por la siguiente:

“e) La solicitud de registro o autorización sanitaria del producto farmacéutico o químico agrícola que sea presentada en Chile con posterioridad a doce meses de obtenido el primer registro o autorización sanitaria en el extranjero.”.

15.- Reemplázase su artículo 95, por el siguiente:


“Artículo 95.- No podrán reconocerse como indicaciones geográficas o denominaciones de origen los signos o expresiones:

a) Que no se conformen a las definiciones contenidas en el artículo 92 de esta ley.


b) Que sean contrarios a la moral o al orden público.


c) Que puedan inducir a error o confusión en el público consumidor, respecto de la procedencia de la Indicación Geográfica o Denominación de Origen o de los atributos de los productos que pretenden distinguir. 


d) Que sean indicaciones comunes o genéricas para distinguir el producto de que se trate, entendiéndose por ello las consideradas como tales por los conocedores de la materia o por el público en general, salvo que hayan sido reconocidas como Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile.”.


16.- Intercálase el siguiente artículo 96 bis A, nuevo, a continuación de su artículo 96:


“Artículo 96 bis A.-  Cuando por aplicación de las normas previstas en esta ley o en tratados internacionales ratificados por Chile, el Departamento llegue a la convicción que es posible la coexistencia entre marcas e indicaciones geográficas o denominaciones de origen, o de estas últimas entre sí, en la resolución definitiva determinará las condiciones en las cuales deben ser usadas las Indicaciones Geográficas, Denominaciones de Origen o Marcas, para evitar la inducción a error o confusión al público consumidor.  Cuando uno o más de los productos en cuestión tengan carácter silvoagropecuario o agroindustrial, el Departamento, para formar su convicción acerca de la posibilidad de coexistencia, deberá solicitar el informe al Ministerio de Agricultura.


En todo caso, las condiciones de uso formarán parte del registro respectivo.


El incumplimiento de las condiciones de uso, priva a su titular de la facultad de hacer valer las acciones establecidas en esta ley.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN Y AYUDA MUTUA EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES ENTRE CHILE Y PERÚ

(4085-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 12 de agosto 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de abril de 2006, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en la que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director General de Política Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Carlos Portales y el Encargado de Relaciones Internacionales de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), señor José Abumohor.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que Chile y el Perú, por su situación y características geográficas, se encuentran permanentemente expuestos a sufrir los efectos de fenómenos destructivos de origen natural, potencialmente dañinos, como sismos, tsunamis, inundaciones, aluviones, avalanchas y otros fenómenos de similar naturaleza. A lo anterior, se deben agregar los efectos negativos derivados de la actividad humana y el crecimiento de sus comunidades, tales como accidentes con sustancias peligrosas, radiológicas, incendios forestales, etc., todos los cuales producen severos impactos en la población, afectando su normal desarrollo. Atendida tales circunstancias, y el hecho de que la frontera entre ambos países genera una fuerte dinámica de integración, es que la ejecución de programas y actividades conjuntas de cooperación y de intercambio de experiencias en materias de gestión de riesgos, en sus zonas fronterizas, se ve fuertemente reforzada.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 24 de enero de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de marzo de 2006 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe. A continuación, y por sugerencia de la Comisión de Relaciones Exteriores, el proyecto fue conocido por la Comisión de Hacienda, quien lo aprobó, también por unanimidad, en sesión efectuada el día 21 de marzo de 2006.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 23 de marzo del presente año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por unanimidad.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo y nueve artículos, donde se despliegan las disposiciones convencionales.





En el Preámbulo se consignan los motivos que llevaron a las Partes a suscribir el presente Acuerdo, particularmente en razón de que ambos países, por su situación fronteriza y características geográficas, están permanentemente expuestos a fenómenos destructivos. De allí el interés de ambos Gobiernos y de sus organismos competentes para fomentar en sus territorios, en especial en las zonas de frontera, el mayor conocimiento de los peligros naturales, el análisis de la vulnerabilidad de las poblaciones y de su infraestructura, a fin de diseñar medidas adecuadas de protección de la vida, el patrimonio y el medio ambiente.




El artículo 1 consigna el objeto del presente Acuerdo, cual es promover la cooperación y el intercambio de experiencias en materia de gestión de riesgos, reducción de desastres y estudio de amenazas y vulnerabilidades que tengan su origen en un hecho natural o del hombre.




El artículo 2 señala los términos bajo los cuales se logrará la cooperación entre ambos países en los ámbitos de la prevención, mitigación y atención de emergencias y desastres en sus territorios, con especial énfasis en las zonas de frontera. En tal contexto se llevarán a cabo intercambios de especialistas, de expertos y experiencias, de información y documentación; la interacción entre organismos competentes de las partes; el diseño de planes de asistencia mutua para casos de emergencias generadas por desastres en cualquiera de sus territorios; y el diseño de programas de preparación y educación de la población para una respuesta adecuada durante las emergencias. Se establece, además, una forma genérica de cooperación que permitirá desarrollar otros medios que las Partes convengan, sin perjuicio de los acuerdos entre organismos pares o equivalentes, según sus prácticas usuales.




En el artículo 3 establece las autoridades competentes para ejecutar el programa: el Director de la Oficina Nacional de Emergencias del Ministerio del Interior, en el caso del Gobierno de Chile, y el Jefe del Instituto Nacional de Defensa Civil, en el caso del Gobierno del Perú. Igualmente se indica, que éstos coordinarán el empleo de recursos humanos y materiales, públicos y privados, necesarios para cumplir los propósitos de este Acuerdo, dentro del marco de sus atribuciones legales.




El artículo 4 consigna, para los efectos del establecimiento de los programas de cooperación, que éstos se concertarán por escrito.




El artículo 5 regula los mecanismos de acción indicando la obligación de las Partes de poner a disposición de la otra, los instrumentos y medios necesarios para asegurar la eficacia de las actividades programadas, teniendo en consideración sus capacidades y su legislación interna.




El artículo 6 por su parte fija los mecanismos para la ejecución de programas y permite que las Partes puedan celebrar acuerdos especiales para asegurar la eficacia de los planes ya mencionados y con tal propósito podrán: coordinarse estrechamente sobre la cooperación, intercambiar experiencias y asistencia; realizar transporte de personal; aplicar procedimientos simplificados para el ingreso y salida temporal sin estar afectos a tasas aduaneras, respecto de equipos y medios de socorro utilizados para la asistencia mutua con ocasión de un desastre o catástrofe y para su retorno al país de origen; gestionar la expedición de una credencial para los miembros de las unidades de asistencia o intervenciones; y permitir y facilitar al grupo de cooperación o asistencia, el uso de medios de telecomunicaciones, incluyendo las aplicaciones satelitales existentes y propias, o la utilización de frecuencias especiales.





El artículo 7 se refiere al uso de la información y consagra, como regla general, la publicidad de la información recibida como resultado de las actividades realizadas en el marco del presente Acuerdo. Sin embargo, se establece la reserva como una excepción, en el caso de que la legislación de las Partes señale que la información no pueda ser divulgada.




En materia de controversias que pudieran surgir respecto de la interpretación y aplicación del presente Acuerdo, el artículo 8 dispone que las Partes deberán adoptar las medidas adecuadas para prevenir y resolver las posibles controversias, por la vía diplomática.




Finalmente, el artículo 9 consigna una norma de carácter general en este tipo de Acuerdos, a los efectos de regular la entrada en vigor, su duración y el procedimiento de denuncia y de enmiendas.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra concedió el uso de la palabra al Encargado de Relaciones Internacionales de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), señor José Abumohor.





El señor Abuhomor señaló que el proyecto en estudio persigue normar una situación ya existente en la zona fronteriza norte, cual es la de la integración y ayuda en casos de desastre. Agregó que en la actualidad hay programas conjuntos de tipo fitosanitario y de salud.





Explicó que, en la práctica, Chile y Perú se han prestado ayuda mutua en casos como las inundaciones provocadas por el invierno altiplánico. Agregó que dicha zona se ve afectada, además, por sismos y aluviones. Por las razones antes mencionadas, expresó que se hizo necesario abordar esta problemática. Con tal fin, añadió, se suscribió este proyecto, que es un acuerdo marco que permite a la Oficina Nacional de Emergencias chilena y al Instituto Nacional de Defensa Civil peruano coordinar el empleo de recursos humanos y materiales, tanto públicos como privados.




El Honorable Senador señor Romero manifestó que le inquietaba que estos programas de ayudas pudieran ser utilizados por el narcotráfico. Al respecto, el señor Abuhomor aclaró que existían resguardos que impedían la referida situación, porque estos programas son coordinados por la Cancillería y las Intendencias respectivas.





Finalmente, el Director General de Política Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Carlos Portales, expresó que el acuerdo en estudio ya fue aprobado por el Perú, con fecha 17 de noviembre del año pasado.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres” celebrado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, y suscrito en Lima, el 10 de diciembre de 2004.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 11 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2006.

(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,
Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE COOPERACIÓN Y AYUDA MUTUA EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES ENTRE CHILE Y PERÚ

(4085-10)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que vuestra Comisión trató el proyecto de acuerdo asistieron, además de sus miembros, el Subdirector de Política Multilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor José Manuel Lira; el Coordinador de Asuntos Internacionales de la Dirección de Fronteras y Límites, señor Iván Páez; el asesor de la Cancillería, señor José Miguel Concha, y el encargado de asuntos internacionales de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), señor José Abumohor.


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que lo aprobó en general y en particular, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.


Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

DISCUSIÓN

La Comisión tuvo en consideración las explicaciones que sobre la iniciativa dieron los representantes de la Cancillería.


Ellos informaron que el Acuerdo es producto de un memorándum de entendimiento entre las Repúblicas de Chile y del Perú, suscrito en Santiago, el año 2002, luego del cual, el año 2004, fue suscrito el Acuerdo en discusión, que consta de un Título preliminar y nueve artículos.


Señalaron que, dentro del marco de institucionalizar las relaciones de cooperación a nivel transfronterizo entre Chile y Perú, existe una red de acuerdos de diversa índole, que en cierta medida son complementarios. Mencionaron al efecto acuerdos en materia de salud; seguridad social, y protección del patrimonio cultural.


Se refirieron específicamente al artículo 6.3, que dispone que las Partes aplicarán procedimientos simplificados para el ingreso y salida temporal sin estar afectos a tasas aduaneras, respecto de equipos y medios de socorro utilizados para la asistencia mutua con ocasión de un desastre o catástrofe y para su retorno al país de origen, de modo de otorgar las máximas facilidades fronterizas a ese respecto. Sobre el particular expusieron que el Servicio Nacional de Aduanas cuenta con un sistema de admisión y salida temporal de equipos y bienes, que se presume no van a ser comercializados. En el marco del Acuerdo, el ingreso o salida de bienes o equipos que se utilizan en catástrofes, tales como colchones, por ejemplo, que teóricamente debieran estar afectos a tasas aduaneras al momento de su ingreso al país, no tendrán que pagar derechos aduaneros.


Asimismo, observaron que las distintas actividades que enumera el artículo 2 del Acuerdo, que se refiere a los términos de cooperación y asistencia, entre las que mencionaron el intercambio de especialistas y expertos, de información y documentación, el diseño de planes de asistencia mutua para casos de emergencia, el planeamiento y realización conjunta de proyectos sobre identificación de peligros, etc., no requieren de aportes extraordinarios para ser cubiertas, porque los recursos ya están dispuestos en fondos de emergencia del Ministerio del Interior y en los recursos ordinarios de la ONEMI.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami se informó que existe un Acuerdo similar vigente con Argentina, que data de 1997, y que se encuentra en etapa de negociación uno con Bolivia.


Respondiendo también una pregunta al respecto, afirmaron que el Acuerdo va más allá de la mera respuesta frente a una emergencia, por cuanto apunta además al intercambio de información, experiencias y conocimientos de las vulnerabilidades de ambos países en las zonas fronterizas; al estudio de probables amenazas comunes, tales como tsunamis, terremotos y aluviones; riesgo asociado al transporte de mercancías peligrosas; a la coordinación de medidas frente a problemas sanitarios derivados de enfermedades como el cólera, gripe aviar, etc.


Hicieron notar, asimismo, que el Acuerdo permite contar con un marco institucional para algunas actividades que ya se realizan en la actualidad en forma conjunta, tanto por organizaciones civiles como por instituciones como bomberos de ambos países, que han participado en cursos de capacitación sobre emergencias químicas y han operado en forma coordinada en casos de rescate por accidentes de vehículos.


Mencionaron que las Naciones Unidas organizó el decenio internacional para la reducción de desastres, entre los años 1990 al 2000, que propició medidas para fortalecer la acción en esas áreas, y que producto de ello se creó la Asociación Iberoamericana de Organismos de Defensa y Protección Civil, en la que participan países de América Latina, además de España y Portugal.


- Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero emanado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de agosto de 2006, expresa:


“El acuerdo señalado se efectúa en el marco de la legislación interna de cada país y no compromete recursos fiscales adicionales, por cuanto sólo implica la posibilidad de establecer programas de cooperación al efecto.


En la medida en que se establezcan los señalados programas de cooperación, su ejecución se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en los presupuestos anuales del organismo ejecutor, correspondiente a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior.”.


En consecuencia, el proyecto de acuerdo no producirá desequilibrios presupuestarios ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:


PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de cooperación y ayuda mutua en materia de prevención y atención de desastres” celebrado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Perú, y suscrito en Lima, el 10 de diciembre de 2004.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), José García Ruminot y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 3 de agosto de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE CONSTITUCIÓN Y OPERACIÓN DE SOCIEDADES DE GARANTÍA RECÍPROCA

(3627-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. 


Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, calificándola de “simple”.

- - -


Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, se deja constancia que, en cumplimiento de lo acordado por el Senado en su oportunidad, el proyecto deberá ser considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso, por contener normas propias de su competencia.

- - -


A una de las sesiones en que la Comisión trató el proyecto asistió, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Hosain Sabag C. y Juan Pablo Letelier M; la ex Ministra de Economía, señora Ingrid Antonijevic H., y el actual Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro Y.


Asimismo, a una o más sesiones asistieron, especialmente invitados por la Comisión, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, el asesor jurídico don Carlos Rubio, el asesor del Ministerio, don David Flores; la Jefa de División de Desarrollo Productivo, señora Rosabella Cominetti, y la Asesora de la División de Desarrollo Productivo, señora Verónica Bate.


Del Ministerio de Justicia, el Gerente de Intermediación Financiera, señor Cristián Palma. 


De la Subsecretaría de Hacienda: el Asesor Jurídico, señor Rodrigo Morales.


De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el Superintendente, señor Gustavo Arriagada, y el Director Jurídico, señor Ignacio Errázuriz. 


Asimismo, también asistieron especialmente invitados, las siguientes personas: De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, el Fiscal, señor José Manuel Montes; De la Cámara de Comercio de Santiago, el Gerente General, señor Claudio Ortiz, el Gerente de Estudios, señor George Lever, y el Abogado, señor Javier Cruz; De la Confederación de Comercio Detallista y Turismo de Chile, el Vicepresidente, don Oscar Bruna, el Director Nacional, señor Heriberto Neira, y el Secretario señor Oscar Hormazábal; De la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. CONAPYME, el Vicepresidente, señor Humberto Solar, y la representante de Santiago, señora Eneida Céspedes.
- - -





Se hace presente que la Honorable Cámara de Diputados remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que algunas de sus normas dicen relación con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. La Excelentísima Corte Suprema, por oficio N°5599, de fecha 2 de noviembre de 2004, comunicó su opinión respecto del proyecto del ley, señalando, en lo pertinente, que las normas del proyecto no atañen a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que no cabe emitir informe a ese respecto.

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO





En lo fundamental, facilitar a las pequeñas y medianas empresas el acceso al crédito en el sistema financiero, estableciendo un marco para la constitución y operación de las “Sociedades de Garantía Recíproca”.




De acuerdo a lo expresado en el Mensaje que dio origen al proyecto, destacan como objetivos principales, los siguientes:





- Establecer un nuevo instrumento de fomento a la asociatividad empresarial, cuya finalidad sea la implementación de mecanismos concretos de apoyo a sus actividades en materia de financiamiento y garantía;





- Autorizar el establecimiento de Sociedades de Garantía Reciproca entre empresarios de diversa índole, a través de los cuales éstos puedan administrar de manera más flexible las garantías con que cuentan para caucionar sus obligaciones;





- Establecer un nuevo sistema de cauciones, que permita tanto a los empresarios accionistas de las Sociedades de Garantía Reciproca como a los acreedores de las mismas, mecanismos expeditos de constitución y de cobro, y adicionalmente, de división, transferencia y alzamiento o cancelación de las cauciones rendidas o recibidas;





- Adicionalmente, establecer un nuevo instrumento de inversión para aquellas personas naturales y jurídicas que cuenten con excedentes de recursos financieros, o que deseen colaborar con estas iniciativas.





La iniciativa en estudio consta de 34 artículos, divididos en  8 Títulos. 





El Título I se denomina “De la Constitución y Características de las Sociedades de Garantía Recíproca”, y comprende del artículo 1° al artículo 5°.





El Título II se denomina “De la Inversión de los Recursos y de los Fondos”,  y comprende los artículos 6° y 7°.





El Título III se denomina “De las Obligaciones y Derechos de los Accionistas”, y comprende de los artículos 8° a 10.





El Título IV se denomina “Del Certificado de Fianza y la Contragarantía” y comprende de los artículos 11 al 15.





El Título V se denomina “De la Regulación de las Sociedades”, y comprende de los artículos 16 a 21.





El Título VI se denomina “Medidas para enfrentar Situaciones de Inestabilidad Financiera e Insolvencia”, y comprende de los artículos 22 a 25.





El Título VII se denomina “De la Disolución, Fusión y División de las Sociedades de Garantía Recíproca”, y comprende de los artículos 26 al 30.





El Título VIII se denomina “Disposiciones Varias”, y comprende de los artículos 31 a 34.
- - -
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


ANTECEDENTES JURÍDICOS.





Resulta pertinente considerar otros cuerpos legales que se refieren a materias afines, tales como:





- La ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas;





- El decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos, en especial su artículo 84 N° 1;





- La ley N° 18.815, que regula los fondos de inversión;





- El decreto ley N° 3.472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, particularmente su artículo 5, y;





- La ley N° 4.287, que establece la prenda bancaria sobre valores mobiliarios.

ANTECEDENTES DE HECHO

En el Mensaje que dio origen al proyecto en estudio, Su Excelencia el Presidente de la República señala que uno de los problemas que se ha podido percibir a lo largo de los últimos años de ejecución de programas de apoyo financiero y técnico dirigidos a la mediana y pequeña empresa, es la carencia de un acceso expedito al financiamiento requerido para sus operaciones, y una de las razones de ello, prosigue, es la escasa flexibilidad que posee el sistema de constitución, administración y cancelación o alzamiento de garantías en nuestro país, especialmente aquellas que más son exigidas por parte de la banca o de otros “financistas” para efectos de respaldar los créditos que otorgan a las pequeñas y medianas empresas, en clara referencia a la “prenda sin desplazamiento”, regida por la Ley Nº 18.112 de 1982, y la “hipoteca”, reglada en el Título XXXVIII del Libro Cuarto del Código Civil.

Las referidas garantías son derechos reales que se constituyen en favor de un tercero, y recaen en bienes muebles, en el caso de la prenda, y en inmuebles, en el caso de la hipoteca. No obstante recaer en bienes diversos, continúa, poseen una relevante característica común, cual es el hecho que ese bien sobre el cual recaen permanece materialmente en manos del deudor, quien puede continuar utilizándolo con normalidad, lo que explica su gran utilización en la práctica comercial.


Cabe señalar que la constitución de las mencionadas cauciones constituye un acto complejo y solemne, que contempla, en la práctica, más allá de los requerimientos legales, una serie de engorrosos trámites, a saber:

- Una tasación de los bienes respecto de los cuales se constituirá la prenda o hipoteca;

- El estudio de los títulos o antecedentes legales;


- La suscripción de la correspondiente escritura pública;


- La inscripción en el Registro de Hipotecas y Gravámenes o en el Registro de Prendas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, según corresponda;


- En el caso de la prenda sin desplazamiento, la publicación de un extracto de la escritura pública en el Diario Oficial; y

- La obtención de los certificados de estas actuaciones.


Lo expuesto torna el proceso, además de complejo, bastante oneroso para el solicitante del crédito y por ende dificulta que el deudor pueda transferir con facilidad las mismas garantías a otro agente del mercado financiero que le otorgue mejores condiciones de endeudamiento.

Su Excelencia el Presidente de la República indica que también se presentan otros problemas prácticos conexos. Primero, que el sistema actual de cauciones permite normalmente al deudor obtener sólo un monto de crédito inferior al valor de tasación del bien sobre el cual recae la garantía. Segundo, que por regla general, el mismo bien no podrá ser ofrecido ante otro agente financiero para obtener un nuevo crédito, a menos, naturalmente, que se pague el crédito anterior y se cumplan las formalidades para la constitución de una nueva caución. Asimismo, debe tenerse presente que las empresas no sólo otorgan garantías a las instituciones de crédito que les confieren los recursos financieros necesarios para sus inversiones o para cubrir su capital de trabajo, sino que muchas veces deben también garantizar el fiel cumplimiento de los contratos que suscriben en el marco de sus actividades, garantizar la seriedad de sus ofertas y, en general, garantizar el cumplimiento de cualquier obligación vinculada a al desarrollo de su giro. Como resulta evidente, frente a tantos requerimientos, o suelen carecer de nuevos bienes sobre los cuales constituir esas cauciones, o si los tienen, deben asumir los elevados costos a que se ha hecho referencia precedentemente.


De acuerdo a lo expuesto, el Mensaje concluye que el actual sistema de cauciones genera importantes ineficiencias que se traducen en costos para el pequeño y mediano empresario, tales como los tiempos de demora en la constitución de la garantía; los elevados desembolsos en que el empresario debe incurrir para otorgarla, por exceso de trámites para ello; la limitación del monto del crédito garantizado al valor del bien entregado en garantía; las limitaciones para que el deudor obtenga nuevos créditos con la misma garantía, a pesar que el valor de la deuda primitiva sea muy inferior al del bien que le sirve de garantía; las restricciones a la movilidad entre acreedores y los altos costos que se asocian a ello.

Efectuado el análisis general de la situación actual en la materia, Su Excelencia el Presidente de la República indica la forma que se han enfrentado las dificultades señaladas, y señala que en distintos países, también en el nuestro, se ha avanzado en la simplificación de los trámites administrativos que conlleva el proceso de constitución de garantías. Además ha sido necesario avanzar en el diseño de mecanismos que permitan una mayor flexibilidad en el uso de las garantías ya existentes en el ordenamiento, con el fin de ampliar las fuentes de financiamiento de las empresas.


En el contexto descrito, prosigue, se estudió la potencialidad de generar un marco normativo para la operación de las denominadas “Sociedades de Garantía Reciproca”. A través de estas sociedades, explica, los empresarios pueden organizarse para administrar un sistema de garantías de general aceptación entre los agentes financieros, que les permite superar las dificultades antes señaladas. De este modo, los beneficiarios del sistema obtienen mejores y más flexibles cauciones, mejorando así las condiciones de acceso al crédito y a servicios adicionales que son propios de la actividad que desarrollan. En cuanto a su forma de funcionamiento, en lo esencial, estas sociedades operan otorgando garantías a favor de sus asociados o beneficiarios, las que se encuentran respaldadas por un patrimonio colectivo aportado principalmente por quienes solicitan tales garantías. El modelo predominante de operación de este tipo de sociedades establece una triple identidad entre quienes aportan el capital de garantía, quienes gestionan y otorgan las cauciones, y quienes son los beneficiarios de las mismas.

El Mensaje destaca que las Sociedades de Garantía Recíproca son un instrumento jurídico utilizado hace ya varios años en el derecho comparado. En efecto, en la mayoría de los países europeos y algunos sudamericanos como Argentina, se reconoce expresamente la existencia de este tipo de sociedades. En Europa, por ejemplo, constituyen verdaderas entidades financieras que han tenido un gran éxito y un importante desarrollo, y que incluso se encuentran relacionadas entre sí y cuentan con una forma de organización y de integración supranacional. Esta experiencia comparada existente en este tipo de sociedades ha servido de base para la elaboración del proyecto en estudio, con las necesarias adaptaciones a las particularidades de nuestro ordenamiento.

Este gran desarrollo, continúa, se debe a que la formación de una Sociedad de Garantía Reciproca (SGR) genera importantes externalidades positivas para sus beneficiarios, como una mayor capacidad de negociación con los agentes financieros, pues el riesgo del conjunto de garantías es sustantivamente menor al riesgo individual; y ello a su vez origina una mejoría sustancial en las condiciones de los créditos obtenidos. Además, estas sociedades brindan a sus beneficiarios asesorías de orden financiero, legal y de evaluación previa de riesgo, entre otras.

Su Excelencia el Presidente de la República precisa que nuestro país no cuenta con experiencia relativa a la operación de las Sociedades de Garantía Recíproca, pero existen abundantes antecedentes relativos a sociedades de giro único o exclusivo, las que se encuentran sometidas a normas específicas de funcionamiento y operación, y que permiten contar con una base concreta para la inserción de este tipo de sociedades en el ordenamiento jurídico nacional. 

A continuación, el Mensaje se avoca a la descripción del proyecto que se sometió a la consideración de la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, el que propone que las Sociedades de Garantía Recíproca sean sociedades de giro exclusivo, impidiéndose además que otorguen directamente créditos a sus beneficiarios. Asimismo, para materializar esta nueva clase societaria, el proyecto adopta como modelo las sociedades anónimas, cuyas normas de funcionamiento, contenidas en la ley Nº 18.046, cuentan con más de 20 años de aplicación y se han adaptado sucesivamente a los cambios en forma dinámica y flexible, a través de las reformas a las leyes sobre mercado de capitales.


El sistema que se propone en el proyecto de ley, asociado a la creación de las Sociedades de Garantía Recíproca, consiste fundamentalmente en que los socios de una Sociedad de Garantía Recíproca (SGR) podrán otorgar garantías a ésta, que son las denominadas “contragarantías”, con cargo a las cuales la sociedad afianzará las obligaciones que aquellos contraigan con terceros acreedores. Así, para efectos de afianzar las obligaciones de uno de sus beneficiarios, la Sociedad de Garantía Recíproca suscribirá con el accionista un “Contrato de Garantía Recíproca” y extenderá un “Certificado de Garantía”, que tendrá mérito ejecutivo para su cobro. Frente al incumplimiento del deudor, prosigue, la Sociedad de Garantía Reciproca, en su calidad de fiadora, deberá asumir la deuda ante el acreedor respectivo. Además, deberá accionar en contra del referido deudor, con el fin de hacer efectivas las contragarantías que éste hubiere otorgado a la sociedad.


La sociedad podrá afianzar diversas obligaciones del deudor y ante uno o varios acreedores, aun cuando el bien entregado en garantía sea uno. En otros términos, para efectos de caucionar las obligaciones de uno de sus socios la Sociedad deberá atender únicamente al valor del o los bienes que garantizan la fianza.


Cabe hacer presente, recalca Su Excelencia el Presidente de la República, que el sistema propuesto permitirá que, con cargo a los aportes de capital del accionista beneficiario y de las contragarantías que rinda, se pueda emitir uno o más Certificados de Garantía, con los cuales el aportante podrá garantizar obligaciones ante uno o más acreedores. El alzamiento de la fianza, así como la transferencia de la garantía, sólo consistirá en la restitución, destrucción o entrega del certificado, con lo cual no será necesario recurrir al sistema general que rige en materia de cancelación o transferencia de prendas e hipotecas. De este modo, pagadas sus obligaciones, el beneficiario podrá otorgar nuevas garantías a otros acreedores para efectos de acceder a nuevo financiamiento, o bien, enajenar sus acciones y alzar de este modo sus garantías; todo esto con los debidos resguardos y restricciones que el proyecto establece para la seguridad del comercio.


Por su parte, el proyecto propone, además, que diversos organismos públicos que cuentan con programas de apoyo financiero o crediticio a pequeños empresarios puedan participar y apoyar el desarrollo de esta iniciativa.


De conformidad con lo expuesto precedentemente, Su Excelencia el Presidente de la República señala que el proyecto busca constituirse en un aporte sustancial al desarrollo del sector financiero, en especial al sector de la pequeña y mediana empresa, pues apunta a mejorar sus condiciones de negociación en la búsqueda de mecanismos de financiamiento más ajustados a sus necesidades y posibilidades.

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la sesión en que la Comisión inició la discusión general del proyecto recibió a la señora Ministra de Economía de la época, doña Ingrid Antonijevic.


La señora Ministra, en primer término, señaló que una de las misiones prioritarias del Ministerio a su cargo es el apoyo al emprendimiento y el fortalecimiento de la pequeña y microempresa. Para ello anunció que trabajará intensamente en la creación de medidas especiales para estos sectores empresariales, de forma que puedan modernizarse y crecer. Asimismo, se identificará aquellas normas y regulaciones que no están bien diseñadas para operar a pequeña escala, e introducirán modificaciones que las adecuen a su realidad.


Dentro del marco señalado, anunció que se concretará la Ventanilla Única de Atención, simplificará radicalmente los requisitos para la creación, modificación, cierre y otros trámites de las pequeñas y microempresas, así como el sistema de tributación para estas empresas, y ampliará la compra por parte de instituciones de gobierno al segmento de la pequeña y microempresa, garantizando además pagos en un plazo máximo de 30 días.


Luego señaló que programas de certificación de calidad, gestión empresarial y asistencia técnica, le permitirán a la pequeña y microempresa cumplir con las exigencias internacionales de calidad e incorporarse a clusters o encadenamientos productivos de exportación con las grandes empresas.


Fundamentalmente planteó la necesidad de mejorar el acceso a financiamiento, para lo cual se fortalecerá el uso de sistemas de garantía para pequeñas empresas, apoyando la formación Sociedades de Garantías Recíprocas.


En relación a las dificultades de acceso al crédito, indicó que tanto en este punto como con relación a las garantías necesarias para obtener financiamiento para sus proyectos, las micro y pequeñas empresas ostentan serias deficiencias.


Cuando cuentan con garantías, éstas normalmente son insuficientes, de escasa movilidad y de altos costos de transacción. Además, la constitución de garantías reales es hoy un proceso complejo, lento y de costos el para el empresario.


Hizo presente que en España, Italia y Alemania, uno de los mecanismos utilizados para resolver este problema ha sido la creación de sociedades de garantía recíproca, que cumplen básicamente con las siguientes funciones:


-Reciben y administran las garantías con que cuentan los empresarios beneficiarios;


-Administran fondos de garantía que les son aportados por organismos públicos y privados;


-Afianzan las obligaciones de sus beneficiarios, frente a los acreedores de éstos, y


-En caso de incumplimiento de los afianzados, pagan las obligaciones insolutas, subrogándose en los derechos del acreedor.


En relación a los objetivos del proyecto, la señora Ministra de Economía indicó que busca constituirse en un aporte sustancial al desarrollo del sector financiero, en función de los intereses de la micro, pequeña y mediana empresas, pues apunta a mejorar sus condiciones de negociación en la búsqueda de mecanismos de financiamiento más ajustados a sus necesidades y posibilidades.


De este modo, los objetivos que el proyecto se propone son:


1.- Autorizar el establecimiento de Sociedades de Garantía Reciproca entre empresarios de diversa índole, a través de las cuales éstos puedan administrar de manera más flexible las garantías con que cuentan para respaldar sus obligaciones;


2.- Establecer un nuevo sistema de garantías, que permita tanto a los empresarios beneficiarios de los servicios de garantía de estas sociedades como a los acreedores de las mismas, contar con mecanismos expeditos de constitución y de cobro, así como de división, transferencia y alzamiento o cancelación de las cauciones rendidas o recibidas;


3.- Establecer un nuevo instrumento de inversión para aquellas personas naturales y jurídicas que cuenten con excedentes de recursos financieros, o que deseen colaborar con estas iniciativas.


4.- Establecer un nuevo instrumento de fomento para la asociatividad empresarial, y de colaboración público - privada, cuya finalidad sea la implementación de mecanismos concretos en materia de financiamiento y garantía para las empresas de menor tamaño.


La formación de Sociedades de Garantía Reciproca puede generar, además, otros efectos positivos para sus beneficiarios, como son una mayor capacidad de negociación con los agentes financieros, pues el riesgo del conjunto de garantías es sustantivamente menor al riesgo individual; origina una mejoría en las condiciones de los créditos obtenidos; y, adicionalmente, estas Sociedades brindan a sus beneficiarios asesorías de orden financiero, legal, y de evaluación previa de riesgo, entre otras.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión dio la palabra al señor Carlos Rubio, asesor jurídico del Ministerio de Economía, quien indicó que el proyecto busca constituirse en un aporte sustancial al desarrollo del sector de la micro y pequeña empresa, al mejorar las condiciones en las cuales este segmento de empresas accede a diferentes fuentes de financiamiento a partir de una administración mas eficiente de sus garantías. No obstante no se descarta la participación en el sistema de empresas medianas.


Asimismo, indicó que el Proyecto tiene las siguientes orientaciones: 


Aportar Flexibilidad a la Administración de Garantías: Autorizar el establecimiento de Sociedades de Garantía Reciproca en las que participen como accionistas y beneficiarios empresarios de diversa índole, a través de los cuales éstos puedan administrar de manera más flexible las garantías con que cuentan para caucionar sus obligaciones. 


Mecanismos Expeditos de Aplicación: Establecer un nuevo sistema de cauciones, que permita tanto a los empresarios beneficiarios de las sociedades de Garantía Recíproca como a los acreedores de las mismas, mecanismos expeditos de constitución y de cobro, y adicionalmente, de división, transferencia y alzamiento o cancelación de las cauciones rendidas o recibidas.


Instrumento de Inversión: Establecer un nuevo instrumento de inversión para aquellas personas naturales y jurídicas que cuenten con excedentes de recursos financieros, o que deseen colaborar con estas iniciativas, por vía de capital o de los fondos de garantía. 


Fomento a la Asociatividad: Establecer un nuevo instrumento de fomento a la asociatividad empresarial, cuya finalidad sea la implementación de mecanismos concretos de apoyo a sus actividades en materia de financiamiento y garantías.


Además, el señor Rubio indicó que se espera generar mejoras adicionales para sus beneficiarios, como son una mayor capacidad de negociación con los agentes financieros, pues el riesgo del conjunto de garantías es sustantivamente menor al riesgo individual. También lograr una disminución de los costos de agencia asociados a la constitución de garantías reales y una mejoría sustancial en las condiciones de los créditos obtenidos, así como obtener para sus beneficiarios asesorías de orden financiero, legal y de evaluación previa de riesgo, entre otras.


Dentro de lo señalado precedentemente, agregó, el proyecto propone que las Sociedades de Garantía Recíproca deban ser sociedades o cooperativas de giro exclusivo, impidiéndose además que otorguen directamente créditos a sus beneficiarios. Para ello adopta como modelo de sociedad a las sociedades anónimas y a las cooperativas, cuyas normas de funcionamiento han sido modernizadas en los últimos años, y se han adaptado a los cambios en forma dinámica y flexible, a través de las sucesivas reformas a las leyes respectivas. 


En relación al funcionamiento del nuevo sistema, desarrolló los conceptos de garantías y contragarantías.  Al respecto, el señor Rubio indicó que el sistema que se propone consiste, en lo fundamental, en que los beneficiarios de una Sociedad de Garantía Recíproca (SGR) podrán otorgar sus garantías a ésta (las “contragarantías”), con cargo a las cuales la sociedad afianzará las obligaciones que aquellos contraigan con terceros acreedores. 


Para efectos de afianzar las obligaciones de uno de sus beneficiarios, la Sociedad de Garantía Recíproca suscribirá con el beneficiario un “Contrato de Garantía Recíproca” y extenderá un “Certificado de Garantía”, que tendrá mérito ejecutivo para su cobro. Frente al incumplimiento del deudor, la Sociedad de Garantía Reciproca, en su calidad de fiadora, deberá asumir la deuda ante el acreedor respectivo. Además, deberá accionar en contra del referido deudor, con el fin de hacer efectivas las contragarantías que éste hubiere otorgado a la sociedad.


La sociedad podrá afianzar diversas obligaciones del deudor y ante uno o varios acreedores, aun cuando el bien entregado en garantía sea sólo uno, o incluso, que no haya rendido contragarantías. Para efectos de caucionar las obligaciones de sus beneficiarios, la Sociedad deberá atender al valor de él o de los bienes que garantizan la fianza y a la calidad del proyecto.


Añadió que, de ese modo, el sistema propuesto permitirá que, con cargo a los aportes de capital del accionista beneficiario, de las contragarantías que rinda el beneficiario, y de los recursos que obtenga al efecto, se pueda emitir uno o más Certificados de Garantía, con los cuales el beneficiario podrá garantizar obligaciones ante uno o más acreedores.


El alzamiento de la fianza, así como la transferencia de la garantía, sólo consistirá en la restitución, destrucción o entrega del certificado, con lo cual no será necesario recurrir al sistema general que rige en materia de constitución, cancelación o transferencia de prendas e hipotecas.


Indicó que las obligaciones a afianzar son las siguientes:

--Operaciones de crédito de dinero que la Superintendencia de Bancos autorice;


--Saldos de precio por compra de bienes muebles o inmuebles;


--Operaciones de leasing, cuando éste importe un servicio de financiamiento;


--Contratos o actos jurídicos mediante los cuales el accionista beneficiario se comprometa al cumplimiento de obligaciones derivadas de los mismos (fiel cumplimiento, seriedad de ofertas);


--Emisión de valores de oferta pública que efectúe el beneficiario, de conformidad con las disposiciones de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; y,


--Actos o contratos mediante los cuales el beneficiario transfiera créditos que posea contra terceros, adquiridos en el ejercicio de sus actividades empresariales, y de los cuales deriven obligaciones subsidiarias o solidarias.

A continuación, se refirió a otros aspectos del proyecto que quiso destacar.  


El señor Rubio señaló, en primer lugar, que el capital de las Sociedades de Garantía Recíproca no podrá ser inferior a 10.000 unidades de fomento.


Por su parte, el capital del accionista si lo tuviese, las contragarantías y fondos especiales de garantía, permitirán a la Sociedad de Garantía Recíproca cubrirse  por las fianzas impagas.


Frente al incumplimiento del deudor principal, la Sociedad de Garantía Recíproca podrá pagar de acuerdo al calendario de pagos original; anticipar el pago total de la obligación, o pactar con el acreedor otra forma de pago. El patrimonio de la Sociedad le deberá servir para responder, ante terceros, por las fianzas otorgadas. Las contragarantías sólo caucionan las deudas de quien las ha constituido y no de otros afianzados por la sociedad de Garantía Recíproca.


Los estatutos podrán contemplar requisitos específicos para ser accionista y beneficiario de la Sociedad de Garantía Recíproca, los principales criterios que sus administradores deberán emplear en las decisiones de inversión del patrimonio y la relación máxima entre capital y garantía, por beneficiario.


También destacó que se establece la obligatoriedad para estas sociedades de constituir e incrementar un fondo de reserva patrimonial de un valor no inferior al 20% de su patrimonio.


Por otra parte se encarga a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el registro de las sociedades de Garantía Recíprocas y la regulación del sistema de supervisión de estas sociedades.


También establece un conjunto de disposiciones destinadas a evitar, en lo posible, eventuales problemas financieros de estas entidades. Para ello, se adoptan diversos mecanismos que permiten al Directorio y la Junta de Accionistas, y al mercado, conocer y reaccionar frente a una situación de inestabilidad financiera.


El proyecto contempla normas especiales para los procesos de disolución, fusión, división y quiebra de las Sociedades de Garantía Recíproca, en atención a sus especiales características.


Asimismo, propone autorizar a diversas entidades del sector público a participar en el sistema, sea en calidad de colaboradores o de ejecutores. En particular propone, por una parte, autorizar al FOGAPE a reafianzar, a su vez, garantías que otorguen estas Sociedades; y, por otra parte, autorizar  a que entidades públicas que administren fondos de fomento para las pequeñas empresas puedan proporcionarlos también a las Sociedades de Garantía Recíproca.


También establece que las sociedades de Garantía Recíprocas puedan administrar fondos de garantía formados por aportes de terceros, públicos o privados, destinados a mejorar o incrementar sus contragarantías, y obliga a los acreedores a informar a los respectivos organismos fiscalizadores, como a la Sociedad que ha otorgado su garantía, acerca de las garantías aceptadas.


En relación al sistema de supervisión y control, el proyecto contempla que para ejercer el giro de sociedad de Garantía Recíproca, se  deberá acreditar ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que se encuentran constituidas legalmente, tienen el giro exclusivo a que se refiere la ley; que sus administradores no han sido condenados ni se hallan actualmente imputados por crimen o simple delito de acción pública, y que tienen un patrimonio igual o superior a 10.000 UF. 


La Superintendencia llevará un Registro de Sociedad de Garantía Recíproca en el cual éstas se clasificarán en categorías A o B. En la categoría A serán consideradas las Sociedades de Garantía Recíprocas  que además cuenten con un informe favorable de evaluación emitido por una entidad independiente de la sociedad, especializada en la materia, por lo menos en dos épocas distintas del año. El resto quedará en la Categoría B.


En cualquier momento la Superintendencia podrá ordenar a una evaluadora una revisión a determinada sociedad, con cargo a ésta. Los informes de estas entidades deberán contener los requerimientos que la Superintendencia determine.  


Por su parte, las entidades evaluadoras deberán estar inscritas en el Registro abierto con tal fin por la Superintendencia, y quedarán sujetas a su reglamento y control. 


La Superintendencia sólo considerará, para los efectos de la calificación de las garantías, los certificados de fianza emitidos por sociedades incluidas en la Categoría A. Estos  certificados servirán de garantía para los efectos de la ampliación del límite individual de crédito a que se refiere el art. 84 N° 1 de la Ley General de Bancos.


Por último, el señor Rubio hizo presente que la Superintendencia podrá dictar instrucciones generales para la aplicación de la ley.

Finalizada la exposición del señor Rubio, el Honorable Senador señor García consultó acerca de si las entidades que actualmente otorgan créditos, como los bancos y las financieras, podrán constituir una sociedad de garantía recíproca. Ello por cuanto si bien, en un primer análisis, el proyecto le parece muy interesante y bien estructurado, en caso que la respuesta a la duda planteada sea positiva, y cada banco o financiera pueda constituir una sociedad de garantía recíproca, finalmente los clientes de tales instituciones quedarán igualmente vinculados con la misma, a través de una filial. Su inquietud apunta hacia un eventual conflicto de intereses.


En segundo lugar, estimó que, para quienes otorgan los créditos, es legítimo el interés por contar con una garantía satisfactoria, por lo que el proyecto debiera rescatar este elemento adecuadamente.


Asimismo consultó si existen estudios en relación al costo de este nuevo sistema para el usuario.


Por su parte el Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que, en su opinión el proyecto recoge, en parte, la estructura propia del sistema leasing, desde la perspectiva financiera. Luego, desde el punto de vista operativo del sistema, planteó una duda sobre el modo en que se podrá cobrar, tanto en el caso de incumplimiento del beneficiario respecto del acreedor así como respecto de la obligación de la sociedad de garantía de pagar. Su preocupación es que tal sistema operativo podría significar un cierto grado de desinformación durante un período de tiempo, por lo que consultó a los representantes del Ministerio sobre la conveniencia de contar con un sistema más simple de certificación del cumplimiento, que evite cruzamientos de información u otros inconvenientes. Los problemas aludidos, señaló, podrían evitarse con un sistema como el que se aplica por los bancos en materia de letras hipotecarias, facilitando, de este modo, el funcionamiento de las sociedades de garantía recíprocas.


También consultó si el proyecto contempla la posibilidad de autorizar a las cooperativas para operar como sociedades de garantía recíprocas, en función de la diferencia conceptual que existe entre las cooperativas y las sociedades, particularmente respecto de terceros.


El Honorable Senador señor Flores consultó sobre el tipo y la naturaleza de las garantías. Ello en razón de que muchas pequeñas empresas tienen un activo muy reducido y carecen, por ejemplo, de bienes raíces.  Hizo notar que lo óptimo sería superar el esquema según el cual las garantías que tradicionalmente se han aceptado son los bienes raíces y las maquinarias. 


En otro orden de ideas hizo notar, que en su parecer, y en una primera aproximación al tema, el proyecto es muy formalista, lo cual podría afectar los costos de funcionamiento del sistema.


Llamó a reflexionar en el sistema desarrollado por Muhammad Yunus, de Bangladesh, fundador del Banco del Pueblo, que promueve micro proyectos en zonas muy pobres. Hizo notar que su sistema se basa en la creación de pequeñas comunidades de créditos, fundadas, principalmente, en el honor que importa pagar el crédito otorgado. Comentó un proyecto muy exitoso desarrollado en México, donde se han formado sociedades de autoconstrucción en las cuales la gente deposita todos los meses una cierta cantidad de dinero y todos los meses se efectúa un sorteo que favorece a uno, que puede desarrollar su proyecto, pero que debe seguir pagando, en función del sistema y, obviamente, del resto. El sistema ayuda, además, a formar el hábito del ahorro. Precisó que ha visto funcionando el sistema mencionado con familias pero no con microempresarios.

Otro elemento que debería considerarse en esta iniciativa en discusión es que el Estado otorgue algún tipo de incentivo para este tipo de sociedades, toda vez que, si resulta tan importante para la economía contar con nuevos instrumentos que faciliten el acceso al crédito, el Estado debería incentivarlos económicamente.


Indicó que, al sumar los dos elementos antes señalados, el proyecto adquiere mayor sentido, porque, además, lo diferencia de la cultura propia del sistema bancario.  De otra manera no sería más que un banco más pequeño y sus costos no resultarían rentables.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó sobre la factibilidad real de que pequeños empresarios constituyan sociedades de garantía recíproca, considerando su especial situación económica, caracterizada por carecer de capital y de posibilidad de acceso  al crédito y al financiamiento de proyectos.  De este modo, su temor es que los potenciales usuarios de este nuevo sistema no estén en condiciones de hacer aporte alguno para formar una sociedad. Así, cabe preguntarse, entonces, cómo se iniciará el funcionamiento de estos nuevos instrumentos, contemplando como posible alternativa que en la práctica sean los bancos los que inviten a pequeños y medianos empresarios a formar una sociedad, en la cual ellos también tengan participación.  


En relación con la inquietud planteada, el Honorable Senador señor Pizarro señaló que el camino a seguir va en la línea de lo señalado por el Honorable Senador Flores, es decir, la formación de cooperativas con un objetivo común. También está de acuerdo con la posibilidad de que el Estado incentive su formación.


En otro orden de ideas, adelantó su preocupación por los costos de operación que podrían demandar las sociedades de garantía recíproca. Es necesario estudiar si el ahorro proveniente de la existencia de certificado de garantías compensa las exigencias propias de la organización necesaria para el funcionamiento de una sociedad.


En relación al capital exigido como capital necesario para su constitución, de 10.000 unidades de fomento, planteó si una sociedad de esa envergadura resultará efectivamente atractiva para los bancos e instituciones financieras como garantes y con capacidad de respuesta efectiva para la finalidad para la cual será formada. Al respecto, estimó que el capital de equilibrio en las materias planteadas puede ser mayor. Manifestó su interés en la existencia de algún estudio que haya abordado materia.


Luego, la señora Ministra de Economía, recogiendo las diversas inquietudes planteadas, indicó que el proyecto está enfocado a empresas medianas y pequeñas, ya que no resultaría tan atractivo para empresas que cuentan con acceso habitual al crédito y que operan fluidamente con los bancos.  


Destacó asimismo la importancia de la colaboración proveniente del sector público. El Estado siempre ha apoyado a la micro y pequeña empresa, ya sea por medio del FOGAPE o de CORFO, y existe no sólo interés sino que también disposición para ello. 


Hizo notar el éxito de estas sociedades en Europa, en donde son muy numerosas. Recalcó que muchas de ellas abordan áreas de interés, como, por ejemplo, el turismo o la tecnología de la información, o están organizadas para el servicio o los intereses de una región o una determinada actividad de importancia que se desarrolle dentro de ella.  Al respecto, aludió a experiencias de regiones productoras de leche o ganaderas cuyos actores se organizan para la consecución de un objetivo común, como exportar.  También destacó que otros países latinoamericanos, como Argentina, Venezuela y El Salvador, cuentan con un sistema como el propuesto por el proyecto, los que, en un comienzo, en su gran mayoría han contado con apoyo público, pero con el tiempo se van independizando porque se tornan rentables.  


En relación al tema de las tarifas y los costos de operación, indicó que estos puntos están vinculados con los aspectos propios del fomento, en el sentido de la necesidad de asistencia técnica y de capacitación. Al comienzo las tarifas tendrán una composición público-privada, sin embargo, y dada la experiencia observada por este tipo de sociedades en Europa, con el tiempo son rentables y es así como,  actualmente, operan en forma autónoma, después de 5 a 10 años de funcionamiento, como promedio.


Luego el señor Carlos Rubio, en respuesta a las inquietudes planteadas por los Honorables Senadores, y complementando lo señalado por la señora Ministra, se refirió, en primer término, a la participación de los bancos en las sociedades de garantía recíproca, indicando que efectivamente la ley no se refiere a ellos, pero por la normativa propia de la actividad bancaria estarían inhibidos de participar en ellas, sea como sociedades de apoyo al giro o sea como sociedades filiales. Recalcó que el proyecto en estudio ha sido consensuado con la Asociación de Bancos, con quien se trabajo durante todo el año 2005.  Señaló que están muy interesados en el modelo y que han manifestado su interés en participar, pero que existe un conflicto de intereses que hace que ello no sea posible, porque si se admite que los bancos puedan participar como accionistas en estas sociedades se estarían garantizando sus propios créditos. Si ello quisiera evitarse, indicó, podría plantearse que una sociedad de garantía filial de un determinado banco no podría garantizar obligaciones ante su propio banco matriz pero sí podría hacerlo respecto de los demás.  Lo anterior no es más que una hipótesis que fue planteada en las rondas de trabajo pero, luego de haberla estudiado, se concluyó que ello generaría intercambios y acuerdos entre los bancos para garantizarse sus propias obligaciones.


En otro orden de ideas, el señor Rubio destacó que lo que aspira el Gobierno con el proyecto en debate es que las sociedades de garantía recíproca se constituyan en contraparte de los bancos. Ello podría traducirse, a modo de ejemplo, en la existencia de una sociedad de los exportadores, y que ésta negocie condiciones de crédito convenientes para sus beneficiarios con los diversos bancos. 


Recalcó que el buen funcionamiento de una sociedad de garantía recíproca transfiere el estudio del riesgo del crédito desde los bancos a la sociedad. En la medida que la sociedad tenga más respaldo, el estudio del riesgo será cada vez más de su cuenta y se desplazará desde el banco. Ello significará una disminución de costos y de tasas a favor de los pequeños y medianos empresarios.  Esto se traduce asimismo en la creación de un espacio para que las sociedades cobren una comisión por los servicios que brindarán, la que será menor en función de la competitividad del sistema.


En relación a la exigencia de un capital mínimo para la constitución de las sociedades de garantía recíproca, indicó que cualquier sociedad, sumando su fondo de garantía y su propio patrimonio, colocará garantías por un valor importante y se regirá por normas prudenciales como las de la banca, esto es, diez o doce veces su patrimonio.


En cuanto a la inquietud referida al modo en que irán formándose las sociedades de garantía recíproca, el señor Rubio señaló que existe una restricción para que el Estado aporte capital y el proyecto no aspira a innovar en este aspecto. Lo que se requiere es iniciativa y aporte de privados para la formación de las sociedades.  Estima que quienes liderarán el sistema, tal cual ha ocurrido en la experiencia internacional, serán los gremios; ahora bien, como es probable que los gremios no tengan los recursos necesarios para partir necesitarán contar aliados estratégicos que aportarán el capital inicial o al menos parte de éste.



Hizo presente que en el caso español, las sociedades de garantía recíproca tienen grandes dimensiones y un importante nivel de operación, lo que puede apreciarse a través de la información que publican en Internet. 


Respecto del tema de los costos de operación, indicó que el año pasado el Ministerio realizó un estudio, a cargo del señor Cristián Palma, que concluyó que una sociedad de garantía recíproca, bien administrada, con una cartera de garantía de tres mil millones de pesos, se financia a un costo inferior al que podría significar al micro o pequeño empresario obtener la garantía.


La Honorable Senadora señora Matthei se refirió a lo señalado por la señora Ministra, en cuanto a que en experiencias comparadas algunas de estas sociedades se organizan en razón del territorio o del giro. Así como esta modalidad presenta ventajas, referidas, principalmente, al conocimiento de la materia, lo que hace más fácil y económico evaluar el riesgo, también el riesgo puede aumentar, porque a menudo, si una determinada actividad económica tiene problemas ello afecta, a todos sus  actores, en un determinado momento de un ciclo económico.  Por lo anteriormente señalado, manifestó que le llamaba la atención la especialización en la que está pensando el Gobierno o que ello se propicie.  Llamó a tener presentes las ventajas de la diversificación y consultó sobre la actitud que asumirá el Estado.



Consultó también a la señora Ministra respecto a si los bancos estarán obligados a aceptar las garantías de la sociedades, ante lo que ella respondió que si bien no existirá obligación de aceptar tales garantías, ello les resultará conveniente, tanto porque les permitirá aumentar el nivel de sus colocaciones como por la existencia de la calificación que realizará la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras de cada sociedad. 


Finalmente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó invitar a representantes de diversos servicios y organizaciones para que, en el marco de la discusión general del proyecto, expusieran sus particulares puntos de vista respecto del proyecto.


Las siguientes sesiones en que la Comisión estudió el presente proyecto de ley, estuvo destinada a escuchar el parecer de ciertos invitados.

Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras


El Presidente accidental, Honorable Senador señor Vásquez, otorgó en primer lugar la palabra al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Gustavo Arriagada Morales.


El señor Superintendente señaló que la movilidad de los clientes para tomar decisiones y opciones de crédito es un tema necesario de analizar en materia de otorgamiento de créditos. En efecto, de acuerdo a estimaciones que maneja, actualmente en la pequeña y mediana empresas la proporción banco-cliente, esto es, bancos que financian estos clientes, es de aproximadamente 1,3 bancos por cliente, a diferencia de lo que ocurre con las grandes corporaciones, caso en el cual dicha proporción es del orden de 3 a 4 bancos por cliente. En razón de lo anterior estima que la suma de elementos que introduzcan flexibilidad en el ámbito de los créditos permitirá movilidad y reducción de los costos de transacción.  También traerá consigo una mejor capacidad para los pequeños y medianos empresarios para acceder al financiamiento bancario.


A continuación, se refirió específicamente a la responsabilidad de la Superintendencia a su cargo en la organización de las sociedades de garantía recíproca.  Al respecto, el proyecto contempla una labor regulatoria que dice relación con elementos tales como la inscripción de estas sociedades ante la Superintendencia; fijación de capital; revisión de elementos legales y la categorización de la sociedad según una evaluación que realiza un ente externo, el que va a estar registrado ante ella.  Dicha categorización será importante para determinar que el crédito tiene un respaldo colateral real, para que los bancos puedan otorgar y desarrollar sus procesos de crédito.


Destacó que la necesidad de introducir este tipo de figuras en nuestro sistema aparece, en lo medular, claramente establecida en el Mensaje del proyecto de ley, y es precisamente la escasa flexibilidad que posee el sistema de constitución, administración, cancelación y alzamiento de garantías en nuestro país.


Por su parte, el Director Jurídico de la Superintendencia, señor Ignacio Errázuriz Rosas, hizo presente que la labor de la Superintendencia en la tramitación de este proyecto ha estado circunscrita al título relativo a la regulación de las sociedades de garantía recíproca.  Estas sociedades, si bien en principio se propuso que fuesen fiscalizadas por la Superintendencia, en definitiva se acordó que tuviesen un tratamiento similar al de los Almacenes Generales de Depósito que emiten vale venta warrant. Ello por cuanto no se trata de instituciones financieras,  ya que no captan dinero del público, sino sólo son emisoras de garantía.



En síntesis, como señaló el señor Superintendente, la primera función de la Superintendencia tiene un carácter regulatorio. Estas sociedades se registran ante la Superintendencia, la que verifica que se cumplan con los requisitos legales, emite la categoría que le indiquen ciertos evaluadores especializados registrados ante ella. La categorización como “tipo A” servirá para efectos de clasificación del crédito y eventualmente ampliación de los límites del crédito.


La segunda función de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en relación a este proyecto, se refiere al FOGAPE (Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios) administrado por el Banco del Estado. Ello debido a que el proyecto autoriza al FOGAPE a otorgar reafianzamiento de estas sociedades de garantía recíproca, según márgenes que establezca la Superintendencia, en términos muy similares a lo que hoy en día se establece para el grado de compromiso patrimonial que asume el FOGAPE en sus garantías directas con los Bancos.


Concluyó señalando que, en general, están de acuerdo con el proyecto, sin tener observaciones que formular, sino más bien algunas proposiciones de forma, las que, a sugerencia de los Honorables Senadores presentes, harán presentes durante la discusión particular.

Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile


A continuación, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Vásquez, dio la palabra al Vicepresidente la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, señor Oscar Bruna, quien excusó la participación del Presidente de dicha Confederación, y acompañó un documento suscrito por éste, en el que se consagran las principales observaciones al proyecto que estima procedente formular la Confederación.


Este tipo de sociedades, prosiguió, funcionan en algunos países de Europa, destacando el caso de Italia, país en que están orientadas a permitir el acceso al crédito a empresas que no cuentan con garantías propias o que son insuficientes ante los agentes financieros. Estas experiencias comparadas, indicó, pueden ser útiles al momento de ilustrar la materia.


La iniciativa en comento permitirá a las empresas trasladar en mejores condiciones sus garantías desde una entidad financiera a otra, como asimismo que ello se realice en forma rápida y con menores costos. Por otra parte, y en relación con lo anterior, estimó que esto se traducirá en una mayor competencia para las instituciones financieras, favoreciendo a los consumidores de créditos.


Los gremios, señaló, les han comunicado su aspiración de participar en la constitución de estas entidades, aspiración que considera legítima, y que podría significar un fortalecimiento para los sectores que representan los distintos gremios. En síntesis, la idea es que la ley faculte a los gremios para que puedan ser accionistas de las empresas y de esta manera estén en mejores condiciones de velar por su buena marcha.


Respecto de este punto, y ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, el Honorable Senador señor Vásquez precisó que, de acuerdo al artículo 1 inciso segundo del proyecto, los accionistas de estas sociedades pueden ser personas naturales y jurídicas, y dado que las asociaciones gremiales tienen personalidad jurídica otorgada por el Ministerio de Economía, no habría inconveniente en que participaran en este tipo de sociedades.


Por último, el señor Bruna indicó que, en su entender, las sociedades de garantía recíproca deben asegurar una disminución en  los costos financieros de las empresas mipymes, y es por ello que las organizaciones gremiales que ellos representan solicitan se resguardaren los fines que han inspirado esta iniciativa, evitando la incorporación de trámites o requisitos que entraben la constitución de garantías implicando mayores costos y demoras en el cumplimiento de dicho objetivo.


Complementando lo señalado por el señor Bruna, intervino don Oscar Hormazábal Ciudad, Secretario de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo, quien hizo presente en términos generales los problemas que afectan al sector, la discriminación de la que son objeto fundamentalmente en relación al sistema bancario, pues se trata de un sector riesgoso para los bancos. En efecto, prosiguió, de acuerdo a un estudio del Ministerio de Economía realizado en conjunto con otras entidades, se concluyó que el problema más grave que afecta a las micro, mediana y pequeña empresas chilenas es el del acceso a los recursos, y en ese sentido, la iniciativa de ley en comento puede significar un aporte importante, pero no soluciona el problema.

Confederación Nacional de la Micro, 

Mediana y Pequeña Empresa- CONAPYME


Luego de la exposición de los representantes de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo, la Comisión procedió a oír los comentarios al proyecto de ley, del Vicepresidente de la Confederación Nacional de la Micro, Mediana y Pequeña Empresa- CONAPYME, señor Humberto Solar.


El señor Solar  señaló que, en términos generales, la Confederación está de acuerdo con el proyecto, el que constituye un aporte sustancial al desarrollo de la micro y pequeña empresas, y por ende estimó que  tanto los micro, pequeños e inclusive medianos empresarios deben ser parte de esta nueva iniciativa. Destacó en este punto el espíritu de solidaridad que inspira el proyecto, lo que valoró en forma muy positiva.


El proyecto presenta la posibilidad de un instrumento de inversión, al margen de la banca, lo que es bastante original dentro del sistema de la economía chilena, mas no en sistemas comparados, tanto de países europeos como algunos latinoamericanos, por ejemplo, Argentina. Asimismo, este instrumento, en su opinión, fomenta la asociatividad entre los empresarios, para lograr que los fondos de garantía sean mayores. Destacó asimismo el mecanismo expedito de aplicación que se contempla, flexibilizando el sistema.


Las sociedades de garantía recíproca, prosiguió, en conformidad con el proyecto son sociedades de giro exclusivo. En tal sentido, los bancos no forman parte del sistema, pero le preocupa que inevitablemente, a través de la contragarantía, el empresario va a tener que llegar a la banca privada. Es necesario articular un medio para que esa circunstancia no se traduzca en que el proyecto, en lugar de beneficiar a los micro, pequeños y medianos empresarios, sea un nuevo negocio para la banca.


Por otra parte, destacó que la constitución de estas sociedades y el otorgamiento de garantía por parte de las mismas producirán una disminución de los costos de transacción. Asimismo, ello les va a dar un mayor poder de negociación respecto de los créditos con la banca, y eventualmente se  traducirá en una disminución de las altísimas tasas de interés actuales.


Por último, se mostró de acuerdo con el sistema propuesto, el que consideró bien estructurado, bien cautelado por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, con un adecuado sistema regulatorio, un buen sistema de supervisión y control, y cuyo capital mínimo, disminuido en la Cámara de Diputados, le parece bastante razonable. Sólo manifestó dudas respecto de los estatutos de estas sociedades, en orden a que podrían contemplar requisitos específicos para tener la calidad de accionista de las mismas.

Asociación de Bancos e Instituciones Financieras


En una  nueva sesión de la Comisión, continuaron las exposiciones de entidades invitadas especialmente para exponer su parecer respecto del proyecto de ley en estudio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, dio la palabra al señor José Manuel Montes Saavedra, Fiscal de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras.


El señor Montes manifestó que la Asociación que representa ha hecho un seguimiento de la tramitación legislativa del proyecto, y observó que el mismo sufrió una serie de modificaciones en la Cámara de Diputados, las que lo han perfeccionado de manera importante. Agregó que su exposición será eminentemente técnica, centrándose en las referidas modificaciones, destacando aquellas que, en su opinión, debieran mantenerse, como, asimismo, en formular algunas sugerencias para el perfeccionamiento del proyecto. Todo lo anterior, desde la perspectiva de los bancos como eventuales acreedores de las sociedades de garantía recíprocas.


En general, considera que las sociedades de garantía serán un buen instrumento para apoyar el financiamiento y el manejo de las garantías, especialmente de las PYMES.


Luego se refirió a aquellas modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados al proyecto y que estiman debieran mantenerse en este trámite legislativo, haciendo de algún modo un paralelo entre el proyecto original y el aprobado por la indicada Cámara.

.

En efecto, la Cámara de Diputados amplió el ámbito de las obligaciones que pueden ser garantizadas, que en el proyecto original era más restrictivo.


Conforme a ley N° 18.046, las sociedades anónimas, para garantizar obligaciones de terceros, requieren una junta extraordinaria de accionistas. Atendido que las sociedades de garantía recíproca se constituyen como sociedades anónimas, dicha exigencia sería aplicable a las mismas, puesto que el proyecto original no las excepcionaba expresamente. Sin embargo, ello fue expresamente eliminado en el primer trámite constitucional, lo que destacó, pues esa exigencia entrabaría seriamente el modo el funcionamiento de estas sociedades cuyo giro es precisamente garantizar obligaciones.


Relacionado con lo anteriormente señalado, destacó que la posibilidad de garantizar no sólo las obligaciones de sus socios sino que las de terceros, es precisamente un aporte de la Cámara de Diputados.  


Por otra parte, la Cámara de Diputados eliminó la limitación según la cual las sociedades de garantía recíproca no podían afianzar a sus accionistas cuando aún no han pagado sus acciones, y recordó al respecto que lo habitual es que, al constituirse una sociedad anónima como ocurre en la especie, se suscribe el capital, pero que éste se paga en el curso del tiempo. Asimismo, se elimina la prohibición según la cual las sociedades de garantía recíproca no podían dar en prenda sus bienes físicos.


Destacó que otro cambio importante en el proyecto consiste en la posibilidad que las sociedades de garantía recíproca otorguen los certificados de fianza sin la existencia de contragarantía.  Ello constituye otra flexibilización positiva para el desarrollo de estos proyectos. Por otra parte, se le otorga el carácter de abstracto a estos certificados de fianza, lo que significa que en ningún caso la inexistencia del contrato de garantía recíproca, así como su cumplimiento o incumplimiento, o sus vicios o errores, podrán afectar su validez.


También se otorga el carácter solemne al contrato de garantía recíproca, lo cual, desde la perspectiva de los bancos, constituye una formalidad que facilitará el seguimiento de este tipo de operaciones.



En lo relativo a los juicios ejecutivos, destaca que se restrinjan el número de excepciones que se puedan oponer en estos casos, contemplando sólo el pago de la deuda, la prescripción, el no empecerle el título y la concesión de prórrogas para el pago.


Asimismo le parece importante que se refuerce el papel fiscalizador que tiene la Superintendencia de Bancos en toda esta materia, así como los criterios de evaluación y clasificación.  Dentro de este marco, indicó, se podrá constituir un conjunto de sociedades de un modo serio.  


Haciendo una síntesis de los aspectos positivos, destaca la importancia que el sistema de las sociedades de garantía recíproca se legitime, especialmente en sus inicios, y que ello importa la participación de actores con una situación patrimonial sólida y que sea debidamente fiscalizado. Todos estos elementos permitirán que el sistema tenga un buen comienzo y perdure en el tiempo.


En cuanto a los aspectos del proyecto que la Asociación de Bancos estima que deberían perfeccionarse, señaló lo relativo a la ejecución de la garantía, sugiriendo facilitar el trámite de las notificaciones con la finalidad de hacerlo más expedito y, también, disminuir la fase de discusión dentro del procedimiento, para que se torne más ejecutivo.  Piensa que el procedimiento aplicable a los warrants sería un buen modelo a seguir.


El proyecto debería contemplar normas expresas en caso de pérdida o extravío de los certificados de fianza, especialmente debido a su carácter abstracto, por lo cual puede circular en forma independiente de la existencia o de la validez de la obligación principal. Sobre el particular, destacó que existen normas que podrían ser referentes para estos efectos, como el caso de las letras de cambio y de pagarés.


También estimó que sería conveniente contemplar la existencia de alguna preferencia para el pago de este tipo de garantía. El proyecto le otorga al certificado de garantía la posibilidad de ser utilizado por los bancos para aumentar los márgenes de crédito, del modo que ocurre actualmente cuando se cuenta con una garantía real, toda vez que las garantías reales precisamente gozan de preferencia.  Dentro del señalado contexto, considera que el certificado de garantía se ve perjudicado al no otorgarle algún tipo de preferencia, por lo que sería un aporte que ello cambiara, para que exista un real incentivo de usar este instrumento y no quede en desmedro frente a una prenda o hipoteca, que están revestidas de preferencia de segunda y tercera clase, respectivamente.


Indicó también que podría estudiarse la posibilidad de ofrecer algún tipo de beneficio de carácter tributario para que las PYMES, u otros inversionistas o interesados, tuvieran un incentivo adicional para la constitución y participación en las sociedades de garantía recíproca, o invertir en ellas.


El proyecto también podría considerar normas transitorias que aborden la situación que actualmente se observa en el país, según la cual un número muy importante de propiedades, muebles e inmuebles, están afectos a algún tipo de garantía o de limitación o prohibición de gravar o enajenar. Si el proyecto se funda en el supuesto de contar con una garantía que actualmente puede encontrarse en una situación jurídica dada, al trasladarla a una situación jurídica distinta, con el costo que ello pueda significar en trámites ante notarios y conservadores, honorarios e impuestos, podría otorgarse un tiempo para facilitar ese proceso de transición.  Es decir, las normas transitorias deberán ahondar en el modo de trasladar las garantías vigentes desde el actual sistema a la posición en la cual se encontrarían dentro del régimen de una sociedad de garantía recíproca.

Cámara de Comercio de Santiago


Finalizada la exposición del señor Montes, hizo uso de la palabra el señor Claudio Ortiz, Gerente General de la Cámara de Comercio de Santiago, quien hizo entrega a la Comisión de un documento con los elementos fundamentales de los comentarios de la Cámara en relación al  proyecto. Anunció desde ya que estiman que el presente proyecto de ley tiene una importancia trascendental, ya que permitiría una importante mejora en el acceso al crédito para las pequeñas y medianas empresas, lo que generaría un importante desarrollo no sólo en el área del comercio, sino también en la economía del país en su conjunto. Asimismo manifestó compartir los planteamientos formulados por al Asociación de Bancos.


Destacó que el proyecto de ley pretende establecer un nuevo método de administración y constitución de garantías hipotecarias y prendarias, lo que significaría un mejor acceso al crédito para las pequeñas y medianas empresas del país. Del análisis del texto actual del  proyecto en comento, indicó, han podido apreciar lo positivo y beneficioso de la institución de las Sociedades de Garantías Recíprocas, las cuales en otros países han tenido un importante desarrollo, ya que han permitido la desburocratización  del acceso al crédito, lo que para las PYMES significaría un ahorro importante en el proceso de obtención de capital para sus proyectos, así como el acceso a montos que hoy parecen prohibitivos. 


A modo de ejemplo, sólo en la Unión Europea se entregan anualmente garantías por más del 15.000 millones de Euros.


No obstante lo anterior, de la lectura del texto del proyecto de ley enviado al Senado, surgieron en la Cámara de Comercio algunas inquietudes generales, que consideran pertinente comunicar a fin que se tengan en consideración en esta fase legislativa, pues pueden redundar en un mejor funcionamiento de este nuevo tipo de sociedad, y de los instrumentos que de ella derivan.


La primera inquietud dice relación con la sociedad de garantía recíproca como instrumento de inversiones, en particular con  los incentivos para la creación de este tipo de sociedades, por ejemplo a través de beneficios tributarios para los inversionistas, equiparándolo con incentivos que se contemplan en otros cuerpos legales en actual tramitación, como el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales, conocido como proyecto de ley de mercado de capitales 2, en lo que ser refiere a los capitales de riesgos; lo anterior para generar una simetría en la materia. Ya en el Mensaje del Presidente de la República a la Cámara de Diputados, de julio de 2004, se planteaba la necesidad de que las Sociedades de Garantía Recíproca se convirtieran en un mecanismo de inversión para los privados que contaran con excedentes recursos financieros. Sin embargo, señaló, el texto del proyecto no plantea en principio ninguna franquicia tributaria o contraprestación pecuniaria en la forma de una comisión para gastos operacionales, que incentive dicha inversión financiera.  Si bien el artículo 33 letra c) plantea que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras puede regular las “comisiones de utilización y administración del servicio”, consideró que el texto del proyecto debería ser más explícito en cuanto a la manera en que los inversionistas pueden esperar retornos o beneficios relacionados con su inversión.


Manifestó que el mecanismo más utilizado en las legislaciones comparadas, particularmente en Europa y Argentina, es otorgar diversas franquicias tributarias a estas sociedades, lo cual les permite financiar sus operaciones, particularmente durante sus primeros años de funcionamiento.  Este punto es fundamental, ya que de él puede derivar la utilización o no utilización práctica de este sistema.


Estimó que se debe apostar a que se creen numerosas  sociedades de garantía recíproca, y con capitales importantes.



Como segundo punto, y tomando en consideración experiencias comparadas, como el caso italiano, la Cámara de Comercio cree conveniente promover la especialización de las sociedades de garantía recíproca, por actividad económica. Cada sector de la vida económica tiene sus propias peculiaridades que la hacen asumir distintos tipos y grados de riesgo, por ello consideran interesante promover la posibilidad de que existan sociedades especializadas en rubros importantes de la economía, tales como los sectores agrícola, minero, industrial, servicios, pesquero, entre otros. Lo anterior permitiría un mejor análisis de la situación de cada potencial beneficiaria  en base a criterios netamente técnicos ligados con la actividad que desarrollan.


En este punto, la Honorable Senadora señora Matthei consultó si existe una a propuesta concreta en esta materia, es decir, respecto de cómo la ley podría promover la especialización, ante lo que el señor Ortiz manifestó que es un tema a estudiar.  


En cuanto a los costos operacionales de estas sociedades, comparten lo expresado por el Fiscal de la Asociación Nacional de Bancos. Como mecanismo de ayuda  a la disminución de costos de las PYMES, considera interesante analizar el impacto que tienen en las operaciones de crédito de las PYMES el impuesto de timbre y estampillas a que se ven afectas cada vez que solicitan un crédito de dinero. En este sentido, señaló que para la eficacia de este instrumento, es conveniente que el mecanismo establecido en este proyecto vaya aparejado de una exención de este tributo, tal como lo contempla la ley actualmente para las operaciones de crédito de dinero destinadas a la adquisición de viviendas.  De tal manera, bastaría con que dicho impuesto se devengara sólo al solicitar el primer Certificado de Fianza.  


Por otra parte, y con el fin de ayudar a la gestión de estas sociedades de garantía recíproca, la Cámara de Comercio ha estudiado la factibilidad de crear una Central de Garantías, como una empresa de apoyo al giro, referida a la problemática de constituir las garantías, estudiar los títulos, alzar garantías, etcétera. Esto conlleva una reducción de costos y de tiempo.


Planteó que se podría establecer que esta Central de Garantías emita un cupón, que permita inscribir la garantía en la sociedad que se quiera aportar; lo anterior además puede generar una externalidad positiva, en cuanto a que  con el mérito de ese cupón se podría incluso aportar la garantía en los Bancos. Esta entidad puede partir siendo un apoyo al giro de las sociedades de garantía recíproca, e ir avanzando en el tiempo en servir de apoyo a los Bancos, con un impacto no sólo para las empresas sino que también para las personas.


En este punto, el Honorable Senador señor Vásquez planteó que se trataría en definitiva de una gran fiscalía, con apoyo técnico de sujetos evaluadores. Ahora bien, continuó, cabe preguntarse si es necesario que ello se regule en este proyecto de ley, o más bien pudiese surgir de forma espontánea entre las sociedades.


En opinión del señor Ortiz, la regulación legal de esta Central de Garantías es necesaria, puesto que la creación voluntaria,  espontánea de la misma es difícil atendido los conflictos de intereses entre los abogados, las Fiscalías de los bancos, las propias sociedades de garantía recíproca.


El Honorable Senador señor García recordó que hace algunos años se creó por ley una Central de Depósito de Valores, que en su entender tendría una estructura y una finalidad similar a lo que se propone. En este sentido, planteó la posibilidad que esa propia central asumiera esta función que tendría la Central de Garantía, siempre que se determine que no existe conflicto de intereses. Consultó acerca de la dirección y administración de la Central de Depósito de Valores.


El Fiscal de la Asociación de Bancos indicó que esta Central es administrada por los Bancos en conjunto con las AFPs y las Compañías de Seguros. Manifestó que en su opinión todas estas son reacciones al grave problema del sistema registral en nuestro país, con costos altísimos. En cuanto a la indicada Central de Depósito de Valores tiene su legislación especial, y señaló que ante ella se producen anotaciones, hace las veces de Conservador.


La Honorable Senadora señora Matthei precisó que las Centrales de Depósitos de Valores guardan un título que en realidad no existe, y registran sus transacciones. A diferencia de lo que se propone en cuanto a la Central de Garantía, que incluye el estudio de títulos que debe dar seguridad al Banco, pues determina el aceptar en definitiva la garantía.


El asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, manifestó que este tema de la central de garantías ha sido trabajado por el Ministerio, existiendo incluso un anteproyecto al respecto. 


No obstante, precisó que lo anterior es una de las aristas de la problemática, pues cabe considerar también los altos costos asociados a la constitución de una garantía por escritura pública, a saber gastos notariales y de inscripción conservatoria.


Finalmente, en relación a lo señalado por la Honorable Senadora señora Matthei en cuanto al estudio de títulos, comentó que se ha observado lo que ocurre en sistemas comparados, y señaló con una solución posible para dar seguridad a los bancos, la existencia de un “seguro de títulos” que contratan los Bancos, como ocurre en el caso norteamericano. Lo anterior, en un estudio preliminar, disminuiría bastante los costos de quien constituye la garantía.


Continuando con su exposición, el gerente de la Cámara de Comercio sugirió incorporar al proyecto la posibilidad de emisión de certificados de garantías sobre cosas incorporales. A la luz de las legislaciones comparadas, podría establecerse la posibilidad  de  emitir  certificados  de fianza utilizando como contragarantía derechos reales o personales constituidos sobre cosas incorporales muebles. A modo de ejemplo, señaló el caso de las marcas, patentes industriales, propiedad intelectual sobre obras y software, entre otros, todos los cuales son susceptibles de apreciación pecuniaria en el mercado.


Por otra parte, y del modo que  expresaron ante la Cámara de Diputados, cree importante que el proyecto regule de manera explícita el equitativo acceso a los afianzamientos, así como los criterios con que estos se deben otorgar, de manera de evitar abusos que lleven a beneficiar a una porción menor de empresas de las que se podría beneficiar con este mecanismo. Por ello, la ley debiese fijar reglas claras y objetivas de distribución en base a proporcionalidad, prorrateo o frecuencia no acumulativa, de manera que exista un tratamiento justo y equitativo para todos los potenciales beneficiarios. Lo anterior adquiere mayor relevancia en la medida que existan garantías públicas o fondos del Estado involucrados. 


Por último, se refirió a la inquietud relativa al rol del Estado en las sociedades de garantía recíproca, en su calidad de aportante de recursos, una vez que la sociedad entra en operación. Es importante que el proyecto establezca la calidad que adquieren los organismos y servicios del Estado que eventualmente aporten fondos estas sociedades, es necesario preguntarse si éstos se transformarían en accionistas de las mismas en razón de dichos aportes, o bien el Estado va a tener un crédito contra la sociedad de garantía recíproca respectiva, o el Estado va a tener un papel en la administración de ella.


Si esto es así, es importante cuestionarse la compatibilidad legal de tener accionistas “públicos” y “privados” en una misma sociedad.


Finalizada la intervención del señor Ortiz, el Honorable Senador señor García planteó dos inquietudes. La primera relativa al rol de los bancos, en el sentido si resultaría lícito que ellos constituyan sociedades de garantía recíproca bajo la figura de una filial, lo que en su parecer de algún modo burlaría el fin del proyecto, pues la garantía quedaría igualmente ligada directamente al Banco. Ello por cuanto el proyecto nada dice sobre el particular.


En segundo término, consultó sobre la existencia de algún estudio que determine la baja real de los costos que se produce para el usuario del crédito, al operar por la vía de las sociedades de garantía, en lugar de constituir directamente la garantía a favor del banco que otorga el crédito.


El señor Montes, en respuesta a lo anterior, señaló que de acuerdo a la normativa propuesta, los bancos no podrían participar en la constitución de sociedades de garantía recíproca a través de una filial. Ello pues, al constituirse los Bancos como sociedades anónimas, sólo están autorizados para hacer lo que expresamente se autoriza por ley, y, del modo que señaló el Honorable Senador señor García, no se contempla esta posibilidad en el proyecto, no obstante haberlo solicitado reiteradamente durante el primer trámite constitucional, y en conversaciones con el Ministerio. La Ley General de Bancos sólo autoriza para constituir sociedades que complementen el giro financiero, lo que debe ser presentado ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En relación a la segunda de las preguntas formuladas, si bien señaló que las sociedades de garantía recíproca debieran ser un mecanismo que fomente un mejor uso de las garantías, precisó que desconoce la existencia de estudios al respecto.


El Honorable Senador señor Vásquez, por su parte, manifestó reparos en relación al mecanismo de emisión de los certificados. En efecto, le parece engorroso que el deudor efectúe el pago directamente al acreedor, y éste a su turno deba informar a la sociedad de garantía recíproca el incumplimiento; desburocratizaría el proceso que el pago lo efectuase el deudor a la sociedad, y ésta pagase al acreedor.


Indicó que no tiene duda que el certificado de garantía es un título de crédito, y agregó que está analizando proponer que tenga la calidad de nominativo, por lo que no tendría problemas de pérdida, de endoso, su cesión se rigiría por las normas del Código Civil, etcétera.


En relación a este tema, el señor Montes indicó que le parece que el proyecto contempla este sistema en atención a la libertad que tiene el deudor en cuanto a la elección del acreedor, y en el entendido que si el deudor no paga, la sociedad puede continuar con el pago. No obstante, en su opinión es una materia revisable desde la perspectiva planteada por el Honorable Senador señor Vásquez.


El Honorable Senador señor Vásquez, complementando lo ya manifestado, puso como ejemplo lo que ocurre con el leasing, en el que el comprador paga directamente a la empresa de leasing y no al proveedor. Agregó que existe un elemento adicional a considerar, y que es que si bien es efectivo que el certificado de garantía no produce novación, la que resulta en definitiva obligada es la sociedad de garantía recíproca, en caso de incumplimiento del deudor. En consecuencia, si se transforma este certificado de garantía en un título de crédito de carácter nominativo, y a partir de lo anterior, se opera directamente entre el deudor y la sociedad de garantía, simplifica la operación. El único problema sería la eventual insolvencia de la sociedad de garantía, pero se podría salvar comunicándolo el acreedor al deudor a fin que le continúe pagando directamente. Con este sistema, adicionalmente se elimina la necesidad de preferencia para el pago.


En cuanto a la posibilidad de que los Bancos constituyan sociedades de garantía recíproca, el Honorable Senador señor Vásquez manifestó haber analizado esta posibilidad con la Honorable Senadora señora Matthei, en orden que se permita por ley que los bancos puedan crear una sociedad de este tipo, pero con la limitación que ninguno de ellos pueda tener un porcentaje de no más de, a modo de ejemplo, un diez o quince por ciento, de manera que el deudor no quede indefectiblemente ligado con un solo Banco. La idea constituye un símil de “transbank”, pero de las sociedades de garantía recíproca.


La Honorable Senadora señora Matthei agregó que, con la fórmula planteada, se elimina la existencia de conflictos de interés.


En relación a la inquietud manifestada tanto por la Asociación de Bancos, cuanto por la Cámara de Comercio, en orden a que el proyecto no contempla incentivos, tales como beneficios tributarios, a fin de promover la inversión en este tipo de sociedades, el Honorable Senador señor Vásquez recordó que esa es una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Pizarro, en relación con lo anterior, llamó a analizar cuales serían los incentivos más eficientes en la materia. Esto pues, como ha planteado en sesiones anteriores, una de sus inquietudes está relacionada con los actores que van a tener el liderazgo en la constitución de estas sociedades.


En este punto, el señor Ortiz reiteró que, para la real efectividad de la iniciativa, es necesario atraer grandes inversiones, y no sólo limitarlo a asociaciones de pequeños empresarios. Ello involucraría un esfuerzo muy grande, con un impacto bajo. 


La Honorable Senadora señora Matthei se refirió luego a otro tema que ha sido planteado, que trata de la forma de llevar adelante el “período de transición” de las garantías existentes hoy en día, al sistema de sociedades de garantía recíproca. Pues de otro modo, habría que conformarse con el flujo proveniente de nuevas garantías, lo que estimó insuficiente. 


Los Honorables Senadores presentes, en atención a las importantes inquietudes planteadas en sus exposiciones por los distintos invitados, acordaron remitir a la señora Ministra de Economía un oficio que sintetizara los diversos aspectos referidos al proyecto planteados en el seno de la Comisión, como asimismo manifestar su especial interés profundizar en el análisis de temas como los relativos a los actores que estarían interesados en constituir una sociedad de garantía recíproca; los incentivos que otorgaría el Estado; la dimensión efectiva que éstas podrían alcanzar, y sus costos de operación, entre otros. Lo anterior, a fin de recabar la opinión de esa Secretaría de Estado sobre los mismos, con el objeto de tratarlos conjuntamente en una nueva sesión de la Comisión. 


Con tal propósito, con fecha 10 de mayo se remitió a la señora Ministra de Economía el oficio N° 221/E-2006, mediante el cual le fue remitido un documento de trabajo sobre diversos aspectos referidos al proyecto planteados por representantes de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras; de la Confederación de Comercio Detallista y Turismo de Chile; de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile – CONAPYME; de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile, y de la Cámara de Comercio de Santiago.


En respuesta a tales inquietudes, el señor Ministro de Economía, don Alejandro Ferreiro, y sus asesores, concurrieron a las siguientes sesiones que celebró la Comisión y expusieron ante sus integrantes los resultados de diversos estudios que habían realizado para abordar los temas planteados, contenido en un informe sobre viabilidad de las SGR, que fue presentado ante la Comisión.


En efecto, el señor Ministro de Economía indicó que la revisión de experiencias internacionales, en conjunto con la evaluación del desempeño del esquema de garantías disponible actualmente en el país, permiten al Ministerio de Economía fundar sus opiniones respecto de los siguientes aspectos:


Actores que estarían interesados en constituir una SGR;


Incentivos que otorgará el Estado;


Dimensión efectiva que podrían alcanzar estas sociedades, y 


Costos de operación de ellas.


Luego, el señor Ministro fue desarrollando cada uno de los puntos anteriormente señalados, junto con la Jefa de la División de Desarrollo Productivo, señora Rosella Cominetti, y la Asesora de la División de Desarrollo Productivo, señora Verónica Bate.

Actores que estarían interesados en constituir una SGR.


--Pequeños y medianos empresarios, potenciales usuarios de las SGR, constituidos en torno a una asociación gremial o una entidad regional. 


Los beneficios que les reportaría una empresa de esta naturaleza son:


Mejor acceso al financiamiento bancario y a propuestas públicas y privadas mediante fianzas y avales técnicos, en mejores condiciones de plazo y tasa de interés.


Asesoramiento técnico, legal y financiero y supervisión en términos de dirección financiera, integrado a una red empresarial en que la asociatividad será una consecuencia natural.


Liberación de la fidelización forzosa que impone la entrega de sus activos para caucionar a un solo acreedor. Permite al deudor optimizar el aprovechamiento de sus garantías, las que puede fraccionar –y así generar una mayor diversidad de opciones de crédito- y  acceder además a garantías adicionales, por la vía de la utilización de los sistemas de reafianzamiento que obtenga la SGR.


Mejora su competitividad al reducir los costos del financiamiento a niveles similares a los de empresas de mayor tamaño. 


Obtiene mejor acceso a información.


De acuerdo a las experiencias internacionales revisadas, la participación directa en la propiedad es percibida como valiosa en cuanto permite incidir en las decisiones de política y los contenidos de los estatutos de la sociedad. 


--Empresas Cooperativas. Estas entidades tendrían interés en constituir una sociedad de garantía recíproca (SGR), con el  objeto de mejorar las condiciones de crédito de sus socios. 


--Sociedades ligadas a instituciones financieras que buscan complementar negocios y aprovechar economías de escala, traspasar los riesgos y parte de los costos de la banca a la SGR, a la vez que optimizar los beneficios que obtiene la institución financiera relacionada, entre otros:  


Minimizar provisiones y castigos como consecuencia de un menor riesgo del segmento PYME;


Reducir gastos de cobranza, de evaluación de créditos y de administración de garantías, y


Crecimiento y diversificación de la cartera de clientes.


--También se aprecia el interés de SGRs extranjeras. Una SGR europea, por ejemplo, ha manifestado su interés en participar en la formación de una SGR en Chile, para  incrementar las posibilidades de negocio entre los pequeños y medianos empresarios locales y sus asociados en Europa.


--Gremios Empresariales. En su calidad de representantes de los intereses de los diferentes sectores y en atención a sus objetivos fundamentales -promover condiciones que faciliten la creación y mantención de iniciativas empresariales y generar un marco económico y legal que estimule la competencia en condiciones de equidad y el crecimiento de las empresas-,  el apoyo de los gremios es esencial en la formación de SGRs y los alcances que pueda tener el modelo.


Los Gobiernos Regionales debieran también interesarse en promover la creación de SGR, en el cumplimiento de su objetivo de impulsar el desarrollo económico de la región, maximizando los beneficios que la SGR reporta:


Incorpora recursos privados al financiamiento para el desarrollo regional, fortalece la estructura productiva y genera oportunidades de empleo.


Existe un efecto multiplicador de los recursos asignados. Los recursos que se destinan a créditos en forma  directa, pueden ser colocados una sola vez. En contraposición, aquellos que se destinen a afianzar operaciones, pueden respaldar un monto tantas veces superior como el máximo nivel de apalancamiento permitido, en función de las competencias en evaluación y control de riesgo que desarrollen las SGRs.

Incentivos que otorgaría el Estado


Hay tres líneas de apoyo a través de las cuales el Estado podría facilitar el desarrollo de la industria del afianzamiento:


Generar un instrumento de fomento que mitigue el costo de la migración de las garantías hacia las SGRs.  CORFO está modificando su programa “Subsidio a la Movilidad Bancaria“, de modo de hacerlo extensivo a la movilidad hacia las SGR, para las pequeñas empresas con un tope máximo de $ 540.000, en  el caso que éstas operaciones fueren gravadas con impuesto de timbres y estampillas.


Aporte de recursos públicos (CORFO, INDAP, etc.) para constituir los fondos de garantía que requieren la SGR para alcanzar niveles de operación y solvencia suficientes. El aporte de CORFO podrá ser apalancado  entre 2 y 3 veces.


Aporte de recursos CORFO al reafianzamiento de las operaciones ante las instituciones financieras, a través de su programa de Fondo de Cobertura de Riesgos, en la etapa de puesta en marcha del esquema, para respaldar la posición  de la SGR ante los acreedores.


Adecuación del marco legal vigente tal que aliente la competencia y el desarrollo del tejido empresarial del país, particularmente en los siguientes aspectos:


-La modificación de la Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas, en el sentido que  no haya doble tributación por los mismos recursos en caso de renegociaciones y migración de créditos entre instituciones financieras.


-Revisión de  los aranceles de notarios y conservadores para efectos del registro de operaciones y garantías.


-Liberación de la restricción de apalancamiento del FOGAPE, aumento de su capital en 20 mil millones y autorización al fondo para reafianzar los riesgos de las SGRs.

Dimensión efectiva que podrían alcanzar estas sociedades


De la revisión de experiencias internacionales se puede concluir que los sistemas de garantía están en expansión en el mundo, siendo el modelo de sociedad de garantía reciprocas el que concentra el mayor crecimiento en número de usuarios. Particularmente en América Latina los sistemas de sociedades de garantías reciprocas están tomando un nuevo impulso. Seis países han adoptado ya el sistema coexistiendo a igual nivel de actividad con otros programas de garantías. 


En España y otros países de Europa las fianzas otorgadas por las SGR crecen a tasas que superan el 20% anual.


Por otra parte, las PYMES en el país representan casi el 99% de las empresas formales de las que sólo  un 43% tiene acceso a financiamiento en el sistema
. Además,  según concluye un estudio reciente del Banco Mundial 
,  las empresas medianas y pequeñas con acceso limitado al crédito declaran que la principal causa de ello es la insuficiencia de garantías o la calidad de las mismas. Se concluye entonces que existe un espacio importante para el desarrollo de las actividades de afianzamiento en el país. 


La dimensión y nivel de penetración de las SGRs en el segmento dependerá principalmente del nivel de aceptación del modelo por parte del Sistema Financiero, para lo cual, son determinantes la solvencia de las SGRs y  la rapidez en el pago de las fianzas fallidas. 


La experiencia argentina muestra que desde 1997 a la fecha se han conformado 25 SGRs que atienden a más de 6.400 pequeñas y medianas empresas. Destaca que tres de ellas atienden a más de 1.000 deudores cada una. 


En conclusión:


-Existe mercado suficiente en Chile.


-El modelo genera beneficios para todos los actores que intervienen.


-Las experiencias internacionales muestran crecimiento en el volumen de operación y en el nivel de penetración del modelo.


-Los fondos de reserva crecen de manera significativa, mayormente por capitalización de resultados.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro sobre el interés que han detectado en constituir una sociedad de garantía recíproca, los representes del Ministerio señalaron que se estima que en principio se constituyan un mínimo de tres SGRs en la Región Metropolitana -donde se concentra 40% de las PYMES formales-, asociadas a gremios específicos y por ende con vocación sectorial. A lo menos tres SGRs más podrían constituirse en las principales regiones del país, en torno a entidades regionales, Valparaíso y Bio Bio  con un 10% de las PYMES formales cada una y Los Lagos, con un 6,6%.

Costos de operación  y viabilidad de las SGR


De las experiencias analizadas, las que han alcanzado un mayor  desarrollo son  las SGRs sin fines de lucro, en las que los recursos que integran el fondo de reserva para garantizar la solvencia, son propios de los socios beneficiarios generados en la capitalización de los resultados o bien,  recursos públicos sin costo o con costo subsidiado, por lo que el costo de operación de la SGR es bajo.  No así en el proyecto de ley de SGR chileno, en que los aportes al fondo de reserva patrimonial que no provengan de la capitalización de resultados, así como los patrimonios independientes y los aportes privados serán remunerados, excepto, tal vez, una fracción menor de los recursos de origen público.


Los ingresos relevantes de la operación en estas experiencias internacionales
 provienen de comisiones por garantías otorgadas (72% del total de ingresos) y de ingresos financieros generados en la inversión de los recursos propios y los fondos de reserva patrimonial (28%). En el caso de Chile, estas proporciones debieran variar en el sentido de reducir los ingresos financieros provenientes de inversión –producto de  las características de riesgo  de los instrumentos autorizados- e incrementar los ingresos por asesorías.


Los principales ítems de gastos, según se observa en estas experiencias, son los correspondientes a recursos humanos, que representa sobre 38% del ingreso corriente, y a gastos generales y de amortización por 21% del mismo.  En Chile serán también relevantes los gastos financieros por concepto de renta de los aportes reembolsables.


El margen de explotación en 2005 ha alcanzado a 41,6%, de donde se deducen las retenciones para fondo de insolvencia (12%) y fondo de Reserva Técnica (27% de los ingresos corrientes). En el caso de Chile, a diferencia de las experiencias argentina, española e italiana donde en esquema goza de importantes exenciones, se debe contemplar gastos tributarios superiores.


El incremento permanente que se aprecia en los fondos de garantía o de reserva técnica, que se nutren especialmente de la capitalización de los resultados, permiten concluir que las SGR tendrían una rentabilidad razonable. 


Visto desde la perspectiva de la conveniencia para los posibles usuarios, el impacto de la SGR en la tasa de los créditos PYME se produce en dos etapas: 


-Primero, la eliminación de la prima de riesgo como componente de la tasa, dada la mayor calidad y liquidez del certificado de fianza emitido por la SGR y respaldado en un 50% con el reafianciamiento de CORFO.


-Posteriormente, la tasa debería acusar el impacto de la baja de los costos administrativos, generada por menores requerimientos de  evaluación de créditos PYME (debiera llegarse a una situación en que se evalúa mayormente a la SGR aval), seguimiento de operaciones y cobranza.


Lo anterior, fue exhibido a la Comisión en el ejercicio “Comparativo de Costos de un nuevo Crédito”, cuya copia está disposición de los Honorable Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Como se pudo apreciar en el ejercicio, la diferencia de tasa permite, en los dos casos, enfrentar la comisión del aval y otros costos que debiera cargar la SGR en sus operaciones de aval, por lo tanto, los usuarios potenciales deberían tener interés en el esquema, particularmente los pequeño empresarios, que además contarán con subsidio a la movilidad.


Finalmente, el señor Ministro de Economía y asesores expusieron a los miembros de la Comisión los resultados de un ejercicio de simulación. 


En efecto, señalaron haber realizado un análisis detallado de los costos asociados a las operaciones que involucraría la migración hacia un nuevo sistema de garantías con SGR en base a diferentes escenarios, suponiendo que se prepaga un crédito otorgado a 48 meses, en el mes 24. Se estimó además, que el deudor no cuenta con los recursos para enfrentar los gastos de la migración, los cuales se incluyen en el crédito novado.  


Adicionalmente, se evaluó comparativamente el costo para deudores PYME, de un nuevo crédito otorgado en las condiciones actuales respecto de uno otorgado en un escenario en que ya no existe prima de riesgo -producto del canje de garantías reales insuficientes por certificado de fianza de la SGR, con 50% de reafianzamiento del fondo de cobertura de riesgo CORFO-, y otro otorgado cuando la tasa acuse el impacto de la reducción de gastos administrativos de crédito, acercándose a las tasas para grandes empresas.


Se identificó los beneficios que perciben los distintos actores del modelo con SGR.


Por último, se hizo una evaluación de prefactibilidad de una SGR, tomando como referencia el modelo español. 


A continuación, se describe cada ejercicio realizado identificando escenarios, supuestos y conclusiones, todos los cuales fueron expuestos y explicados a la Comisión con material gráfico de apoyo.  Copia del mismo se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


I.- Descripción del ejercicio 1 y los escenarios


Se evalúa el costo que significa para una pequeña y una mediana empresa trasladar sus créditos y garantías en cinco escenarios distintos, que van desde la situación actual a una en que existe el sistema de sociedades de garantías recíprocas y en que se ha modificado la ley de timbres y estampillas, en el sentido que el pago de este impuesto se hace una sola vez. Los escenarios definidos son:


Escenario 1: Empresa que traslada créditos y garantías de una institución financiera a otra, antes de la modificación de la ley de impuesto de timbres y estampillas, y en un esquema en que no existen las SGRs. 


Escenario 2: Empresa que traslada créditos y garantías de una institución financiera a otra, luego de la modificación de la ley de impuesto de timbres y estampillas.


Escenario 3: Empresa que traslada créditos a otra institución financiera y garantías a una SGR, antes de la modificación de la ley de impuesto de timbres y estampillas. 


Escenario 4: Empresa que traslada créditos entre instituciones financieras y traslada garantías a una SGR, luego de la modificación de la ley de impuesto timbres y estampillas. 


Escenario 5: Empresa beneficiaria de una SGR que solicita crédito a una Institución Financiera con garantía de Certificado de Fianza de una SGR o constituye caución en segundo grado a favor de la SGR, con el propósito de ampliar sus márgenes de crédito con su acreedor habitual. 


Los escenarios señalados fueron expuestos en diversos cuadros a la Comisión. Asimismo, fue entregado el material gráfico correspondiente, copia del cual se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los Honorables señores Senadores.


Los costos más relevantes asociados al crédito son comisión de prepago del crédito; costo del  nuevo crédito; el impuesto  de la ley sobre timbres y estampillas de este nuevo crédito. 


Los costos asociados a la movilización de las garantías reales dicen relación con el alzamiento de la garantía, la valorización del bien y la constitución de la misma a favor del nuevo acreedor, para lo cual se requiere de diversos certificados, estudios de título y posterior registro de la garantía. Son gravitantes los costos de registro del Conservador de Bienes Raíces, los notarios, los estudios de título y la tasación del  bien.



II.- Costo de Prepago al mes 24


Para cada escenario se evalúa el impacto en el costo para el deudor, medido en función de los intereses que debe pagar,  del crédito renegociado, incluido el saldo  necesario para enfrentar los gastos de la migración de las deudas y de las garantías hacia otra institución financiera o hacia una SGR, según corresponda.


Se observa que, con excepción del escenario 5, se genera una diferencia de intereses a favor del deudor, que, en el caso de operar con el aval de la SGR (escenarios 3 y 4), debe ser suficiente para enfrentar costo del aval, más el costo del reafianzamiento y una comisión de apertura.


Los resultados de la evaluación se incluyen en el “Ejercicio Costo de Prepago al mes 24”, que fue puesto a disposición de los Honorables Senadores de la Comisión.


III.- Resultados del ejercicio N° 1


Se calculó el monto de los gastos necesarios para migrar créditos y garantías en cada escenario y se determina que porcentaje es el gasto en relación al nuevo crédito renegociado.


Se concluye que este puede variar entre 7,06% y 1,5% en el caso de pequeñas empresas y entre 6,34% y  1,31% en el caso de medianas empresas.


Los principales resultados están contenidos en el “Evaluación de Escenarios”, que fue puesto a disposición de los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Economía.  Copia del mismo se encuentra en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los Honorables señores Senadores.


IV.- Comparativo de costos de un nuevo crédito


Se realizó además el ejercicio de otorgamiento de un nuevo crédito  a una pequeña y a una mediana empresa, en el esquema actual -sin SGR y sin modificación de la Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas- y en un esquema con SGR y con modificación de la Ley, para evaluar la conveniencia de migrar créditos y garantías hacia las SGR, en función de las bajas que se estima podrían darse en las tasas de interés que aplica la Banca.  


Los resultados de la evaluación fueron presentados en un gráfico expuesto ante la Comisión y cuya copia se encuentra a disposiciones en la Secretaría de la Comisión. Se concluye que la menor tasa que deben enfrentar los deudores en sus créditos con la banca producto de la fianza de la SGR y el reafianzamiento CORFO, genera un margen suficiente para hacerse cargo de los costos que cargaría la SGR en sus operaciones.


Sobre el particular, y ante una consulta del Honorable Senador señor Vásquez, la señora Cominetti explicó que en materia de los costos de la inscripciones del caso ante los Conservadores de Bienes Raíces, se tuvo en consideración los aranceles que para tal efecto cobra el Conservador de Bienes Raíces de Santiago.


V.- Beneficios del esquema de SGR para  los actores que intervienen, a saber, las PYMES, las Instituciones Financieras y el Estado.

Para las PYMES:


Facilita acceso al financiamiento;


Mejores condiciones de interés y plazo, en función del grado de maduración del sistema, y mayor diversidad de opciones de Crédito;


Mejores condiciones de acceso a propuestas públicas y privadas mediante fianzas y avales técnicos;


Obtención de  asesoramiento técnico, legal y financiero y supervisión en términos de dirección financiera;


Mejora la competitividad al reducir los costos del financiamiento a niveles similares a los de empresas de mayor tamaño y por asesoramiento profesional, dependiendo de maduración;


Mejor acceso a información;


Integración a una red empresarial que facilita la asociatividad;


Especialización del análisis del riesgo en el sector de actividad y tamaño del negocio, que impacta en una menor prima de riesgo y menores costos de administración;


Menores costos asociados a la administración de sus garantías. Los costos de movilizar garantías se incurren una sola vez; 


Menores costos de movilizar créditos entre instituciones crediticias;


Menor exigencia de contra garantía, las SGR acceden a sistemas de reafianzamiento, y


Liberación de la fidelización forzosa que genera el entregar sus activos para caucionar a un solo acreedor y optimiza el aprovechamiento de sus garantías reales y personales.


Ante una inquietud formulada por el Honorable Senador señor Pizarro, el señor Ministro explicó que, junto con los beneficios anteriormente señalados, existen otros que no se reflejan en la simulación, debido a que tal ejercicio se basó especialmente en los costos del traslado de una garantía, y que, dentro de ellos, el más importante sería la disminución de la tasa de interés ante un escenario de mayor competencia.


Para las Instituciones Financieras:


Reducir el riesgo para el segmento, minimizar provisiones y castigos;

Reducir gastos de cobranza;


Diversificar su Cartera de Crédito;


Incrementar su cartera de clientes, y 


Reducir costos de evaluación de su cartera, cuando el sistema opere en régimen.


El Honorable Senador señor García consultó sobre el fundamento que justifica el cobro de la Comisión por prepago por parte de los bancos y financieras, agregando sobre el particular que, tratándose de créditos de consumo, éste no se justificaría.


En respuesta a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor García, el señor Ministro indicó que existe un elemento de cautividad del acreedor respecto del deudor que determinaría dichos cobros, los que, en todo evento, no responden a precios regulados sino que éstos son determinados por el mercado.


Para el Estado:


Incorpora recursos privados al financiamiento para el desarrollo;


Existe un efecto multiplicador de los recursos asignados;

Fortalece la estructura productiva y genera oportunidades de empleo, y


Genera un efecto de demanda agregada, impacta en el volumen de las ventas y dinamiza el ciclo económico.


VI.- Estudio de Prefactibilidad de la SGR.


Tomando como referencia la información de los últimos cuatro años del modelo español, se proyectó el estado de resultados para 10 años de operación de una SGR, particularmente, la estructura de ingresos y gastos –ajustada al esquema que propone el proyecto de ley chileno- y, considerando las tasas de crecimiento por periodo de diversas experiencias internacionales, se definió tres escenarios: uno optimista; otro normal y uno más pesimista.


El escenario optimista, se basa en el impactante desarrollo del sistema en Argentina durante los últimos cuatro años. En el escenario normal, se considera el comportamiento del modelo español en los últimos 4 años, que a diferencia del argentino, es un modelo maduro que mantiene un crecimiento estable. Por último, para el escenario pesimitas, se suponen tasas de crecimiento lentas y relativamente bajas en comparación a las experiencias internacionales más conocidas.  

- - -
APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Pizarro y Vásquez. (Unanimidad. 4x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

De la Constitución y Características de las Sociedades de Garantía Recíproca


Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de Sociedades de Garantía Recíproca, las que deberán constituirse como sociedades anónimas y regirse por las normas contenidas en la ley Nº 18.046. Su objeto exclusivo será el que señala el artículo 3º de esta ley.


Sus accionistas podrán ser personas naturales o jurídicas que participan de la propiedad del capital social, tendrán los derechos y obligaciones que les confiere la ley y podrán optar a ser afianzados por la sociedad para caucionar determinadas obligaciones que contraigan, de conformidad a las normas de la presente ley.


Para todos los efectos legales las Sociedades de Garantía Recíproca serán consideradas como instituciones financieras.


Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Beneficiarios: las personas naturales o jurídicas que de conformidad al estatuto de la sociedad pueden optar a ser afianzados por ésta para caucionar sus obligaciones, de acuerdo con las normas de la presente ley.

b) Contrato de Garantía Recíproca: el celebrado entre los beneficiarios que soliciten el afianzamiento de sus obligaciones y la Sociedad, que establece los derechos y obligaciones entre las partes.


c) Certificado de Fianza: el otorgado por la Sociedad mediante el cual se constituye en fiadora de obligaciones de un beneficiario para con un acreedor.


d) Contragarantía: las cauciones entregadas por los beneficiarios a la Sociedad como respaldo del cumplimiento de las obligaciones que, a su vez, ésta les hubiese garantizado frente a terceros acreedores


e) Sociedad o Sociedades: Sociedad o Sociedades de Garantía Recíproca.

Artículo 3°.- Las sociedades de que trata esta ley, se regirán por las siguientes reglas específicas:


a) Su objeto será exclusivo, y consistirá en el otorgamiento de garantías personales a los acreedores de sus beneficiarios, con la finalidad de caucionar obligaciones que ellos contraigan, relacionadas con sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales.


Asimismo, las sociedades podrán prestar asesoramiento técnico, económico, legal y financiero a los beneficiarios y administrar los fondos a que se hace referencia en el artículo 32 y las contragarantías que se hayan rendido a su favor de conformidad con los pactos que se celebren entre las partes. 


b) El nombre deberá contener la frase “Sociedad de Garantía Recíproca”, o la abreviación “S.G.R”. La sigla de fantasía que adopte, en su caso, deberá también contener la señalada frase o su abreviación.


c) El capital social mínimo inicial deberá ser una suma equivalente a 10.000 unidades de fomento. En todo momento estas sociedades deberán mantener un patrimonio a lo menos equivalente al capital social mínimo inicial.


d) Estas sociedades no requerirán el acuerdo de la junta de accionistas para garantizar obligaciones de terceros, cuando la garantía sea otorgada en cumplimiento del objeto social, sin perjuicio de lo dispuesto en el estatuto de cada Sociedad de Garantía Recíproca.


Tal excepción será asimismo aplicable a las cooperativas constituidas para los efectos de esta ley.


Las obligaciones a que se refiere la letra a) del inciso primero deberán encontrarse dentro del giro de las actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales del beneficiario en las que éste sea el deudor principal. Estas obligaciones pueden provenir de:


1.- Operaciones de crédito de dinero u otras modalidades de financiamiento, como las señaladas en las letras siguientes de este artículo, que los beneficiarios adquieran o realicen con Bancos u otras instituciones financieras fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras u otras entidades públicas o privadas que dicha Superintendencia autorice;


2.- Saldos de precio por compra de bienes muebles o inmuebles;


3.- Operaciones de leasing, cuando éste importe un servicio de financiamiento;


4.- Contratos o actos jurídicos mediante los cuales el beneficiario se comprometa al cumplimiento de obligaciones derivadas de los mismos.


5.- Emisión de valores de oferta pública que efectúe el beneficiario, de conformidad con las disposiciones respectivas de la ley Nº 18.045, y


6.- Actos o contratos mediante los cuales el beneficiario transfiera créditos que posea contra terceros, adquiridos en el ejercicio de sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales y de los cuales deriven obligaciones subsidiarias o solidarias. En este caso, no obstará a la garantía el hecho que el beneficiario no sea el deudor principal.

Artículo 4°.- En ningún caso estas Sociedades podrán conceder créditos directos a sus accionistas ni a terceros.


La contravención al inciso anterior hará solidariamente responsables a los directores y ejecutivos que hayan participado en la decisión, por los perjuicios que ésta irrogue.


Artículo 5°.- Los estatutos de la sociedad deberán contener, además de las señaladas en el artículo 4º de la ley N° 18.046, las siguientes materias:


1. Requisitos para adquirir la calidad de accionista y de beneficiario.


2. La relación máxima entre el capital social que aporte cada accionista beneficiario y el importe máximo de las deudas cuya garantía éste solicite de la sociedad.


3. Las condiciones generales aplicables a las garantías que otorgue la sociedad y a las contragarantías que se constituyan a su favor.

TÍTULO II

De la Inversión de los Recursos y de los Fondos


Artículo 6°.- Los recursos de la Sociedad deberán ser invertidos en los instrumentos y otros bienes expresamente autorizados por su respectivo estatuto. Sin perjuicio de esto, la Sociedad tendrá la facultad de adquirir todos los bienes y servicios necesarios para iniciar sus operaciones y mantenerse en funcionamiento.


Artículo 7°.- La Sociedad deberá constituir un fondo de reserva patrimonial con cargo a los resultados de su operación, de un valor equivalente, al menos, al 20% del capital, que tendrá como única finalidad absorber las pérdidas futuras que generen las operaciones propias del giro.


La Sociedad sólo podrá repartir dividendos si la reserva patrimonial que mantiene es igual o superior al veinte por ciento del capital pagado.


Una vez completado el porcentaje del 20% del capital, el fondo señalado en este artículo se incrementará con los montos que se generen por la parte proporcional de las utilidades que correspondan a los accionistas beneficiarios, debiendo destinarse a lo menos un 25% de ese monto para aumentar dicho fondo.


En caso de disolución de la sociedad, el fondo de reserva patrimonial o su saldo, si existiere, después de pagadas las deudas sociales, será distribuido entre los accionistas en la forma que establece la ley.
TÍTULO III

De las Obligaciones y Derechos de los Accionistas


Artículo 8°.- El accionista beneficiario no podrá gravar ni enajenar sus acciones a ningún título, excepto a beneficio de la sociedad, mientras tenga obligaciones vigentes o con saldo insoluto afianzadas por la sociedad.


Artículo 9º.- Para tener derecho a la distribución de dividendos, los accionistas beneficiarios de servicios de afianzamiento no podrán encontrarse en mora en el cumplimiento de las obligaciones que la sociedad les hubiese caucionado a la fecha en que tal distribución se acuerde.

Artículo 10.- Los derechos sociales de los accionistas beneficiarios se suspenderán de pleno derecho en caso de mora o simple retardo en el cumplimiento de obligaciones que tuvieren con la sociedad o de las afianzadas por ésta.

TÍTULO IV

Del Certificado de Fianza y la Contragarantía


Artículo 11.- Las personas que soliciten a la Sociedad el afianzamiento de sus obligaciones, suscribirán previamente con ésta un contrato denominado “Contrato de Garantía Recíproca”, en el cual se deberá dejar establecido, a lo menos, lo siguiente:


a) Los bienes, cauciones y derechos que el beneficiario entregue para garantizar a la Sociedad las fianzas que ésta, a su vez, le proporcione por sus respectivas obligaciones;


b) El monto máximo de las obligaciones que la sociedad podrá afianzar al beneficiario;


c) El plazo de duración del contrato, que podrá ser indefinido;


d) Las modalidades y características de las garantías que rinde el beneficiario a la Sociedad, pudiendo pactarse una cláusula de garantía general, limitada a un monto máximo;


e) Los derechos y obligaciones de las partes, y


f) Las demás menciones que las partes acuerden.


No obstante lo señalado en este artículo, de conformidad con su estatuto, la sociedad podrá otorgar certificados de fianza sin la existencia de contragarantías.


El Contrato de Garantía Recíproca deberá protocolizarse ante notario o extenderse con la firma electrónica avanzada de los contratantes con anterioridad a que se inicie su ejecución. 


En ningún caso la inexistencia de este contrato, su cumplimiento o incumplimiento o los vicios o errores que éste contuviere, relativos a su formalización, suscripción o contenido, afectarán la validez del certificado de fianza.

Artículo 12.- La garantía que la Sociedad otorgue a sus beneficiarios se extenderá mediante la emisión de un Certificado de Fianza, en el cual se consignará la individualización de la Sociedad, del afianzado y del acreedor, la singularidad de las obligaciones afianzadas y el monto determinado o determinable al cual se extienda la fianza, sin perjuicio de los documentos o menciones adicionales que las partes convengan.


Podrán afianzarse obligaciones futuras, siempre que éstas se encuentren determinadas singularmente en el certificado respectivo.


El beneficiario quedará obligado frente a la Sociedad por los pagos que ésta efectúe en cumplimiento de las obligaciones garantizadas.


El Certificado de Fianza tendrá mérito ejecutivo para su cobro. En el juicio ejecutivo correspondiente a su cobro, la sociedad sólo podrá interponer las excepciones de pago de la deuda, prescripción, no empecer el título al ejecutado y concesión de prorrogas o esperas.


Salvo lo dispuesto en la presente ley, la fianza así otorgada se regirá por lo dispuesto en el Título XXXVI, del Libro Cuarto del Código Civil.


Artículo 13.- Si el beneficiario no cumpliere con las obligaciones afianzadas por la Sociedad, ésta procederá al pago de ellas, pudiendo optar entre:


a) Continuar con el calendario y demás modalidades de pago pactadas originalmente por el beneficiario con el acreedor. En este caso, si la sociedad pagare las deudas o cuotas vencidas a la fecha del requerimiento, dentro de los 30 días que siguen a éste, la cláusula de aceleración de la deuda que se hubiere pactado entre el acreedor y el deudor principal no se aplicará a la sociedad, mientras ésta cumpla, en lo sucesivo, con la obligación afianzada en la forma pactada;


b) Pagar el saldo insoluto de la obligación, en forma anticipada, de conformidad con el contrato respectivo o las disposiciones legales aplicables, y


c) Pactar, de común acuerdo con el acreedor, modalidades distintas de pago.


Para estos efectos, el acreedor deberá requerir el pago de la Sociedad, mediante carta certificada dirigida al domicilio de la misma, dentro de los seis meses siguientes al incumplimiento. 


La sociedad no gozará del beneficio de excusión que establece la ley.


En virtud del pago de todo o parte de la fianza comprometida, la Sociedad se subrogará en los derechos respectivos del acreedor, de conformidad a los contratos que liguen a las partes y a su calidad de fiador, pudiendo hacer exigible el valor total de la fianza otorgada al deudor principal y a sus codeudores o avales, cualesquiera que sean las modalidades con que la Sociedad pague las obligaciones afianzadas.


Artículo 14.- La obligación de la Sociedad para con el tercero acreedor se extingue por:


a) El pago de la obligación principal caucionada.


b) Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la Sociedad.


c) Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular.


Artículo 15.- Para acceder a la fianza de la Sociedad, el accionista beneficiario podrá constituir en favor de ésta, prenda sobre las acciones que posea en el patrimonio de la misma. A tales efectos, serán aplicables las disposiciones de la ley N° 4.287 de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios.

La sociedad podrá adquirir acciones de su propia emisión, sin necesidad de un acuerdo de la junta de accionistas, en el caso de ejecución de la garantía que señala el presente artículo o de dación en pago de las acciones prendadas, sin perjuicio de las normas generales que rigen la materia.
TITULO V

De la Regulación de las Sociedades


Artículo 16.- Para ejercer el giro de sociedad de garantía recíproca, se deberá acreditar previamente ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: 


a) Que se encuentran constituidas legalmente y tienen como giro exclusivo el desarrollo de las actividades a que se refiere esta ley; y que sus administradores no han sido condenados por crimen o simple delito, y 


b) Que tienen un patrimonio igual o superior a 10.000 unidades de fomento, acreditado en conformidad a las instrucciones que imparta la Superintendencia. 


Estas mismas circunstancias deberán ser acreditadas, además, anualmente ante la Superintendencia.


Artículo 17.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevará un Registro de Sociedades de Garantía Recíproca en el cual éstas se clasificarán en categorías A o B. 


Se incluirán en la Categoría A aquellas que, además de cumplir con todos los requisitos indicados en el artículo anterior, cuenten con un informe favorable de evaluación emitido por una entidad independiente de la sociedad, especializada en la materia, por lo menos en dos épocas distintas del año. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, en cualquier momento la Superintendencia podrá ordenar a una entidad evaluadora que efectúe una revisión a determinada sociedad, con cargo a ésta. 


Los informes de evaluación de estas entidades deberán responder a los requerimientos que la Superintendencia determine. 


Las entidades evaluadoras deberán estar inscritas en el Registro abierto con tal fin por la Superintendencia, y quedarán sujetas para estos efectos a su reglamento y control. 


Las sociedades que no cumplan con lo expuesto en el inciso segundo de este artículo se incluirán en la Categoría B.


Artículo 18.- La Superintendencia sólo considerará, para los efectos de la calificación de las garantías a las entidades bancarias y financieras, los certificados de fianza emitidos por las sociedades incluidas en la Categoría A del registro a que se refiere el artículo anterior. Estos certificados servirán de garantía para los efectos de la ampliación del límite individual de crédito a que se refiere el artículo 84, N° 1 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3 del año 1997, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 19.- Los estados financieros anuales de las Sociedades de Garantía Recíproca deberán ser auditados por auditores externos independientes inscritos en el registro de auditores a cargo de la Superintendencia de Valores y Seguros. En su dictamen, los auditores deberán emitir un juicio razonado sobre el cumplimiento, por parte de la respectiva Sociedad, de las normas de regulación referidas en el artículo precedente.


Artículo 20.- Los bancos, instituciones financieras y cooperativas de ahorro y crédito, deberán proporcionar a su respectivo ente fiscalizador, toda la información y antecedentes que éste les solicite, respecto de las obligaciones que se encuentren garantizadas por las Sociedades de Garantía Recíproca.

Asimismo, los acreedores de obligaciones que sean garantizadas por una Sociedad deberán proporcionar a ésta toda la información que les solicite sobre aquellas y acerca del comportamiento del deudor en el cumplimiento de sus compromisos, de manera veraz, suficiente, oportuna y completa.


El incumplimiento del acreedor a lo establecido en el inciso anterior lo hará responsable de los perjuicios que ello causare a la Sociedad, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondieren por las infracciones cometidas.


Artículo 21.- La Superintendencia podrá dictar instrucciones generales para la aplicación de la presente ley.

TITULO VI

Medidas para enfrentar Situaciones de Inestabilidad Financiera e Insolvencia


Artículo 22.- Cuando en una sociedad ocurrieren hechos que pongan en riesgo su situación financiera o solvencia y su directorio no hubiere normalizado tal situación dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de elaboración del estado financiero correspondiente, su administración procederá en la forma que dispone este artículo.


El directorio deberá convocar dentro del quinto día hábil, contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, a la junta de accionistas de la Sociedad, que deberá celebrarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la convocatoria, para que ésta acuerde el aumento de capital que resulte necesario para su normal funcionamiento. La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones y se enterará dicho aumento.


Si la junta de accionistas rechazare el aumento de capital en la forma propuesta o, si aprobado éste, no se enterare dentro del plazo establecido en el acuerdo respectivo, la Sociedad no podrá aumentar el monto global de las garantías otorgadas que aparezca del estado financiero a que se refiere el inciso primero de este artículo ni podrá efectuar inversiones, cualquiera que sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile.


Se presumirá, en todo caso, que en una Sociedad han ocurrido hechos que afectan su situación financiera o solvencia, cuando:


a) El patrimonio de la Sociedad, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al capital mínimo señalado en el artículo 3º.


b) Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, la Sociedad quedará en alguna de las situaciones previstas en la letra a) precedente.


c) Se hubiere otorgado garantías a un mismo beneficiario, dentro del giro, por sumas que sean superiores al 10% del patrimonio, sin las contragarantías que aseguren razonablemente la recuperación de los valores.


Artículo 23.- Si una sociedad de garantía recíproca cesa en el pago de una obligación, el gerente dará aviso inmediato al Directorio, quien deberá cumplir con lo establecido en el artículo 101 de la ley N° 18.046, sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley. Lo anterior no obsta al derecho de los acreedores afectados.


Artículo 24.- El Directorio de una Sociedad de Garantía Recíproca que revele problemas de solvencia que comprometan el pago oportuno de sus obligaciones, deberá presentar proposiciones de convenio a sus acreedores dentro del plazo de diez días contado desde que se haya detectado la falta de solvencia.


Artículo 25.- En caso que en la Sociedad respectiva ocurriere alguno de los hechos o situaciones previstas en el artículo 23, el gerente de la Sociedad deberá comunicarlo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, tan pronto esos hechos llegaren a su conocimiento. El incumplimiento de esta obligación podrá ser sancionado por la señalada Superintendencia de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 19° de la ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda.

En caso que la sociedad hubiese garantizado obligaciones contraídas con cooperativas de ahorro y crédito, dicha comunicación deberá dirigirse también al Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
Título VII

De la Disolución, Fusión y División de las Sociedades de Garantía Recíproca


Artículo 26.- La disolución, liquidación, división, fusión y quiebra de las Sociedades de Garantía Recíproca se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas, salvo las excepciones establecidas en la presente ley.


Artículo 27.- La disolución, división y fusión de una Sociedad de Garantía Reciproca requerirá contar con la autorización previa y por escrito de los dos tercios de los acreedores del total de las deudas garantizadas por la Sociedad en el ejercicio de su giro.


Las Sociedades de Garantía Recíproca sólo podrán fusionarse entre sí.


Artículo 28.- Salvo pacto en contrario de la Sociedad con los acreedores de las obligaciones afianzadas, las sociedades que surjan de una fusión o división de una Sociedad de Garantía Recíproca responderán solidariamente por las fianzas otorgadas por esta última con anterioridad a los acuerdos de fusión o división.


Artículo 29.- En caso de liquidación de una sociedad por quiebra de la misma, el síndico a cargo procederá a la transferencia de la totalidad de las fianzas que accedan a obligaciones vigentes, en la forma que determine, a través de una o más licitaciones públicas en las que sólo podrán participar otras sociedades de garantía recíproca que no se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el Titulo VI de la presente ley, la que deberá realizarse en no más de ciento veinte días contados desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declare la quiebra. Mientras penda este plazo y el deudor se encuentre cumpliendo la obligación de conformidad con las modalidades pactadas, el acreedor no podrá declarar el vencimiento de la obligación por la quiebra o insolvencia del deudor o fiador o por no cumplir el deudor con la obligación de prestar una nueva fianza.


No obstante, el síndico, con los acreedores de las obligaciones principales garantizadas de conformidad a esta ley, podrán concordar formas distintas para extinguir las fianzas.


La transferencia de las fianzas se hará, en todo caso, conjuntamente con las contragarantías rendidas por los respectivos deudores, en las mismas condiciones en que se encuentren pactadas a la fecha de la sentencia que declare la quiebra, y hasta su extinción de conformidad a la presente ley, lo que deberá constar en las bases de la licitación. Todo lo anterior con sujeción a las normas de la ley de Quiebras y a las referidas a la prelación de créditos contenidas en el Código Civil.


La Sociedad que adquiera la calidad de fiadora se subrogará en todos los derechos y obligaciones que hubieren sido pactados entre la fallida, el deudor y los acreedores de éste.


No será necesario que los beneficiarios de fianzas que sean transferidas a otras Sociedades de Garantía Recíproca se constituyan en accionistas de éstas, aun cuando sus estatutos  impongan tal obligación.


Asimismo, en el caso que una o más fianzas no fueren transferidas conforme al procedimiento señalado en el inciso primero de este artículo, el síndico, con el acuerdo de los acreedores del deudor respectivo, que tuviesen créditos afianzados por la Sociedad, podrán transferirles a éstos las contragarantías que el señalado deudor haya constituido a favor de la Sociedad en quiebra, siempre que este último no tenga otras obligaciones vencidas con la Sociedad.


En todo caso, las contragarantías rendidas por los beneficiarios caucionarán exclusivamente el pago de las obligaciones propias afianzadas por la Sociedad.

Artículo 30.- Transcurridos seis meses contados desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que declare la quiebra, las fianzas que caucionen obligaciones vigentes caducarán por el solo ministerio de la ley, de manera que las contragarantías que no se hubiesen transferido o extinguido por cualquier causa, pasarán de pleno derecho y con sus mismas calidades a garantizar las obligaciones del beneficiario, afianzadas por la Sociedad.


En caso que, según la ley, la transferencia de estos bienes, cauciones o derechos haya debido efectuarse mediante inscripción en un Registro Público, se inscribirá en el mismo la resolución que declara la quiebra, acompañada de la certificación del secretario del tribunal respectivo de que han transcurrido más de seis meses desde que la sentencia quedó ejecutoriada sin que la fianza se haya transferido o extinguido de conformidad con lo señalado precedentemente. Esta nueva inscripción deberá anotarse al margen de la inscripción original a través de la cual se constituyó el respectivo derecho.


Para la realización de las garantías indicadas en el inciso precedente, los acreedores del beneficiario cuyos créditos se hubieren afianzado por la que ha caído en quiebra actuarán, respecto de estos bienes, cauciones o derechos, sin ninguna preferencia unos respecto de otros, pagándose con ellos a prorrata de sus acreencias.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el síndico a cargo de la quiebra deberá poner en conocimiento de cada uno de los acreedores el nombre, rol único tributario y domicilio de los demás acreedores del respectivo beneficiario, debiendo ser citados todos en cada ejecución particular en la que se vaya a realizar alguna de estas garantías.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, el beneficiario podrá pactar con sus acreedores la sustitución de las garantías a que se refieren los incisos anteriores, de conformidad con las reglas generales o las normas de la presente ley.

Título VIII

Disposiciones Varias


Artículo 31.- Facúltase a los organismos y servicios públicos autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas, para que, de acuerdo a las respectivas normas que rigen su funcionamiento, proporcionen recursos a las Sociedades de Garantía Recíproca, con el fin de otorgarles créditos cuyo reembolso podrá quedar subordinado a la verificación o cumplimiento de alguna condición determinada.

Artículo 32.- Las entidades señaladas en el artículo anterior, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado, podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos con la única finalidad de afianzar las obligaciones que, por su parte, la Sociedad afiance y que constituyan el objeto del fondo, de conformidad con los fines, condiciones, modalidades y especificaciones que establezca la normativa interna del mismo.


Estos fondos constituirán patrimonios independientes del de la Sociedad respectiva y las operaciones de cada cual serán efectuadas por la Sociedad a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados. 


Los recursos de estos fondos sólo podrán ser invertidos en los instrumentos señalados en los números 1), 2), 3), 4), 5) con excepción de las sociedades de garantía recíproca, 6), 11), 17) y 18) del artículo 5° de la ley N° 18.815. 


Estos fondos se regirán, en cuanto fuere aplicable, conforme a las normas del Título V de la presente ley y del Título VII de la ley N° 18.815, con excepción del inciso cuarto del artículo 41, y de los artículos 42 y 43, sin perjuicio del reglamento que se dicte, para la aplicación de la presente ley.


Para todos los efectos legales, los fondos de garantía contra cuyos recursos la sociedad hubiere otorgado reafianzamientos, cofianzas o subfianzas por cuenta de estos fondos, seguirán el régimen jurídico que la presente ley ha establecido para las contragarantías que rindan los beneficiarios.

Artículo 33.- Autorízase al Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, establecido mediante el decreto ley N° 3.472, de 1980, para reafianzar las garantías que otorguen las Sociedades a que se refiere esta ley, según los márgenes y procedimientos que al efecto establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Para estos efectos, las Sociedades deberán participar en las licitaciones contempladas en el artículo 5° del decreto ley señalado precedentemente.


En cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero la referida Superintendencia podrá establecer normas destinadas a regular:


a) Modalidades de asignación de garantía, requisitos de las sociedades que opten al reafianzamiento, y mecanismos de asignación del mismo.


b) Márgenes globales e individuales de reafianzamiento, de la cartera de fianzas otorgadas por la sociedad y de sus afianzados, respectivamente.


c) Requisitos y condiciones para otorgar el reafianzamiento, en materias tales como la tasa de cobertura de la garantía, elegibilidad de deudores reafianzados, comisiones de utilización y administración, montos y plazos máximos de créditos reafianzados, complementariedad de garantías, garantías adicionales y exclusiones.


d) Procedimientos de constitución del reafianzamiento y de cobro de la garantía.


De todas estas materias se deberá dejar constancia en las bases de las licitaciones respectivas.


En ningún caso el monto total de la garantía directa otorgada por el Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, sumada al monto del reafianzamiento que éste otorgue a una Sociedad de Garantía Recíproca  podrá exceder para un mismo deudor, de los límites individuales de garantía contemplados en el decreto ley Nº 3.472, de 1980.


Artículo 34.- Podrán desarrollar el giro de Sociedad de Garantía Recíproca aquellas cooperativas que se constituyan especialmente para tal efecto, previa autorización del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Su constitución se regirá por las normas aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito y su fiscalización se hará de conformidad con las normas aplicables a las cooperativas de importancia económica, sin perjuicio de lo señalado en el Título V de la presente ley.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de abril, 03 y 15 de mayo, 18 de julio y 01 de agosto de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Fernando Flores, José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y Guillermo Vásquez Ubeda.

Sala de la Comisión, a 08 de agosto de 2006.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL Y LA LEY Nº 19.799, SOBRE DOCUMENTO ELECTRÓNICO, FIRMA ELECTRÓNICA Y SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN 

(3797-19)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República. 

Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro.


Asimismo asistieron, especialmente invitados por la Comisión, las siguientes personas: del Ministerio de Economía: el asesor jurídico, señor Carlos Rubio, y el asesor de la División Tecnológica, señor Alberto Cerda; y del Ministerio de Justicia: el asesor jurídico, señor Rodrigo Zúñiga.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, modificar el Código de Procedimiento Civil, para normar expresamente la admisibilidad de los documentos electrónicos en juicio, como asimismo su forma de incorporación, producción, impugnación y valoración. Por otra parte y en relación a lo anterior, modificar la ley N°19.799 sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas, con el objetivo de dar seguridad respecto a la fecha de los documentos electrónicos, introduciendo el concepto de “fecha electrónica”, que se funda en mecanismos tecnológicos capaces de dar certeza respecto al momento de otorgamiento o de suscripción de un documento, acto o contrato.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:


ANTECEDENTES LEGALES.

1.- Código de Procedimiento Civil, en particular el Párrafo 2, Título XI, Libro II, denominado “De los instrumentos”.


2.- Ley N°19.799 sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas.


Ambos cuerpos legales son modificados por el proyecto en estudio.


3.- Reglamento de la ley N°19.799 sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas, adoptado mediante decreto N° 181 de 09 de julio de 2002, del Ministerio de Economía.

4.- Código Civil, particularmente el Titulo XXI, del Libro IV, denominado “De la prueba de las obligaciones”.

ANTECEDENTES DE HECHO

En su Mensaje, su Excelencia el Vicepresidente de la República señala que, recogiendo los planteamientos de sectores académicos y privados, y reconociendo la actual tendencia mundial, el Gobierno se ha preocupado en forma constante por la modernización y el desarrollo del país, mediante el empleo de las tecnologías de la información y comunicaciones (TIC), con miras a incrementar la competitividad, fomentar la igualdad de oportunidades, permitir la expansión de las libertades individuales, mejorar la calidad de vida de los habitantes, y aumentar la eficiencia y la transparencia en el mercado.

Teniendo en cuenta estas finalidades, continúa, en abril de 2003 se constituyó el llamado “Grupo de Acción Digital”, presidido por el Coordinador Gubernamental de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, grupo que fue el resultado de un esfuerzo conjunto de sectores público y privado, y su trabajo estuvo orientado a definir una estrategia de país en materias tecnológicas, con miras a la celebración del Bicentenario en 2010, y un Plan de Acción para el período 2004-2006, el cual contempla un total de 34 iniciativas.

Fruto del debate surgido en el seno de ese Grupo, se llegó a la conclusión que el avance en la legislación para la sociedad de la información y la economía digital es un tema fundamental para el desarrollo de Chile. Para esto, es indispensable remover las numerosas limitaciones existentes en el ordenamiento jurídico.

El presente proyecto, señala Su Excelencia, se inserta en las finalidades señaladas con anterioridad. Mediante éste se pretende facilitar la presentación de los documentos electrónicos en juicio, de modo que sea hecha de un modo más efectivo y eficiente, y brindando la seguridad tecnológica y jurídica que demanda el sistema de administración de justicia. De este modo, se pretende estimular la aplicación del documento y la firma electrónica.


Para estos efectos, es necesario resolver ciertos aspectos poco claros en la actual legislación procesal y sustantiva en la materia, fundamentalmente relativos a la incorporación, producción, objeción y valoración de los mismos en juicio.

Como es sabido, señala, muchas veces, a pesar de la claridad del tenor de la ley, su aplicación se puede ver obstaculizada por cierto tipo de incompatibilidades. En este caso, la realidad de nuestro procedimiento judicial dificulta la operatividad del sistema y plantea, por cierto, la necesidad de crear las condiciones para que los documentos electrónicos puedan ser llevados a la realidad de un proceso escrito y con expedientes tangibles.

Se aboca a continuación a esbozar el contenido general del proyecto, el que en el contexto descrito, y partiendo de la base de las estructuras y categorías jurídicas tradicionales, recoge las modificaciones mínimas necesarias para asegurar que el documento electrónico pueda ser presentado y revisado adecuadamente en un proceso judicial, de manera que el juez pueda formarse una debida convicción probatoria respecto de él. En la actualidad, atendida la comprobada realidad de la práctica judicial, las modificaciones que se plantean en este proyecto son evidentemente necesarias. 

Para lograr el objetivo señalado, se plantea una adecuación del Código de Procedimiento Civil, pues pese a la existencia de un marco jurídico que legitima la utilización de documentos electrónicos y reglamenta el uso de la firma electrónica, no existe hoy en día una suficiente confianza en los actores para llevar a la realidad del proceso judicial las modernas tecnologías, ya sea como herramienta de ayuda a la gestión o bien como medio probatorio. 

En relación a este último punto, no obstante la admisibilidad de los documentos electrónicos en juicio, se hace necesario modificar la legislación en lo que se refiere a la forma en que aquellos deben incorporarse materialmente al proceso. Para esto, afirma, se requiere modificar el Código de Procedimiento Civil, en el sentido de normar expresamente su admisibilidad en juicio y la forma cómo estos documentos producirán prueba.

Por otra parte, es preciso también actualizar la ley N° 19.799 sobre firma electrónica, pues al analizar la forma en que ella ha operado, ha sido posible advertir que la fecha que se incorpora tecnológicamente a los documentos no da certeza respecto de la misma. Por esto, se hace indispensable el reconocimiento de técnicas y medios electrónicos dirigidos de manera directa a lograr dicho resultado. Se trata de herramientas que se encuentran disponibles en el mercado nacional e internacional, y que habitualmente se les conoce con el nombre de “Time Stamping”, sellado de tiempo o fecha electrónica, entre otros.


Agrega que siguiendo la modificación efectuada en la legislación española al régimen jurídico aplicable a las firmas electrónicas, por medio de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, el proyecto recoge la misma expresión allí utilizada, esto es, “fecha electrónica”, y le confiere un idéntico significado. De esta manera, se incorpora un mecanismo tecnológico capaz de dar certeza respecto al momento de otorgamiento o suscripción de un acto, contrato o documento. Como consecuencia de esta innovación, es indispensable adecuar el alcance del artículo 5º de la citada ley, en lo que respecta a los instrumentos privados que se encuentran suscritos mediante firma electrónica avanzada. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la sesión celebrada para discutir en general el proyecto de la referencia, la Comisión escuchó la presentación del mismo, efectuada por el asesor de la División Tecnológica del Ministerio de Economía, señor Alberto Cerda

El señor Cerda hizo una referencia a los antecedentes del proyecto y señaló que el Gobierno definió, conjuntamente con entidades empresariales, académicas y de otros poderes del Estado, prioridades para generar condiciones que permitan al país avanzar decididamente hacia la Sociedad de la Información. Se definieron medidas que contribuyen a poner al Estado en línea, la masificación de las nuevas tecnologías, el desarrollo del comercio electrónico y la disposición de un marco jurídico acorde a las exigencias de la economía digital. Todo ello condujo a la formulación de una Agenda Digital, uno de cuyos puntos fue precisamente disponer de un marco jurídico que permitiese brindar seguridad ante el evento de presentarse un documento electrónico en juicio.

Señaló que al efecto se constituyó un Grupo de Trabajo sobre la materia, integrado por representantes del Gobierno (Ministerios de Justicia y Economía), de la academia (académicos de la Universidad de Chile, especialistas en derecho procesal y en derecho informático) y de estudios jurídicos privados. Los estudios de este grupo de trabajo arribaron a la conclusión de que era menester realizar ciertos cambios en el texto actual de la ley N° 19.799 sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas, los que se definieron como objetivos del proyecto de ley que el Ejecutivo remitió como Mensaje a la Cámara de Diputados y que constituye el antecedente del proyecto en estudio.

Enunció luego cuales son los objetivos del proyecto, entre los que destacó, por una parte, establecer un mecanismo de sellado de tiempo “time stamping”, tratándose de firma electrónica avanzada, y por la otra, incluir reglas sobre la incorporación, producción, impugnación y valoración de la prueba electrónica en juicio.


El señor Cerda se refirió con más detención a los dos objetivos enunciados.  En primer término, en relación al time stamping o sellado de tiempo indicó que el problema es que el actual texto de la ley N° 19.799 no obliga a disponer de un sistema de sellado de tiempo de los documentos electrónicos, y en consecuencia no hace prueba sobre tal punto. Este problema se produce sólo tratándose de los documentos privados suscritos con firma electrónica avanzada, pues en ellos no es posible hacer prueba respecto de la fecha de su otorgamiento. Destacó que en materia de actos jurídicos la hora es muy relevante, pues determina, por ejemplo, la legislación aplicable y la capacidad de la persona.

No se presenta este problema en los documentos públicos suscritos con firma electrónica avanzada, pues en ellos, según nuestro sistema jurídico, la sola intervención del ministro de fe o funcionario público hace prueba en cuanto a la fecha, así por ejemplo en el caso del Oficial del Registro Civil que interviene en un matrimonio o del Notario que interviene en un contrato celebrado ante él.


Tampoco se presenta en el caso de documentos privados suscritos con firma electrónica simple, pues, según las reglas generales, ellos no hacen fe o prueba respecto de terceros en cuanto a la fecha de su otorgamiento.

Ante el problema descrito, se plantea como solución el incorporar el sistema de fechado electrónico en los documentos suscritos con firma electrónica avanzada. El proyecto de ley, precisó, se encarga de establecer un concepto de fechado electrónico y fija las reglas generales del servicio, dejando su desarrollo a la potestad reglamentaria, tal cual se hizo en su oportunidad con la ya tantas veces nombrada ley de firma electrónica, dando mayor flexibilidad a la actualización de disposiciones de un carácter esencialmente técnico.


Como se señaló, el segundo objetivo del proyecto se refiere a distintos aspectos del documento electrónico en juicio.


Al respecto, el señor Cerda señaló que no existen reglas procesales para la incorporación de documentos electrónicos como prueba en juicio, así como mecanismos procesales para producir tal prueba e impugnarla, en su caso. En efecto, continuó, no resulta clara la forma en que debe incorporarse en un juicio un documento electrónico como prueba, así como la producción e impugnación u oposición a tal prueba. 

A modo de ejemplo, planteó interrogantes tales como: ¿debe entregarse el documento electrónico en formato digital o impreso?, ¿qué pasa si el impreso tiene dimensiones que lo hacen inmanejable?, ¿qué hará el juez con él?, ¿cómo puede la parte que carece del software apropiado conocer el documento? ¿desde cuándo se cuenta el plazo para impugnar tal prueba?. La ausencia de respuestas claras para estas preguntas provoca que los operadores jurídicos, los abogados, no recomienden a sus clientes el empleo de la firma electrónica, concluyó.


Se ha formulado como forma de subsanar el problema planteado, modificar el Código de Procedimiento Civil, contemplando una audiencia de producción de la prueba, a partir de la cual se computan plazos para impugnarla, según las reglas generales. Destacó en este punto el carácter de supletorio de las normas de ese cuerpo legal, en relación a otros procedimientos tales como de familia, laborales, etc.


En efecto, el proyecto de ley establece que la prueba documental electrónica puede ser incorporada como tal en juicio. Sin embargo, en este caso es necesario que se realice una audiencia de percepción de la prueba, se trata de una audiencia en la cual el tribunal y las partes interesadas podrán ver el documento y, en caso que el tribunal no dispusiera de elementos técnicos para producir la prueba, será la parte que presenta el documento la que deberá proveerlos. Sólo una vez que se ha producido la percepción de tal prueba es posible comenzar a contar el plazo para impugnar los documentos, y, en este punto, se siguen las reglas generales.

Cabe consignar que el diseño de la solución propuesta por el proyecto de ley, indicó, recoge la experiencia habida en España, a raíz de la reciente reforma de procedimiento en materia civil y, a la vez, las mejores prácticas adoptadas por los tribunales nacionales en la materia.


Agregó que el proyecto contribuye a brindar seguridad jurídica a quienes pretenden hacer uso de sistemas de firma electrónica, ya que otorga seguridad en cuanto a la fecha de los documentos, al disponer de mecanismos de time stamping o fechado electrónico, lo cual es particularmente importante tratándose de documentos privados suscritos con firma electrónica avanzada, según lo manifestado anteriormente. Asimismo hay seguridad respecto del procedimiento a emplearse para incorporar como prueba un documento electrónico en juicio, y en cuanto al procedimiento judicial empleado para producir, impugnar y valorar un documento electrónico como prueba en juicio.


Finalizada la exposición del señor Cerda, los Honorables Senadores presentes formularon comentarios y observaciones sobre el proyecto.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que, en su entender, el proyecto debiera ser estudiado, para los efectos del segundo informe, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en la medida que modifica el Código de Procedimiento Civil.


Asimismo, llamó a tener presente en la materia, además de los cuerpos legales señalados, el Código Orgánico de Tribunales, que junto con el ya mencionado Código de Procedimiento Civil y el Código Civil, constituyen la normativa aplicable a los instrumentos. Cabe analizar si es necesaria su modificación, agregó.


Al respecto, el señor Cerda manifestó que ello no sería necesario, al menos actualmente, en atención a dos aspectos. En primer término, pues la ley sobre firma electrónica, entre las hipótesis en que la firma electrónica no opera, establece el caso de los actos y contratos que supongan la concurrencia personal de las partes, por lo que gran parte de las actuaciones notariales no se pueden verificar por medios electrónicos. Por otra parte, la ley admite la incorporación de firma electrónica en los actos de notarios, conservadores y archiveros judiciales, y la Comisión de Modernización de la Corte Suprema estudia un proyecto de Auto Acordado para regularlo, pero ello no alcanza el punto de generar instrumentos públicos electrónicos. 


A solicitud del Honorable Senador señor García, el señor Cerda dio algunos ejemplos de uso de firma electrónica avanzada, refiriéndose, por ejemplo, a las operaciones de comercio electrónicos entre empresas, también señaló que la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras estudia la posibilidad de incorporarla en transacciones electrónicas que los clientes bancarios realizan por sobre ciertos montos.


Asimismo, el Honorable Senador señor García consultó respecto del efectivo uso actual  de la firma electrónica.


El señor Cerda manifestó que existen en el mercado aproximadamente cinco mil dispositivos de firma electrónica avanzada, cifra bastante baja debido, en gran medida, a los inconvenientes planteados precedentemente. La Asociación Bancos e Instituciones Financieras, de prosperar la iniciativa de incorporar la firma electrónica avanzada a ciertas transacciones bancarias, espera incorporar cuarenta y cinco mil dispositivos al mercado, en el lapso de un año y medio.
- - -
APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores García y Pizarro (Unanimidad) (3x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil.


1) Agrégase el siguiente número 6, nuevo, en el artículo 342:


“6. Los documentos electrónicos suscritos mediante firma electrónica avanzada.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 348 bis nuevo:


“Artículo 348 bis. Presentado un documento electrónico, el Tribunal citará para el 6° día a todas las partes a una audiencia de percepción documental. En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir a la audiencia con dichos medios.


Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la audiencia tendrá lugar donde éstos se encuentren, a costa de la parte que los presente.


En caso que el documento sea objetado, en conformidad con las reglas generales, el Tribunal podrá ordenar una prueba complementaria de autenticidad, a costa de la parte que formula la impugnación, sin perjuicio de lo que se resuelva sobre pago de costas. El resultado de la prueba complementaria de autenticidad será suficiente para tener por reconocido o por objetado el instrumento, según corresponda.


Para los efectos de proceder a la realización de la prueba complementaria de autenticidad, los peritos procederán con sujeción a lo dispuesto por los artículos 417 a 423.


En el caso de documentos electrónicos privados, para los efectos del artículo 346, N°3, se entenderá que han sido puestos en conocimiento de la parte contraria en la audiencia de percepción.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.799.


1) Agrégase en el artículo 2° la siguiente letra i), nueva:


“i). Fecha electrónica: conjunto de datos en forma electrónica utilizados como medio para constatar el momento en que se ha efectuado una actuación sobre otros datos electrónicos a los que están asociados.”.


2) Reemplázase el número 2 del artículo 5º de la ley Nº 19.799, por el siguiente:


“2. Los que posean la calidad de instrumento privado, en cuanto hayan sido suscritos con firma electrónica avanzada, tendrán el mismo valor probatorio señalado en el número anterior. Sin embargo, no harán fe respecto de su fecha, a menos que ésta conste a través de un fechado electrónico otorgado por un prestador acreditado.


En el caso de documentos electrónicos que posean la calidad de instrumento privado y estén suscritos mediante firma electrónica, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.”

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 01 de agosto de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto ( Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores José García Ruminot y Guillermo Vásquez Ubeda.



Sala de la Comisión, a 07 de agosto de 2006.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXTIENDE DERECHO DE MADRES TRABAJADORAS A AMAMANTAR A SUS HIJOS AUN CUANDO NO EXISTA SALA CUNA

(1758-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señoras  Isabel Allende, Fanny Pollarolo, Marina Prochelle y Martita Wörner y señores Rubén Gajardo, Alejandro Navarro,  Aníbal Pérez, Exequiel Silva y Edmundo Villouta.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión, en su última sesión, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez.



A una o a las dos sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley, celebradas en el año 2005, concurrieron, además de los miembros de la Comisión, en el ejercicio de los cargos que ocupaban a la época, el Honorable Diputado señor Alejandro Navarro Brain; el Ministro del Trabajo y Previsión Social, Subrogante, señor Cristóbal Pascal; el Jefe de Gabinete de esa Secretaría de Estado, señor Felipe Sáez; el asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, y la asesora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Patricia Silva.


A una o a las dos sesiones celebradas a partir del 19 de julio de 2006, asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade; el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, y el asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río. Por el Servicio Nacional de la Mujer, concurrieron la Ministra Directora señora Laura Albornoz, acompañada del Abogado Jefe del Departamento de Reformas Legales, señor Marco Rendón, y la Abogada de ese mismo Departamento, señora Carolina Espinosa.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Extender el derecho de las madres trabajadoras para dar alimento a sus hijos menores de dos años, aun cuando no estén en una sala cuna.

- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



A. ANTECEDENTES JURÍDICOS



I.- El Código del Trabajo.



El Título II, "De la Protección a la Maternidad", del Libro II, "De la Protección a los Trabajadores", artículos 194 a 208.



II.- La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1979.



Esta Convención fue aprobada por Chile el año 1989, y publicada en el Diario Oficial de 9 de diciembre del mismo año.


Sus artículos 1 y 2 condenan la discriminación contra la mujer en cuanto se le menoscabe o anule el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera, comprometiendo a los Estados Partes, entre otras materias, al establecimiento de la protección jurídica de los derechos de la mujer, a tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra ella practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas y a adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyen discriminación contra la mujer.



El artículo 11 preceptúa a los Estados Partes la adopción de medidas destinadas a la eliminación de la discriminación femenina en la esfera del empleo, con el fin de asegurar, entre otros, el derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, inclusive la salvaguardia de la función reproductora. Por otra parte, dispone alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños.


Finalmente, el artículo 12, numeral 2, establece que los Estados Partes deberán garantizar a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.


III.- La jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo.


Este organismo ha emitido numerosos dictámenes sobre la materia del proyecto, tanto respecto a las disposiciones del texto vigente del Código del Trabajo, artículos 203 y 206 (que en la anterior numeración eran los artículos 188 y 191), como a las correspondientes a los artículos 102 y 105 del decreto ley Nº 2.200, de 1978, que contemplaban iguales textos, respectivamente.


Estos dictámenes son, entre otros, los siguientes: Nºs. 2.337, de 1979; 1.674, de 1986; 7.489, de 1992; 2.615 y 4.201, de 1994, y 4.412, de 1999.


Los señalados dictámenes, en sus conclusiones, han señalado uniformemente que  "del tenor de los preceptos en comento se desprende claramente que la norma establecida en el artículo 206 del Código del Trabajo es complementaria de lo preceptuado en el artículo 203 del mismo cuerpo legal, determinando la forma de aplicar o hacer efectivo el derecho a "dar alimento" a los hijos que la última de las disposiciones nombradas confiere a las trabajadoras que concurren a la sala cuna, razón por la cual aquella debe entenderse exigible sólo en la medida que las empresas estén obligadas a mantener dicha sala cuna.".


"De las mismas normas se colige que, estando obligadas a conceder el permiso de que se trata solamente aquellas empresas que tienen la obligación de mantener sala cuna, únicamente puede exigir el referido tiempo la madre trabajadora que presta servicios para una de tales empresas que deben cumplir dicha obligación y en la medida que efectivamente lleve al hijo al establecimiento, pero no aquella que lo deja en su hogar o en otro sitio.".


IV.- La jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República.


El organismo contralor se ha pronunciado en numerosas oportunidades sobre la materia, en el ámbito de su competencia. Estos dictámenes son, entre otros, los siguientes: Nºs. 34.024, de 1993; 20.742, de 1994; 3.801, de 1995; 32.788, de 1996; 13.120, de 1997, y 3.161, de 2000.


La Contraloría invariablemente ha resuelto que "el legislador no ha supeditado en modo alguno el ejercicio del derecho de las madres para alimentar a sus hijos menores a la circunstancia de que el establecimiento donde se labore tenga sala cuna, toda vez que, la existencia de ésta se encuentra vinculada al número de trabajadoras que se desempeñen en el establecimiento, existiendo la obligación de que el empleador habilite tal dependencia si cuenta con veinte o más trabajadoras y eximiéndose de esa responsabilidad si el número de personal femenino es inferior a esa cifra.".


Agrega, el organismo contralor, que las normas examinadas -artículos 203 y 206- se encuentran insertas en el Título II del Libro II del Código del Trabajo, "De la protección a la Maternidad", y haciendo especial referencia a su artículo 194, inciso tercero, concluye: "que las normas referidas en caso alguno restringen los beneficios de la institución a un determinado grupo de trabajadoras sino que por el contrario se refieren a "todas las trabajadoras que dependan de cualquier empleador", por lo que, no efectuando los artículos pertinentes distinción alguna sobre el particular, no es lícito al interpretar su tenor realizarla.".


Por último, la Contraloría ha dictaminado también que "resulta procedente que la alimentación del menor se efectúe en el domicilio en aquellos casos en que el Servicio en que labora la madre no cuente con sala cuna, como asimismo en aquellas situaciones excepcionales en que, disponiendo el Servicio de dicha dependencia, concurren circunstancias de tal naturaleza que imposibilitan la asistencia del menor a la sala cuna, como lo es, por ejemplo, el estado de salud de éste.".

B. ANTECEDENTES DE HECHO



La Moción que dio origen a este proyecto de ley denota que la mujer a lo largo de los años ha asumido su capacidad como sujeto provocador de cambios y definidora de sus intereses, hecho reconocido por nuestro país al suscribir diversos instrumentos internacionales que buscan el amparo y fortalecimiento de la creciente inserción de la mujer en el mundo laboral, social y político, siendo uno de ellos la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de la Naciones Unidas en el año 1979, y ratificada por Chile en 1989.


Agrega que, en los últimos años, la legislación laboral chilena ha dado grandes pasos en lo tocante a conferir un marco práctico a los principios contenidos en dichos instrumentos internacionales, mencionando, a modo de ejemplo, la ley Nº 19.408 que consagró en el artículo 203 del Código del Trabajo la obligación de mantener salas cunas respecto de los centros o complejos comerciales administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen entre todos, veinte o más trabajadoras.


La Moción, en su fundamentación, explica que su razón de ser guarda relación con la interpretación conjunta que se ha dado al artículo 203 con el artículo 206, ambos del Código del Trabajo, en orden a subordinar la segunda disposición a lo preceptuado en la primera de ellas. Es así que la Dirección del Trabajo ha sostenido en forma reiterada y uniforme que a las empresas que no están obligadas a mantener salas cunas, tampoco les es exigible que otorguen permiso a las madres para dar alimento a sus hijos en sus propios hogares o en el lugar donde permanezcan mientras ellas laboran, ya que la disposición del Código del Trabajo sólo es aplicable si las empresas están obligadas a mantener salas cunas.


Agrega que la interpretación dada, no se aviene con el espíritu general de la legislación y, en especial, con el de la Constitución Política, atendiendo, además, a que el derecho de alimento de los hijos se estableció como una franquicia independiente orientada a proteger el desarrollo de los menores con prescindencia de otros derechos de seguridad social que puedan corresponderles.


Por otro lado, agrega la Moción, a pesar que la Contraloría General de la República ha zanjado la discusión producida, la vaguedad interpretativa ha prevalecido, haciéndose necesario complementar el artículo 206, en cuanto a dejar establecida su clara independencia operatoria respecto de lo dispuesto en el artículo 203, con el objetivo de poner término a una frecuente forma de discriminación que afecta a un porcentaje importante de las trabajadoras del país.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

En la primera sesión, celebrada el 11 de mayo de 2005, el Honorable Diputado señor Navarro -actual Senador- reiteró los fundamentos de la Moción, enfatizando que se enmarca en el contexto de dar mayor igualdad en el trato a las mujeres trabajadoras.  Agregó que en la génesis de este proyecto hay un análisis del artículo 206 del Código del Trabajo, que establece el derecho de dichas mujeres para dar alimento a sus hijos, particularmente en lo vinculado con la lactancia materna.


Ahora bien, Su Señoría precisó que, lamentablemente, la Dirección del Trabajo, en forma reiterada, ha señalado que el derecho establecido en el aludido artículo 206 debe sujetarse, en su interpretación y aplicación, al artículo 203 de dicho cuerpo legal -relativo al derecho a sala cuna-, lo que significa que aquél derecho sólo sería exigible en tanto exista este último.


Tal interpretación, afirmó, es muy restrictiva y, para enmendar esta situación, se presentó la iniciativa legal en informe, especialmente teniendo en cuenta que numerosos estudios científicos demuestran los grandes beneficios de la lactancia materna, particularmente para la salud de los niños menores de un año y sus madres, lo que, además, se traduce en costos más bajos para los sistemas de salud.


Más aun, tales estudios califican dicha lactancia y su reconocimiento como irremplazable, no sólo desde la perspectiva nutritiva, sino, también, en el plano del desarrollo afectivo y psicomotor en la relación madre-hijo.


Su Señoría subrayó que este derecho a dar alimento se puede llevar a la práctica mediante fórmulas, tales como, el ingreso de la mujer trabajadora a sus labores una hora antes o su salida una hora después, cuestión que ocurre actualmente respecto de algunos empleadores y sus trabajadoras.


Cabe señalar que a continuación Su Señoría hizo entrega de un conjunto de documentos emanados de instituciones y científicos especialistas en la materia, que, en lo fundamental, dan cuenta de las ventajas de la lactancia materna y los beneficios que ella representa para un mejor desarrollo de madre e hijo. Estos antecedentes, que fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión, se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


El asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que esa Cartera apoya esta iniciativa, en tanto apunta en la dirección correcta, beneficiando a las trabajadoras y también a sus empleadores, sin perjuicio de los perfeccionamientos que puedan efectuarse a su texto para una mejor aplicación de la normativa en cuestión.


En efecto, el proyecto busca fortalecer los mecanismos que faciliten la inserción de la mujer en el mundo del trabajo, avanzando hacia un trato más justo e igualitario de las trabajadoras.


Agregó que la interpretación que ha hecho la Dirección del Trabajo respecto de la aplicación del derecho establecido en el artículo 206 del Código del Trabajo, resulta restrictiva en cuanto a la universalidad del derecho a dar alimento. En esta línea, el proyecto es positivo, pero no debe perderse de vista que nuestro esquema productivo presenta una serie de dificultades, principalmente originadas por la lejanía de los centros urbanos respecto de los centros laborales y los problemas del transporte -lo que también se da en ciertos sectores rurales-. Hacerse cargo de estas consideraciones de carácter práctico, precisó, evitará que esta iniciativa legal sea letra muerta.


El señor asesor informó que el Ejecutivo tiene algunas observaciones al proyecto -que se formularán oportunamente-, que recogen lo que, respecto de esta materia, ocurre en la práctica en muchas empresas, por la vía de los acuerdos entre las partes. La idea, pues, es establecer un margen flexible de negociación entre el empleador y la madre trabajadora.


Recalcó que tales observaciones apuntan en el sentido de que en la ley se establezca la exigencia de un acuerdo previo entre dichas partes, sobre la base de las siguientes alternativas: que el derecho a dar alimento a los hijos pueda verificarse en cualquier momento dentro de la jornada laboral, dependiendo de la naturaleza de las funciones; que se divida la solicitud de la interesada en dos porciones de tiempo, si la cercanía geográfica lo permite; o que se adelante el inicio de la jornada en una hora o se retrase su término en ese tiempo.


Por su parte, la entonces asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Patricia Silva, coincidió con lo expresado por el representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, destacando que el SERNAM respalda esta iniciativa, atendida la restricción, ya señalada, para que las madres trabajadoras den alimento a sus hijos. Precisó que, de todas maneras, sería adecuado buscar las fórmulas que permitan hacer efectivo este derecho en la práctica.


El Honorable Senador señor Parra, si bien manifestó su satisfacción por la postura del Ejecutivo sobre la materia, expresó que la solución del problema pasa por la universalización del derecho a sala cuna, recordando que, en su momento, el Senado analizó una iniciativa legal en esa línea, de autoría del ex Senador señor Sergio Bitar, que se inmovilizó a la espera de una indicación que enviaría el Gobierno, la cual hasta la fecha no se ha formulado.


El Honorable Senador señor Ríos hizo presente que, si como ha sucedido en otras partes del mundo, Chile sigue desarrollándose mediante el fortalecimiento del trabajo de la micro, pequeña y mediana empresa, existirán muchísimas unidades productivas que contarán con dos o tres trabajadores, por lo que la universalización del derecho a sala cuna es de difícil aplicación práctica. Más aun, el extender tal derecho, simplemente por la vía legal, dificultaría la inserción laboral de la mujer.


Su Señoría remarcó que, si bien el derecho de la madre trabajadora a dar alimento a sus hijos, particularmente en relación con el período de lactancia materna, es algo natural y la ley así lo reconoce, aquél debe hacerse efectivo mediante fórmulas imaginativas que no compliquen la relación laboral, eventualmente, basadas en aportes del Estado, sin perjuicio de los que haga el sector privado.


El señor Senador insistió en que este tema debe analizarse con una connotación más amplia, ya que, en el mundo laboral, se dan distintas realidades; así, en el sector rural este problema casi no existe, debido a la forma en que se da la vida y el trabajo en el campo.


Por otra parte, Su Señoría enfatizó que, al estudiar esta materia, resulta oportuno tener en cuenta que, según antecedentes emanados del Instituto Nacional de Estadísticas, el año 2018 llegaría a su fin el crecimiento vegetativo en Chile, lo que significa que los nacimientos serán muy exiguos. Por ello, debe incentivarse que nazcan más niños y eso no se logra con normas que dificulten la contratación de mujeres en estado fértil.


El señor Senador manifestó que no le parece adecuado modificar el artículo 206 del Código del Trabajo, sin resolver el entorno al que se ha hecho referencia, ya que se originarían más complicaciones. Añadió que, no porque exista una mala interpretación de la ley, esta última ha de modificarse, sino, más bien, debe intentarse que dicha interpretación se realice correctamente.


En consideración a todo lo expuesto, Su Señoría expresó que, antes de pronunciarse en definitiva sobre el tema, esperará conocer la indicación pertinente del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio expresó que esta problemática -que no sólo afecta a las trabajadoras urbanas, sino también a muchas temporeras agrícolas- debe verse en toda su dimensión para darle una solución integral. En esa línea, mientras el tema de las salas cunas se mantenga sólo como una obligación de los empleadores, la situación no mejorará.


Su Señoría añadió que podría analizarse la posibilidad de que el sistema de salas cunas fuera abordado como un asunto de seguridad social, pero ello acarrearía un alto costo fiscal, lo que complica la fórmula. Ahora bien, otra posibilidad es estudiar soluciones que vayan, por ejemplo, por la vía de elevar el monto de las asignaciones familiares que, en su momento, representaron un ingreso importante para las familias chilenas, pero que, actualmente, son muy bajas y restringidas a un sector de la población.


El señor Senador resaltó lo oportuno que resultaría discutir la creación de fondos de ese tipo, para solventar los gastos de las salas cunas, a los que podrían contribuir, en porcentajes razonables, el Estado, los empleadores y los trabajadores -hombres y mujeres-. De esta forma, la carga se reparte, para que el Estado no la asuma en su totalidad y para que las empresas pequeñas puedan enfrentar convenientemente el tema. Su Señoría recordó que, en su momento, ofició al Ejecutivo en tal sentido, a fin de que estudiara la materia.


En consecuencia, sin perjuicio de manifestar su respaldo en general al proyecto, el señor Senador expresó su interés en conocer las propuestas que hará el Ejecutivo, de forma de que la normativa que se dicte sea viable y no perjudique la contratación de mujeres.


El Honorable Senador señor Canessa señaló que cuando se analiza esta problemática y sus eventuales soluciones, en la teoría, surgen muchas alternativas, pero ello no ocurre respecto de la situación que se da en la práctica, donde aparecen grandes dificultades, especialmente en relación con la micro, pequeña y mediana empresa.


Agregó que puede que en el campo o en algunos pueblos no haya tantos problemas, pero en las grandes ciudades el tema parece no tener solución, particularmente por las grandes distancias que deben recorrer las madres trabajadoras para dar alimento a sus hijos, lo que implica largas ausencias de sus funciones.


Su Señoría manifestó que, aparentemente, la solución tendría que empezar a configurarse mediante el aumento de la cobertura de las salas cunas, pero, para que esto sea viable, el tema debiera asumirse con aportes tripartitos, esto es, del Estado, los empleadores y los trabajadores, evitando perjudicar la contratación de mujeres en edad fértil.


El entonces Diputado señor Navarro -actual Senador- expresó que, efectivamente, estamos ante una problemática compleja, pero que exige soluciones, en que el Estado cumpla con su rol y el sector privado asuma un compromiso social, todo ello en pos del bien común, esto es, entre otras cosas, enfrentando el aludido problema del fin del crecimiento de nuestra población, que representa un alto riesgo para la productividad del país.


En esa perspectiva, si hay una mayor protección legal a la maternidad, como lo propone el proyecto, se incentiva el nacimiento de niños y se fortalece la familia, con los consiguientes beneficios sociales.


Por último, remarcó que, si bien la aplicación del derecho de las madres trabajadoras a dar alimento a sus hijos -a que refiere esta iniciativa legal- se vincula con el tema de las salas cunas, es posible solucionar aquella situación de manera independiente, especialmente velando para que la lactancia materna realmente opere, a lo menos, durante el primer año de vida del niño.


El asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que cuando se analizó el tema del aumento de la cobertura de salas cunas, al Ejecutivo le preocupó que, siendo sólo de cargo del empleador, pudiera perjudicar la contratación de mujeres, y, teniéndolo presente, envió al Senado un estudio sobre un Sistema Nacional de Cuidado Infantil.


Agregó que, efectivamente, esta materia debiera ser objeto de una política pública, en que el financiamiento necesario podría provenir del Estado y el sector privado, pero buscar soluciones mediante las actuales estructuras de financiamiento del sistema de salas cunas, por la simple extensión legal del respectivo derecho, no produciría ningún efecto favorable y perjudicaría la contratación de mujeres.


En consecuencia, a su juicio, resultaría conveniente que el análisis del proyecto en informe se realice en forma separada del debate acerca de la extensión de la cobertura de las salas cunas.


En la sesión siguiente, el Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el artículo único del proyecto. En lo fundamental, contempla diversas opciones que la trabajadora deberá acordar con el empleador, para ejercer el derecho de dar alimento a sus hijos.


Vuestra Comisión tuvo presente que el proyecto se encuentra aún en discusión general, por lo que no corresponde pronunciarse acerca de esta indicación. No obstante ello, la Comisión solicitó a los representantes del Ejecutivo explicar el contenido de la misma.


El entonces señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, Subrogante, señor Cristóbal Pascal, manifestó que la indicación, en lo que se refiere al artículo 206 del Código del Trabajo, en primer término, tiene por objeto reemplazar el concepto de madre por el de trabajadora, puesto que no todas las trabajadoras son madres, aun cuando están en condiciones de serlo.  El derecho a dar alimentos a los hijos menores de dos años está inserto en la relación laboral y, por tanto, lo tiene la trabajadora cuando adquiere la condición de madre.


En segundo lugar, se refuerza que el derecho que se tiene por la trabajadora es de alimentar al hijo menor de dos años, y no sólo el de amamantar, ya que ello abarca las distintas formas de cumplir o ejercer ese derecho.


En tercer término, y ello es lo central de la indicación, contempla diversas opciones para flexibilizar el ejercicio del señalado derecho, de modo que se materialice en un acuerdo con el empleador. Es así, como la indicación propone que la trabajadora acuerde con el empleador el ejercicio del derecho, que sería de una hora al día, ya sea en cualquier momento dentro de la jornada de trabajo, dividiéndola a solicitud de la interesada, o postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada. Hizo presente que la tercera alternativa es la que se utiliza en la mayoría de los países.


También se explicita que este derecho será ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor, que es irrenunciable y de aplicación universal, esto es, que corresponde aun cuando no se goce del derecho a sala cuna.


Finalmente, al igual que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, la indicación propone que cuando exista el derecho a sala cuna, aun cuando la empresa no la tenga, el período de tiempo para dar alimento a sus hijos se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para tales efectos. En este caso, los respectivos pasajes, por el transporte que deba utilizar la madre, deberán ser pagados por el empleador.


El asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social agregó que se mantiene la estructura básica contemplada en el Código del Trabajo, en materia del acceso al derecho a alimentación de los hijos, y lo que se hace es separar este derecho del correspondiente a sala cuna, esto es, no hacer depender el primero del segundo, puesto que no todas las empresas tienen sala cuna ni están obligadas a ello. Se trata de dos derechos distintos que deben ejercerse separadamente, contemplando modalidades que no interfieran con el funcionamiento normal de la empresa.


En sesión celebrada el 19 de julio de 2006, los nuevos señores Senadores miembros de la Comisión tomaron conocimiento de los objetivos de esta iniciativa de ley, así como de la tramitación que ha tenido hasta la fecha, y, de consiguiente, resolvieron tratarla en la próxima sesión.


En la última sesión, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, manifestó que el derecho de la madre trabajadora a dar alimento a sus hijos, desde su origen fue concebido en forma independiente y autónoma del derecho a sala cuna. Sin embargo, la posterior interpretación de la Dirección del Trabajo ha relacionado ambos derechos, estimando que están facultadas para ausentarse del lugar de trabajo a fin de dar alimento a los hijos, sólo las madres trabajadoras que prestan servicios en empresas que tienen la obligación de proporcionar sala cuna en los términos del artículo 203 del Código del Trabajo.


Agregó que el proyecto de ley en análisis desvincula estos derechos y prioriza la relación madre e hijo que subyace en el derecho a dar alimento. 


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social destacó que la innovación que aporta la indicación del Ejecutivo, es contemplar diversas modalidades para el ejercicio de este derecho a dar alimentación, estableciendo al efecto varias alternativas entre las cuales elegirán, de común acuerdo, el empleador y la trabajadora.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su anhelo de que en el futuro nuestro país cuente con un derecho de la infancia, que consagre en forma orgánica y sistemática estas materias, las que en la actualidad se encuentran reguladas en normas dispersas. Enfatizó que lo anterior cobra particular importancia si se considera que nuestro país adhirió a la Declaración Universal de los Derechos de la Infancia, los cuales, entonces, deben ser recogidos por la legislación chilena.


Asimismo, consultó a los representantes del Ejecutivo si se ha estudiado la posibilidad de considerar el concepto de holding de empresas para los efectos de hacer aplicable a su respecto la obligación de sala cuna. Recordó que con anterioridad se amplió el ámbito de aplicación de este derecho, incluyendo entre los obligados a los grandes centros comerciales o “malls”, con lo cual se solucionó el problema de traslado y las necesidades de cuidado infantil para un gran número de trabajadoras.


Al respecto, el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, tanto en este proyecto como en anteriores iniciativas legales, al analizar las materias relativas a sala cuna o cuidado infantil, siempre se ha aplicado un criterio geográfico que priorice la proximidad física y permita acercar a los niños al lugar de trabajo de la madre. En cambio, el concepto de holding de empresas responde a un criterio comercial que no dice relación alguna con la distribución geográfica, salvo que se trate, por ejemplo, de un grupo de empresas relacionadas que, además, se encuentren instaladas en el mismo recinto. En consecuencia, precisó, para estos efectos se atiende a la unidad física de funcionamiento y no a la unidad de gestión o de administración. Enfatizó que así lo ha reconocido reiteradamente desde hace algunos años la jurisprudencia, tanto administrativa como judicial, de nuestro país.


Añadió que, de aplicarse en esta materia un criterio comercial, sería de gran complejidad diseñar un sistema que contemple una efectiva fiscalización, por ejemplo, respecto de un grupo de empresas relacionadas que cuentan con oficinas sucursales en diversas ciudades del país. Por ello, reiteró, se prioriza la idea de la unidad física de funcionamiento.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que conceptos como empresa y empleador no son pacíficos, y que existe una discusión de larga data en torno a si en estos casos se trata o no de un mismo empleador. Sugirió la posibilidad de aclarar la materia por la vía reglamentaria o mediante un dictamen de la Dirección del Trabajo.


La abogada del Servicio Nacional de la Mujer expresó que el tema del derecho a sala cuna es de gran complejidad y que han existido diversas iniciativas legales para hacerlo lo más amplio posible, por ejemplo, mediante la reducción del número de trabajadoras exigido para la procedencia de dicha obligación.


En cuanto al proyecto de ley en análisis, indicó que su propósito fundamental es independizar el derecho a dar alimento del derecho a la sala cuna. Asimismo, establecer diversas modalidades para facilitar el ejercicio de la referida facultad para alimentar a los hijos, bajo el entendido de que éstos no siempre se encuentran en un lugar cercano al del trabajo de la madre.


El Honorable Senador señor Letelier consultó por el lapso de tiempo que se contempla para los efectos de que la madre se traslade, alimente a su hijo y luego regrese al trabajo.


La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer indicó que se estima un tiempo promedio de trayecto, pero si a ello se suma el tiempo necesario para la alimentación propiamente tal, el lapso total otorgado para estos efectos podría resultar insuficiente. De ahí la importancia de contar con diversas alternativas para poder realizar esta tarea en la forma más apropiada según las circunstancias de cada caso.


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier expresó dudas en cuanto a la pertinencia de eliminar la obligación del pago de los pasajes del traslado de la madre para ir a dar alimento al menor, como se consigna en la letra b) del Nº 1 del artículo único de la indicación sustitutiva del Ejecutivo.


La abogada del Servicio Nacional de la Mujer explicó que este beneficio, si bien se elimina del actual inciso octavo del artículo 203, se traslada al inciso final del artículo 206, el cual, en su nuevo texto, dispone en lo pertinente, que el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.


Advirtió que, sin embargo, este beneficio se consagra sólo respecto de las trabajadoras de empresas con obligación de mantener sala cuna al tenor del artículo 203. Para dicha propuesta, explicó, se tuvo presente que las empresas más pequeñas, normalmente sin obligación de mantener sala cuna, cuentan con menores recursos y, por tanto, este costo podría serles muy significativo y difícil de cubrir.


En cuanto al tiempo estimado para el traslado de ida y vuelta de la madre, más el necesario para dar alimento al menor, señaló que podría estudiarse alguna fórmula que permita, por ejemplo, ampliar dicho lapso de tiempo sin imputarlo a la jornada laboral.


El Honorable Senador señor Letelier expresó su preocupación en cuanto a que el pago de los pasajes de transporte de la madre se contemplaba en favor de todas las trabajadoras, en cambio con la modificación que se introduce, al dejar este beneficio asociado a la sala cuna en que se encuentre el menor, la norma podría favorecer a las grandes empresas, que funcionan con más de una razón social y que, sin embargo, tienen menos de veinte trabajadoras, con lo cual no están en la obligación de mantener sala cuna ni tampoco, con la enmienda propuesta, de pagar los pasajes de traslado de la madre que concurre a alimentar al hijo.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo presente que los temas relativos al pago del valor de los pasajes de traslado, la imputación a la jornada laboral del tiempo ocupado en dicho traslado, y otros de esta índole, deben ser entendidos bajo la nueva óptica que se viene consolidando desde hace algunos años en materia de políticas públicas, en cuanto a que el cuidado infantil responde a un concepto de seguridad social y que, como tal, requiere del establecimiento e implementación de un sistema nacional a su respecto.


En ese sentido, puntualizó, no sería de extrañar que este proyecto quede subsumido en las políticas públicas que en este ámbito se ejecuten con posterioridad.


El señor Subsecretario del Trabajo expresó que, prueba de lo anterior, es que la Comisión Crispi, en su calidad de consejo asesor presidencial para la reforma de las políticas de la infancia, entre sus recomendaciones, ha propuesto diversas modificaciones al artículo 203 del Código del Trabajo, entre ellas, extender el derecho a sala cuna a los padres y a las madres que trabajen formalmente en empresas de cualquier tamaño, como asimismo, extender este beneficio a la etapa pre escolar, esto es, la del jardín infantil. Lo anterior, corrobora entonces la nueva óptica bajo la cual se están enfocando estas materias.


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió en que esta normativa podría resultar de aplicación transitoria, en la medida que otras iniciativas legales relativas a programas de gobierno más globales, pudieran incluir materias como la que aquí se estudia. Recordó que una de las prioridades del actual gobierno en este ámbito es la extensión del derecho a sala cuna a favor de todas las madres que están bajo cierto quintil de ingreso, así como también la extensión de este derecho a la fase pre escolar.


Por su parte, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer señaló que si bien estas normas podrían resultar transitorias, son absolutamente coherentes con otras modificaciones legales que se han estado estudiando, como por ejemplo la recién citada enmienda del artículo 203 para extender el derecho a sala cuna o la incorporación del padre como beneficiario de derechos tradicionalmente concebidos en favor de la madre. Señaló que, efectivamente, la extensión de este derecho se contempló dentro de las treinta y seis medidas que la actual administración propuso para los cien primeros días de su Gobierno y, en ese sentido, calificó como muy importante ir avanzando en estas reformas, a las cuales aporta el proyecto que aquí se analiza.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto anunció su voto favorable al proyecto. Sin embargo, manifestó su inquietud en torno a los posibles inconvenientes a que podría dar lugar la referida eliminación del pago de los pasajes de traslado de la madre, en la medida que ello podía dificultar a la trabajadora su movilización para ir a alimentar al menor, al hacerla más gravosa para ella. 


Coincidió con el Honorable Senador señor Letelier en que las grandes empresas que no tienen más de veinte trabajadoras y, en consecuencia, no están obligadas a proporcionar sala cuna, en lo que respecta a este pago de pasajes, podrían verse favorecidas en relación a aquéllas que sí lo están. Advirtió que este proyecto, desde su origen, se ha orientado a favorecer a todas las trabajadoras en el ejercicio de su derecho a dar alimento a los hijos y, con ello, permitirles el uso de los beneficios anexos, con independencia de la obligación del empleador de tener o pagar una sala cuna.



- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único, dividido en dos numerales, que modifican los artículos 203 y 206 del Código del Trabajo, en la forma que a continuación se describe.

Números 1 y 2


El número 1 elimina los incisos séptimo y octavo del artículo 203.


La norma citada, en su inciso primero, contiene la obligación para aquellas empresas que ocupan veinte o más trabajadoras de cualquier edad o estado civil, de contar con salas anexas e independientes del local de trabajo donde las mujeres trabajadoras puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén en el trabajo. Igual obligación se extiende a los centros o complejos comerciales e industriales y de servicios administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, cuyos establecimientos ocupen en conjunto veinte o más trabajadoras. Su inciso quinto prescribe que el empleador puede también cumplir con la señalada obligación, si paga los gastos de la sala cuna directamente al establecimiento al que la trabajadora lleve sus hijos menores de dos años.


El inciso séptimo establece la ampliación del permiso de las madres para dar alimento a sus hijos, contemplado en el artículo 206, el tiempo necesario para el viaje de ida y vuelta de aquéllas.


El inciso octavo impone al empleador el pago del valor de los pasajes por el transporte del menor hacia y desde el respectivo establecimiento, y de los que corresponden a la madre cuando debe viajar para alimentar a sus hijos.


El número 2 sustituye el artículo 206, que, en su inciso primero, contempla el derecho de las madres trabajadoras a disponer de dos porciones de tiempo, que en conjunto no excedan de una hora al día, para dar alimento a sus hijos. Dichos períodos se considerarán como trabajados para los efectos del pago de sueldo, cualquiera sea el sistema remuneratorio. Su inciso segundo, no admite la renuncia de este derecho.


La norma sustitutiva aprobada por la Honorable Cámara de Diputados consta de cuatro incisos.


Su inciso primero mantiene el derecho de las madres a disponer de un período de tiempo para dar alimento a los hijos, especificando que se trate de menores de dos años, ya sea en sala cuna, si existiere, su hogar u otro lugar escogido por las madres. Establece que dispondrán, a lo menos, de una hora al día para realizar dicha tarea, tiempo que podrá dividirse en dos porciones, a solicitud de la madre, y que se considerará como efectivamente trabajado, para los efectos del pago de las remuneraciones.


El inciso segundo permite la ampliación del permiso para dar alimento a los hijos, en la cantidad de tiempo que requiera el viaje de ida y vuelta de la madre, cuando se ejerza en sala cuna.


Su inciso tercero repite el texto del inciso final del artículo 203 -que el numeral 1 del artículo único propone suprimir- norma que consagra que el empleador pagará los pasajes por el transporte del menor al respectivo establecimiento, y los que deba utilizar la madre en el caso a que alude.


Por último, su inciso cuarto reitera la norma del inciso segundo del actual artículo 206, relativa a la no renunciabilidad del derecho a usar del tiempo para dar alimento a los hijos, por parte de las trabajadoras.


El proyecto en debate fue objeto de dos indicaciones:


El Ejecutivo, en su oportunidad, como lo consigna este informe en la parte relativa a la discusión en general, presentó una indicación para sustituir el artículo único, por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Para modificar el artículo 203, de la siguiente forma:


a. Elimínase su inciso séptimo.


b. Elimínase en su inciso octavo, a continuación de la expresión “establecimiento” la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior.”.


2. Sustitúyase el artículo 206 por el siguiente:


“Artículo 206. Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio y/o término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.


Por su parte, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, presentaron una indicación al inciso primero del artículo 203 del Código del Trabajo, para sustituir la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y para suprimir la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.


El Honorable Senador señor Letelier, en fundamento de la indicación que los miembros presentes de la Comisión presentaron al proyecto, señaló que las modificaciones que ella contiene, recogen las inquietudes de Sus Señorías en estas materias y, además, apuntan en el sentido de lo que aquí se ha expuesto.


En cuanto a sustituir el vocablo “trabajadoras” por “personas”, indicó que ello responde a la necesidad de terminar con un concepto muy arraigado en nuestra cultura, en cuanto a que las mujeres resultan más costosas para el empleador y, en consecuencia, son discriminadas al contratar aun cuando sean más productivas.


Explicó que se sugiere la palabra “personas” porque corresponde al género de la mayoría y, además, es acorde con la terminología empleada por el artículo 1º de la Constitución Política de la República, que reconoce que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.


La segunda enmienda propuesta, esto es, eliminar de la disposición vigente la frase: “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”, explicó que es concordante con lo resuelto reiteradamente por la jurisprudencia en el sentido de reconocer el derecho a sala cuna cuando se trata de centros o complejos comerciales, industriales o de servicios que se encuentren físicamente en el mismo lugar, es decir, se procede a aplicar el criterio de la misma área geográfica y no de la misma unidad de administración. Enfatizó que esta enmienda apunta en dicha dirección y que así debe quedar consignado.


Finalmente, señaló que ambas modificaciones propuestas se vinculan a las ideas matrices del proyecto en estudio, en la medida que el artículo 203 del Código del Trabajo establece la obligación del empleador, bajo ciertos requisitos, de tener salas anexas e independientes del local de trabajo en donde las mujeres puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras trabajan. El proyecto, por su parte, se centra en este derecho de la madre trabajadora a dar alimento a sus hijos. En ese entendido, las enmiendas que contiene la indicación están referidas a los requisitos que hacen exigible tal obligación del empleador y procedente el derecho correlativo de la madre.


El señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social recordó que este tema fue largamente debatido durante la tramitación legislativa de una moción del ex Senador señor Sergio Bitar. En dicha oportunidad se planteó la creación de un sistema nacional de cuidado infantil, cuyo financiamiento contemplaría un mecanismo de copago, con algún aporte del Estado. Lo anterior porque, de los estudios realizados en esta materia, se pudo constatar que la curva de contratación femenina era ascendente hasta contratar un total de diecinueve mujeres, momento a partir del cual dicha curva se estancaba abruptamente, con motivo de la obligación que surgía para el empleador -de tener o pagar sala cuna-, a contar de la mujer número veinte contratada, con el consiguiente costo económico que ello le reportaba. Un sistema de cuidado infantil cofinanciado parecía ser, entonces, una alternativa eficaz para dar solución a dicho problema.


Los autores de la indicación presentada estimaron de la mayor relevancia las modificaciones propuestas por su intermedio, dada la alta significación social que conllevan, y estuvieron contestes en prestar su aprobación a las mismas, a fin de avanzar en el establecimiento de las herramientas legales que permitan el efectivo ejercicio de los derechos que amparan la infancia de los niños de nuestro país.


- Puesta en votación la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, fue aprobada, unánimemente, con los votos de sus autores.


- A continuación, puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada unánimemente, con enmiendas formales, votando los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.
- - -

MODIFICACIONES



En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 1


Reemplazarlo por el que sigue:


“1. Modifícase el artículo 203, de la siguiente forma:


a) En su inciso primero, sustitúyese la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y suprímese la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.


b) Elimínase su inciso séptimo, pasando su inciso octavo a ser inciso séptimo.


c) Suprímese, en su inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior””.

Número 2


Reemplazarlo por el siguiente:


“2. Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:


“Artículo 206.- Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Modifícase el artículo 203, de la siguiente forma:


a) En su inciso primero, sustitúyese la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y suprímese la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.


b) Elimínase su inciso séptimo, pasando su inciso octavo a ser inciso séptimo.


c) Suprímese, en su inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior”.

2. Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:


“Artículo 206.- Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:


a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.


b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.


c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.


Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.


Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.


El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.


Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.
- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 11 de mayo y 8 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente), Julio Canessa Robert, Augusto Parra Muñoz (Presidente Accidental), Mario Ríos Santander y José Ruiz De Giorgio, y en sesiones celebradas los días 19 de julio y 2 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto.



Sala de la Comisión, a 7 de agosto de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.518, A FIN DE PERMITIR QUE LAS MUNICIPALIDADES PUEDAN ACTUAR COMO ORGANISMOS TÉCNICOS DE CAPACITACIÓN (OTEC)

(4185-06)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Claudia Nogueira y señores Gabriel Ascencio, Gonzalo Duarte, Ramón Farías, Iván Paredes, Manuel Rojas, Jorge Sabag, Roberto Sepúlveda, Mario Venegas y Germán Verdugo.


Cabe señalar que Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia en el carácter de “simple” para el despacho de esta iniciativa.


La Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez, tal como lo hizo vuestra Comisión, teniendo presente la necesidad de contar con la ley en proyecto antes del 4 de septiembre del año en curso, según se explica en la Moción que dio origen a esta iniciativa.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Permitir que los municipios mantengan la facultad de impartir capacitación laboral, toda vez que, de conformidad a una modificación de la ley Nº 19.518 -por la ley Nº 19.967-, no podrán desempeñar esa función a contar del 4 de septiembre de 2006.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- La ley Nº 19.518, que fija nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo.

B. ANTECEDENTES DE HECHO



La Moción que dio origen a este proyecto de ley, en su fundamentación, explica que, conforme al artículo 4º, letra d), de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, éstas, en el ámbito de su territorio, podrán desarrollar, directamente o con otros órganos de la Administración del Estado, funciones relacionadas con la capacitación, la promoción del empleo y el fomento productivo.


Agrega que, históricamente, las municipalidades del país han desarrollado acciones destinadas a la promoción y desarrollo de las competencias laborales de los trabajadores, permitiéndoles adaptarse a las innovaciones tecnológicas y a la evolución estructural de la economía y, con ello, acceder a mejores puestos de trabajo.


Para el cumplimiento de esta función, las municipalidades cuentan con una resolución del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, que las autoriza para actuar como organismos técnicos de capacitación (OTEC). Lo anterior, les permite realizar acciones de capacitación al amparo de la ley Nº 19.518.


A continuación, la Moción destaca la conveniencia de la acción municipal en este ámbito. Enfatiza que las municipalidades, al no perseguir fines de lucro sino el desarrollo de la comunidad, mediante su gestión como tales organismos técnicos, aportan una capacitación acorde a las necesidades laborales de cada comuna, fomentan el uso de la franquicia tributaria por parte de las empresas y desarrollan programas orientados a trabajadores cesantes o subempleados por medio de la generación de un fondo solidario.


Sin embargo, en virtud de la modificación introducida por la ley Nº 19.967 -sobre racionalización del uso de la franquicia tributaria de capacitación- al artículo 12 de la citada ley Nº 19.518, que enuncia las entidades que pueden impartir capacitación, las municipalidades quedaron excluidas del concepto de OTEC, toda vez que, a partir de esa reforma, se exige a tales organismos tener, como único objeto social, el de la capacitación.


Dentro de dicho contexto, la Moción advierte que, a contar del 4 de septiembre del año en curso, caducarán las acreditaciones de los municipios y, en consecuencia, no podrán continuar actuando en el carácter de organismos técnicos de capacitación, lo que hace necesario abordar el tema para posibilitar que sigan desarrollando dicha labor.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 

El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo único.- Intercálase en el artículo 12 de la ley N°19.518, entre las frases “Ministerio de Educación,” y “registrados para estos efectos”, la expresión “las municipalidades” seguida de una coma (,).


Artículo transitorio.- Las municipalidades que, a la fecha de vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en el Registro Nacional contemplado en el artículo 19 de la ley N° 19.518, dispondrán de un plazo de 24 meses para ajustarse a los requisitos contemplados en el numeral 2° del artículo 21 de la mencionada ley. Cumplido ese plazo, a los municipios que no se hayan ajustado a las exigencias antes indicadas, se les cancelará automáticamente su inscripción en el Registro Nacional.”.

Cabe señalar que el artículo 12 de la ley 
Nº 19.518, que se enmienda, dispone:


“Artículo 12.- Las acciones de capacitación se realizarán directamente por las empresas o a través de los organismos técnicos de capacitación. Podrán ser organismos técnicos de capacitación las personas jurídicas cuyo único objeto social sea la capacitación y las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica reconocidos por el Ministerio de Educación, registrados para estos efectos en el Servicio Nacional en conformidad a los artículos 19 y 21 de la presente ley, los que podrán prestar servicios de capacitación sin estar sujetos a la limitación señalada precedentemente.


No obstante lo anterior, las actividades correspondientes a la nivelación de estudios de la Enseñanza General Básica y Media, serán realizadas por entidades reconocidas por el Ministerio de Educación.”.

Por su parte, el artículo 19 de la indicada ley 
Nº 19.518, contempla la existencia de un registro público, denominado Registro Nacional de Organismos Técnicos de Capacitación, a cargo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. 


El artículo 21 del mismo cuerpo legal, establece los requisitos que los organismos deberán cumplir para solicitar su inscripción en el señalado registro. En lo que aquí interesa, el numeral 2º de la norma exige a dichas entidades, acreditar que disponen de la certificación bajo la Norma NCh 2728, sobre sistemas de gestión de calidad, establecida como Norma Oficial de la República por la Resolución Exenta Nº 155, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, publicada en el Diario Oficial el 19 de mayo de 2003, o aquélla que la reemplace.


Vuestra Comisión, analizados los antecedentes de esta iniciativa de ley, compartió ampliamente el propósito que persigue, toda vez que no es pertinente que las municipalidades queden al margen de impartir la capacitación laboral que han estado fomentando y desarrollando, para lo cual el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo las ha autorizado como un organismo técnico de capacitación.


En consecuencia, la Comisión estimó de la mayor importancia aprobar las modificaciones propuestas por el proyecto de ley en estudio, a fin de permitir que las municipalidades continúen efectuando su valiosa acción en materia de capacitación laboral, dado el innegable beneficio social que dicha gestión conlleva.


- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Intercálase en el artículo 12 de la ley N°19.518, entre las frases “Ministerio de Educación,” y “registrados para estos efectos”, la expresión “las municipalidades” seguida de una coma (,).


Artículo transitorio.- Las municipalidades que, a la fecha de vigencia de la presente ley, se encuentren inscritas en el Registro Nacional contemplado en el artículo 19 de la ley N° 19.518, dispondrán de un plazo de 24 meses para ajustarse a los requisitos contemplados en el numeral 2° del artículo 21 de la mencionada ley. Cumplido ese plazo, a los municipios que no se hayan ajustado a las exigencias antes indicadas, se les cancelará automáticamente su inscripción en el Registro Nacional.”.

- - -



Acordado en sesión celebrada el día 2 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señor Pedro Muñoz Aburto.



Sala de la Comisión, a 3 de agosto de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión.

11

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE HACE INAPLICABLE LA ATENUANTE DE IRREPROCHABLE CONDUCTA ANTERIOR A DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD Y ESTABLECE PENA ACCESORIA EN CASO QUE INDICA

(4396-07)

Honorable Senado:

Vistos:

Los artículos 1º, 19 numeral 7º y 63 numeral 3º de la Constitución Política de la República y el Código Penal.

Considerando:

1.-
Que es deber del estado velar por el bien común procurando el progreso material y espiritual de todos los habitantes del territorio nacional.

2.-
Que dicho objetivo implica necesariamente propender a que la ciudadanía cuente con seguridad y tranquilidad para el desarrollo de sus actividades, la que se ve alterada gravemente por la delincuencia.

3.-
Que las últimas estadísticas sobre la materia muestran que pese a que se han estabilizado las denuncias sobre hechos delictivos, ha aumentado el temor de la población a ser víctima de ellos, lo que se explica por la violencia de algunas de estas acciones y la sensación de impunidad que determinadas resoluciones provocan en la comunidad.

4.-
Que un ejemplo de ellas las constituyen decisiones que han dejado en libertad provisional a imputados de violaciones o abusos deshonestos contra menores, atendidas las atenuantes que favorecen a aquéllos o deficiencias cometidas por los policías en los procedimientos de detención. 

Asimismo, se ha cuestionado la falta de penas accesorias que impidan que los agresores vuelvan a tener contacto con las víctimas.

5.-
Que tales situaciones afectan la credibilidad de la justicia y contribuyen a incrementar el temor en la ciudadanía, por lo que debieran ser corregidas.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en proponer dos modificaciones legales.

La primera, para establecer la imposibilidad de aplicar la atenuante de irreprochable conducta anterior a los delitos sexuales cometidos contra menores de edad, de un modo similar a lo que ocurre con la minorante de reparar con celo el mal causado en el caso de los delitos contra la propiedad.

En segundo término, se plantea la necesidad de incorporar siempre como pena accesoria a los condenados por delitos sexuales la imposibilidad de acercarse a la víctima.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Modifíquese el Código Penal del siguiente modo:

1.-
Agréguese, en el artículo 45, entre la palabra “condena” y la conjunción “y” que le sucede, la frase “y durante el cumplimiento de ésta si no hubiere sido afectado con privación de libertad” e incorpórese el siguiente inciso final:

“Tratándose de los delitos previstos en los Párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro Segundo, la pena que se aplique a los responsables, sea que implique o no privación de libertad, deberá incluir la prohibición de visitar el domicilio, el lugar de trabajo o el establecimiento educacional de la víctima; la prohibición de aproximarse a ella o a su familia y la obligación de abandonar el hogar que compartiere con aquélla o ésta.”
2.-
Incorpórese el siguiente artículo 368 ter:

“Artículo 368 ter.- Cuando las víctimas de los delitos previstos en los dos párrafos anteriores fuera un menor de edad no procederá a favor de los responsables la atenuante sexta contenida en el artículo 11º.”

(Fdo.):Juan Pablo Letelier Morel,



Pedro Muñoz Aburto,



Senador







Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ESPINA, GÓMEZ, HORVATH Y LARRAÍN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, A FIN DE ESTABLECER CASOS DE FUSIÓN Y TRAMITACIÓN CONJUNTA DE INICIATIVAS LEGALES

(4397-07)

Honorable Senado:

Fundamentos

El Congreso Nacional recibe a tramitación legislativa una gran cantidad de proyectos y mociones de ley. A modo de ejemplo, sólo durante el año 2005 iniciaron su tramitación más de 290 iniciativas legales. Muchas de éstas proponen la regulación de materias que en forma muy similar ya han sido abordadas por otros proyectos que habían  ingresado previamente y que ya han avanzado en parte su trámite legislativo. 

De esta forma entonces, ocurre que el esfuerzo del Ejecutivo o de los parlamentarios que presentan proyectos de ley y el que despliegan las diversas Comisiones especializadas del Senado durante el proceso de tramitación de aquellos, pasa a ser un esfuerzo desarticulado y conducido en forma aislada, porque no se considera la posibilidad de que en un tiempo anterior los mismos temas ya se hayan propuesto e incluso debatido en particular. Ante este escenario, resulta razonable pensar en que sería más adecuado revisar en conjunto tales proyectos de ley, en la medida que sus fundamentos fueran similares y se refirieran a las mismas materias, con el objeto de obtener un estudio más acabado de aquellos.

Con ello, por una parte el trabajo del Congreso se haría más eficiente, aumentando el tiempo para el estudio de las diversas iniciativas y pudiendo abordarlas desde distintas posiciones. Y asimismo, se evitaría que muchos proyectos de ley, especialmente mociones parlamentarias, queden olvidados a favor de la tramitación de aquellos que, por la coyuntura o el manejo de las urgencias del Ejecutivo, resultan tener un ritmo más acelerado.

En mérito de lo anterior, es que proponemos la incorporación de un nuevo artículo en el Título II de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que regula las normas básicas de la tramitación interna de los proyectos de ley, que disponga que el Presidente de cada comisión, respecto de una iniciativa legal que inicie su tramitación en ella -de oficio o a petición de algunos de los parlamentarios que la integran-, deba estudiar la pertinencia de refundir dicha iniciativa con uno o más proyectos de ley que ya se encuentren en trámite en el Congreso, independiente del estado de su tramitación legislativa, con la salvedad que hayan sido aprobados en general por alguna de las dos cámaras. Tal como se hiciera cuando se refundieron los boletines Nº 2.526 y 2.534 sobre Reforma Constitucional, que finalmente fue aprobada en agosto del año 2005.

Por las razones antes expuestas, es que proponemos la siguiente:
MOCIÓN

modifica la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de establecer los casos en que determinados proyectos de ley deberán tramitarse en forma conjunta Y FUSIONARSE

Artículo único.- Incorpórase a la Ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional,  el siguiente artículo 17 bis, nuevo:

“Artículo 17 bis.- El presidente de cada comisión, de oficio o a solicitud de cualquiera de los parlamentarios que la integren y respecto de alguno de los proyectos de ley que se encuentren en trámite en la respectiva comisión, deberá proceder a estudiar la pertinencia de refundir, para su tramitación conjunta, la iniciativa legal en discusión con uno o más proyectos de ley que ya se encuentren en tramitación,  y que se refieran a iguales materias y contengan fundamentos similares. Lo anterior, sin perjuicio de que dichos proyectos se encuentren en diferentes etapas del trámite constitucional, siendo suficiente que al menos todos hayan sido aprobados en general por alguna de las cámaras.

Para efectos de lo anterior, al momento de iniciar la discusión de un proyecto de ley en algunas de las comisiones, el secretario de cada una de ellas informará a su presidente y a los parlamentarios que la constituyen, de la existencia de otras iniciativas en trámite en el Congreso que cumplan con los requisitos señalados en el inciso precedente, con el objeto de que se estudie la posibilidad de refundir uno o más proyectos de ley y continuar su tramitación como si fuere uno solo.

 En caso de estimarse conveniente refundir uno o más proyectos de ley, se seguirá la tramitación en la etapa que se encuentre el más avanzado y tendrá la precedencia el que se haya presentado primero y se haya aprobado en general en una de las dos Cámaras.”.

(Fdo.):Soledad Alvear Valenzuela,



Alberto Espina Otero,


Senador







Senador

José Antonio Gómez Urrutia,




Antonio Horvath Kiss,



Senador







Senador

Hernán Larraín Fernández,



Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESCALONA, LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE NULIDAD DEL DESPIDO POR NO PAGO DE GRATIFICACIONES

(4403-13)

Honorable Senado:

La legislación del trabajo fue dictada para dar protección al trabajador, que es la parte más débil
 en la relación jurídica laboral que constituye el contrato de trabajo
. Antes de las leyes del trabajo, la relación trabajador empresario quedaba reglada por el viejo Código Civil, que supone una equivalencia de fuerzas y análoga libertad e independencia de decisión entre ambas partes contratantes. Como enseña el profesor NOVOA MONREAL, “está equivalencia no existe, de hecho, pues el trabajador está compelido a aceptar finalmente las condiciones que quiera imponer el empresario, debido a que su falta de medios económicos constituye una presión que arrastra su voluntad”
.  

1. Sistema Internacional de protección al trabajador.

En nuestro sistema jurídico se han incorporado, en virtud del art. 5º de la Constitución, según la opinión dominante, numerosos tratados internacionales sobre Derechos Humanos, así el Pacto de San José de Costa Rica, establece en el Capitulo III, Derechos económicos, sociales y culturales, así el artículo 26 dispone el Desarrollo Progresivo: "Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”. 

Más específico es el art. 7º del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, que reconoce "el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que aseguren en especial, las garantías que este artículo señala”
. Recoge de esta manera, en estos preceptos,  la idea de la protección del trabajador en la relación jurídico laboral.

2. La situación de las gratificaciones. Estatuto vigente en el Código del Trabajo en materia de gratificaciones.

Art. 47. Los establecimientos mineros, industriales, comerciales o agrícolas, empresas y cualesquiera otros que persigan fines de lucro, y las cooperativas, que estén obligados a llevar libros de contabilidad y que obtengan utilidades o excedentes líquidos en sus giros, tendrán la obligación de gratificar anualmente a sus trabajadores en proporción no inferior al treinta por ciento de dichas utilidades o excedentes. La gratificación de cada trabajador con derecho a ella será determinada en forma proporcional a lo devengado por cada trabajador en el respectivo período anual, incluidos los que no tengan derecho".
Art. 50. "El empleador que abone o pague a sus trabajadores el veinticinco por ciento de lo devengado en el respectivo ejercicio comercial por concepto de remuneraciones mensuales, quedará eximido de la obligación establecida en el artículo 47, sea cual fuere la utilidad líquida que obtuviere. En este caso, la gratificación de cada trabajador no excederá de cuatro y tres cuartos (4.75) ingresos mínimos mensuales. Para determinar el veinticinco por ciento anterior, se ajustarán las remuneraciones mensuales percibidas durante el ejercicio comercial conforme a los porcentajes de variación que hayan experimentado tales remuneraciones dentro del mismo".
Del análisis de ambos preceptos legales, y tal como lo ha sostenido reiteradamente la jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo, es posible sostener que la obligación de gratificar anualmente a los trabajadores existe cualquiera sea el sistema de pago de la gratificación legal utilizado por el empleador, cuando se reúnen copulativamente las siguientes condiciones:

1) Que se trate de establecimientos, ya sea mineros, industriales, comerciales o agrícolas, empresas o cualquier otro, o de cooperativas;

2) Que estos establecimientos o empresas, con excepción de las cooperativas, persigan fines de lucro;

3) Que estén obligados a llevar libros de contabilidad, y

4) Que obtengan utilidades o excedentes líquidos en sus giros.

Igualmente se colige que el legisla​dor ha facultado al empleador para eximirse de la obligación de gratificar en base al sistema del artículo 47 precitado, esto es repartir el 30% de sus utilidades líquidas, abonando o pagando al trabajador una suma equivalente al 25% de lo devengado por éste en el respectivo ejercicio comercial por concepto de remuneraciones mensuales, caso en el cual el tope máximo de dicho beneficio no podrá exceder de 4,75 ingresos mínimos mensuales.


Luego, cumpliéndose con los presupuestos del citado artículo 50, esto es con abonar o pagar el trabajador una suma equivalente al 25% de lo devengado por éste, en el respectivo ejercicio comercial, por concepto de remuneraciones mensuales, deberán tenerse por enteradas las gratificaciones del trabajador, de manera diversa a la establecida por el artículo 47 del Código del Trabajo, y con prescindencia de la consideración del monto de las utilidades líquidas percibidas en el respectivo ejercicio comercial, por establecerlo literalmente el propio legislador.


Conforme a lo señalado hasta aquí, resulta claro que la forma de pago de gratificaciones establecida en el artículo 50 precitado, es aquella que genera dudas interpretativas respecto de la necesidad de recalcular las diferencias que se produzcan por concepto de reajuste del Ingreso Mínimo Mensual en el período correspondiente, toda vez que la modalidad establecida por el artículo 47 del Código del Trabajo, no considera la utilización de dicho índice de cálculo. Precisado lo anterior, cabe señalar que los incisos 1° y 3° del artículo 48 del Código del Trabajo disponen, respectivamente: 

"Para estos efectos se considerará utilidad la que resulte de la liquidación que practique el Servicio de Impuestos Internos para la determinación del impuesto a la renta; y por utilidad líquida se entenderá la que arroje dicha liquidación, deducido el diez por ciento por interés del capital propio del empleador.

"Los empleadores estarán obligados a pagar las gratificaciones al personal con el carácter de anticipo sobre la base del balance o liquidación presentada al Servicio de Impuestos Internos, en tanto se practica la liquidación definitiva".
De la norma transcrita se desprende que en nuestro ordenamiento jurídico laboral la oportunidad del pago de la gratificación legal coincide con la fecha de la presentación de la declaración del impuesto anual a la renta que debe efectuar el empleador ante el Servicio de Impuestos Internos el 30 de abril de cada año.

No obstante lo anterior, la existencia o inexistencia del derecho a gratificación legal a favor de los trabajadores queda establecida al momento del cierre del ejercicio comercial anual, lo que ocurre, generalmente, al 31 de diciembre de cada año, sin perjuicio de que tal derecho sólo se haga exigible en el instante que se presenta la declaración del impuesto anual a la renta.

De esta forma, considerando que el Ingreso Mínimo Mensual experimenta variaciones anualmente, cabe precisar que conforme la reiterada y uniforme doctrina de la Dirección del Trabajo
, el empleador de conformidad al mismo artículo 50 del Código del Trabajo, se encuentra obligada a recalcular la diferencia que se produzca por concepto de reajuste del Ingreso Mensual en el mismo período.


Atendido el conjunto de requisitos según el cual se regula el sistema de gratifica- ciones, se hace necesario buscar más garantías para su cumplimiento y evitar afectación. Una idea debe ser el sistema de nulidad seguido en el Código del ramo, tal como se desprende de la norma del inciso quinto del artículo 162 a propósito del no pago de cotizaciones previsionales
: 


Es por eso, que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer a este Honorable Senado el siguiente proyecto de ley.

Artículo 1º. En inciso quinto del art. 162 del Código del Trabajo, intercálese luego del vocablo “previsionales”, la frase “y gratificaciones”.

Artículo 2º. En inciso sexto del art. 162 del Código del Trabajo, intercálese luego del vocablo “imposiciones”, la frase “y gratificaciones”. Posteriormente, intercálese luego del enunciado “instituciones previsionales correspondientes”, la frase “y la que acredite el pago de lo adeudado por concepto de gratificaciones”. 

(Fdo.):Camilo Escalona Medina



Juan Pablo Letelier Morel,



Senador






Senador

Pedro Muñoz Aburto,


Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, ESCALONA, ESPINA, FREI (DON EDUARDO), GARCÍA KUSCHEL, MUÑOZ BARRA, NARANJO, PÉREZ VARELA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG Y VÁSQUEZ, CON EL QUE SOLICITAN QUE LA COMISIÓN NACIONAL DE DISTORSIONES DE PRECIOS EN MERCADERÍAS IMPORTADAS INICIE UNA INVESTIGACIÓN TENDIENTE A ESTABLECER SALVAGUARDIAS PARA LA IMPORTACIÓN DE LECHE Y OTROS PRODUCTOS LÁCTEOS

(S 887-12)

Honorable Senado:

Considerando,

1.
Que, durante el primer semestre de 2006, las importaciones de leche se han incrementado en un 100% (litros equivalentes).

2.
Que, el principal mercado de origen de la leche importada es Argentina, el que representa el 75% de las importaciones, incrementando su participación en un 100% respecto de 2005.

3.
Que, las importaciones de leche desde Argentina han tenido un comportamiento de aumento abrupto, sostenido y creciente, con una variación acumulada para el periodo enero-junio de 2006 del 240% respecto de igual periodo del año anterior.

4.
Que, la producción de leche en Argentina se ha incrementado en la presente temporada en un 10%, y los precios a productor han caído a 12 centavos de dólar por litro. Ello junto a los artificialmente bajos precios de combustibles, electricidad e insumes agrícolas y la probable derogación del impuesto transitorio a las exportaciones (vigente por 60 días) serán un estimulo adicional para incrementar los envíos a Chile.

5.
Que, en la actual coyuntura y con la llegada de primavera las plantas receptoras de leche están haciendo anuncios de disminución de precios a productor (10 a 12%), en porcentaje mayores a lo que se considera una reducción normal por efectos de la estacionalidad. Adicionalmente, existen preocupantes expectativas de una segunda reducción del precio durante la presente temporada, así como una baja o nula recuperación del mismo en la siguiente

6.
Que, este aumento de importaciones, es producto de circunstancias imprevisibles, y su ritmo y cuantía, representa un daño económico considerable para el sector lechero nacional, afectándolo significativamente en su competitividad.

7.
Que, de no mediar acciones para corregir la situación antes descrita ello derivará en un perjuicio económico y social para las regiones del sur (VIII, IX y X) con impacto sobre la producción y el ingreso de miles de pequeños y medianos productores y sobre el empleo de trabajadores agrícolas de las lecherías de mayor tamaño.

8.
Que, junto a lo anterior la producción nacional se ha incrementado en un 10% respecto del año anterior y las exportaciones de lácteos han sufrido una importante caída, lo que agrava aún más esta delicada situación, por cuanto la estrategia exportadora ha sido definida como un elemento clave para el desarrollo competitivo y sustentable del sector.

9.
Que, bajo las actuales condiciones se considera necesario que la autoridad económica tome medidas que permitan subsanar las circunstancias imprevistas del incremento de importaciones, mitigando en el breve plazo, el daño económico, y generando condiciones para que en el mediano plazo el sector pueda recuperar competitividad a través del aumento de la eficiencia productiva y de la profundización del desarrollo exportador.

10.
Que, las normas del comercio internacional establecen que bajo circunstancias de aumento abrupto, sostenido y creciente de importaciones, producto de circunstancias imprevisibles y cuyo ritmo y cuantía representa un daño económico, los países afectados pueden hacer uso de mecanismos de salvaguardias temporales a fin de ofrecer un espacio de estabilidad suficientes para mitigar los daños y resolver las circunstancias que lo provocan.

11.
Que, en este caso se dan todos los elementos para solicitar a la autoridad económica, con arreglo a los acuerdos del comercios internacional suscrito por Chile, se establezcan salvaguardias a la importación de leche fluida, quesos gouda y leche en polvo.

12.
Que, en Chile y bajo circunstancias similares se ha hecho uso del mecanismo de salvaguardias en ocasiones anteriores, sin que ello haya significado un deterioro de la imagen internacional ni haya tenido consecuencias perniciosas del punto de vista comercial para el país.

En consecuencia:

El Senado de la Repתblica acuerda solicitar a S.E. la Presidente se adopten con la mayor urgencia posible las siguientes medidas:

1.
Que se inicie una investigación de la situación antes descrita por parte de la Comisión Nacional encargada de investigar las distorsiones en el precio de las mercaderías importadas.

2.
Que se aplique una medida de salvaguardia provisional a la importación de leche fluida, leche en polvo y quesos gouda, con una tasa arancelaria que en ningún caso exceda el máximo arancel consolidado para estos productos.

3.
Que se aplique una medida de salvaguardia definitiva por un período de tiempo de un año.

4.
Que se apoye al Ministerio de Agricultura en todas las acciones necesarias para implementar la medida antes aludida, ya que ella resulta de fundamental importancia para mejorar la competitividad del sector lechero a través de la modernización tecnológica de la producción de leche y el impulso al desarrollo exportador del sector

5.
Que se envíe copia de este acuerdo al Fiscal Nacional Económico, al Presidente del Banco Central, al Ministro de Relaciones Exteriores, al Ministro de Hacienda, al Ministro de Agricultura y al Director Nacional de Aduanas, como también que se informe al Senado la decisión del ejecutivo en esta materia.

(Fdo.):Andrés Allamand Zavala,



Camilo Escalona Medina,



Senador






Senador

Alberto Espina Otero,





Eduardo Frei Ruiz-Tagle,


Senador







Senador

José García Ruminot,





Carlos Ignacio Kuschel Silva,

Senador








Senador

Roberto Muñoz Barra





Jaime Naranjo Ortiz,


Senador







Senador

Mariano Ruiz-Esquide,




Hosaín Sabag Castillo


Senador







Senador

Guillermo Vásquez Úbeda


Senador

� “La situación de la Micro y Pequeña Empresa en Chile”, capítulo I basado en estudio de Fundes por encargo SERCOTEC


� “Chile: Investment Climate Assessment “,Resultados preliminares de febrero de 2006


3.  Se revisó particularmente el caso de los SGR de España


� Para cierto sector doctrinario esta noción corresponde a la corriente reivindicacionista, que pone énfasis en la idea matriz en orden a que la finalidad del Derecho del Trabajo es proteger a la parte económicamente más débil de la relación contractual, y debe propender a beneficiar al trabajador, hay aquí una finalidad económica y social. Se refiere a que el Derecho del Trabajo es un conjunto de doctrinas y teorías, normas e instituciones cuyo fin es la reivindicación y protección de los intereses y derechos del trabajador y de las clases económicamente débiles.


� El art. 7 del C. del trabajo define el contrato individual de trabajo como "la convención por la cuál trabajador y empleador se obligan recíprocamente, el primero aprestar servicios personales bajo subordinación o dependencia, y éste a pagar una remuneración determinada”.


� Cfr. NOVOA MONREAL, Eduardo, “Una crítica al derecho tradicional. Obras escogidas”, p. 310, Editorial Antártica, 1993.


� "el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que aseguren en especial: 


 a) Una remuneración que proporcione como mínimo a  todos los trabajadores: i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto; 


 b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 


 c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad; 


 d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las  vacaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos". 


� Cfr. dictámenes N°s. 487/046, de 01.02.2000 y 3549/209, de 12.07.99. 


� Incorporado por la ley Nº 19.961.
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